
PERIÓDICO OFICIAL 

“TIERRA Y LIBERTAD” 
ÓRGANO DEL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

 
Las Leyes y Decretos son obligatorios, por su publicación en este Periódico 

Director: M. C. Matías Quiroz Medina 
 

 
 
 
 
 
 

 

El Periódico Oficial “Tierra y Libertad” es 

elaborado en los Talleres de Impresión de la 

Coordinación Estatal de Reinserción Social y la 

Dirección General de la Industria Penitenciaria del 

Estado de Morelos. 

 

 

 
 

Cuernavaca, Mor., a 19 de julio de 2017 

 
 

6a. época 

 
 

5514 

SUMARIO 

GOBIERNO DEL ESTADO 

PODER LEGISLATIVO 
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos. 

………………………………Pág. 3 
DECRETO NÚMERO DOS MIL CIENTO 
NOVENTA Y TRES.- Por el que se expiden la Ley 
de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Morelos; la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos; la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado 
de Morelos; se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones del Código Penal para el 
Estado de Morelos; de la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General del Estado de Morelos; y de la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos.  

………………………………Pág. 23 
PODER EJECUTIVO 
SECRETARÍA DE HACIENDA 
Acuerdo por el que se dan a conocer las 
participaciones en ingresos federales, pagados a 
los municipios del estado de Morelos, 
correspondientes al periodo de abril a junio de 
2017. 

………………………………Pág. 115 
SECRETARÍA DE ECONOMÍA 
Oficio número SE/0123/2017, mediante el cual se 
designa a la C. Dafne Fitz Domínguez, 
Responsable del Área Coordinadora de Archivos 
de la Secretaría de Economía. 

………………………………Pág. 120 
FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 
Acuerdo 07/2017 del Fiscal General del Estado de 
Morelos por el que se crea el nuevo sistema de 
emisión de las Constancias de No Antecedente 
Penales de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos. 

………………………………Pág. 120 

ORGANISMOS 
SECRETARÍA DE SALUD 
COMISIÓN ESTATAL DE ARBITRAJE MÉDICO DE 
MORELOS (COESAMOR) 
Acuerdo por el que se establece la Unidad de 
Transparencia y se integra el Comité de 
Transparencia de la Comisión Estatal de Arbitraje 
Médico. 

………………………………Pág. 123 
SECRETARÍA DE TURISMO 
FIDEICOMISO TURISMO MORELOS (FITUR) 
Nombramiento del .C. Jesús Enrique Prettel 
Marino, Administrador de Recursos Humanos, 
como responsable del Área Coordinadora de 
Archivos del Fideicomiso Turismo Morelos. 

………………………………Pág. 125 
PODER JUDICIAL 
TRIBUNAL UNITARIO DE JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES (TJA) 
Nombramiento del Titular del Área Coordinadora 
de Archivos del Tribunal Unitario de Justicia para 
Adolescentes. 

………………………………Pág. 125 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE 
MORELOS (TEE) 
Acuerdo Plenario de Inejecución de sentencia de 
fecha seis de julio del dos mil diecisiete, recaído 
en el expediente jurisdiccional identificado con 
número TEE/JDC/002/2016-3 y sus acumulados 
TEE/JDC/012/2016-3, TEE/JDC/013/2016-3, 
TEE/JDC/014/2016-3, TEE/JDC/027/2016-3 y 
TEE/JDC/039/2016-3 

………………………………Pág. 125 
Acuerdo Plenario de Cumplimiento de sentencia 
de fecha seis de julio del año dos mil diecisiete, 
recaído en el expediente jurisdiccional identificado 
con número TEE/JDC/049/2016-3. 

………………………………Pág. 131 



19 de julio de 2017  PERIÓDICO OFICIAL  Página 23 

Al margen izquierdo un Escudo del estado de 
Morelos que dice: ―Tierra y Libertad‖.- La tierra volverá 
a quienes la trabajan con sus manos.- Poder 
Legislativo. LIII Legislatura. 2015-2018. 

GRACO LUIS RAMÍREZ GARRIDO ABREU, 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED: 

Que el H. Congreso del Estado se ha servido 
enviarme para su promulgación lo siguiente: 

LA QUINCUAGÉSIMA TERCERA 
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EN EJERCICIO 
DE LA FACULTAD QUE LE OTORGA LA FRACCIÓN 
II, DEL ARTÍCULO 40 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS, Y AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 
I.- DEL PROCESO LEGISLATIVO  
a) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea 

de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el día seis 
de septiembre de dos mil dieciséis, los Diputados 
Integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presentaron la Iniciativa que reforma, 
adiciona y deroga diversas disposiciones del Código 
Penal para el Estado de Morelos. 

b) En consecuencia, de lo anterior el Diputado 
Francisco A. Moreno Merino, entonces Presidente de 
la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, 
dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, 
ordenando su turno a esta Comisión Dictaminadora, 
por lo que mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/862/16 de fecha seis de 
septiembre de dos mil dieciséis, fue remitida a esta 
Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación. 
Asimismo, en fecha cuatro de abril de dos mil 
diecisiete, por acuerdo de Pleno de la Sesión 
Ordinaria de esa misma fecha se amplió el turno de la 
iniciativa para ser enviado a la Comisión de 
Transparencia, Protección de Datos Personales y 
Anticorrupción, para que, en comisiones unidas se 
realice su análisis y dictamen correspondiente. 

c) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día seis de septiembre de dos mil dieciséis, los 
Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, presentaron la Iniciativa que 
reforma, adiciona y deroga la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General del Estado de Morelos. 

d) En consecuencia, de lo anterior el Diputado 
Francisco A. Moreno Merino, entonces Presidente de 
la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, 
dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, 
ordenando su turno a esta Comisión Dictaminadora, 
por lo que mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/864/16 de fecha seis de 
septiembre de dos mil dieciséis, fue remitida a esta 
Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación. 
Asimismo, en fecha cuatro de abril de dos mil 
diecisiete, por acuerdo de Pleno de la Sesión 
Ordinaria de esa misma fecha se amplió el turno de la 
iniciativa para ser enviado a la Comisión de 
Transparencia, Protección de Datos Personales y 
Anticorrupción, para que, en comisiones unidas se 
realice su análisis y dictamen correspondiente. 

e) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día veintisiete de septiembre de dos mil dieciséis, el 
Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la 
Iniciativa que reforma de manera integral la Ley de 
Auditoría y Fiscalización del Estado de Morelos. 

f) En consecuencia, de lo anterior el Diputado 
Francisco A. Moreno Merino, entonces Presidente de 
la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, 
dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, 
ordenando su turno a esta Comisión Dictaminadora, 
por lo que mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/902/16 de fecha 
veintisiete de septiembre de dos mil dieciséis, fue 
remitida a estas Comisiones Unidas de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta Pública y de Puntos 
Constitucionales y Legislación. Asimismo, en fecha 
cuatro de abril de dos mil diecisiete, por acuerdo de 
Pleno de la Sesión Ordinaria de esa misma fecha se 
amplió el turno de la iniciativa para ser enviado a la 
Comisión de Transparencia, Protección de Datos 
Personales y Anticorrupción, para que, en comisiones 
unidas se realice su análisis y dictamen 
correspondiente. 

g) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día cuatro de noviembre de dos mil dieciséis, el 
Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la 
Iniciativa que crea la Ley de Responsabilidades 
Administrativas para el Estado de Morelos. 

h) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 
Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 
cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 
mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/1058/16 de fecha cuatro 
de noviembre de dos mil dieciséis, fue remitida a esta 
Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación. 
Asimismo, en fecha cuatro de abril de dos mil 
diecisiete, por acuerdo de Pleno de la Sesión 
Ordinaria de esa misma fecha se amplió el turno de la 
iniciativa para ser enviado a la Comisión de 
Transparencia, Protección de Datos Personales y 
Anticorrupción, para que, en comisiones unidas se 
realice su análisis y dictamen correspondiente. 

i) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día doce de diciembre de dos mil dieciséis, el Diputado 
Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la Iniciativa 
que expide la Ley de Justicia Administrativa para el 
Estado de Morelos. 

j) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 
Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 
cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 
mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/1194/16 de fecha doce de 
diciembre de dos mil dieciséis, fue remitida a esta 
Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación. 
Asimismo, en fecha cuatro de abril de dos mil 
diecisiete, por acuerdo de Pleno de la Sesión 
Ordinaria de esa misma fecha se amplió el turno de la 
iniciativa para ser enviado a la Comisión de 
Transparencia, Protección de Datos Personales y 
Anticorrupción, para que, en comisiones unidas se 
realice su análisis y dictamen correspondiente. 
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k) Mediante la Sesión Ordinaria de la 

Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día dieciséis de junio de dos mil diecisiete, el Diputado 

Mario Alfonso Chávez Ortega, presentó la Iniciativa de 
Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas 

del Estado de Morelos. 
l) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 

Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 

cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 

mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1196/17 de fecha dieciséis 

de junio de dos mil diecisiete, fue remitida a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y 

Legislación y de Transparencia, Protección de Datos 
Personales y Anticorrupción.  

m) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 

día veintisiete de junio de dos mil diecisiete, el 
Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones del 

Código Penal para el Estado de Morelos. 
n) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 

Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 

cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 

mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1588/17 de fecha 

veintisiete de junio de dos mil diecisiete, fue remitida a 
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y 

Legislación y de Transparencia, Protección de Datos 
Personales y Anticorrupción.  

o) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 

día veintisiete de junio de dos mil diecisiete, el 
Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones del Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos. 

p) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 
Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 

Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 
cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 

turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 
mediante oficio número 

SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1589/17 de fecha 
veintisiete de junio de dos mil diecisiete, fue remitida a 

las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y 
Legislación y de Transparencia, Protección de Datos 

Personales y Anticorrupción.  
q) Mediante la Sesión Ordinaria de la 

Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día veintisiete de junio de dos mil diecisiete, el 

Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, presentó la 
Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones del Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Morelos. 

r) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 
Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 
cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a esta Comisión Dictaminadora, por lo que 
mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1590/17 de fecha 
veintisiete de junio de dos mil diecisiete, fue remitida a 
las Comisión de Transparencia, Protección de Datos 
Personales y Anticorrupción.  

s) Mediante la Sesión Ordinaria de la 
Asamblea de la LIII Legislatura, que tuvo verificativo el 
día cuatro de julio de dos mil diecisiete, los Diputados 
Integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presentaron la Iniciativa con proyecto 
de decreto por la que se expide la Ley de Fiscalización 
y rendición de Cuentas para el Estado de Morelos. 

t) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 
Beatriz Vícera Alatriste, Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio 
cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su 
turno a estas Comisiones Dictaminadoras, por lo que 
mediante oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1196/17 de fecha cuatro 
de julio de dos mil diecisiete, fue remitida a las 
Comisiones Unidas de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, de Puntos Constitucionales y 
Legislación y de Transparencia, Protección de Datos 
Personales y Anticorrupción. 

II.- MATERIA DE LAS INICIATIVAS 
A manera de síntesis, las iniciativas que 

presenta el Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón, 
versan en lo siguiente: 

 La iniciativa que expide la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado de 
Morelos tiene como finalidad establecer las 
responsabilidades administrativas de los servidores 
públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables 
por los actos u omisiones en que estos incurran y las 
que correspondan a los particulares vinculados con las 
faltas administrativas graves, así como los 
procedimientos para su aplicación, todo lo anterior, 
acorde con el Sistema Nacional y Estatal 
Anticorrupción y la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

 La iniciativa que expide la Ley de Justicia 
Administrativa para el Estado de Morelos propone una 
nueva forma de establecer la legislación en materia de 
justicia administrativa, toda vez que el proyecto 
planteado, únicamente contiene la parte adjetiva, es 
decir, la vertiente procedimental, mientras que, de 
manera paralela, se propone una ley orgánica que 
incluya la organización y facultades del nuevo Tribunal 
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.  

 Las iniciativas con proyecto de decreto que 
modifican el Código Penal para el Estado de Morelos 
tienen como finalidad una reingeniería en relación con 
los tipos penales que deriven de hechos relacionados 
con actos de corrupción, los cuales pueden ser 
cometidos no únicamente por servidores públicos, tal y 
como se plasma en el sistema actual, sino de igual 
manera por particulares involucrados en actos 
públicos. 
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 Las iniciativas con proyecto de decreto que 

modifican la Ley de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos tienen como principal finalidad el adecuar su 

contenido con las disposiciones que rigen al Sistema 

Nacional y Estatal Anticorrupción.  

 La iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de 

la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos tiene 

como finalidad adecuar el nombramiento y remoción 

del contralor municipal, sus facultades y ajustar los 

requisitos para ocupar el cargo, todo ello de acuerdo 

con las últimas reformas en materia de combate a la 

corrupción.  

 Las iniciativas con proyecto de decreto que 

reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 

de la Ley de Auditoría y Fiscalización del Estado de 

Morelos tienen como finalidad adecuar dicho 

ordenamiento a las últimas reformas a la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

relacionadas con la Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización. 

A manera de síntesis, la iniciativa que presenta 

el Diputado Mario Alfonso Chávez Ortega versa en lo 

siguiente: 

 La iniciativa que expide la Ley de Fiscalización 

Superior y Rendición de Cuentas del Estado de 

Morelos tiene como objeto el crear una nueva ley de 

auditoría completamente nueva y distinta en forma y 

fondo a la vigente. Éste nuevo proyecto plantea figuras 

novedosas y armonizadas con la legislación federal. 

De igual manera, ésta iniciativa pretende que la ESAF 

sea un organismo constitucional autónomo y tenga 

mayores facultades de auditoría y fiscalización. 

Finalmente, y más importante, le quita la vertiente 

política a la fiscalización de recursos públicos, 

eliminando del trámite de fiscalización a la comisión de 

hacienda en el Congreso del Estado y logrando 

investigaciones independientes y eficaces. 

A manera de síntesis, la iniciativa que presentan 

los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario del 

Partido Acción Nacional versa en lo siguiente: 

 La iniciativa que expide la Ley de Fiscalización 

y Rendición de Cuentas para el Estado de Morelos 

tiene como objeto reforzar el trabajo de fiscalización 

que constitucionalmente le corresponde al Poder 

Legislativo dentro del marco normativo del Sistema 

Nacional y Estatal Anticorrupción, además fortalece 

las facultades de la Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización, con la finalidad de que el estado de 

Morelos esté a la vanguardia a nivel nacional en 

materia de rendición de cuentas. 

III.- CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS 

El iniciador justifica su propuesta de 

modificación legislativa, debido a lo siguiente: 

Respecto a la iniciativa que expide la Ley de 

Responsabilidades Administrativas: 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS‖ 

―En un informe de Transparencia Internacional, 

difundido el 02 de diciembre de 2014, se determinó 

que nuestro País en el 2014, ocupó el lugar 103 de 

175, de entre los países miembros de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económico 

(OCDE) con mayor corrupción, entre los cuales se 

realizó la medición; es decir, México se ubica dentro 

del ranking de los países con mayor incidencia de ese 

fenómeno.‖ 

―Por su parte el 27 de enero de 2016, la 

organización denominada Transparencia Internacional 

publicó un estudio en el que da a conocer el índice de 

percepción de corrupción a nivel mundial en un 

estudio realizado entre 168 países, en el cual México 

ocupa el lugar 95 y el 11 entre los veintidós países de 

América Latina.‖ 

―De lo anterior se puede advertir que México, se 

encuentra por arriba de la media en cuanto a los 

índices de corrupción; por ello diversos sectores de la 

sociedad, entre ellos Transparencia Mexicana, 

manifestaron la urgente necesidad de contar con un 

Sistema Anticorrupción que abarcara los ámbitos 

federal, estatal y municipal.‖ 

―Como lo ha sostenido la ONU: ―La corrupción 

es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de 

consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la 

democracia y el estado de derecho, da pie a 

violaciones de los derechos humanos, distorsiona los 

mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 

florecimiento de la delincuencia organizada, el 

terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países —

grandes y pequeños, ricos y pobres— pero sus 

efectos son especialmente devastadores en el mundo 

en desarrollo.‖  

―La corrupción afecta infinitamente más a los 

pobres porque desvía los fondos destinados al 

desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de 

ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la 

injusticia y desalienta la inversión y las ayudas 

extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 

rendimiento y un obstáculo muy importante para el 

alivio de la pobreza y el desarrollo.
1
‖‖ 

―Las normas jurídicas deben reformarse 

tomando como premisa fundamental la progresividad y 

no el retroceso, para ello, debe tenerse claro que el 

combate a la corrupción incide en la toma de 

decisiones estructurales sobre la base de 

procedimientos eficaces, a partir de la prevención de 

conductas relacionadas con actos de corrupción, de la 

participación ciudadana, la observancia de las leyes y 

la racionalidad de las sanciones, entre otros aspectos.‖  

                                                      
1
 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. 

Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31 de octubre de 2003. 
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―En este sentido, es indispensable hacer 

referencia a las finalidades principales adoptadas en el 

artículo 1 de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción mediante resolución número 58/4 

de fecha 3 de octubre de 2003, por la Asamblea 

General que establece: ―La finalidad de la presente 

convención es: (i) Adoptar medidas para prevenir y 

combatir de forma eficaz y eficiente la corrupción, así 

como el fortalecimiento de las normas existentes; (ii) 

Fomentar la cooperación internacional y la asistencia 

técnica en la prevención y la lucha contra la 

corrupción, y (iii) Promover la integridad, la obligación 

de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y 

bienes públicos‖.‖ 

―Por consiguiente, debemos armonizar la 

legislación estatal para disponer de instrumento eficaz 

para procurar e investigar a todo servidor público y 

particular  que participe en hechos relacionados con la 

corrupción y así se advertirá a todos ellos que no se 

seguirá tolerando se traicione la confianza de la 

sociedad, y se reiterará la importancia de valores 

fundamentales como la honestidad, el respeto del 

estado de derecho, la obligación de rendir cuentas y la 

transparencia para fomentar el desarrollo y hacer que 

nuestro mundo sea un lugar mejor para todos.‖ 

―El 18 de julio del año en curso, fue publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el 

que se expide La Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa.‖ 

―El artículo segundo transitorio del referido 

decreto dispone que, dentro del año siguiente de su 

entrada en vigor, el Congreso de la Unión y las 

legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, deberán expedir las 

leyes y realizar las adecuaciones normativas 

correspondientes.‖ 

―De conformidad con lo anterior, se hace 

necesario expedir una nueva Ley de 

Responsabilidades Administrativas, la que la actual 

cuenta con más de nueve años de haber sido 

expedida y no es acorde con el Sistema nacional y 

estatal Anticorrupción.‖ 

―Por esta razón, la iniciativa que se presenta a 

consideración de esta Soberanía, contempla los 

procedimientos establecidos en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas en la sustanciación 

de los procedimientos de responsabilidades 

administrativas calificadas por la ley como graves y a 

los particulares vinculadas con las mismas.‖ 

―Se prevé el conocimiento y resolución de 

aquellos recursos que prevé la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. La iniciativa prevé 

un recurso de apelación que no se encuentra 

establecido en la ley vigente, ya que como podrá 

observarse, en la ley vigente, no se concede ningún 

medio de impugnación en contra de la sentencia 

definitiva.‖ 

―Por otra parte, es necesaria su creación para 

poder tramitar y sustanciar los procedimientos de 

responsabilidad administrativa de los servidores 

publicos iniciados por la presunta comisión de faltas 

administrativas graves; así también para sustanciar los 

procedimientos previstos en la ley relativa en contra de 

los particulares vinculados a hechos de corrupción.‖ 

―Contempla además resolver de todas las 

controversias indicadas en el artículo 40 de la ley y de 

las que surjan con motivo de las responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos y 

particulares vinculados con faltas graves promovidas 

por la Contraloría del Estado y los órganos internos de 

control de los entes públicos estatales, municipales u 

organismos autónomos.‖ 

―De los juicios que tengan como propósito fincar 

a los responsables el pago de las indemnizaciones y 

sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 

perjuicios que afecten la Hacienda Pública estatal o 

municipal o el patrimonio de los organismos 

autónomos.‖ 

Respecto a la iniciativa que expide la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Morelos: 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:‖ 

―Con fecha 18 de Julio del presente año, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, Decreto 

por el que se expiden las leyes que integran el marco 

normativo del Sistema Nacional Anticorrupción, entre 

ellas la nueva Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, que representa una 

organización totalmente diferente a la que se había 

establecido hasta ese momento, para cumplir con las 

siguientes facultades y atribuciones: 

1. Competencia para recibir y resolver 

asuntos de responsabilidad administrativa grave por 

parte de los servidores públicos del Congreso de la 

Unión o de la Administración Pública Federal. 

2. Competencia para recibir y resolver 

asuntos que involucren a los servidores públicos de 

los organismos a los que la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos otorgue autonomía, 

cuando estén relacionados con alguno de los actos de 

corrupción calificados como graves por la ley de la 

materia. 

3. Imponer sanciones a los particulares 

que intervengan en actos de corrupción.‖ 

―Los artículos transitorios del Decreto 

mencionado, establecen lo siguiente: 

―Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada 

en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión 

y las Legislaturas de las entidades federativas, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas correspondientes de conformidad con lo 

previsto en el presente Decreto.‖‖ 

―En razón de lo anterior, resulta necesario 

expedir una Ley Orgánica para plasmar facultades 

análogas al Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos.‖ 
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―En este orden de ideas es necesario establecer 

en la Ley propuesta, el marco legal que permita que el 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Morelos, haga uso de sus facultades en materia de 

combate a la corrupción.‖ 

―Así pues, se reconoce la competencia que 

hasta el momento tiene el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Morelos, sin embargo, se 

adiciona el marco normativo relativo a la nueva 

competencia en materia de imposición de sanciones 

por responsabilidades administrativas graves a los 

servidores públicos de los poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial y de los organismos autónomos 

constitucionales.‖ 

―Contenido de la propuesta: 

1. Por lo que respecta al presupuesto que la 

Cámara de Diputados apruebe para el Tribunal, este lo 

ejercerá con plena autonomía y bajo los principios de 

honestidad, responsabilidad, austeridad y 

transparencia. Su administración será eficiente para 

lograr la eficacia de la justicia administrativa bajo el 

principio de rendición de cuentas. 

2. Se establece la organización y 

funcionamiento del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Morelos, el cual estará integrado por el 

Pleno, un Pleno Jurisdiccional, Salas Unitarias de 

Instrucción y Salas Especializadas en Materia de 

Responsabilidades Administrativas. 

3. Además de las funciones tradicionales del 

Tribunal de Justicia Administrativa, se le otorgan 

facultades para la imposición de sanciones a los 

servidores públicos locales por las responsabilidades 

administrativas que la Ley determine como graves, por 

las irregularidades en el manejo de recursos públicos y 

a los particulares que participen en actos vinculados 

con dichas responsabilidades conforme a las 

determinaciones que realice la Entidad Superior de 

Auditoría y Fiscalización, la Secretaría de la 

Contraloría, las Contralorías Municipales y los órganos 

internos de control de los organismos 

constitucionalmente autónomos.‖ 

Respecto a la iniciativa de Ley de Fiscalización 

Superior y Rendición de Cuentas del Estado de 

Morelos: 

―CONSIDERANDO‖ 

1. Que con fecha 27 de mayo de 2015, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto 

por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a 

la corrupción. 

2. Que a través de la citada reforma se modificó 

el sexto párrafo, de la facción II, del artículo 116 de la 

Constitución Federal, eliminando los principios de 

anualidad y posteridad a los que, hasta su entrada en 

vigor, se encontraba sujeta la función fiscalizadora de 

las entidades de fiscalización con que cuenten las 

legislaturas de los Estados.   

3. Que la modificación descrita atendió a la 
necesidad de autorizar a las entidades estatales de 
fiscalización para efectuar auditorias durante el 
ejercicio fiscal en curso y sobre actos realizados en 
ejercicios anteriores, con independencia de la revisión 
de la Cuenta pública. 

4. Que en la referida porción normativa se 
incorporó la obligación de las mencionadas entidades 
de fiscalización, de fiscalizar las acciones de estados y 
municipios en materia de fondos, recursos locales y 
deuda pública y se estableció el carácter de público de 
los informes de auditorías que ellas emitan.  

5. Que el Artículo Cuarto Transitorio de la 
Reforma Constitucional en materia anticorrupción, 
señala que las legislaturas de los Estados, en el 
ámbito de su respectiva competencia, deberán expedir 
las leyes y realizar las adecuaciones normativas 
correspondientes dentro de los ciento ochenta días 
siguientes a la entrada en vigor de la ley general que 
establezca las bases de coordinación del Sistema 
Nacional Anticorrupción y la que distribuya 
competencias entre los órdenes de gobierno para 
establecer las responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos.  

6. Que con el propósito de dar cumplimiento al 
mandato contenido en las disposiciones 
constitucionales y de carácter general referidas en los 
numerales anteriores el 19 de abril de 2017 se publicó 
en el Periódico Oficial Tierra y Libertad órgano de 
difusión del Gobierno del Estado de Morelos, el 
decreto por el que se expide la Ley del Sistema 
Anticorrupción del Estado de Morelos. 

9. Que en el artículo 134 de la Constitución 
Política del Estado de Morelos, estableció un nuevo 
régimen de responsabilidades de los servidores 
públicos del Estado y los municipios, así como de los 
particulares que incurran en hechos de corrupción.   

10. Que, en este tenor, resulta indispensable 
armonizar la regulación en materia de fiscalización 
superior, a los previsto por la Carta Magna y la 
Constitución Estatal en este rubro.  

Respecto a la iniciativa que modifica el Código 
Penal para el Estado de Morelos: 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS‖ 
―Un Morelos sin corrupción, próspero y 

progresista, es una aspiración principal de la sociedad 
morelense.‖ 

―La Sociedad ha exigido desde hace ya mucho 
tiempo, la creación de leyes e instituciones eficaces 
para combatir la corrupción, que tanto ha lacerado; es 
por ello que, preocupados por la gravedad de los 
problemas y las amenazas que plantea la corrupción 
para la estabilidad y seguridad de las sociedades, al 
socavar las instituciones y los valores de la 
democracia, la ética y la justicia, y al comprometer el 
desarrollo sostenible y el imperio de la ley, planteo la 
presente iniciativa con la finalidad de reformar el 
Código Penal del Estado de Morelos, en el que se 
establezca con toda precisión los delitos relacionados 
con hechos de corrupción y de esa manera quede 
armonizado con las reformas realizadas al Código 
Penal Federal, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de Julio de 2016.‖ 
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―Un informe de Transparencia Internacional, 
difundido el 02 de diciembre de 2014, da a conocer 
que nuestro País, en el 2014, ocupó el lugar 103 de 
175, de entre los países miembros de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) con mayor corrupción, entre los cuales se 
realizó la medición; es decir, México se ubica dentro 
del ranking de los países con mayor incidencia de ese 
fenómeno.‖  

―Por su parte el 27 de enero de 2016, la misma 
organización publicó un estudio en el que da a 
conocer el índice de percepción de corrupción a nivel 
mundial en un estudio realizado entre 168 países, en 
el cual México ocupa el lugar 95 y el 11 entre los 
veintidós países de América Latina.‖ 

―De lo anterior se puede advertir que México se 
encuentra por arriba de la media en cuanto a los 
índices de corrupción; por ello diversos sectores de la 
sociedad, entre ellos Transparencia Mexicana, 
manifestaron desde entonces la urgente necesidad de 
contar con un Sistema Anticorrupción que abarcara los 
ámbitos federal, estatal y municipal.‖ 

―La presente iniciativa tiene por objeto modificar 
y adicionar diversos artículos del Código Penal del 
Estado de Morelos, en los que se contemple el Titulo 
de Hechos de Corrupción, con las conductas de 
servidores públicos que deben encuadrarse en este 
título, pues la corrupción ha dejado de ser un 
problema local para convertirse en un fenómeno 
transnacional que afecta a todas las sociedades y 
economías, teniendo presente que la prevención y la 
erradicación de la corrupción son responsabilidades 
de todos los Estados, con el apoyo y la participación 
de personas y grupos que no pertenecen al sector 
público, como la sociedad civil, las organizaciones no 
gubernamentales y las organizaciones de base 
comunitaria, para que sus esfuerzos en este ámbito 
sean eficaces.‖ 

―Como lo ha sostenido la ONU: ―La corrupción 
es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de 
consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la 
democracia y el estado de derecho, da pie a 
violaciones de los derechos humanos, distorsiona los 
mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el 
terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana. 
Este fenómeno maligno se da en todos los países —
grandes y pequeños, ricos y pobres— pero sus 
efectos son especialmente devastadores en el mundo 
en desarrollo.‖ 

―La corrupción afecta más a los sectores más 
desprotegidos de la sociedad, porque desvía los 
fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad 
de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta 
la desigualdad y la injusticia y desalienta la inversión y 
las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor 
clave del bajo rendimiento y un obstáculo muy 
importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo.‖ 
2
 

                                                      
2
 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. 

Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31 de octubre de 2003. 

―Las normas jurídicas deben reformarse 

tomando como premisa fundamental la progresividad y 

no el retroceso; para ello, debe tenerse claro que el 

combate a la corrupción incide en la toma de 

decisiones estructurales sobre la base de 

procedimientos eficaces, a partir de la prevención de 

conductas relacionadas con actos de corrupción, de la 

participación ciudadana, la observancia de las leyes y 

la racionalidad de las sanciones, entre otros aspectos.‖ 

―En este sentido, es indispensable hacer 

referencia a las finalidades principales adoptadas en el 

artículo 1° de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción mediante resolución número 58/4 

de fecha 3 de octubre de 2003, por la Asamblea 

General que establece: ―La finalidad de la presente 

convención es: (i) Adoptar medidas para prevenir y 

combatir de forma eficaz y eficiente la corrupción, así 

como el fortalecimiento de las normas existentes; (ii) 

Fomentar la cooperación internacional y la asistencia 

técnica en la prevención y la lucha contra la 

corrupción, y (iii) Promover la integridad, la obligación 

de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y 

bienes públicos‖.‖ 

―Por consiguiente, debemos armonizar la 

legislación estatal para disponer de instrumentos 

eficaces para investigar a todo servidor público y 

particular que participe en hechos relacionados con la 

corrupción, y así, se advertirá a todos ellos que no se 

seguirá tolerando se traicione la confianza de la 

sociedad, malversando sus contribuciones, y se 

reiterará la importancia de valores fundamentales 

como la honestidad, el respeto del estado de derecho, 

la obligación de rendir cuentas y la transparencia para 

fomentar el desarrollo y hacer que nuestro mundo sea 

un lugar mejor para todos.‖ 

―Que la redacción del presente ordenamiento es 

acorde con los avances de la ciencia jurídico penal, pero 

exenta de formulaciones doctrinales innecesarias o de 

afiliaciones escolásticas prescindibles. Se debe contar 

con un texto que pueda ser bien comprendido y aplicado 

por quienes tienen a su cargo esta elevada misión, así 

como por la comunidad morelense, destinataria de las 

normas jurídicas.‖ 

―Bien se sabe que muchas opciones contenidas 

en una legislación penal, cualesquiera que sean estas, 

son naturalmente discutibles y han sido ampliamente 

abordadas por tratadistas, juzgadores y el foro en 

general. En todo caso, el presente ordenamiento 

incorpora las opciones más frecuentemente aceptadas 

por el actual Derecho penal mexicano, sin ignorar las 

soluciones extranjeras, en la medida en que resulten 

aprovechables en nuestro país, pero incorporando 

novedades legislativas actuales, propias de nuestro 

sistema penal, como las que ya se encuentran en el 

Código Penal Federal, con especial diseño y redacción 

para el eficaz combate a la corrupción.‖ 

Respecto a la iniciativa que modifica la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos, presentada por el Diputado Enrique Laffitte: 
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―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS‖ 

―La creación del Sistema Nacional 

Anticorrupción en nuestro país no puede entenderse 

de otra forma sino como la respuesta que el Estado 

Mexicano otorgó a las exigencias de su sociedad, de 

la cual diversos sectores se manifestaron para 

expresar el hartazgo derivado de múltiples 

acontecimientos relacionados con hechos de 

corrupción que se suscitaron sobre todo en el segundo 

semestre del año 2014.‖ 

―Ante tal escenario, en el Congreso de la Unión 

se iniciaron los trabajos legislativos para llevar a cabo 

reformas a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, con la finalidad de generar las 

bases fundamentales de dicho sistema, y con ello, 

estar en posibilidades de sancionar a servidores 

públicos, como a particulares, tanto administrativa, 

como penalmente, que incurran en actos de 

corrupción.‖ 

―Es así que, el pasado 27 de mayo de 2015, el 

Presidente de la República promulgó el Decreto por el 

que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a 

la corrupción, el cual se publicó en el Diario Oficial de 

la Federación –en lo sucesivo DOF- en la misma 

fecha,
3
 iniciando su vigencia el día posterior a su 

publicación.‖ 

―Mediante dicho decreto se reformaron diversos 

artículos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos –en adelante CPEUM-, cuyo 

objetivo central fue combatir la corrupción en el 

servicio público, mediante la creación del Sistema 

Nacional Anticorrupción, como una instancia de 

coordinación entre las autoridades de todos los 

órdenes de gobierno competentes para la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la 

fiscalización y control de recursos públicos; 

estableciendo como requisito indispensable para su 

funcionamiento la participación ciudadana.‖ 

―Así pues, los artículos transitorios de la referida 

reforma constitucional, otorgaron diversos plazos tanto 

a la Cámara de Diputados, como a la Cámara de 

Senadores para llevar a cabo la expedición de 

diversas leyes y, asimismo, reformar y adicionar otras, 

con la finalidad de dar vida al Sistema Nacional 

Anticorrupción.‖  

―El paquete de las primeras leyes generales, 

que el Congreso de la Unión se encontraba obligado 

por mandato constitucional a expedir o reformar, son 

las siguientes: 

                                                      
3
Diario Oficial de la Federación de fecha 27 de mayo de 2015, 

consultado en la página de internet: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fec.ha=27/05/2

015&print=true 

1. Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción 
2. Ley General de Responsabilidades 

Administrativas 
3. Ley del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa 
4. Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal  
5. Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas de la Federación 
6. Código Penal Federal 

7. Ley Orgánica de la Procuraduría General 
de la República‖ 

―A través de los Presidentes de las Mesas 
Directivas, tanto de la Cámara de Senadores, como de 

Diputados, los integrantes del Congreso de la Unión 
fueron convocados a un Periodo Extraordinario, mismo 

que se celebró del 13 al 17 de junio de 2016, semana 
en la que se discutieron y aprobaron los dictámenes 

de las siete leyes mencionadas.‖ 
―Posteriormente, los decretos fueron remitidos al 

Presidente de la República para su análisis y posterior 
publicación en el Diario Oficial de la Federación, por lo 

cual, ejercitado y subsanadas las etapas del 
procedimiento del derecho de veto concedido al Titular 

del Poder Ejecutivo de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 72, inciso c) de la CPEUM, el 18 de julio 

de 2016 en un acto protocolario llevado a cabo en 
Palacio Nacional, el Presidente de la República, 

Enrique Peña Nieto, firmó los decretos con los que se 
promulgaron las leyes generales del Sistema Nacional 

Anticorrupción, publicándose en la misma fecha en el 
DOF,

4
 decretos que entrarán en vigor conforme a lo 

dispuesto en los artículos transitorios de cada 
decreto.‖ 

―De esta manera el Congreso de la Unión ha 
sentado las bases mínimas sobre las que deben ser 

creados los sistemas locales anticorrupción en las 
entidades federativas de la República Mexicana.‖ 

―Ahora bien, en cumplimiento a lo ordenado por 
el artículo cuarto transitorio de la reforma 

constitucional, el Congreso de la Unión y las 
Legislaturas locales contaron con un plazo de un 

ciento ochenta días, a partir de la entrada en vigor de 
las leyes generales del Sistema Nacional 

Anticorrupción para expedir y efectuar las 
adecuaciones normativas que correspondieran, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, por lo cual el 
Congreso del Estado de Morelos, tuvo a bien 

implementar el Sistema Estatal Anticorrupción, y en 
consecuencia, adicionó tres últimos párrafos al artículo 

79-B de nuestra Constitución Local, para crear la 
Fiscalía Especializada para la Investigación de Hechos 

de Corrupción, como institución integrante del Sistema 
Estatal Anticorrupción, disponiendo que esta se regiría 

al amparo de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado de Morelos.‖ 

                                                      
4
 El contenido íntegro de los decretos puede ser consultado en el 

siguiente link: 
http://www.dof.gob.mx/index.php?year=2016&month=07&day=18 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fec.ha=27/05/2015&print=true
http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fec.ha=27/05/2015&print=true
http://www.dof.gob.mx/index.php?year=2016&month=07&day=18
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―En ese contexto, un gran atino significó la 

creación e inicio de operaciones de la Fiscalía en 

mención, siendo referente a escasos meses, como 

modelo a replicar en otras entidades de la República, 

en especial su condición de autonomía e 

independencia para mantener sus acciones abstraídas 

de toda intromisión e intereses contrarios, con el 

esperanzador objetivo de que la visión de un Morelos 

libre de corrupción, se haga realidad y se convierta en 

un nuevo paradigma, a través de las estrategias en 

cumplimiento de la misión encargada, y que debe ser 

adoptada como todo un apostolado, con compromiso 

total, y no como simples labores ordinarias.‖  

―Después de múltiples acciones el H. Congreso 

del Estado de Morelos, con enormes inversiones de 

tiempo, recursos económicos, grandes aportaciones 

de los legisladores, juristas, organizaciones sociales y 

distinguidos ciudadanos, en el Periódico Oficial ―Tierra 

y Libertad‖, se publican las reformas y adiciones a la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, para establecer el Sistema Estatal 

Anticorrupción, lo cual aconteció el 7 de abril de 2017, 

y el día 19 del mismo mes y año, su publica en el 

mismo medio, la Ley del Sistema Estatal 

Anticorrupción.‖ 

―Como parte integrante del Sistema Estatal 

Anticorrupción, la Fiscalía Especializada en Combate 

a la Corrupción, en su denominación actual, con 

anticipación ha iniciado acciones encaminadas al 

cumplimiento de su objetivo, aspecto que muy lejos de 

un desatino ha significado un invaluable ejercicio para 

generar la suficiente información en el sentido de que 

se requiere garantizar su posición como institución 

fuerte y eficaz, a través de medidas concretas que le 

permitan realizar mayores acciones en verdadero 

beneficio de la sociedad, para la prevención, 

detección, investigación y sanción de faltas 

administrativas y hechos de corrupción.‖ 

―El momento histórico requerido y la oportunidad 

para hacer efectivas las experiencias hasta el día de 

hoy obtenidas, de la Fiscalía Especializada en 

Combate a la Corrupción, se encuentran presentes en 

el actual escenario y por tanto, se proponen al H. 

Congreso del Estado de Morelos, como cuerpo 

legislativo de vanguardia, como lo ha venido haciendo 

en sus diversas integraciones, diversas adecuaciones 

normativas.‖ 

―OPORTUNIDADES DE CONSOLIDACIÓN 

DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN EN 

RELACIÓN CON LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN 

COMBATE A LA CORRUPCIÓN: 

FORTALECIMIENTO DE LA AUTONOMÍA E 

INDEPENDENCIA DE LA FISCALÍA ESPECIALIZADA 

EN COMBATE A LA CORRUPCIÓN: 

Dos rubros se identifican como sugeridos como 

el fortalecimiento de la Fiscalía Anticorrupción para el 

cumplimiento de su misión: 

a. Fortalecimiento de la autonomía e 

independencia del Fiscal. 

b. Fortalecimiento de la autonomía e 
independencia presupuestaria.‖ 

―Múltiples organizaciones civiles especializadas 
en el tema anticorrupción coinciden en la importancia 
de una plena autonomía e independencia de la figura 
del Fiscal Especializado en el Combate a la 
Corrupción, y que no exista subordinación más que la 
requerida para un rendimiento de cuentas apartado de 
intereses partidarios y de grupos de influencia, de 
manera que cumpla con su obligación persecutoria de 
la corrupción, y que cuente con una infraestructura 
humana, técnica y presupuestaria, propias, para su 
operación sin contratiempos.‖ 

―La Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, tiene grandes desafíos que para 
superarlos requiere de esa autonomía e 
independencia en grado pleno.‖ 

―Desde el punto de vista etimológico, se llama 
autónoma a la entidad que se rige por su propia ley, es 
decir, que no depende de una norma que no sea la 
suya. La autonomía sin embargo, no es soberanía. 
Los entes autónomos gozan de la facultad de decidir 
sobre sus asuntos, pero están sometidos a la 
soberanía estatal.‖ 

―En otro aspecto, desde un punto de vista 
jurídico la autonomía no es más que un grado extremo 
de descentralización; si bien puede haber organismos 
descentralizados que no sean autónomos, no es 
posible que haya organismos autónomos que no sean 
descentralizados. En términos generales la 
descentralización en una figura jurídica mediante la 
cual determinadas facultades de decisión se 
transfieren de una autoridad central, a otra autoridad 
de competencia menos general.‖ 

―Ambos conceptos de autonomía son los 
buscados para que, sin reconocer la soberanía estatal, 
las decisiones y acciones permitan una mayor 
elasticidad y alcance, más fortaleza, para el reiterado 
cumplimiento de su misión, en busca de la anhelada 
visión social de un Morelos sin corrupción, con todas 
las bondades que ello acarreará en el mediano y largo 
plazo.‖ 

―En ese contexto, se propone la consolidación 
de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, dentro de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General que le rige, a efecto de dotarle de mayor 
autonomía y libertad en el ejercicio de su presupuesto, 
con el principal propósito de incrementar la eficiencia y 
eficacia de sus funciones con resultados satisfactorios 
para la sociedad, lo que no significará una posición de 
privilegio.‖ 

―En el marco de las acciones de investigación 
que hasta esta fecha se han llevado a cabo por la 
Fiscalía Anticorrupción, un claro ejemplo de la 
necesidad del fortalecimiento de las facultades de la 
misma, con las reformas que se proponen, es la 
autorización por parte de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, para el que Titular de la misma, 
pueda ya, en forma directa, solicitar información que 
poseen las instituciones del sistema financiero 
mexicano, fundamental para el conocimiento de 
hechos requeridos por los impartidores de justicia, 
para tener por acreditados los extremos que exige el 
artículo 19 Constitucional, para una vinculación a 
proceso sólida, consistentes en la acreditación de un 
hecho que la ley señala como delito, y la probabilidad 
de autoría y participación del imputado.‖ 
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―Anterior a dicha autorización fundamental, la 
solicitud de información bajo secreto bancario se tenía 
que realizar por conducto de la Fiscalía General, la 
cual ya cuenta con una autorización similar, por lo que 
al satisfacer el Fiscal Anticorrupción, la totalidad de 
requisitos necesarios, ante la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, para hacer la solicitud en forma 
directa, a través del Sistema de Atención a 
Requerimientos de Autoridad, el cual es una 
plataforma electrónica a la que se accede a través de 
una contraseña especial para acceder al mismo, con 
una significativa reducción en el tiempo para la 
obtención de tan valiosa información, para la 
integración de carpetas relacionadas con delitos de 
peculado o enriquecimiento ilícito, mismos que se 
realizan precisamente con utilización de cuentas 
bancarias, protegidas por el secreto bancario, bajo el 
cual se amparan quienes efectúan esos hechos de 
corrupción, pero que ahora existe ese acceso directo 
por la Fiscalía Anticorrupción, para lo conducente.‖ 

―Esa autorización, desde luego, no requirió de 
una adición a las facultades del Titular de la Fiscalía 
Especializada en mención, porque se trata de una 
gestión ante la propia Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, que no requiere de facultad expresa, pero 
existen otras que podrán complementarla, en aras de 
abonar ese fortalecimiento, que se vislumbran 
necesarias, y que sí requieren de expresa facultad 
para el efecto, como la que se necesaria para la 
obtención de información fiscal, telecomunicaciones, 
etcétera.‖ 

―Se propone entonces la firmeza en la 
homologación jerárquica del Titular de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, como 
estrategia para la eficaz investigación y sanción a todo 
servidor público y particulares que incurran en actos 
de corrupción, sin que importe su nivel o 
empoderamiento político o económico, lo que de otra 
forma, se dificultaría o incluso, se podría tornar 
inalcanzable, contrario al espíritu del legislador al 
disponer su creación.‖ 

―Por lo que, teniendo en cuenta lo anterior, se 
propone reformar los artículos 2 y 3 de la LOFGEM 
para incorporar la nueva denominación de la Fiscalía 
Especializada. Por su parte, mediante la adición al 
artículo 4 se otorga la facultad al titular de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para llevar 
a cabo la elaboración de su anteproyecto de egresos, 
el cual deberá entregarlo directamente a la Secretaría 
de Hacienda del Poder Ejecutivo Estatal, dependencia 
que deberá integrarlo al Proyecto de Presupuesto de 
Egresos que se presente ante el Congreso Local para 
su aprobación. Con la adición de tal atribución, se 
garantiza que el Congreso Local apruebe recursos 
suficientes y necesarios para la operatividad de dicha 
institución.‖ 

―Asimismo, se incorpora la mención de la 
Fiscalía Especializada al artículo 6 de la LOFGEM, 
con la finalidad de reforzar la autonomía técnica y de 
gestión que le fuera otorgada mediante diversa 
reforma a dicho ordenamiento jurídico de fecha 09 de 
marzo de 2016.‖ 

―También se adecúan las atribuciones 

otorgadas al Fiscal Especializado con las propias que 

fueron establecidas a la figura del Fiscal 

Anticorrupción de la Procuraduría General de la 

República, mediante la publicación del ―Decreto por el 

que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 

la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República, publicado en el DOF, en fecha 18 de julio 

de 2016; fortaleciendo de tal manera, el ámbito de 

actuación del Fiscal Especializado en Combate a la 

Corrupción del Estado de Morelos, para garantizar a 

los morelenses más y mejores resultados en el 

combate contra la corrupción.‖ 

―En concordancia con lo anterior, se proponen 

diversas reformas y adiciones al artículo 13 BIS de la 

LOFGEM, disposición en donde se establecen las 

atribuciones del Fiscal Especializado en Combate a la 

Corrupción, adicionándose las fracciones XVII a la XX, 

para ajustar las facultades de este servidor público con 

las propias que a nivel federal le han sido otorgadas al 

Fiscal Anticorrupción de la Federación.‖ 

―Por su parte, en atención a la autonomía de 

administración y organización de recursos humanos 

con que cuenta la aún Fiscalía Especializada para la 

Investigación de Hechos de Corrupción, en el presente 

documento se plantea la incorporación de la fracción 

XIII al citado artículo 13 BIS de la LOFGEM, para 

otorgar a su titular la facultad de nombrar a los 

titulares de las Unidades Administrativas que conforme 

a su estructura orgánica integren esta institución, 

estableciendo además que esta atribución deberá 

ejercerse en estricta observancia y cumplimiento a las 

disposiciones legales y administrativas que establecen 

los requisitos que los servidores públicos de las 

instituciones de procuración de justicia deben cumplir, 

tales como la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, la Ley del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado de Morelos, y demás normativa 

aplicable.‖  

―En ese mismo orden, resulta conveniente 

dotarle de una facultad más, para la pronta atención y 

ejercicio de sus facultades persecutorias, del todo afín 

con el Sistema Anticorrupción, consistente en el 

ejercicio directo de la facultad conferida a los Titulares 

del Ministerio Público de cada entidad federativa, a 

que alude el artículo 142, fracción II, de la Ley General 

de Instituciones de Crédito, herramienta muy 

indispensable, se reitera, para reducir en lo posible el 

tiempo en que se atiende una solicitud de información 

de cuentas y movimientos bancarios en lo general, 

ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y al 

mismo tiempo para ampliar las vías para la obtención 

de información de instituciones bancarias, por la 

naturaleza propia de los delitos en materia de 

corrupción, los que por regla general se llevan a cabo 

utilizando recursos públicos depositados en cuentas 

bancarias, de donde son distraídos, desviados o 

ejecutando otras acciones o maniobras en perjuicio de 

la sociedad.‖ 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
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―Es importante mencionar que la excepción que 

consigna el artículo 142, fracción II, de la Ley General 

de Instituciones de Crédito, se refiere en forma 

expresa a los ―Procuradores Generales de Justicia‖ de 

los Estados de la República, referencia que requiere 

dos interpretaciones: La primera, que en el Estado de 

Morelos, en la actualidad es la Fiscal General quien 

ejerce las funciones que anteriormente se atribuyeron 

al Procurador General de Justicia del Estado; y la 

segunda, que en estricta observancia a los párrafos 

antepenúltimo y penúltimo del artículo 13 BIS de la 

Ley Orgánica de la Fiscalía General,  confieren un 

nivel equivalente al Fiscal Especializado en Combate a 

la Corrupción.‖ 

―Entonces, el Fiscal Especializado en Combate 

a la Corrupción, tiene un nivel equivalente al de un 

Procurador General de Justicia, a que se refiere el 

artículo 142, fracción II, de la Ley General de 

Instituciones de Crédito, y en consecuencia, es de 

especial importancia que en forma expresa se le 

confiera esa excepción al secreto bancario que 

confiere el mencionado precepto.‖ 

―A mayor abundamiento, el actual párrafo 

antepenúltimo del artículo 109 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 

―… 

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los 

órganos responsables de la investigación y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción no les serán oponibles las disposiciones 

dirigidas a proteger la secrecía de la información en 

materia fiscal o la relacionada con operaciones de 

depósito, administración, ahorro e inversión de 

recursos monetarios. La ley establecerá los 

procedimientos para que les sea entregada dicha 

información. 

…‖‖ 

―Por lo que en general, las adiciones a las 

facultades en comento, al Fiscal Especializado en 

Combate a la Corrupción, serían congruentes con el 

novedoso texto constitucional pretranscrito. 

Otras facultades también requeridas para 

complemento de las ya indicadas, son la designación 

libre y discrecional de peritos especializados en la 

materia penal y capacitados para operar dentro del 

sistema de impartición de justicia penal adversarial y 

oral, y para contribuir de manera efectiva en la 

implementación y consolidación del sistema 

anticorrupción, de manera que las cualidades muy 

particulares de cada profesional son las que tomará en 

cuenta el titular de la Fiscalía Anticorrupción, para la 

selección final, siempre que dichos peritos además de 

acreditar su preparación deberán formar parte de la 

lista respectiva, a cargo del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Morelos, para garantizar aún 

más su imparcialidad.‖ 

―Asimismo, se estima necesario que esta institución 
cuente dentro de su estructura orgánica con Asesores 
Jurídicos, en atención a lo previsto por el artículo 110 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales,

5
 disposición 

que entre otras cosas señala que la intervención de los 
asesores jurídicos será para orientar, asesorar o intervenir 
legalmente en los procedimientos penales en representación 
de la víctima u ofendido, señalando también que si estos 
últimos no pueden designar a uno particular, tendrán 
derecho a uno de oficio; razón por la cual al igual que 
sucede con los defensores públicos que representan jurídica 
y gratuitamente a los imputados y cuyo sueldo es absorbido 
por el Estado, las víctimas u ofendidos tienen el derecho de 
que les sea nombrado un asesor jurídico de oficio 
proporcionado por el Estado.‖  

―También, se propone la reforma al artículo 20 de la 
LOFGEM, para fortalecer la autonomía técnica que se ha 
conferido a la Fiscalía Especializada; se propone la 
derogación del segundo párrafo del artículo 21 para dar paso 
a la expedición del artículo 21 BIS, mediante el cual de 
manera específica se establezca que la Fiscalía 
Especializada contará con Unidades Administrativas 
independientes de la Fiscalía General del Estado, a través 
de las cuales desplegará sus actuaciones, garantizando con 
ello el respeto al principio de no subordinación, lo cual 
resulta necesario para que la institución encargada de 
combatir los hechos de corrupción en el estado de Morelos 
realice sus funciones sin ningún tipo de presión indebida y 
externa.‖ 

―REESTRUCTURACIÓN DE LA FECC PARA 
EFICIENTAR EL PRESUPUESTO: HACER MÁS CON 
MENOS.‖ 

―En otro rubro, se propone como novedad legislativa, 
una estrategia de eficiencia de los recursos destinados a la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción mediante 
le unificación de funciones a través de una Vice-Fiscalía la 
cual asumirá las funciones de las Fiscalías Específicas 
actuales, y una Coordinación General, ambas del mismo 
nivel jerárquico que formarán parte del Ministerio Público, 
esta segunda –la Coordinación General–, será la que 
aglutine diversas áreas directivas con apoyo de servidores 
públicos en cada especialidad, y asimismo se haga cargo de 
otras funciones que sin tratarse de la actividad 
preponderante y sustantiva, es innegable su estrecha e 
indisoluble vinculación, como lo son la atención a los juicios 
de amparo, con la rendición de informes, ofrecimiento y 
preparación de pruebas, búsqueda ante los diversos 
órganos jurisdiccionales de amparo, de criterios que vayan 
permitiendo la correcta implementación de los Sistemas 
Nacional y Estatal Anticorrupción, a través del Sistema de 
Impartición de Justicia Penal Adversarial y Oral, como 
pueden ser las ejecutoria en recursos de revisión o amparos 
directo, incluso, denuncias contradicción de tesis ante el 
Pleno de Circuito correspondiente, o bien similar vía, ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.‖ 

                                                      
5
Artículo 110. Designación de Asesor jurídico. En cualquier etapa del 

procedimiento, las víctimas u ofendidos podrán designar a un 
Asesor jurídico, el cual deberá ser licenciado en derecho o abogado 
titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el inicio de su 
intervención mediante cédula profesional. Si la víctima u ofendido no 
puede designar uno particular, tendrá derecho a uno de oficio. 
Cuando la víctima u ofendido perteneciere a un pueblo o comunidad 
indígena, el Asesor jurídico deberá tener conocimiento de su lengua 
y cultura y, en caso de que no fuere posible, deberá actuar asistido 
de un intérprete que tenga dicho conocimiento. 
La intervención del Asesor jurídico será para orientar, asesorar o 
intervenir legalmente en el procedimiento penal en representación 
de la víctima u ofendido. 
En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas podrán actuar por 
sí o a través de su Asesor jurídico, quien sólo promoverá lo que 
previamente informe a su representado. El Asesor jurídico 
intervendrá en representación de la víctima u ofendido en igualdad 
de condiciones que el Defensor. 
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―La creación de una unidad directiva con toda la 
infraestructura que ello requiere, por cada área en 
específico, elevaría en forma substancial el costo de 
operación de la Fiscalía Especializada en Combate a 
la Corrupción, habida cuenta del pleno conocimiento 
de la limitación de recursos.‖ 

―Existen otras actividades que igualmente se 
vinculan de forma inseparable con las acciones 
sustantivas, como certificación o expedición de copias, 
investigación jurisprudencial y legislativa, enlace con el 
Sistema Estatal Anticorrupción, necesario para una 
correcta coordinación, la representación jurídica ante 
instancias no precisamente vinculadas a juicios 
promovidos como resultado de las acciones 
sustantivas de la Fiscalía Especializada en mención, 
que pueden ser atendidas a través de esa 
Coordinación con una reducción del gasto, apoyada 
por servidores públicos idóneos para tales tareas.‖ 

―En lo referente al Servicio Civil, previsto en el 
artículo 49 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General, 
en razón de la especialidad de la Fiscalía como del 
personal adscrito a la misma, precisa de la misma 
institución para generar continuidad y mantener el 
profesionalismo, como también el que ese personal se 
concentre en la obtención de resultados en la materia 
de combate a la corrupción, por lo que se propone 
hacer extensivo el mismo, a la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción.‖ 

―Se destaca que esta propuesta se elaboró 
teniendo como base la plena conciencia de que el 
fenómeno de la corrupción debe ser combatido con 
instituciones especializadas, que además cuenten con 
autonomía técnica, de gestión y de operación, pero 
sobre todo, garantes de los principios constitucionales 
que debe revestir toda ley, en beneficio de la 
sociedad, pues de no ser así, se corre el riesgo de 
conculcar derechos fundamentales a los gobernados.‖ 

―Lo anterior, ya que tal y como lo ha sostenido la 
ONU:  

―La corrupción es una plaga insidiosa que tiene 
un amplio espectro de consecuencias corrosivas para 
la sociedad. Socava la democracia y el estado de 
derecho, da pie a violaciones de los derechos 
humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la 
calidad de vida y permite el florecimiento de la 
delincuencia organizada, el terrorismo y otras 
amenazas a la seguridad humana. Este fenómeno 
maligno se da en todos los países —grandes y 
pequeños, ricos y pobres— pero sus efectos son 
especialmente devastadores en el mundo en 
desarrollo.  

―Se sabe que la corrupción afecta infinitamente 
más a los segmentos más vulnerables y 
desprotegidos, porque desvía los fondos destinados al 
desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de 
ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la 
injusticia y desalienta la inversión y las ayudas 
extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el 
alivio de la pobreza y el desarrollo.

6
‖‖ 

                                                      
6
 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. 

Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31 de octubre de 2003. 

―Por las razones expuestas en párrafos 
anteriores, debe concluirse que en el presente caso, 
las normas jurídicas deben reformarse tomando como 
premisa fundamental la progresividad y no el 
retroceso, para ello, debe establecerse la autonomía 
técnica, de gestión y operación de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, respecto 
de las demás Unidades Administrativas que integran la 
Fiscalía General, para que no quede duda de su 
imparcialidad respecto de aquellas, aunque se 
encuentren regidas por la misma ley, ni mucho menos 
se encuentre sujeta a una subordinación laboral, sino 
más bien en un grado de coordinación administrativa, 
cuyo objetivo sea el de brindar la adecuada 
procuración de justicia a la sociedad morelense que 
tanto la demanda.‖ 

―En ese tenor, se ha propuesto el desarrollo de 
un sistema de rendición de cuentas ―horizontal‖ en el 
que el poder se disperse, es decir, que no exista un 
monopolio legal de ninguna institución y cada una de 
éstas sea individualmente responsable de los actos y 
procedimientos que se desarrollen en el ámbito de su 
competencia.‖ 

―Con todo lo anterior, se busca dar cumplimiento 
a lo establecido en el artículo 36 de la Convención de 
la ONU contra la Corrupción, disposición que es del 
tenor siguiente:   

―Cada Estado Parte, de conformidad con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
se cerciorará de que dispone de uno o más órganos o 
personas especializadas en la lucha contra la 
corrupción mediante la aplicación coercitiva de la ley. 
Ese órgano u órganos o esas personas gozarán de la 
independencia necesaria, conforme a los principios 
fundamentales del ordenamiento jurídico del Estado 
Parte, para que puedan desempeñar sus funciones 
con eficacia y sin presiones indebidas. Deberá 
proporcionarse a esas personas o al personal de ese 
órgano u órganos formación adecuada y recursos 
suficientes para el desempeño de sus funciones‖.‖ 

―Por lo cual, no debe pasar desapercibido para 
esta Soberanía, la importancia de lo señalado por este 
valioso instrumento jurídico que forma parte de 
nuestro orden jurídico nacional al haber sido ratificado 
por el Senado de la República en el año 2005, y por lo 
tanto la obligación que tiene el Estado Mexicano de 
cumplir con tal disposición de conformidad con el 
principio del derecho internacional conocido como 
―pacta sunt servanda‖, el cual indica que todo tratado 
en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido de 
buena fe.‖ 

―Por último, no puede pasar desapercibido para 
el suscrito que diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos, contemplan, para el caso de 
responsabilidades administrativas de los servidores 
públicos de la Fiscalía General, solamente a la actual 
Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, a pesar de que se encuentra publicada en el 
Diario Oficial de la Federación de fecha dieciocho de 
julio de dos mil dieciséis, la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, la cual en sus artículos transitorios establece 
un inicio de vigencia a partir del dieciocho de julio del 
presente año y la derogación de las Leyes Estatales 
de Responsabilidades Administrativas, es decir, del 
ordenamiento local antes mencionado.‖ 
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―En razón de lo anterior, es que propongo que 
las responsabilidades administrativas que se prevén 
en el ordenamiento materia de la presente, sean 
sancionadas de acuerdo a la referida Ley General y la 
legislación local en la materia que, en su caso se 
expida, modificaciones que entrarán en vigor hasta el 
dieciocho de julio próximo.‖ 

Respecto a la iniciativa que modifica la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos, presentada por los Diputados Integrantes del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional: 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El modelo de sociedad participativa al que 

aspira México y que aún no ha terminado de 
consolidarse, es aquel que exija el respeto a sus 
derechos fundamentales y que tengan como 
consecuencia un orden que se muestre frente a la 
sociedad, que no oculte su actuar, sino que por el 
contrario además de abrirse a la publicidad, también 
justifique sus actos y se responsabilice de los mismos, 
su pena de sanciones, ya que, por parte del propio 
órgano de poder, que de la sociedad misma. 

Como consecuencia de la implementación del 
Sistema Estatal en Morelos y de las recientes 
reformas a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia del  
sistema de combate a la corrupción, es que el día de 
hoy, el Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional, someteremos a la consideración del Pleno 
de esta Soberanía,  las reformas de armonización a la 
Ley  Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos, con estos ordenamientos y las leyes 
secundarias que se aprobaron en este tema. 

La Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Morelos, tiene por objeto establecer, 
organizar y regular las atribuciones de la Fiscalía 
General del Estado de Morelos, de la Fiscalía 
Especializada para la Investigación de Hechos de 
Corrupción, así como de las Unidades Administrativas 
que las integran, para el despacho de los asuntos que 
al Ministerio Público le confieren la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos y demás normas aplicables. 

La Fiscalía Especializada es uno de los pilares 
importantes en los que descansará el Sistema Estatal 
de Morelos, en el combate a los delitos de corrupción 
cometidos por los servidores públicos y particulares, la 
Fiscalía es la responsable de investigar, prevenir y 
conocer los delitos en materia de corrupción, tal y 
como lo establece la Constitución Política del Estado 
de Morelos, la cual le da esta relevancia. 

Por esta razón ,es importante hacer una 
modificación a la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado, para que se establezca con claridad las 
atribuciones y el marco de actuación que tendrá la 
Fiscalía Especializada para la investigación de hechos 
de Corrupción, que prevé la Constitución, nos queda 
claro que la función que la Fiscalía Especializada 
realizará es muy delicada y por lo mismo, resulta de 
suma importancia que la misma tenga un marco de 
actuación que le dé solidez, que le dé fortaleza y que 
le dé independencia técnica, operativa y de gestión 
para desarrollar su función. 

En el Estado de Morelos, existen muy pocas 
denuncias penales presentadas en contra de 
servidores públicos y de ellas solo en algunas se ha 
dado seguimiento y se ha ejercitado acción penal, es 
por ello que esta propuesta lo que pretende 
justamente es dotar a las instituciones de los 
mecanismos y herramientas necesarias para realizar 
esta función de persecución, investigación de los 
delitos en materia de corrupción. 

En esta iniciativa los aspectos más relevantes 
que se establecen son los siguientes: 

Se establece que la Fiscalía Especializada para 
la investigación de hechos de corrupción, este dotada  
de autonomía técnica, operativa y de gestión, para 
investigar, prevenir y conocer los delitos en materia de 
corrupción;  

Se propone que la Fiscalía Especializada 
cuente con una estructura similar a la  que la Fiscalía 
General, toda vez que estará esta fiscalía  bajo la 
subordinación de la Fiscalía General; 

Con Agentes del Ministerio Público 
Especializados en combate a los delitos por hechos de 
corrupción; 

Se prevé que cuente con una estructura 
funcional de recursos humanos suficientes para el 
debido cumplimiento de sus funciones, así como con 
los recursos presupuestales necesarios. 

En Acción Nacional, nos queda claro que 
implementar las herramientas necesarias para tener 
una verdadera democracia en el Estado, para 
controlar el abuso del poder y garantizar que los 
gobernantes actúen con honestidad, objetividad, 
imparcialidad, eficiencia y eficacia, en el cargo 
conferido, dotando a los gobernantes de mecanismos 
para el control de los asuntos públicos y fomentar 
cambios en la cultura y participación de la sociedad, 
dará como resultado un mejor estado de derecho para 
la protección de las garantías y derechos de los 
ciudadanos morelenses.‖ 

Respecto a la iniciativa que modifica la Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Morelos: 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS‖ 
―Con fecha veintiocho de marzo de dos mil 

diecisiete, mediante Decreto número 1839, publicado 
en el Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ número 5487, 
fueron promulgadas las reformas a la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, que 
dieron vida al Sistema Estatal Anticorrupción en los 
términos siguientes: 

ARTICULO 40.- Son facultades del Congreso: 
I.- a la XLIII.- … 
XLIV.- Designar, con el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes de la Legislatura, al 
Auditor General de la Entidad Superior de Auditoría y 
Fiscalización del Congreso del Estado; así mismo 
designar con el voto aprobatorio de las dos terceras 
partes de los integrantes de la Legislatura, a los 
titulares de los órganos internos de control de los 
organismos públicos autónomos a que se refiere el 
artículo 23-C de esta Constitución que ejerzan 
recursos del Presupuesto de Egresos del Estado; a los 
miembros de la Comisión de Selección que elegirá a 
su vez a los integrantes del Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; así 
como ratificar con el voto de las dos terceras partes de 
los miembros de la Legislatura, el nombramiento del 
Secretario de la Contraloría del Estado; 
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XLV.- a la LIX.- …‖ 

ARTICULO 70.- Son facultades del Gobernador 

del Estado: 

I.- a la V.- … 

VI.-Designar o nombrar a los Secretarios de 

Despacho y al Consejero Jurídico, en una proporción 

que no exceda la mitad para un mismo género. El 

nombramiento del Secretario de la Contraloría se 

sujetará a la ratificación del Congreso del Estado; 

VII.- a la XLIII.- ... 

―En ese sentido, resultan necesarias las 

modificaciones que hoy planteo con la presente 

iniciativa, en virtud de que, en la actualidad, el 

Contralor Municipal es nombrado y removido de 

manera directa por el Presidente Municipal, por lo que 

se convierte en un subordinado del mismo, lo que le 

impide realizar su labor de combatir frontalmente la 

corrupción que se presenta por parte de los 

colaboradores del alcalde que lo designó.‖ 

―Otra de las modificaciones constitucionales en 

materia de combate a la corrupción en la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, es la 

siguiente: 

ARTICULO 134.- … 

… 

… 

El Sistema tendrá un Comité Coordinador, el 

que contará a su vez con un órgano de apoyo técnico; 

el Comité estará integrado por los Titulares de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 

Congreso del Estado de Morelos, Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción, Secretaría 

de la Contraloría, el Magistrado Presidente del 

Tribunal de Justicia Administrativa, el Comisionado 

Presidente del Instituto Morelense de Información 

Pública y Estadística, así como por un representante 

del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, un 

representante de los Contralores Municipales del 

Estado y el Presidente del Comité de Participación 

Ciudadana; el Presidente del Comité de Participación 

Ciudadana, lo será a su vez del Comité Coordinador. 

… 

a) a la d) … 

…‖ 

―Por lo que resulta necesario plasmar en la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de Morelos estas 

nuevas facultades del Contralor Municipal, con el 

propósito de no caer en una antinomia legislativa.‖ 

―Por último, resulta necesario ajustar los 

requisitos para ocupar el cargo de Contralor Municipal, 

con el propósito de que, el profesionista que sea 

designado en tan importante cargo, se ajuste a la 

dinámica de trabajo del Sistema Estatal 

Anticorrupción, donde precisamente, como planteo la 

reforma multicitada, los integrantes del Comité 

Coordinador serán los titulares de los organismos 

encargados de la fiscalización, la rendición de 

cuentas, de los procedimientos de responsabilidades 

administrativas y de la tutela del derecho a la 

información pública en el Estado.‖ 

Respecto de la Iniciativa con Proyecto de 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley de Auditoría y 

Fiscalización del Estado de Morelos. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

―Con fecha once de agosto de dos mil quince, 

mediante Decreto número 2758, publicado en el 

Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ número 5315, 

fueron promulgadas las reformas a la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, que 

dieron vida al Sistema Estatal Anticorrupción en los 

términos siguientes: 

―ARTICULO 134.- Se establece el Sistema 

Estatal Anticorrupción, como instancia coordinadora 

entre las autoridades competentes en la prevención, 

detección, investigación y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, el cual se conformará y ajustará a lo 

dispuesto en la propia Constitución y la normativa 

aplicable. 

Para los efectos de las responsabilidades a que 

se refiere este Título, se reputan como servidores 

públicos a los integrantes de los Poderes Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial, así como de los Ayuntamientos, el 

Consejero Presidente y los consejeros electorales del 

Organismo Público Electoral de Morelos, el 

Comisionado Presidente y los comisionados del 

Instituto Morelense de Información Pública y 

Estadística, los Magistrados del Tribunal Electoral del 

Estado de Morelos, los Magistrados del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, el 

Magistrado del Tribunal Unitario de Justicia para 

Adolescentes y en general todo aquel que desempeñe 

un cargo, comisión empleo de cualquier naturaleza en 

la Administración Pública Estatal o Paraestatal o en 

las Entidades, organismos públicos autónomos e 

instituciones mencionadas en esta Constitución. El 

Sistema Estatal contará con un Comité de 

Participación Ciudadana, integrado por cinco 

ciudadanos que se hayan destacado por su 

contribución a la transparencia, la rendición de 

cuentas o el combate a la corrupción y serán 

designados en los términos que establezca la ley. 

Al Gobernador sólo se le podrá exigir 

responsabilidad durante su cargo, mediante Juicio 

Político, por violación expresa y calificada como grave 

a esta Constitución, ataques a la libertad electoral y al 

derecho de participación ciudadana y por delitos 

graves del orden común. 

El Sistema contará con un Comité Coordinador 

que estará integrado por los Titulares de la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización del Congreso del 

Estado de Morelos, Fiscalía Especializada en 

Investigación de Hechos de Corrupción, Secretaría de 

la Contraloría, el Magistrado Presidente del Tribunal 

de Justicia Administrativa, el Comisionado Presidente 

del Instituto Morelense de Información Pública y 

Estadística, así como por un representante del 

Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y otro del 

Comité de Participación Ciudadana. 
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Sin detrimento de las funciones que la 

normativa aplicable le confiera, corresponderá al 

Comité Coordinador del Sistema Estatal 

Anticorrupción, en los términos que determine la Ley: 

a) El diseño y promoción de políticas 

integrales en materia de fiscalización y control de 

recursos públicos, de prevención, control y disuasión 

de faltas administrativas y hechos de corrupción, en 

especial sobre las causas que los generan; 

b) La determinación de los mecanismos de 

suministro, intercambio, sistematización y 

actualización de la información que sobre estas 

materias generen las instituciones competentes de los 

órdenes de gobierno; 

c) El establecimiento de bases y principios 

para la efectiva coordinación de las autoridades de los 

órdenes de gobierno en materia de fiscalización y 

control de los recursos públicos, y 

d) La elaboración de un informe anual que 

contenga los avances y resultados del ejercicio de sus 

funciones y de la aplicación de políticas y programas 

en la materia. 

Derivado de este informe, podrá emitir 

recomendaciones no vinculantes a las autoridades, 

con el objeto de que adopten medidas dirigidas al 

fortalecimiento institucional para la prevención de 

faltas administrativas y hechos de corrupción, así 

como al mejoramiento de su desempeño y del control 

interno. Las autoridades destinatarias de las 

recomendaciones informarán al Comité sobre la 

atención que brinden a las mismas.‖ 

Sin embargo, el efecto de dichas reformas aún 

no ha sido plasmado en uno de los ordenamientos de 

mayor trascendencia para la operación del Sistema 

Estatal Anticorrupción, la Ley de Auditoría y 

Fiscalización del Estado de Morelos, que regula las 

funciones y atribuciones de la Entidad Superior de 

Auditoría y Fiscalización del Congreso del Estado de 

Morelos. 

Así también, previo a la emisión de dichas 

reformas a nivel estatal, el veintisiete de mayo de 

2015, se promulgó por el Presidente de la República, 

licenciado Enrique Peña Nieto, el Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a 

la corrupción, mismo que fuera publicada en el Diario 

Oficial de la Federación en esa misma fecha, y que 

tiene como objetivo central combatir la impunidad en el 

servicio público, mediante la creación del Sistema 

Nacional Anticorrupción, como una instancia de 

coordinación entre las autoridades de todos los 

órdenes de gobierno competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la 

fiscalización y control de recursos públicos; 

estableciendo como requisito indispensable para su 

funcionamiento la participación ciudadana. 

Así pues, mediante la citada reforma, se crea el 

Sistema Nacional Anticorrupción, del que se estima 
importante destacar uno de los puntos fundamentales, 

a saber: 
Se crea un Comité Coordinador con los 

sistemas estatales de combate a la corrupción, que 
agrupará a distintas instancias, como la Secretaría de 

la Función Pública, el Consejo de la Judicatura 
Federal, el Instituto Nacional de Transparencia y el 

Comité de Participación Ciudadana, fiscalización; 
integración que obedece a la investigación, control, 

vigilancia, sanción, transparencia, rendición de 
cuentas y participación ciudadana. 

Por lo anterior, puede establecerse con toda 
precisión que, por primera vez en México, contaremos 

con un sistema integral y transversal, alejado de 
intereses personales, pues sus finalidades son muy 

claras: generar mejores estándares en el servicio 
público y combatir de manera definitiva los actos de 

corrupción, confirmando el compromiso del Estado 
mexicano para contar con gobiernos abiertos. 

Resulta evidente el alcance nacional del 
Sistema Nacional Anticorrupción, pues tal y como lo 

establece el artículo 113 de la Constitución Federal, en 
su último párrafo, dispone que las entidades 

federativas deberán establecer sistemas locales 
anticorrupción, los que servirán como mecanismos de 

coordinación para el diseño, evaluación de políticas de 
educación, concientización, prevención, detección y 

sanción de responsabilidades administrativas y hechos 
de corrupción, así como la promoción de la integridad 

pública. 
Así también, el pasado 18 de julio del presente 

año, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la 
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 

estableciendo figuras novedosas que no fueron 
contempladas en la Reforma a la Constitución 

Estadual de la materia, estas son: 
- Una Secretaría Ejecutiva del Comité 

Coordinador, que se encargará de realizar las tareas 
operativas para el cumplimiento de las funciones del 

mismo. 
- Una Secretaría Técnica de la Secretaría 

Ejecutiva del Comité Coordinador, como auxiliar de la 
misma. 

- Un Sistema Nacional de Fiscalización, que 
agrupa todas las autoridades que auditan el ejercicio 

de recursos públicos. 
Por lo tanto, resulta necesario el establecer una 

estructura similar en el Sistema Estatal Anticorrupción 
o, en su caso una asignación de dichas 

responsabilidades. 
Al respecto, el régimen transitorio de la Ley 

General establece lo siguiente: 
―Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada 

en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión 
y las Legislaturas de las entidades federativas, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas correspondientes de conformidad con lo 
previsto en el presente Decreto.‖ 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015


19 de julio de 2017  PERIÓDICO OFICIAL  Página 37 

Es decir, nos encontramos dentro del plazo 
previsto para, en este caso, se apruebe y publique la 
reforma integral a la Ley de Auditoría y Fiscalización 
del Estado de Morelos que propongo en mi iniciativa y 
así dar cumplimiento a este ordenamiento por parte de 
este Congreso. 

Entre las principales novedades de la iniciativa 
que hoy pongo a su consideración, destacan las 
siguientes: 

- Se establece la integración de la Entidad 
Superior de Auditoría y Fiscalización al Sistema 
Estatal Anticorrupción y como cabeza del Sistema 
Estatal de Fiscalización. 

- Se establece la obligación de la Entidad 
Superior de Auditoría y Fiscalización de mantener 
informado de sus acciones al Comité del Sistema 
Estatal Anticorrupción. 

- Se establece una autonomía reglamentaria a 
la Entidad Superior de Auditoría, lo que le permitirá 
expedir sus normas internas para regular su 
funcionamiento.  

- Se suprimen de los principios de actuación de 
la Entidad Superior de Auditoría los de anualidad y 
posterioridad, de conformidad con las reformas en 
materia de anticorrupción. 

- Se armonizan los casos en los cuales puede 
ser removido el Auditor General, de acuerdo a lo 
dispuesto por la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos. 

- Se establece claramente la figura de la 
Secretaría Técnica de la Entidad Superior de Auditoría 
y Fiscalización, se le otorgan facultades y atribuciones, 
así como el procedimiento de nombramiento y 
remoción. 

- Se establece la obligación de la Entidad 
Superior de Auditoría y Fiscalización de denunciar 
ante la Fiscalía Anticorrupción los hechos constitutivos 
de un delito cometido por funcionarios públicos en el 
ejercicio de su encargo. 

- Se suprime la obligación de las Entidades 
Fiscalizadas de entregar un avance trimestral de la 
cuenta pública, lo cual solamente tiene como resultado 
el multar de manera reiterada, principalmente a los 
Municipios por cumplir con dicha obligación a 
destiempo.‖ 

Respecto de la Iniciativa por la cual se Expide la 
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas para el 
Estado de Morelos. 

―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
En México existe una grave crisis institucional 

de las áreas encargadas de la fiscalización y rendición 
de cuentas de las entidades federativas. El objeto por 
el que fueron creadas no ha fructificado en una 
reducción de la corrupción, por fallas en las denuncias, 
así como a la falta de una eficiente fiscalización y 
auditoría de los recursos públicos. La impunidad es 
mal sistémico de la rendición de cuentas. 

Las auditorías no han detectado el elevado nivel 
de endeudamiento de los municipios y estados del 
país, que los coloca en un nivel de alta vulnerabilidad 
y riesgo de colapso financiero, para atender los 
mínimos compromisos de servicios públicos que 
requiere la población. Actualmente en el país el 
endeudamiento, alcanza niveles inimaginables del 
gasto público. 

Se han observado casos grotescos del uso 

indebido de los recursos públicos, como en el Estado 

de Veracruz, donde el desvío se realizaba de manera 

oficiosa sin que la auditoría estatal detectara el 

enorme desfalco financiero y el daño a la hacienda 

pública y al patrimonio del Estado.  

Estos ejemplos ofenden a la ciudadanía que 

exigen no más impunidad ante estos actos que 

laceran las instituciones y generan pobreza. Los 

impuestos de todos los trabajadores en lugar de servir 

para atenuar la brecha cada vez más grande entre 

ricos y pobres, sirve para enriquecer impunemente a 

políticos corruptos. 

El índice de percepción de la corrupción 2015 

de Transparencia Internacional, señala que la 

corrupción le cuesta a México 347,000 millones de 

pesos al año, lo que significa 9% del PIB nacional.  

De acuerdo al estudio ―México: Anatomía de la 

Corrupción‖, segunda edición, su autora María Amparo 

Casar detalló que en 2015 registraron cuatro millones 

925 mil 592 actos de corrupción, por un valor total de 

906 mil millones de pesos. 

En materia de percepción de la corrupción, 

México ocupa el último lugar de 34 países integrantes 

de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos. A escala global nuestro país está en el 

sitio 95 de 168 naciones, de acuerdo con el estudio en 

el que también participó la organización Mexicanos 

contra la Corrupción y la Impunidad. 

Ante esta problemática se han iniciado a dar 

pasos hacia la institucionalización de una estructura a 

favor de la rendición de cuentas; un grupo de 

ciudadanos, organizaciones civiles y del sector privado 

presentó la iniciativa ciudadana: Ley 3 de 3, que obliga 

a los políticos a presentar sus declaraciones 

patrimonial, de intereses y fiscal. La ley aprobada es el 

soporte impulsor de la Reforma Constitucional del 

Sistema Nacional Anticorrupción. 

El objetivo es que México consolide una 

estructura institucional que brinde confianza, certeza 

jurídica y convivencia pacífica entre los mexicanos. 

Ninguna de las reformas dará resultados si no 

tenemos un marco de ley, estado de derecho sólido y 

certeza en el cumplimiento de la misma. 

Este es el inicio de todo un trabajo en favor de 

las instituciones para sanearlas, en Morelos, los 

Diputados debemos redoblar esfuerzos para fortalecer 

las reformas contra la corrupción y apoyamos los 

puntos más importantes destacados por 

Transparencia Mexicana: 

1. Un marco de responsabilidades para los 

servidores públicos en los tres órdenes de gobierno y 

órganos autónomos. 

2. Medidas preventivas basadas en las 

mejores prácticas internacionales y sanciones para 

evitar que el sector privado participe de actos de 

corrupción. 

http://www.forbes.com.mx/corrupcion-y-desconfianza-en-mexico/
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3. Mecanismos para que los ciudadanos 
puedan denunciar actos de corrupción de manera 
segura y anónima. 

4. Una clasificación de los diez actos de 
corrupción grave: soborno, desvío de fondos públicos, 
tráfico de influencias, abuso de funciones, 
enriquecimiento oculto, obstrucción de la justicia, 
colusión, uso ilegal de información falsa o confidencial, 
nepotismo y conspiración para cometer actos de 
corrupción. 

5. Dotar de los recursos y herramientas 
necesarias para la investigación efectiva de actos de 
corrupción a las autoridades responsables. Creación 
de una plataforma digital que centralice información de 
cualquier órgano de gobierno necesaria para la 
investigación. 

6. Sanciones severas para servidores 
públicos que cometan actos de corrupción y una lista 
negra de consulta obligatoria. 

7. Mayor coordinación entre las autoridades 
responsables de investigar y sancionar actos de 
corrupción. Profesionalizando a las más de 90 
autoridades fiscalizadoras e investigadoras a nivel 
nacional. 

La mejor manera de manifestar nuestra rabia y 
enojo, nuestra indignación por la corrupción que 
corroe la vida institucional del país es apoyar las 
iniciativas ciudadanas y trabajar en otras que tengan 
como propósito fundamental eliminar la impunidad e 
impulsar la rendición de cuentas.  

Bajo esta perspectiva, con esta iniciativa el 
Grupo Parlamentario del Partido  Acción Nacional, 
refuerza el trabajo de fiscalización que 
constitucionalmente le corresponde al Poder 
Legislativo, dentro del marco normativo del Sistema 
Nacional Anticorrupción.  

La Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización 
es un área donde se debe de cimentar y dar 
resultados de cero impunidad, donde se observe que 
la administración de los recursos públicos se realiza 
con total honorabilidad. 

La fiscalización y rendición de cuentas son los 
mecanismos constitucionales de pesos y contrapesos 
que tienen los Poderes en el Estado, para atender los 
reclamos de una sociedad cada vez más dañada por 
la corrupción e impunidad. 

En el primer informe individual de las auditorías 
de la Cuenta Pública 2016, la Auditoría Superior de la 
Federación, se observa que las entidades federativas 
no comprobaron debidamente 19 mil 504. 4 millones 
de pesos. A este monto se suman 6 mil trescientos 
noventa millones que fueron observados como 
subejercicio presupuestal, es decir, dinero que estaba 
presupuestado y no fue utilizado en el tiempo que 
estaba establecido. Se recuperaron sólo mil 640 
millones de pesos.  

Esta es la primera vez que la Auditoría Superior 
de la Federación presenta un informe de auditorías, 
seis meses después de que concluyó el ejercicio 
presupuestal, esto derivado de la reforma 
constitucional de 2015, en materia de combate a la 
corrupción, donde se establecieron dos entregas 
individuales, en junio y octubre y un informe general 
en febrero del año siguiente al de la presentación de la 
Cuenta Pública. 

La presente iniciativa amalgama lo establecido 

en el Sistema Nacional Anticorrupción y propone que 

el Estado de Morelos, esté a la vanguardia a nivel 

nacional en la rendición de cuentas.‖ 

IV.- VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS. 

De conformidad con las atribuciones conferidas 

a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y 

Legislación, de Hacienda, Presupuesto y Cuenta 

Pública, de Transparencia, Protección de Datos 

Personales y Anticorrupción y de Justicia y Derechos 

Humanos y en apego a la fracción II del artículo 104 

del Reglamento para Congreso del Estado de Morelos, 

se procede a analizar en lo general la iniciativa para 

determinar su procedencia o improcedencia. 

Cronograma de la incorporación y puesta en 

marcha del Sistema Nacional Anticorrupción y su símil 

local. 

El 27 de mayo de 2015, se publicaron en el 

Diario Oficial de la Federación las reformas a la 

Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos 

en materia de combate a la corrupción, las cuales son 

la base que da sustento a toda legislación secundaria 

en la materia. Los artículos transitorios de la referida 

reforma constitucional a nivel federal otorgaron 

diversos plazos tanto al Congreso de la Unión, como a 

las legislaturas locales, para llevar a cabo la 

expedición de diversas leyes y, asimismo reformar y 

adicionar otras, con la finalidad de dar vida al Sistema 

Nacional Anticorrupción, en los siguientes términos: 

―… 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del 

plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto, deberá aprobar las leyes 

generales a que se refieren las fracciones XXIV y 

XXIX-V del artículo 73 de esta Constitución, así como 

las reformas a la legislación establecida en las 

fracciones XXIV y XXIX-H de dicho artículo. Asimismo, 

deberá realizar las adecuaciones a la Ley Orgánica de 

la Administración Pública Federal, con el objeto de que 

la Secretaría responsable del control interno del 

Ejecutivo Federal asuma las facultades necesarias 

para el cumplimiento de lo previsto en el presente 

Decreto y en las leyes que derivan del mismo. 

Cuarto. El Congreso de la Unión, las 

Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal, deberán, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, expedir las leyes y realizar 

las adecuaciones normativas correspondientes, dentro 

de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en 

vigor de las leyes generales a que se refiere el 

Segundo Transitorio del presente Decreto. 

…‖ 

Por lo tanto, ambos artículos concatenados 

entre sí establecían que las Legislaturas locales 

debían esperar hasta la expedición de las referidas 

leyes generales para que, una vez plasmadas las 

reglas del Sistema Nacional Anticorrupción, entonces 

sí, se comenzara a normar el funcionamiento de los 

Sistemas locales.‖ 
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El paquete de las primeras leyes generales, que 
el Congreso de la Unión se encontraba obligado por 
mandato constitucional a expedir o reformar, son las 
siguientes: 

1. Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción 

2. Ley General de Responsabilidades 
Administrativas 

3. Ley del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa 

4. Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal  

5. Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación 

6. Código Penal Federal 
7. Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de la República 
En contravención con lo anterior, el 11 de 

agosto de 2015 se publicó en el Periódico Oficial 
―Tierra y Libertad‖ el Decreto número dos mil 
setecientos cincuenta y ocho por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. Lo cual ocasionó que los primeros pasos 
para poner en marcha el sistema anticorrupción en el 
Estado de Morelos, fueran equivocados.  

Lo anterior, a pesar de que expresamente se 
estableció, como expresamos en líneas anteriores, 
que el plazo para realizar las adecuaciones legislativas 
a los congresos locales, correría a partir de la 
publicación de las referidas leyes generales, situación 
que en la fecha referida en la que la LII Legislatura del 
estado de Morelos hizo dichas adecuaciones no había 
sucedido, situación que trajo como resultado la 
inconstitucionalidad de diversas de esas 
disposiciones, entre otras del proceso de designación 
de los integrantes del Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción. 

De acuerdo con lo mandatado en la reforma de 
nuestra Carta Magna, en fecha 18 de julio de 2016, 
fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación 
las leyes secundarias que dan vida al Sistema 
Nacional Anticorrupción. Como se anota en el artículo 
113 de nuestra Constitución federal, dicho Sistema 
tiene como objetivo coordinar a las autoridades 
federales, estatales y municipales, para prevengan, 
investiguen y sancionen las faltas administrativas y los 
hechos de corrupción. 

Como resultado de lo expresado en los párrafos 
precedentes y en el ánimo de volver a encauzar la 
vida del sistema anticorrupción local, en fecha 07 de 
abril de 2017 se publicó en el Periódico Oficial ―Tierra 
y Libertad‖ el Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
materia de combate a la corrupción y disciplina 
financiera. Decreto que armoniza nuestro texto 
constitucional local con la legislación general del 
Sistema nacional. Con ello, estuvimos ahora sí en 
posición de emitir la Ley del Sistema Anticorrupción 
del Estado de Morelos, en fecha 19 de abril de dos mil 
diecisiete, la cual, en perfecta armonía con la Ley 
General, establece la distribución de competencias 
entre los distintos órganos que pondrán en marcha el 
sistema local en el Estado de Morelos.  

Es por ello que, a través del presente dictamen, 

se analizarán las iniciativas que son necesarias para 

poner en marcha el Sistema Estatal Anticorrupción, 

siendo las siguientes: 

 Iniciativa que expide la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos. 

 Iniciativa que expide la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Morelos. 

 Iniciativa que expide La Ley de Fiscalización 

Superior y Rendición de Cuentas del Estado de 

Morelos. 

 Iniciativa que expide la Ley de Fiscalización y 

Rendición de Cuentas para el Estado de Morelos. 

 Iniciativa que reforma el Código Penal para el 

Estado de Morelos, en materia de combate a la 

corrupción.  

 Iniciativa que reforma la Ley Orgánica de la 

Fiscalía General del Estado de Morelos. 

 Iniciativa que reforma la Ley Orgánica 

Municipal del Estado de Morelos. 

 Iniciativa que reforma la Ley de Auditoría y 

Fiscalización del Estado de Morelos. 

En atención a que como autoridades debemos 

garantizar plenamente la transparencia y el acceso a 

la información, estas comisiones dictaminadoras 

consideran necesario que de la misma manera que, 

por ejemplo, las y los jueces federales están logrando 

cada vez más, sentencias fáciles de entender para 

cualquier persona, es menester del Congreso del 

Estado, emitir dictámenes de fácil lectura. Para ello, en 

este capítulo de valoración de las propuestas 

legislativas, se divide en ciertos apartados. Como 

pudimos observar al inicio del mismo, se comenzó por 

explicar desde sus orígenes el Sistema Nacional 

Anticorrupción, su legislación general y posteriormente 

las bases locales y el porqué de esta nueva 

adecuación legislativa secundaria. Ahora bien, 

continuaremos con un apartado de cada reforma 

necesaria en el mismo orden expuesto en el párrafo 

inmediato anterior. 

Con relación a la iniciativa que expide la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos: 

Como menciona el legislador en su iniciativa, es 

necesario expedir una nueva Ley de 

Responsabilidades Administrativas local, para que sea 

acorde con el Sistema Nacional y Estatal 

Anticorrupción y con la nueva Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

Sin embargo, previo al estudio de la propuesta 

mencionada, resulta indispensable tomar en cuenta el 

fundamento sobre el cual se expidió la Ley General de 

Responsabilidades, con el propósito de que este 

Congreso no invada facultades exclusivas del 

Congreso de la unión en la materia, al respecto 

nuestra Constitución, como resultado de la multicitada 

reforma en materia de Combate a la Corrupción, 

establece lo siguiente: 
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―Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

XXIX-V. Para expedir la ley general que 

distribuya competencias entre los órdenes de gobierno 

para establecer las responsabilidades administrativas 

de los servidores públicos, sus obligaciones, las 

sanciones aplicables por los actos u omisiones en que 

éstos incurran y las que correspondan a los 

particulares vinculados con faltas administrativas 

graves que al efecto prevea, así como los 

procedimientos para su aplicación.‖ 

Por lo tanto, estas comisiones dictaminadoras 

determinan, como establece la disposición trasunta, 

que las responsabilidades administrativas graves, las 

faltas de los particulares relacionadas con las mismas 

y el procedimiento para la aplicación de las sanciones, 

tendrán que ser de acuerdo con lo que estrictamente 

establece la Ley General de Responsabilidades. 

Ahora bien, por pulcritud legislativa, estas 

comisiones dictaminadoras determinan también, que 

resulta ocioso el transcribir en la ley local de la materia 

lo relacionado con los temas referidos, que se 

encuentra en la Ley General, por lo tanto, sólo se 

enderezará hacia dicho ordenamiento. 

Respecto de los demás temas, en los cuales, a 

criterio de estas comisiones dictaminadoras existe una 

facultad residual de los congresos locales para legislar 

al respecto, por lo que, una vez analizada y discutida, 

se determina que la propuesta de ley, contempla los 

procedimientos establecidos en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas en la sustanciación 

de los procedimientos de responsabilidades 

administrativas consideradas por la ley como graves y 

a los particulares vinculadas con las mismas. 

De igual manera, la iniciativa de ley prevé el 

conocimiento y resolución de los recursos que 

contempla le Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. Situación que es relevante, ya que 

actualmente nuestra ley vigente, no concede ningún 

medio de impugnación en contra de la sentencia 

definitiva. 

Resulta acorde con la ley general para poder 

tramitar y sustanciar los procedimientos de 

responsabilidad administrativa de los servidores 

públicos iniciados por la presunta comisión de faltas 

administrativas graves; así también para sustanciar los 

procedimientos previstos en la ley en contra de los 

particulares vinculadores a hechos de corrupción. 

Así también, es correcto el implementar resolver 

de todas las controversias que surjan con motivo de 

las responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos y particulares vinculados con faltas graves 

promovidas por la Contraloría del Estado y los 

Órganos Internos de Control de los entes públicos 

estatales, municipales u organismos autónomos.  

 De lo anterior, estas comisiones dictaminadoras 

consideran que es procedente en su conjunto la 

expedición de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos, por estar 

acorde con la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

Por último, estas Comisiones Dictaminadoras 

dan cuenta de que el pasado siete de abril del 

presente año, fueron publicadas en el Periódico Oficial 

―Tierra y Libertad‖ número 5487 diversas reformas a la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos en materia de combate a la corrupción, 

mismas que resultaron procedentes, según lo 

determinaron diversas Comisiones Legislativas de 

este Congreso. 

Por lo anterior, estas Comisiones 

Dictaminadoras consideran procedente la aprobación 

de una nueva Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Morelos, en virtud de 

que, como ya se expuso en líneas anteriores, se 

ajusta a la Ley General de la materia, a la Ley General 

del Sistema Anticorrupción y la Ley del Sistema 

Anticorrupción del Estado de Morelos, esta última 

publicada el pasado diecinueve de abril del presente 

año en el Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ órgano 

de difusión del Gobierno del Estado. 

Sin embargo, y como su nombre lo indica, este 

ordenamiento debe referirse solamente a las 

responsabilidades administrativas de los funcionarios 

públicos y, en su caso de los particulares en casos 

graves, no así a las responsabilidades políticas, las 

cuales deberán de quedar establecidas en la actual 

Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, por lo que la derogación que se propone 

debe referirse solamente a los Títulos referentes a 

dichas hipótesis. 

Respecto a la iniciativa que expide la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Morelos.  

El pasado 18 de julio de 2016, fue publicado en 

el Diario Oficial de la Federación decreto por el que se 

expiden diversas leyes secundarias del Sistema 

Nacional Anticorrupción. 

En el artículo transitorio del decreto 

anteriormente mencionado, se establece lo siguiente:  

―Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada 

en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión 

y las Legislaturas de las entidades federativas, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas correspondientes de conformidad con lo 

previsto en el presente Decreto.‖ 

Por lo anterior, como menciona el legislador en 

su iniciativa, es necesario modificar diversas 

disposiciones de la actual Ley de Justicia 

Administrativa, lo anterior, para que resulte acorde con 

el Sistema Nacional y Estatal Anticorrupción. 

Además, estas comisiones dictaminadoras 

comparten el planteamiento del iniciador de separar la 

parte orgánica de la parte netamente procesal en dos 

nuevas leyes, lo que sin duda alguna redundará en 

una mayor facilidad para los justiciables al momento 

de acudir ante el Tribunal de Justicia administrativa a 

dirimir algún conflicto con las autoridades.  
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Como bien menciona el legislador, resulta 
procedente contemplar las funciones y atribuciones de 
la nueva estructura orgánica propuesta para el 
Tribunal de Justicia Administrativa, que ahora debería 
contar con tres Salas de Instrucción y dos 
Especializadas en Responsabilidades Administrativas, 
con el propósito de ser acorde con la composición 
orgánica del Tribunal Federal de Responsabilidades 
Administrativas calificadas por la ley como graves y a 
los particulares vinculadas con las mismas.  

Resulta procedente contar con un recurso de 
apelación, el cual no se encuentra establecido en la 
ley vigente. El cual procederá contra todas las 
resoluciones que sobresean o resuelvan de fondo el 
asunto. 

Así también, resulta procedente establecer las 
responsabilidades de un pleno especializado para 
poder tramitar y sustanciar los procedimientos de 
responsabilidad administrativa de los servidores 
públicos iniciados por la presunta comisión de faltas 
administrativas graves; así también para sustanciar los 
procedimientos previstos en la ley relativa en contra de 
los particulares vinculados a hechos de corrupción. 

Es procedente la competencia de las Salas de 
Instrucción que se menciona en la iniciativa, dichas 
atribuciones son las siguientes: les corresponderá 
recibir las demandas, seguir el juicio en todas sus 
etapas y dictar y ejecutar las sentencias que dicten.  

Así también, es importante señalar las nuevas 
figuras jurídicas que incluirá este ordenamiento y que 
lo convertirán en un instrumento muy útil para resolver 
las controversias que son competencia del Tribunal, 
entre otras destacan las siguientes: 

- Se establece un procedimiento específico en 
la Ley para el caso de que algún miembro de una 
institución de seguridad pública o de procuración de 
justicia, no apruebe los exámenes de control y 
confianza, ya que, en la actualidad se les puede 
otorgar una suspensión en la separación de su cargo, 
lo que implica que, sin tener los requisitos mínimos 
indispensables que marca la normativa federal para 
pertenecer a dichas instituciones, se encuentren 
laborando en las mismas, esto en detrimento de dicho 
servicio a la ciudadanía, por lo que, a partir de la 
publicación de la Ley, serán removidos de su cargo y 
sólo quedará pendiente si tienen o no derecho a una 
indemnización. 

- Otra de las novedades de esta Ley, consiste 
en implementar un procedimiento expedito para 
otorgar una pensión a los deudos de los miembros de 
las instituciones de seguridad pública y de procuración 
de justicia fallecen en el cumplimiento de su deber y 
que actualmente implica una revictimización para sus 
familiares. 

Respecto a la reforma de la Ley de Auditoría o a 
la expedición de una nueva ley 

Como mencionan los legisladores en sus 
iniciativas, y como ya se ha mencionado en la parte 
valorativa del presente dictamen integral, con fecha 27 
de mayo de 2015, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, un Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. 

De lo anterior, se han realizado diversas 

reformas a nivel local y federal para la implementación 

de un Sistema Nacional Anticorrupción, el cual tiene 

como objeto coordinar a sectores sociales y a 

autoridades de los distintos órdenes de gobierno, a fin 

de prevenir, investigar y sancionar la corrupción. 

Asimismo, las distintas reformas señalan que 

las entidades federativas, en el ámbito de sus 

competencias, deberán de expedir las leyes y realizar 

las adecuaciones normativas necesarias para 

establecer las bases del Sistema Estatal 

Anticorrupción. Es importante destacar que en fecha 

19 de abril de 2017, fue publicado en el Periódico 

Oficial ―Tierra y Libertad‖ el decreto por el que se 

expide la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado 

de Morelos, siendo este un gran paso para la 

implementación de dicho sistema. 

Sin duda alguna, la iniciativa de Ley presentada 

por el Diputado Mario Alfonso Chávez Ortega, 

representa un gran avance en diversos temas como la 

remisión a ordenamientos de carácter general, un 

procedimiento de fiscalización expedito y transparente, 

un inicio de procedimientos de responsabilidad 

administrativa o penal oportuna. 

Sin embargo, en lo que respecta a la parte 

orgánica de la Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización, resulta omisa en la mayor parte y, las 

pocas disposiciones que pretenden regularla, como 

por ejemplo el proceso para la designación del Auditor 

General, no resulta acorde con lo dispuesto por la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos. 

De igual manera, si bien la intención de elevar a 

rango constitucional la entidad fiscalizadora y de tal 

manera dotarla de mucho más autonomía e 

independencia, el legislador no contempla que la 

Constitución del Estado dispone algo distinto y, por 

tanto, una reforma a nuestra Constitución local sería la 

vía idónea para lograr tal fin.  

Asimismo, se tienen que incluir elementos 

propuestos por el Diputado Enrique Javier Laffitte 

Bretón, toda vez que si bien la propuesta del Diputado 

Chávez Ortega es sumamente novedosa, olvida bases 

constitucionales y prácticas tanto parlamentarias como 

de auditoría y fiscalización tales como los informes 

trimestrales o el nombramiento de los Auditores 

Generales o las auditorías especiales ordenadas por 

el Pleno del Congreso del Estado; todos, elementos 

que se retoman en el presente dictamen.  

Por lo tanto, resulta necesario plasmar en uno 

de los ordenamientos de mayor transcendencia para la 

operación del Sistema Estatal Anticorrupción, la 

normativa que regula la parte orgánica de la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización del Estado de 

Morelos, de conformidad con las iniciativas propuestas 

por los Diputados Enrique Javier Laffitte Bretón y 

Víctor Manuel Caballero Solano, estas aportaciones 

consisten en lo siguiente: 
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- Se corrige la definición de la Constitución 

local. 

- Se corrige la definición de la Entidad Superior 

de Auditoría y Fiscalización, así como sus siglas. 

- Se plasma las facultades y atribuciones de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización, de 

acuerdo con el texto de la Constitución del Estado 

Libre y Soberano de Morelos. 

- Se corrige la definición de la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción. 

- Se corrige la definición de Auditor General y se 

agrega en el artículo de conceptos. 

- Se establece la obligación de publicar los 

lineamientos técnicos y criterios para las Auditorias y 

su seguimiento, procedimientos, investigaciones, 

encuestas, métodos y sistemas necesarios para la 

Fiscalización en el Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖, 

órgano de difusión del Gobierno del Estado de 

Morelos; estableciendo a su vez un concepto del 

mismo. 

- Se reduce a noventa días el plazo para que la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización para 

pronunciarse sobre las respuestas a las observaciones 

realizadas a los Entes Fiscalizados. 

- Se establece la posibilidad de que las 

denuncias por malos manejos de recursos públicos 

sean presentadas de manera anónima, al resultar 

opcional para el denunciante el otorgar sus datos 

generales. 

- Se complementa la estructura orgánica de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización, que 

menciona el artículo 84 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos. 

- Se establecen además las relaciones de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización con el 

Congreso del Estado de Morelos, a través de la 

Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública. 

- Además, se plasma el Servicio Profesional de 

Auditoría y el Comité de Vigilancia que establece 

nuestra Constitución Estadual. 

- Se adecua el procedimiento de designación 

del Auditor General y lo requisitos que debe cumplir 

dicho profesionista a lo establecido en la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Por lo anterior, estas comisiones dictaminan en 

sentido positivo con las adiciones y modificaciones 

mencionadas, la iniciativa propuesta por el Diputado 

Mario Alfonso Chávez Ortega, para que nuestra 

entidad cuente con un marco jurídico idóneo para 

poner en marcha el Sistema Estatal Anticorrupción, en 

armonía al Sistema Nacional.  

Respecto a la iniciativa que reforma el Código 

Penal para el Estado de Morelos, presentadas por el 

Diputado Enrique Javier Laffitte Bretón y los Diputados 

Integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional:  

Las reformas al Código Penal Federal en 

materia de combate a la corrupción versan 

principalmente sobre lo siguiente: 

- Se contempla a las empresas públicas 

productivas del Estado en la definición de servidores 

públicos. 

- Propone incrementar en un tercio las penas 

para los servidores públicos que hayan cometido delito 

y hayan sido electos popularmente o cuyo 

nombramiento esté sujeto a ratificación de alguna 

cámara del Congreso. 

- Entre los principales cambios, se precisa la 

condición de servidor público: toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza en la Administración Pública Federal, 

organismos descentralizados, empresas de 

participación estatal mayoritaria, organizaciones y 

sociedades asimiladas, fideicomisos públicos, 

empresas productivas del Estado, órganos 

constitucionales autónomos, el Congreso de la Unión, 

el Poder Judicial Federal, o que manejen recursos 

económicos federales. 

- Igualmente, la reforma establece como 

sanciones la destitución y la inhabilitación para 

desempeñar un cargo público, y para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas, concesiones por un plazo de uno a veinte 

años, a los responsables de actos de corrupción.  

- Incluye sanciones de inhabilitación para 

ocupar un cargo público a los particulares y endurece 

las penas hasta en una mitad, en el caso de que los 

actos de corrupción sean cometidos por miembros de 

una corporación policiaca, aduanera o migratoria. 

- Define el delito de ejercicio ilícito de servicio 

público como el hecho de que un servidor público sepa 

que el patrimonio o los intereses públicos pueden 

resultar gravemente afectados, por cualquier acto u 

omisión, y no informe por escrito a su superior 

jerárquico o lo evite si está dentro de sus facultades. 

- Al delito de coalición de servidores públicos lo 

señala como el hecho de que varios servidores 

públicos se coaliguen para tomar medidas contrarias a 

una ley, reglamento o disposición de carácter general, 

impedir su ejecución o con el fin de impedir o 

suspender la administración pública en cualquiera de 

sus ramas. Para este caso prevé penas de dos años a 

siete años de prisión y multa de treinta a trescientas 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización cuando se cometa el delito. 

- El uso ilícito de atribuciones y facultades se 

comete cuando se otorgan permisos, licencias, 

adjudicaciones o autorizaciones económicas; se 

otorgan franquicias, exenciones, deducciones o 

subsidios sobre impuestos, derechos, productos, 

aprovechamientos o aportaciones y cuotas de 

seguridad social, o sobre los ingresos fiscales, precios 

y tarifas de bienes y servicios producidos o prestados 

en la Administración Pública Federal. 

- Asimismo, se plantea que, al contratarse obras 

públicas, adquisiciones, arrendamientos, 

enajenaciones de bienes o servicios, con recursos 

públicos, contrate deuda o realice colocaciones de 

fondos y valores con recursos públicos. 
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- Las modificaciones también prevén sanciones 

para el servidor público que tenga a su cargo fondos 
públicos y les dé una aplicación distinta a la que estén 

destinados o haga un pago ilegal; al igual que a 
cualquier persona que sepa de esta ilegalidad y 

participe en dichos actos. Estas sanciones van de los 
seis meses a doce años de prisión y de cien a 

trescientos días de multa. 
- La reforma plantea que el servidor público que 

cometa el delito de intimidación se le impondrán de 
dos años a nueve años de prisión, multa por un monto 

de treinta a trescientas veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización en el momento de 

cometerse el delito. 
- De igual manera, se prevén sanciones y se 

precisan las situaciones en las que se cometen delitos 
como el de tráfico de influencia, gestión de recursos a 

favor de un ente público a cambio de una comisión, 
dádiva o contraprestación; otorgamiento de contratos 

de obra pública o de servicios a favor de determinadas 
personas físicas o morales; desvío de dinero, valores, 

fincas o cualquier otra cosa perteneciente al Estado o 
a un particular; y enriquecimiento ilícito, entre los 

principales. 
Por otra parte, es importante recalcar que 

actualmente el tipo penal del delito de Peculado se 
describe en nuestro Código Penal para el Estado de 

Morelos de la siguiente forma: 
―ARTÍCULO 279.-Comete el delito de peculado: 

I.- El servidor público que para usos propios o 
ajenos distraiga de su objeto dinero, valores, fincas o 

cualquier otra cosa perteneciente a los poderes, 
dependencias o entidades a que se refiere el artículo 

268 de este Código, o a un particular, si por razón de 
su cargo los hubiere recibido en administración, en 

depósito o por otra causa;‖ 
De su simple lectura resultan varias 

inconsistencias, ¿A qué se refiere cuando habla de 
usos propios o ajenos? ¿Qué pasa si el servidor 

público al que se le otorgó la administración de los 
recursos, ―delega‖ esa facultad y es un tercero el que 

los dispone para otros fines? 
Debido a lo anterior, es que la referida iniciativa 

plantea una nueva descripción del tipo penal, incluso 
un nuevo tipo penal denominado ―peculado culposo‖, 

todo esto en los términos siguientes: 
―ARTÍCULO 279.- Comete el delito de peculado: 

I.- Todo servidor público que para su beneficio o 
el de una tercera persona física o moral, distraiga de 

su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa 
perteneciente a los poderes, dependencias o 

entidades a que se refiere el artículo 268 de este 
Código, o a un particular, si por razón de su cargo los 

hubiere recibido en administración, en depósito, en 
posesión o por otra causa; 

II.- Cualquier persona que sin tener el carácter 
de servidor público estatal o municipal, y estando 

obligada legalmente a la custodia, administración o 
aplicación de recursos públicos, los distraiga de su 

objeto para usos propios o ajenos o les dé una 
aplicación distinta a la que se les destinó. 

III.- El servidor público que, por culpa, descuido, 

negligencia, falta de previsión, de cuidado o por 

impericia, efectúe, autorice, o de cualquier forma 

participe, permita o genere condiciones para la 

distracción de su objeto de dinero, valores, fincas o 

cualquier otra cosa perteneciente a los poderes, que 

por razón de su cargo hubiere recibido en 

administración, en depósito, en posesión o por otra 

causa.‖ 

Es decir, la propuesta del iniciador deja claro 

que los recursos pueden distraerse en beneficio propio 

o de un tercero y que cualquier conducta u omisión, 

del responsable de esos recursos en caso de 

malversación, será sancionada por la ley penal, no 

habrá pues modo alguno para evadir la acción de la 

justicia, razón por lo que estas comisiones 

dictaminadoras determinan su procedencia. 

Por lo tanto, estas Comisiones Dictaminadoras 

determinan la procedencia de las propuestas 

contenidas en la iniciativa materia del presente 

dictamen, en virtud de tratarse de una armonización 

legislativa con las reformas al Código Penal Federal 

en materia de combate a la corrupción. 

Respecto a la iniciativa que reforma la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos, presentada por el Diputado Enrique Javier 

Laffitte Bretón y los Diputados Integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional 

Con fecha once de agosto de dos mil quince, 

por Decreto número 2758, publicado en el Periódico 

Oficial ―Tierra y Libertad‖ No. 5315, entraron en 

vigencia las reformas, adiciones y derogaciones de 

diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia de 

transparencia y de combate a la corrupción, en lo que 

se refiere a la Fiscalía Especializada, la cual adicionó 

tres últimos párrafos al artículo 79-B de nuestra 

Constitución Local, para crear la Fiscalía 

Especializada para la Investigación de Hechos de 

Corrupción, como institución integrante del Sistema 

Estatal Anticorrupción, disponiendo que esta se regiría 

al amparo de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 

del Estado de Morelos, en los términos siguientes: 

―TÍTULO SÉPTIMO 

DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN 

ARTÍCULO 134.- Se establece el Sistema 

Estatal Anticorrupción, como instancia coordinadora 

entre las autoridades competentes en la prevención, 

detección, investigación y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, el cual se conformará y ajustará a lo 

dispuesto en la propia Constitución y la normativa 

aplicable. 

… 

… 
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El Sistema contará con un Comité Coordinador 

que estará integrado por los Titulares de la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización del Congreso del 

Estado de Morelos,Fiscalía Especializada en 

Investigación de Hechos de Corrupción, Secretaría de 

la Contraloría, el Magistrado Presidente del Tribunal 

de Justicia Administrativa, el Comisionado Presidente 

del Instituto Morelense de Información Pública y 

Estadística, así como por un representante del 

Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y otro del 

Comité de Participación Ciudadana. 

ARTICULO 79-B.- ... 

... 

...  

... 

... 

... 

... 

... 

... 

I. a la VI. … 

... 

... 

Además de los servidores públicos 

dependientes del Fiscal General que se señalen en la 

normativa aplicable, contará con un Fiscal 

Especializado para la Investigación de Hechos de 

Corrupción, integrante del Sistema Estatal 

Anticorrupción, cuyas atribuciones y funciones se 

establecerán en la respectiva ley. 

Dicho Fiscal Especializado deberá cumplir con 

los mismos requisitos que para ser Fiscal General; 

será designado por el Congreso del Estado, de entre 

la terna que le remita el Gobernador Constitucional del 

Estado, mediante el voto aprobatorio de cuando 

menos las dos terceras partes de los diputados que lo 

integran; su permanencia en el cargo estará a lo 

dispuesto en los párrafos quinto y sexto del presente 

artículo. 

El Fiscal General del Estado de Morelos y el 

Fiscal Especializado a que se refieren los dos párrafos 

precedentes, una vez que hayan rendido la protesta 

del cumplimiento de su respectivo cargo, deberán 

recibir sus respectivos nombramientos expedidos por 

el Gobernador Constitucional del Estado. 

…‖ 

Sin embargo, las reformas a la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de la República, se 

contraponía en muchos sentidos con las reformas 

constitucionales aprobadas por este Congreso en dos 

mil quince y con otras disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, por 

lo cual, diversos Diputados Integrantes de la LIII 

Legislatura presentaron sendas iniciativas para 

corregir dichas inconsistencias. 

Las reformas que resultaron procedentes de 
dichas iniciativas, según lo determinaron diversas 
Comisiones Legislativas de este Congreso, fueron 
Declaradas como parte integral de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos el 
pasado veintiocho de marzo y fueron publicadas en el 
Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ número   5487 de 
fecha siete de abril del presente año, destacando para 
el caso que nos ocupa, la referente a la Fiscalía 
Especializada, la cual entre otras modificaciones, se 
reitera su autonomía y el cambió de su denominación, 
para hacerla acorde con su contraparte a nivel 
nacional, quedando en los términos siguientes: 

―ARTICULO 79-B.- ... 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
I. a la VI. …  
… 
… 
La Fiscalía General se integrará, además, de la 

estructura que establezca su Ley Orgánica, con una 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, la 
cual tendrá, autonomía técnica y de gestión en el 
ejercicio de sus atribuciones, capacidad para decidir el 
ejercicio de su presupuesto, para determinar su 
organización interna y sobre su funcionamiento, actos 
y resoluciones. Al frente de esta Fiscalía estará un 
Fiscal Especializado designado en los términos de 
ésta Constitución, quien deberá actuar con base en los 
principios que rigen la Fiscalía General y será 
integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, cuyas 
facultades y competencias se establecerán en la Ley 
Orgánica.  

… 
…‖ 
En cuanto a las propuestas de modificación, 

estas Comisiones Dictaminadoras determinan su 
procedencia, en virtud de tratarse de una 
armonización con la Ley General del Sistema 
Anticorrupción y las recientes modificaciones a la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 

Respecto de la adición de la fracción XXIII al 
artículo 13 BIS, estas Comisiones Dictaminadoras la 
consideran procedente para dotar a la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para la 
pronta atención y ejercicio de sus facultades 
persecutorias, afín con el Sistema Anticorrupción, 
consistente en el ejercicio directo de la facultad 
conferida a los Titulares del Ministerio Público de cada 
entidad federativa, a que alude el artículo 142, fracción 
II, de la Ley General de Instituciones de Crédito, 
herramienta indispensable para reducir el tiempo en 
que se atiende una solicitud de información de cuentas 
y movimientos bancarios en lo general ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y al mismo 
tiempo para ampliar las vías para la obtención de 
información de instituciones bancarias, por la 
naturaleza propia de los delitos en materia de 
corrupción, los que por regla general se llevan a cabo 
utilizando recursos públicos depositados en cuentas 
bancarias, de donde son distraídos, desviados o 
ejecutando otras acciones o maniobras en perjuicio de 
la sociedad. 
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Es importante mencionar que la excepción que 
consigna el artículo 142, fracción II, de la Ley General de 
Instituciones de Crédito, se refiere en forma expresa a los 
―Procuradores Generales de Justicia‖ de los Estados de la 
República, referencia que requiere dos interpretaciones: La 
primera, que en el Estado de Morelos, en la actualidad es la 
Fiscal General quien ejerce las funciones que anteriormente 
se atribuyeron al Procurador General de Justicia del Estado; 
y la segunda, que en estricta observancia a los párrafos 
antepenúltimo y penúltimo del artículo 13 BIS de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General, confieren un nivel 
equivalente al Fiscal Especializado en Combate a la 
Corrupción. 

Por lo tanto, el Fiscal Especializado en Combate a la 
Corrupción, al tener un nivel equivalente al de un Procurador 
General de Justicia, a que se refiere el artículo 142, fracción 
II, de la Ley General de Instituciones de Crédito y, en 
consecuencia, es de especial importancia que en forma 
expresa se le confiera esa excepción al secreto bancario que 
confiere el mencionado precepto. 

A mayor abundamiento, el actual párrafo 
antepenúltimo del artículo 109 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos establece: 

―… 
En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos 

responsables de la investigación y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no 
les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la 
secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada 
con operaciones de depósito, administración, ahorro e 
inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los 
procedimientos para que les sea entregada dicha 
información. 

…‖ 
Por lo que la facultad en comento, al Fiscal 

Especializado en Combate a la Corrupción, resulta 
congruente con el texto constitucional transcrito. 

Por último, cabe hacer notar que la presente reforma 
ratifica la autonomía técnica, de gestión y presupuestal de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para 
definir su estructura interna, incluso respecto de la misma 
Fiscalía General, como se encuentra plasmado en la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 

Respecto a la reforma a la Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Morelos 

Como menciona el legislador en la iniciativa, derivado 
de las distintas reformas en materia de combate a la 
corrupción, donde se modificaron el artículo 40

7
 y 70

8
 de la 

constitución local respecto al nombramiento del Secretario 
de la Contraloría del Estado, estas comisiones unidas 
consideran necesario modificar diversas disposiciones de la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, respecto al 
contralor municipal, siendo estas acciones para prevenir la 
corrupción y evitar posibles conflictos de interés. 

                                                      
7
ARTICULO 40.- Son facultades del Congreso: 

I.- a la XLIII.- … 
XLIV.- Designar, con el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Legislatura, al Auditor General de la 
Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del Congreso del 
Estado; así mismo designar con el voto aprobatorio de las dos 
terceras partes de los integrantes de la Legislatura, a los titulares de 
los órganos internos de control de los organismos públicos 
autónomos a que se refiere el artículo 23-C de esta Constitución 
que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos del Estado; a los 
miembros de la Comisión de Selección que elegirá a su vez a los 
integrantes del Comité de Participación Ciudadana del Sistema 
Estatal Anticorrupción; así como ratificar con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros de la Legislatura, el nombramiento 
del Secretario de la Contraloría del Estado; 
XLV.- a la LIX.- … 
8
ARTICULO 70.- Son facultades del Gobernador del Estado: 

I.- a la V.- … 
VI.-Designar o nombrar a los Secretarios de Despacho y al 
Consejero Jurídico, en una proporción que no exceda la mitad para 
un mismo género. El nombramiento del Secretario de la Contraloría 
se sujetará a la ratificación del Congreso del Estado; 
VII.- a la XLIII.- ... 

Respecto a la manera en la que es nombrado y 
removido el Contralor Municipal, estas comisiones 
unidas lo consideran procedente con base a los 
siguientes argumentos:  

 El artículo 134 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos

9
, el cual refiere al 

Sistema Estatal Anticorrupción, establece que éste se 
regirá a través de un Comité Coordinador, el cual 
estará integrado, entre otros órganos, por un 
represente de los Contralores Municipales del Estado. 
Por lo tanto estas comisiones dictaminadoras 
consideran correcto modificar la ley anteriormente 
mencionada, para que como bien menciona el 
iniciador no caer en una antinomia legislativa. 

 Siendo la naturaleza de la contraloría 
municipal la de responsabilizarse por el control, 
inspección, supervisión y evaluación del desempeño 
de las distintas áreas de la Administración Pública 
Municipal y, si no se modifica la Ley en comento 
seguirá siendo considerado un subordinado del 
Presidente Municipal, ya que actualmente es 
nombrado y removido directamente por él, lo anterior, 
impide que el Contralor Municipal realice su labor de 
combatir estrictamente la corrupción que se presenta 
por parte de los integrantes del ayuntamiento. 

 Igualmente el artículo 134 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos

10
, el 

cual refiere al Sistema Estatal Anticorrupción, 
establece que éste se regirá a través de un Comité 
Coordinador, el cual estará integrado, entre otros 
órganos, por un represente de los Contralores 
Municipales del Estado. Por lo tanto estas comisiones 
dictaminadoras consideran correcto modificar la ley 
anteriormente mencionada, para que como bien 
menciona el iniciador no caer en una antinomia 
legislativa.  

                                                      
9
ARTICULO 134.- … 

… 
… 
El Sistema tendrá un Comité Coordinador, el que contará a su vez 
con un órgano de apoyo técnico; el Comité estará integrado por los 
Titulares de la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 
Congreso del Estado de Morelos, Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción, Secretaría de la Contraloría, el Magistrado 
Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa, el Comisionado 
Presidente del Instituto Morelense de Información Pública y 
Estadística, así como por un representante del Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial, un representante de los Contralores 
Municipales del Estado y el Presidente del Comité de Participación 
Ciudadana; el Presidente del Comité de Participación Ciudadana, lo 
será a su vez del Comité Coordinador. 
… 
a) a la d) … 
… 

… 
… 
El Sistema tendrá un Comité Coordinador, el que contará a su vez 
con un órgano de apoyo técnico; el Comité estará integrado por los 
Titulares de la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 
Congreso del Estado de Morelos, Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción, Secretaría de la Contraloría, el Magistrado 
Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa, el Comisionado 
Presidente del Instituto Morelense de Información Pública y 
Estadística, así como por un representante del Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial, un representante de los Contralores 
Municipales del Estado y el Presidente del Comité de Participación 
Ciudadana; el Presidente del Comité de Participación Ciudadana, lo 
será a su vez del Comité Coordinador. 
… 
a) a la d) … 
… 
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 Por último, estas comisiones unidas 
consideran procedente modificar los requisitos para 
ocupar el cargo del Contralor Municipal, lo anterior, 
para garantizar que el profesionista tenga los 
conocimientos necesarios en las áreas de 
transparencia, rendición de cuentas y 
responsabilidades administrativas, y con esto se ajuste 
al objetivo de la implementación del Sistema Estatal 
Anticorrupción. 

V. ESTIMACIÓN DE IMPACTO 
PRESUPUESTARIO 

De conformidad con lo previsto en la reciente 
reforma al artículo 43 de la Constitución Local, 
mediante la publicación del Decreto número mil 
ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman 
diversas disposiciones de la Constitución Política del 
Estado de Morelos, en el Periódico Oficial ―Tierra y 
Libertad‖, número 5487, el 07 de abril de 2017, en el 
que se estableció que las Comisiones encargadas del 
estudio de las iniciativas, en la elaboración de los 
dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la 
estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, 
debe estimarse que dicha disposición deviene del 
contenido del artículo 16 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la 
responsabilidad hacendaria y financiera para promover 
una gestión responsable y sostenible de las finanzas 
públicas y fomentar su estabilidad, con política de 
gasto con planeación desde la entrada en vigor de la 
legislación para no ejercer gasto que no se contemple 
en el presupuesto, mediante la contención del 
crecimiento del gasto en servicios personales, 
consolidando el gasto eficiente que limite el 
crecimiento del gasto de nómina. 

- Respecto a la iniciativa por la que se expide la 
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 
de Morelos  

La expedición de la Ley de Responsabilidades 
Administrativas resulta complementaria de la Ley 
General de la materia, la cual tendrá vigencia a partir 
del dieciocho de julio próximo, es decir, aún y cuando 
no se expidiera la ley local, tendrían que aplicarse 
dichos cambios. 

Ahora bien, los órganos internos de control 
fueron nombrados desde 2015, producto de la 
multicitada reforma local en materia de combate a la 
corrupción, mientras que en todos los municipios 
existe una contraloría municipal, por lo tanto, no se 
tendrán que hacer crecer las estructuras burocráticas, 
sino más bien realizar una reingeniería administrativa 
con el mismo personal de dichas dependencias y así 
cumplir con el esquema que plantean dichos 
ordenamientos, para que resulte acorde a la 
implementación del Sistema Nacional y Estatal 
Anticorrupción, esto quiere decir, de los alcances que 
contempla la ley se realicen con el recurso ya 
destinado para su aplicación. Por lo tanto, sí llegara a 
generar algún impacto presupuestal, esto resulta 
inevitable, incluso si no se aprobará la Ley local de 
Responsabilidades Administrativas, como ya se 
estableció en líneas anteriores.  

- Respecto a la iniciativa que reforma el Código 
Penal para el Estado de Morelos, en materia de 
combate a la corrupción 

Estas Comisiones Dictaminadoras dan cuenta 

de que las propuestas contenidas en la iniciativa que 

reforma, adicionan y deroga diversas disposiciones del 

Código Penal para el Estado de Morelos no implican 

ningún impacto presupuestal lo anterior, toda vez que 

únicamente tiene como finalidad modificar los tipos 

penales en materia de combate a la corrupción. 

- Respecto a la iniciativa que expide la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Morelos: 

Estas comisiones unidas dan cuenta de que 

expedición de la Ley de Fiscalización Superior del 

Estado de Morelos, en los términos propuestos, no 

genera impacto presupuestal alguno, en todo caso 

resultará en un ahorro de recursos, ya que los 

procedimientos se acortan, los recursos jurídicos 

disminuyen, lo que redundará en procesos mucho más 

rápidos; respecto de la estructura orgánica de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización, no 

implica algún impacto presupuestal, toda vez que lo 

único que hace es plasmar en la ley lo que ya se 

encuentra realizando en la Entidad Superior de 

Auditoría y Fiscalización.  

- Respecto a la iniciativa que reforma la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos:  

Estas Comisiones Dictaminadoras dan cuenta 

de que como se plantea en la iniciativa materia del 

presente dictamen, las propuestas contenidas en la 

misma no representan o implican la necesidad de 

recursos adicionales para la Fiscalía Especializada en 

Combate a la Corrupción, por lo que no se contempla 

el crecimiento burocrático, ni una modificación 

estructural u organizacional que implique el 

crecimiento del gasto. 

Debemos establecer que el impacto 

presupuestario es el efecto producido por la ley, 

emitida por el Poder Legislativo, que impone a otro, en 

este caso el Poder Ejecutivo, el destino y aplicación de 

recursos presupuestales, que puedan, de manera 

irresponsable, alterar el balance de las necesidades y 

recursos públicos que se obtiene del equilibrio 

existente entre las leyes de ingresos y los 

presupuestos de egresos, instrumentos que permiten 

limitar las cantidades a gastar, estableciendo topes, y 

determinar el destino del gasto público. 

La pretensión de las reformas y adiciones 

planteadas en el presente dictamen, es dar la 

capacidad a la institución del Ministerio Público de 

organizarse de manera adecuada y más eficiente, sin 

implicar la creación de nuevas unidades 

administrativas ni la contratación de nuevos servicios 

personales, por lo que no se afecta, de manera 

alguna, al presupuesto autorizado, ni genera un gasto 

que afecte a la estabilidad y equilibrio presupuestal, 

por lo que no se contraviene con las disposiciones 

normativas en la materia de disciplina. 
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- Respecto a la iniciativa que reforma la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de Morelos:  

Estas Comisiones Dictaminadoras dan cuenta 

de que las propuestas contenidas en la iniciativa que 

reforma adicionan y deroga diversas disposiciones de 

la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos no 

implica impacto presupuestal, toda vez que lo único 

que propone es modificar el cómo será el 

nombramiento y remoción del contralor municipal, así 

como ajustar los requisitos para ocupar el cargo y sus 

facultades, por lo tanto, dichas modificaciones no 

implican un aumento presupuestario.  

VI. MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA 

Con las atribuciones con la se encuentra 

investida esta Comisión Legislativa, previstas en el 

artículo 106 fracción III del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos, consideramos 

pertinente realizar modificaciones a la iniciativa de Ley 

de Responsabilidades Administrativas para el Estado 

de Morelos, con la finalidad de dar mayor precisión y 

certeza jurídica, evitando equivocas interpretaciones 

de su contenido y con ello generar integración, 

congruencia y precisión del acto legislativo, facultad de 

modificación concerniente a las Comisiones, contenida 

en el citado precepto legal, no obstante de esto, la 

argumentación aludida descansa y tiene sustento en el 

siguiente criterio emitido por el Poder Judicial de la 

Federación: 

Tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, mismo que es 

del rubro y textos siguientes:                                             

PROCESO LEGISLATIVO. LAS CÁMARAS 

QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN 

TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 

RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL 

PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 

SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE. La iniciativa de ley 

o decreto, como causa que pone en marcha el 

mecanismo de creación de la norma general para 

satisfacer las necesidades que requieran regulación, 

fija el debate parlamentario en la propuesta contenida 

en la misma, sin que ello impida abordar otros temas 

que, en razón de su íntima vinculación con el proyecto, 

deban regularse para ajustarlos a la nueva 

normatividad. Así, por virtud de la potestad legislativa 

de los asambleístas para modificar y adicionar el 

proyecto de ley o decreto contenido en la iniciativa, 

pueden modificar la propuesta dándole un enfoque 

diverso al tema parlamentario de que se trate, ya que 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos no prohíbe al Congreso de la Unión 

cambiar las razones o motivos que lo originaron, sino 

antes bien, lo permite.  

En ese sentido, las facultades previstas en los 

artículos 71 y 72 de la Constitución General de la 

República, específicamente la de presentar iniciativas 

de ley, no implica que por cada modificación legislativa 

que se busque establecer deba existir un proyecto de 

ley, lo cual permite a los órganos participantes en el 

proceso legislativo modificar una propuesta 

determinada. Por tanto, las Cámaras que integran el 

Congreso de la Unión tienen la facultad plena para 

realizar los actos que caracterizan su función principal, 

esto es, aprobar, rechazar, modificar o adicionar el 

proyecto de ley, independientemente del sentido en el 

que hubiese sido propuesta la iniciativa 

correspondiente, ya que basta que ésta se presente 

en términos de dicho artículo 71 para que se abra la 

discusión sobre la posibilidad de modificar, reformar o 

adicionar determinados textos legales, lo cual no 

vincula al Congreso de la Unión para limitar su debate 

a la materia como originalmente fue propuesta, o 

específica y únicamente para determinadas 

disposiciones que incluía, y poder realizar nuevas 

modificaciones al proyecto. 

Una vez analizada la procedencia de las 

modificaciones hechas a las propuestas y fundadas 

las facultades de estas Comisiones Dictaminadoras, 

se propone derogar la Ley  Estatal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, pero 

en acompañamiento de las siguientes hipótesis 

normativas contenidas en el régimen transitorio: 

 La ley actual quedará vigente para todos los 

procedimientos contenciosos administrativos iniciados 

hasta la publicación del presente decreto. 

 La ley vigente permanecerá así por lo que 

hace a todo procedimiento de juicio político o de 

declaración de procedencia, hasta en tanto en 

Congreso del Estado expida una nueva ley de 

responsabilidades políticas. 

 Para complementar lo anterior, se impone un 

plazo de 180 días naturales para que el Legislativo 

local apruebe dicha ley. 

 Finalmente, se dispone que la ley seguirá 

vigente por lo que hace a todos los procedimientos del 

Poder Judicial del Estado, hasta en tanto dicho poder 

no expida nuevas disposiciones al respecto en 

armonía con el nuevo andamiaje general y local en 

materia de responsabilidades administrativas.  

Por otra parte, en la nueva ley de 

responsabilidades administrativas, la propuesta va en 

el sentido de legislar por reenvío en la mayor parte de 

la norma. Lo anterior, en razón de que la Ley General 

en la materia distribuye competencias y por tanto, éste 

legislativo local debe respetar la voluntad del 

Constituyente Permanente y redireccionar gran parte 

de la ley. No obstante, en lo que el Estado de Morelos 

es competente para legislar en materia de 

responsabilidades administrativas, se hace de manera 

pulcra y respetuosa con la legislación federal.  
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Respecto a las modificaciones a la Ley de 

Justica Administrativa del Estado de Morelos, versan 

en lo siguiente 

- Se propone modificar el artículo 3, para 

incorporar la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Morelos, pues en dicha 

ley se establece la organización y competencia del 

Tribunal, para efecto de que exista armonía entre 

ambos ordenamientos.  

- Se propone extraer los artículos de 4 al 40 de 

la actual Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Morelos, lo anterior, debido a que dichas disposiciones 

contienen la organización y competencia del Tribunal 

de Justicia Administrativa, lo cual, ya se encuentra 

contemplado en la iniciativa de la Ley Orgánica del 

Tribunal de Justicia Administrativa para el Estado de 

Morelos, como consecuencia, se recorre la 

numeración del articulado. 

- En el artículo que refiere en los juicios que se 

tramiten ante el Tribunal de Justicia Administrativa no 

ha lugar a la condena de costas, estas comisiones 

unidas proponen incorporar las excepciones, para 

evitar o disminuir el hecho de que se interpongan 

recursos o se realicen actuaciones ociosas con el 

único fin de retardar el procedimiento. 

- Se incorpora en el artículo referente al 

cumplimiento de determinaciones o imponer orden en 

el Tribunal y salas el último párrafo para hacer más 

efectivas las medidas de apremio para el cumplimiento 

de las determinaciones que emitan las Salas del 

Tribunal de Justicia Administrativa. 

- Se agregan fracciones, relativas a las causas 

por las que deberán excusarse los Magistrados del 

Tribunal de Justicia Administrativa a fin de 

transparentar de manera más eficaz su desempeño. 

- Se adicionan que las excusas serán resueltas 

de conformidad con lo que se establece en la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos, pues es ahí donde se prevé a 

quien compete calificar la excusa. 

- El capítulo correspondiente a las 

Notificaciones y términos, que comprende de los 

artículos 27 a 37 (antes 64 a 73) se modifica con la 

finalidad de hacer más ágil y eficiente el proceso de 

notificación, a fin de que los juicios sean más 

expeditos, y para efecto de disminuir el gasto que 

implica las notificaciones en todo el estado de 

Morelos. 

- Artículo 39. (antes 75) Se incorpora el 

enunciando ―o por oficio‖ para evitar ambigüedad en el 

contenido del mismo. 

- Artículo 44 (antes 80) a la fracción I se le 

agrega un enunciado para delimitar el sentido en que 

se debe ampliar la demanda. 

- Artículo 69 (antes 106) se establece la 

hipótesis de lo que sucede si las personas que deban 

acudir para el desahogo de la prueba pericial no se 

presentan, pues actualmente no se contempla. 

- En los Artículos 87 y 88 se precisa a partir de 

qué momento empieza a correr el plazo para emitir la 

resolución. 

- Se incorpora el Titulo Cuarto, artículo 95, que 

establece el Procedimiento de responsabilidades 

administrativas graves, a fin de armonizar dicho 

procedimiento con la Ley General de 

Responsabilidades administrativas. 

- Se incorpora el Titulo Quinto, artículos 96 al 

100 relativo al Procedimiento Especial de Designación 

de Beneficiarios en caso de Fallecimiento de los 

Elementos de Seguridad Pública del Estado, ya que 

actualmente la Ley no lo prevé. 

- Artículo 105, (antes 135) se fija un plazo de 

quince días para emitir la resolución y se precisa a 

partir de qué momento empieza a contar dicho plazo. 

- Artículo 107 y 108, (antes 137, 138 y 139) se 

cambia el nombre del Recurso de Reclamación, por el 

de Reconsideración, lo anterior en virtud de que la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas 

contempla también un Recurso de Reclamación que 

procede en hipótesis diferente al Recurso de 

Reclamación contemplado en la Ley de Justicia 

Administrativa, lo anterior para que exista mayor 

precisión y se evite confusión respecto a la 

procedencia, procedimiento y resolución de los 

recursos antes mencionados. También se precisa el 

plazo para emitir resolución, así como el momento en 

que empezara a correr dicho plazo. 

- Artículo 113, (antes 143) se incorpora un 

párrafo y los incisos a) al d), para dejar establecido 

que debe entenderse como un perjuicio al interés 

social o se contravienen disposiciones del orden 

público, para efecto de conceder o no la suspensión 

del acto o actos impugnados. 

Por lo anteriormente expuesto, esta LIII 

Legislatura ha tenido a bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO DOS MIL CIENTO NOVENTA Y 

TRES 

POR EL QUE SE EXPIDEN LA LEY DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS PARA 

EL ESTADO DE MORELOS; LA LEY DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS; LA 

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 

CUENTAS DEL ESTADO DE MORELOS; SE 

REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE MORELOS; DE LA LEY ORGÁNICA DE 

LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE 

MORELOS; Y DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL 

DEL ESTADO DE MORELOS.  

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos, para quedar como sigue: 
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LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
PARA EL ESTADO DE MORELOS 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES SUSTANTIVAS 

Capítulo I 
Del Objeto, Ámbito de Aplicación y Sujetos de la Ley 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público 
y de observancia general en el Estado de Morelos, y 
tiene por objeto normar las disposiciones contenidas 
en el Título Séptimo de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, en concordancia 
con la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de 
Morelos, la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás normativa aplicable, para 
establecer las responsabilidades administrativas de los 
Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones 
aplicables por los actos u omisiones en que estos 
incurran y las que correspondan a los particulares 
vinculados con faltas administrativas graves, así como 
los procedimientos para su aplicación. 

Artículo 2. Son objeto de la presente Ley: 
I. Establecer los principios y obligaciones que 

rigen la actuación de los Servidores Públicos en el 
Estado de Morelos; 

II. Establecer las Faltas administrativas 
graves y Faltas administrativas no graves de los 
Servidores Públicos en el Estado, las sanciones 
aplicables a las mismas, así como los procedimientos 
para su aplicación y las facultades de las autoridades 
competentes para tal efecto; 

III. Establecer las sanciones por la comisión de 
Faltas de particulares, así como los procedimientos 
para su aplicación y las facultades de las autoridades 
competentes estatales para tal efecto; 

IV. Determinar los mecanismos para la 
prevención, corrección e investigación de 
responsabilidades administrativas, y 

V. Crear las bases para que todo Ente público 
establezca políticas eficaces de ética pública y 
responsabilidad en el servicio público. 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se 
entenderá por: 

I. Administración Pública Estatal, a la 
integrada en su conjunto por las Secretarías, órganos 
desconcentrados, dependencias y entidades 
señaladas en la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Morelos; 

II. Autoridad investigadora, en la 
Administración Pública Estatal, lo serán los Órganos 
internos de control, y en los demás Entes Públicos, la 
persona o área integrante de aquellos, a quienes se 
les encargue la investigación de Faltas 
administrativas; 

III. Autoridad substanciadora, en la 
Administración Pública Estatal, el área encargada de 
las responsabilidades administrativas de la Secretaría, 
y en los demás Entes Públicos, la persona o área 
integrante de los Órganos internos de control, que, en 
el ámbito de su competencia, en el caso de Faltas 
administrativas graves, dirigen y conducen el 
procedimiento de responsabilidades administrativas 
desde la admisión del Informe de presunta 
responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de 
la audiencia inicial; para el caso de Faltas 
administrativas no graves, hasta que sea declarado 
abierto el periodo de alegatos. La función de la 
Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser 
ejercida por una Autoridad investigadora;  

IV. Autoridad resolutora, tratándose de Faltas 
administrativas no graves, para la Administración 
Pública Estatal, lo será el área de responsabilidades 
administrativas de la Secretaría, y para los demás 
Entes Públicos, la persona o el área integrante de los 
Órganos internos de control, que, en el ámbito de su 
competencia cierren la instrucción, citarán a las partes 
para oír resolución, dictarán y notificarán la misma. 
Para las Faltas administrativas graves, así como para 
las Faltas de particulares, lo será el Tribunal de 
Justicia Administrativa, desde la recepción de los 
autos originales del expediente, hasta la notificación 
de la resolución que recaiga en aquel; 

V.  Comité Coordinador, a la instancia a la que 
hace referencia el artículo 113 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, encargada 
de la coordinación y eficacia del Sistema Nacional 
Anticorrupción;  

VI. Comité Coordinador Local, a lainstancia a 
la que hace referencia el artículo 134 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, encargada de la coordinación y eficacia del 
Sistema Estatal Anticorrupción; 

VII. Conflicto de Interés, a la posible afectación 
del desempeño imparcial y objetivo de las funciones 
de los Servidores Públicos debido a intereses 
personales, familiares o de negocios; 

VIII. Constitución, a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 

IX.  Constitución Local, a la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 

X. Declarante, al Servidor Público obligado a 
presentar declaración de situación patrimonial, de 
intereses y fiscal, en los términos de esta Ley; 

XI. Denunciante, a la persona física o 
moral, o el Servidor Público que presenta denuncia 
ante las Autoridades investigadoras a que se refiere la 
presente Ley, actos u omisiones que pudieran 
constituir o vincularse con Faltas administrativas; 

XII. Ente público, a los Poderes Legislativo 
y Judicial, las autoridades que conforman de la 
Administración Pública Estatal, incluidos sus órganos 
desconcentrados, los órganos constitucionales 
autónomos, la Fiscalía General del Estado de Morelos, 
los municipios y sus Entidades, y los órganos 
jurisdiccionales que no formen parte del Poder Judicial 
del Estado; 

XIII. Entidades, a los organismos públicos 
descentralizados, las empresas de participación 
estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos, y los 
demás que así señalen en la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Morelos y en la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos; 

XIV. Entidad Superior, a la Entidad Superior 
de Auditoría y Fiscalización del Estado de Morelos; 

XV. Faltas administrativas, a las Faltas 
administrativas graves, a las Faltas administrativas no 
graves; así como a las Faltas de particulares, 
conforme a lo dispuesto en la Ley General y esta Ley; 

XVI. Falta administrativa no grave, a las 
Faltas administrativas de los Servidores Públicos en 
los términos de la presente Ley, cuya sanción 
corresponde a la Secretaría en la Administración 
Pública Estatal, y a los Órganos internos de control en 
los demás Entes Públicos; 
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XVII. Falta administrativa grave, a las faltas 

administrativas de los Servidores Públicos catalogadas 

como graves en los términos de la Ley General, cuya 

sanción corresponde al Tribunal; 

XVIII. Faltas de particulares, a los actos de 

personas físicas o morales privadas que estén 

vinculados con faltas administrativas graves a que se 

refiere la Ley General, cuya sanción corresponde al 

Tribunal en los términos de la misma; 

XIX. Fiscalía Anticorrupción, a la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción del Estado 

de Morelos; 

XX. Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa, al instrumento en el que la Autoridad 

investigadora describe los hechos relacionados con 

alguna de las faltas señaladas en la presente Ley, 

exponiendo de forma documentada con las pruebas y 

fundamentos, los motivos y presunta responsabilidad 

del Servidor Público o de un particular en la comisión 

de Faltas administrativas; 

XXI.  Ley General, a la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas;  

XXII.  Ley, a la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos;  

XXIII. Órganos constitucionales autónomos, 

a los Organismos creados por la Constitución Local y 

a los que expresamente la misma les otorga 

autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y 

patrimonio propio; 

XIV. Órganos internos de control, a las 

unidades administrativas a cargo de promover, evaluar 

y fortalecer el buen funcionamiento del control interno 

en los entes públicos, así como aquellas otras 

instancias de los Órganos constitucionales autónomos 

que, conforme a sus respectivas leyes, sean 

competentes para aplicar las leyes en materia de 

responsabilidades de  Servidores Públicos; asimismo, 

tendrán las funciones de Autoridad investigadora, 

Autoridad substanciadora y Autoridad resolutora, en 

los términos de la presente Ley; 

XXV. Plataforma digital nacional, a la 

plataforma a que se refiere la Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción, que contará con los sistemas 

que establece la referida ley, así como los contenidos 

previstos en la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas; 

XXVI. Resolución sobre compatibilidad, a la 

resolución emitida por el Tribunal de Justicia 

Administrativa, que determine sobre la compatibilidad 

para el desempeño de dos o más empleos o 

comisiones con cargo a los presupuestos de los 

Poderes Públicos, los organismos públicos 

autónomos, los municipios y los organismos auxiliares 

de la administración pública, estatal o municipal entre 

ellos o respecto de empleos en dependencias 

federales, en los términos que disponga esta Ley; 

XXVII. Secretaría, a la Secretaría de la 

Contraloría del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos; 

XXVIII. Secretarías, a las Secretarías de 

Despacho a que se refiere la Constitución Local, y se 

establecen en la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Morelos; 

XXIX. Servidores Públicos, a las personas 

que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los 

entes públicos conforme a lo dispuesto en la 

Constitución Local y la normativa aplicable. 

XXX. Sistema Estatal, a la instancia de 

coordinación entre las autoridades en el Estado de 

Morelos, para la prevención, detección y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, así como en la fiscalización y control de 

recursos públicos, al que hace mención el artículo 134 

de la Constitución local; 

XXXI. Sistema Nacional, a la instancia de 

coordinación entre las autoridades de todos los 

órdenes de gobierno competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la 

fiscalización y control de recursos públicos, a que hace 

mención el artículo 113 de la Constitución, y 

XXXII. Tribunal, al Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Morelos. 

Artículo 4. Son sujetos de esta Ley: 

I. Los Servidores Públicos; 

II. Aquellas personas que, habiendo fungido 

como Servidores Públicos, se ubiquen en los 

supuestos a que se refiere la presente Ley, y 

III. Los particulares vinculados con Faltas 

administrativas graves. 

Capítulo II 

De los Principios y Directrices que rigen la actuación 

de los Servidores Públicos 

Artículo 5. Todos los entes públicos están 

obligados a crear y mantener condiciones 

estructurales y normativas que permitan el adecuado 

funcionamiento del Estado en su conjunto, y la 

actuación ética y responsable de cada servidor 

público. 

Artículo 6. Los Servidores Públicos observarán 

en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los 

principios de disciplina, legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, 

integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia 

que rigen el servicio público. Para la efectiva 

aplicación de dichos principios, los Servidores 

Públicos observarán las siguientes directrices: 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, 

reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 

atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que 

deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan 

el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones;  

II. Conducirse con rectitud sin utilizar o 

aprovechar su empleo, cargo o comisión para obtener 

o pretender obtener algún beneficio, provecho o 

ventaja personal o a favor de terceros, ni buscar o 

aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, 

obsequios o regalos de cualquier persona u 

organización; 
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III. Satisfacer el interés superior de las 
necesidades colectivas por encima de intereses 
particulares, personales o ajenos al interés general y 
bienestar de la población; 

IV. Dar a las personas en general el mismo 
trato, por lo que no concederán privilegios o 
preferencias a organizaciones o personas, ni 
permitirán que influencias, intereses o prejuicios 
indebidos afecten su compromiso para tomar 
decisiones o ejercer sus funciones de manera objetiva; 

V. Actuar conforme a una cultura de servicio 
orientada al logro de resultados, procurando en todo 
momento un mejor desempeño de sus funciones a fin 
de alcanzar las metas institucionales según sus 
responsabilidades; 

VI. Administrar los recursos públicos que estén 
bajo su responsabilidad, sujetándose a los principios 
de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y 
honradez para satisfacer los objetivos a los que estén 
destinados; 

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos establecidos en la Constitución, 
en los tratados internacionales y convenciones de los 
que el Estado Mexicano sea parte; 

VIII. Corresponder a la confianza que la 
sociedad les ha conferido; tendrán una vocación 
absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el 
interés superior de las necesidades colectivas por 
encima de intereses particulares, personales o ajenos 
al interés general; 

IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que 
puedan entrar en conflicto con el desempeño 
responsable y objetivo de sus facultades y 
obligaciones, y 

X. Abstenerse de realizar cualquier trato o 
promesa privada que comprometa a los Entes 
Públicos del estado de Morelos. 

Capítulo III 
De las Autoridades Competentes para aplicar la 

presente Ley 
Artículo 7. Las autoridades del Estado 

concurrirán en el cumplimiento del objeto y los 
objetivos de esta Ley. 

El Sistema Estatal Anticorrupción establecerá 
las bases y principios de coordinación entre las 
autoridades competentes en la materia en el Estado y 
en los municipios. 

Artículo 8. En el ámbito de su competencia, 
serán autoridades facultadas para aplicar la presente 
Ley: 

I. La Secretaría, que será competente para 
investigar y substanciar el procedimiento sobre Faltas 
administrativas graves, debiendo entonces remitir el 
expediente al Tribunal y Faltas administrativas no 
graves. La investigación la realizará a través de los 
Órganos internos de control, dependientes de ésta, 
mientras que la substanciación y resolución, será a 
cargo de su área de responsabilidades 
administrativas. La referida competencia la ejercerá 
sobre los servidores públicos adscritos a cualquiera de 
las autoridades que integran la Administración Pública 
Estatal; 

II. Los Órganos internos de control en los 

órganos constitucionales autónomos, que serán 

competentes para investigar, substanciar y resolver el 

procedimiento sobre Faltas administrativas no graves 

de los servidores públicos. Para el caso de Faltas 

administrativas graves, únicamente investigarán y 

substanciarán hasta la conclusión de la audiencia 

inicial, debiendo entonces remitir el expediente al 

Tribunal; para efecto de lo anterior, deberán de contar 

con dos áreas, una de investigación y otra de 

substanciación y resolución; 

III. La Entidad Superior, que será competente 

para investigar, y substanciar el procedimiento sobre 

Faltas administrativas graves de los titulares de los 

órganos constitucionales autónomos; de los servidores 

públicos titulares y demás adscritos a los órganos 

internos de control en los Municipios del Estado de 

Morelos; y de aquellos adscritosal Congreso del 

Estado, excepto los Diputados que lo integran; 

IV. El Órgano interno de control en la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización, que será 

competente para investigar y substanciar el 

procedimiento sobre Faltas administrativas graves de 

los servidores públicos adscritos a la referida entidad, 

hasta la conclusión de la audiencia inicial; asimismo, 

será competente para investigar, substanciar y 

resolver sobre Faltas administrativas no graves de los 

señalados servidores públicos, así como de los 

titulares y demás adscritos a los órganos internos de 

control en los Municipios del Estado de Morelos, y de 

aquellos adscritosal Congreso del Estado, excepto los 

Diputados que lo integran; para efecto de lo anterior, 

deberá de contar con dos áreas, una de investigación, 

y otra de substanciación y resolución; 

V. Los Órganos internos de control en los 

entes de seguridad pública, que serán competentes 

para investigar, substanciar y resolver el 

procedimiento sobre Faltas administrativas no graves 

de los servidores públicos, adscritos a dichos entes, 

que cuenten con una relación laboral y no 

administrativa; para el caso de faltas administrativas 

graves, únicamente investigarán y substanciarán hasta 

la conclusión de la audiencia inicial; para efecto de lo 

anterior, deberán de contar con dos áreas, una de 

investigación, y otra de substanciación y resolución; 

VI. Los Órganos internos de control en los 

Municipios, que serán competentes para investigar, 

substanciar y resolver el procedimiento sobre Faltas 

administrativas no graves de sus propios servidores 

públicos; para el caso de Faltas administrativas 

graves, únicamente investigarán y substanciarán hasta 

la conclusión de la audiencia inicial, debiendo 

entonces remitir el expediente al Tribunal; para efecto 

de lo anterior, deberán de contar con dos áreas, una 

de investigación y otra de substanciación y resolución; 

VII. El Tribunal, que será competente para 

resolver sobre las Faltas administrativas graves, así 

como para las Faltas de particulares, desde la 

recepción de los autos originales del expediente, hasta 

la notificación de la resolución que recaiga en aquel, y  
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VIII. Tratándose de las responsabilidades 

administrativas de los Servidores Públicos del Poder 

Judicial, serán competentes para investigar e imponer 

las sanciones que correspondan, el Consejo de la 

Judicatura del Estado de Morelos y su Órgano Interno 

de Control, conforme al régimen establecido en los 

artículos 92 y 92-A de la Constitución local y en su 

reglamentación interna correspondiente. Lo anterior, 

sin perjuicio de las atribuciones de la Entidad Superior, 

en materia de fiscalización sobre el manejo, la 

custodia y aplicación de recursos públicos.  

Artículo 9. La Secretaría y los Órganos internos 

de control tendrán a su cargo, en el ámbito de su 

competencia, la investigación, substanciación y 

calificación de las Faltas administrativas. 

Tratándose de actos u omisiones que hayan 

sido calificados como Faltas administrativas no graves, 

la Secretaría y los Órganos internos de control serán 

competentes para iniciar, substanciar y resolver los 

procedimientos de responsabilidad administrativa en 

los términos previstos en esta Ley. 

En el supuesto de que la Autoridad 

investigadora determine en su calificación la existencia 

de Faltas administrativas, así como la presunta 

responsabilidad del infractor, deberán elaborar el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y 

presentarlo a la Autoridad substanciadora para que 

proceda en los términos previstos en esta Ley. 

Además de las atribuciones señaladas con 

anterioridad y las impuestas en el Reglamento Interior 

de la Secretaría, los Órganos internos de control serán 

competentes para: 

I. Implementar los mecanismos internos que 

prevengan actos u omisiones que pudieran constituir 

responsabilidades administrativas, en los términos 

establecidos por el Sistema Estatal Anticorrupción; 

II. Revisar el ingreso, egreso, manejo, 

custodia y aplicación de recursos públicos estatales, 

según corresponda en el ámbito de su competencia, y 

III. Presentar denuncias por hechos que las 

leyes señalen como delitos ante la Fiscalía 

Anticorrupción. 

Artículo 10. La Entidad Superior será 

competente para investigar y substanciar el 

procedimiento por las Faltas administrativas graves, 

en el ámbito de su competencia, y que surjan con 

motivo de las funciones y atribuciones que su ley le 

otorga. 

En caso de que la Entidad Superior detecte 

posibles Faltas administrativas no graves dará cuenta 

de ello a la Secretaría o al Órgano interno de control, 

según corresponda, para que continúen la 

investigación respectiva y promuevan las acciones que 

procedan y al Comité Coordinador del Sistema Estatal 

para su seguimiento. 

En los casos en que, derivado de sus 

investigaciones, acontezca la presunta comisión de 

delitos, presentarán las denuncias correspondientes 

ante la Fiscalía Anticorrupción. 

Artículo 11. El Tribunal, además de las 

facultades y atribuciones conferidas en su legislación 

orgánica y demás normativa aplicable, estará 

facultado para resolver la imposición de sanciones por 

la comisión de Faltas administrativas graves y de 

Faltas de particulares, conforme a los procedimientos 

previstos en la Ley General. 

Artículo 12. Cuando la Autoridad investigadora 

determine que de los actos u omisiones investigados 

se desprenden tanto la comisión de Faltas 

administrativas graves como no graves por el mismo 

servidor público, por lo que hace a las Faltas 

administrativas graves substanciarán el procedimiento 

en los términos previstos en esta Ley, a fin de que sea 

el Tribunal el que imponga la sanción que corresponda 

a dicha falta. Si el Tribunal determina que se 

cometieron tanto Faltas administrativas graves, como 

Faltas administrativas no graves, al graduar la sanción 

que proceda tomará en cuenta la comisión de éstas 

últimas. 

Artículo 13. Cuando los actos u omisiones de 

los Servidores Públicos, materia de denuncias, queden 

comprendidos en más de uno de los casos sujetos a 

sanción y previstos en el artículo 109 de la 

Constitución, los procedimientos respectivos se 

desarrollarán en forma autónoma según su naturaleza 

y por la vía procesal que corresponda, debiendo las 

autoridades a que alude el artículo 8 de esta Ley 

turnar las denuncias a quien deba conocer de ellas. 

No podrán imponerse dos veces por una sola 

conducta sanciones de la misma naturaleza. 

La atribución del Tribunal para imponer 

sanciones a particulares en términos de la Ley 

General no limita las facultades de otras autoridades 

para imponer sanciones administrativas a particulares, 

conforme a la legislación aplicable. 

TÍTULO SEGUNDO 

MECANISMOS DE PREVENCIÓN E 

INSTRUMENTOS DE RENDICIÓN DE CUENTAS 

Capítulo I 

De los Mecanismos Generales de Prevención 

Artículo 14. Para prevenir la comisión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, la Secretaría y 

los Órganos internos de control, considerando las 

funciones que a cada una de ellas les corresponden y 

previo diagnóstico que al efecto realicen, podrán 

implementar acciones para orientar el criterio que en 

situaciones específicas deberán observar los 

Servidores Públicos en el desempeño de sus empleos, 

cargos o comisiones, en coordinación con el Sistema 

Estatal. 

En la implementación de las acciones referidas, 

los Órganos internos de control de la Administración 

Pública del Estado deberán atender los lineamientos 

generales que emita la Secretaría. En los Órganos 

constitucionales autónomos, los Órganos internos de 

control respectivos, emitirán los lineamientos 

señalados, debiendo de ser publicados en portal de 

internet de cada Ente Público. 
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Artículo 15. Los Servidores Públicos deberán 

observar el código de ética que al efecto sea emitido 
por la Secretaría o los Órganos internos de control, 

conforme a los lineamientos que emitan el Sistema 
Nacional y el Sistema Estatal, para que en su 

actuación impere una conducta digna que responda a 
las necesidades de la sociedad y que oriente su 

desempeño. 
El código de ética a que se refiere el párrafo 

anterior deberá hacerse del conocimiento de los 
Servidores Públicos de la dependencia o entidad de 

que se trate, así como darle la máxima publicidad, por 
lo que deberá publicarse en el portal de internet de los 

Entes Públicos y en el Periódico Oficial; las 
autoridades deberán acreditar mediante acuse 

respectivo, que les fue hecho del conocimiento. 
Artículo 16. La Secretaría en la Administración 

Pública Estatal ylos Órganos internos de control en los 
demás Entes Públicos deberán evaluar anualmente el 

resultado de las acciones específicas que hayan 
implementado conforme a este Capítulo y proponer, 

en su caso, las modificaciones que resulten 
procedentes, informando de ello a la Secretaría y a la 

Presidencia del Comité Coordinador Local, en los 
términos que estos establezcan. 

Artículo 17. La Secretaría en la Administración 
Pública Estatal, y los Órganos internos de control en 

los demás Entes Públicos, deberán valorar las 
recomendaciones que hagan el Comité Coordinador y 

el Comité Coordinador Local a las autoridades, con el 
objeto de adoptar las medidas necesarias para el 

fortalecimiento institucional en su desempeño y control 
interno y con ello la prevención de Faltas 

administrativas y hechos de corrupción. Deberán 
asimismo informar a dicho órgano de la atención que 

se dé a éstas y, en su caso, sus avances y resultados, 
debiendo de publicarse en el portal de internet e 

informar de los mismos a la Presidencia del Comité 
Coordinador Local. 

Artículo 18. Los entes públicos deberán 
implementar los mecanismos de coordinación que, en 

términos de la Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción y la normativa aplicable, determine el 

Comité Coordinador o el Comité Coordinador Local, e 
informar a dicho órgano de los avances y resultados 

que estos tengan, a través de sus Órganos internos de 
control. 

Artículo 19. Para la selección de los integrantes 
de los Órganos internos de control se deberán 

observar, además de los requisitos establecidos para 
su nombramiento, un sistema que garantice la 

igualdad de oportunidades en el acceso a la función 
pública con base en el mérito y los mecanismos más 

adecuados y eficientes para su profesionalización, 
atrayendo a los mejores candidatos para ocupar los 

puestos a través de procedimientos transparentes, 
objetivos y equitativos. Los titulares de los Órganos 

internos de control de los Órganos constitucionales 
autónomos, así como de las unidades especializadas 

que los conformen, serán nombrados en términos de 
la normativa aplicable. 

Artículo 20. La Secretaría podrá suscribir 

convenios de colaboración con las personas físicas o 

morales que participen en contrataciones públicas, así 

como con las cámaras empresariales u organizaciones 

industriales o de comercio, con la finalidad de 

orientarlas en el establecimiento de mecanismos de 

autorregulación que incluyan la instrumentación de 

controles internos y un programa de integridad que les 

permita asegurar el desarrollo de una cultura ética en 

su organización, debiendo de ser publicados en su 

página de internet. 

Artículo 21. En el diseño y supervisión de los 

mecanismos a que se refiere el artículo anterior, se 

considerarán las mejores prácticas internacionales 

sobre controles, ética e integridad en los negocios, 

además de incluir medidas que inhiban la práctica de 

conductas irregulares, que orienten a los socios, 

directivos y empleados de las empresas sobre el 

cumplimiento del programa de integridad y que 

contengan herramientas de denuncia y de protección 

al Denunciante. 

Artículo 22. El Comité Coordinador Local deberá 

establecer los mecanismos para promover y permitir la 

participación de la sociedad en la generación de 

políticas públicas dirigidas al combate a las distintas 

conductas que constituyen Faltas administrativas. 

Capítulo II 

De la Compatibilidad de Cargos Públicos  

de los Funcionarios  

Artículo 23. El Tribunal será competente para la 

emisión de la Resolución sobre la compatibilidad, a 

solicitud de la Secretaría o los Órganos internos de 

control. 

Artículo 24. La Secretaría, los Órganos internos 

de control o el propio funcionario público interesado, 

podrán solicitar de manera oficiosa o a propósito de 

una denuncia la Resolución sobre la compatibilidad. 

Artículo 25. En caso de que la Resolución sobre 

la compatibilidad, determine la imposibilidad material o 

legal entre dos o más cargos o comisiones públicos 

del funcionario, deberá notificarle para que elija la que 

más convenga a sus intereses. 

No se considera incompatible con el servicio 

público el ejercicio de la docencia, en instituciones 

educativas públicas o privadas. 

Artículo 26. Para el caso de que el funcionario 

haga caso omiso de dicha resolución, el Tribunal 

ordenará a la autoridad competente el inicio del 

procedimiento de responsabilidad administrativa. 

Capítulo III 

De la Integridad de las Personas Morales 

Artículo 27. En relación con la Integridad de las 

Personas Morales, se estará a lo dispuesto en la Ley 

General. 
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Capítulo IV 

De los Instrumentos de Rendición de Cuentas 

Sección Primera 

Del Sistema de Evolución Patrimonial, de la 

Declaración de Intereses y Constancia de 

Presentación de Declaración Fiscal 

Artículo 28. La Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Nacional, llevará el sistema de evolución patrimonial, 

de declaración de intereses y constancia de 

presentación de declaración fiscal, a través de la 

Plataforma digital nacional que al efecto se establezca, 

de conformidad con lo previsto en la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, así como las bases, 

principios y lineamientos que apruebe el Comité 

Coordinador Local. 

Artículo 29. La información prevista en el 

sistema de evolución patrimonial, de declaración de 

intereses y de constancias de presentación de 

declaración fiscal se almacenará en la Plataforma 

digital nacional que contendrá la información que para 

efectos de las funciones del Sistema Nacional, 

generen los entes públicos facultados para la 

fiscalización y control de recursos públicos y la 

prevención, control, detección, sanción y disuasión de 

Faltas administrativas y hechos de corrupción, de 

conformidad con lo establecido en la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción. 

La Plataforma digital nacional contará además 

con los sistemas de información específicos que 

estipula la Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción. 

En el sistema de evolución patrimonial, de 

declaración de intereses y de constancias de 

presentación de la declaración fiscal de la Plataforma 

digital nacional, se inscribirán los datos públicos de los 

Servidores Públicos obligados a presentar 

declaraciones de situación patrimonial y de intereses. 

De igual forma, se inscribirá la constancia que para 

efectos de esta Ley emita la autoridad fiscal, sobre la 

presentación de la declaración anual de impuestos. 

En el sistema nacional de Servidores Públicos y 

particulares sancionados de la Plataforma digital 

nacional se inscribirán y se harán públicas, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción y las disposiciones 

legales en materia de transparencia, las constancias 

de sanciones o de inhabilitación que se encuentren 

firmes en contra de los Servidores Públicos o 

particulares que hayan sido sancionados por actos 

vinculados con Faltas administrativas graves en 

términos de esta Ley, así como la anotación de 

aquellas abstenciones que hayan realizado la 

Autoridad investigadora o el Tribunal. 

Los Entes Públicos, previo al nombramiento, 

designación o contratación de quienes pretendan 

ingresar al servicio público, consultarán el sistema 

nacional de Servidores Públicos y particulares 

sancionados de la Plataforma digital nacional, con el 

fin de verificar si existen inhabilitaciones de dichas 

personas. 

Artículo 30. La información relacionada con las 

declaraciones de situación patrimonial y de intereses, 

podrá ser solicitada y utilizada por el Ministerio 

Público, el Tribunal o las autoridades judiciales en el 

ejercicio de sus respectivas atribuciones, el Servidor 

Público interesado o bien, cuando las Autoridad 

investigadora, Autoridad substanciadora o Autoridad 

resolutora lo requieran con motivo de la investigación 

o la resolución de procedimientos de 

responsabilidades administrativas. 

Artículo 31. Las declaraciones patrimoniales y 

de intereses serán públicas salvo los rubros cuya 

publicidad pueda afectar la vida privada o los datos 

personales protegidos por la Constitución y la 

Constitución Local. Para tal efecto, el Comité 

Coordinador Local, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana Estatal, emitirá los formatos 

respectivos, garantizando que los rubros que pudieran 

afectar los derechos aludidos queden en resguardo de 

las autoridades competentes. 

Artículo 32. La Secretaría en la Administración 

Pública Estatal y los Órganos internos de control en 

los demás Entes Públicos, según sea el caso, deberán 

realizar una verificación aleatoria o por una denuncia 

de las declaraciones patrimoniales que obren en el 

sistema de evolución patrimonial, de declaración de 

intereses y constancia de presentación de declaración 

fiscal, así como de la evolución del patrimonio de los 

Servidores Públicos. De no existir ninguna anomalía 

expedirán la certificación correspondiente, la cual se 

anotará en dicho sistema. En caso contrario, iniciarán 

la investigación que corresponda. 

Artículo 33. La Secretaría en la Administración 

Pública Estatal y los Órganos internos de control en 

los demás Entes Públicos, según corresponda, serán 

responsables de inscribir y mantener actualizada en el 

sistema de evolución patrimonial, de declaración de 

intereses y constancia de presentación de declaración 

fiscal, la información correspondiente al Declarante a 

su cargo. Asimismo, verificarán la situación o posible 

actualización de algún Conflicto de Interés, según la 

información proporcionada, llevarán el seguimiento de 

la evolución y la verificación de la situación patrimonial 

de dicho Declarante, en los términos de la presente 

Ley. Para tales efectos, La Secretaría podrá firmar 

convenios con las distintas autoridades que tengan a 

su disposición datos, información o documentos que 

puedan servir para verificar la información declarada 

por los Servidores Públicos. 

Sección Segunda 

De los Sujetos Obligados a presentar  

Declaración Patrimonial y de Intereses 

Artículo 34. Estarán obligados a presentar las 

declaraciones de situación patrimonial y de intereses, 

bajo protesta de decir verdad y ante la Secretaría o su 

respectivo Órgano interno de control, todos los 

Servidores Públicos, en los términos previstos en la 

presente Ley. Asimismo, deberán presentar su 

declaración fiscal anual, en los términos que disponga 

la legislación de la materia. 
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Sección Tercera 

De los Plazos y Mecanismos de Registro al Sistema 

de Evolución Patrimonial, de Declaración de Intereses 

y Constancia de Presentación de Declaración Fiscal 

Artículo 35. La declaración de situación 

patrimonial deberá presentarse en los siguientes 

plazos: 

I. Declaración inicial, dentro de los sesenta 

días naturales siguientes a la toma de posesión con 

motivo del: 

a) Ingreso al servicio público por primera vez; 

b) Reingreso al servicio público después de 

sesenta días naturales de la conclusión de su último 

encargo; 

II. Declaración de modificación patrimonial, 

durante el mes de mayo de cada año, y 

III. Declaración de conclusión del encargo, 

dentro de los sesenta días naturales siguientes a la 

conclusión. 

En el caso de cambio de secretaría, 

dependencia o entidad en el mismo orden de 

gobierno, únicamente se dará aviso de dicha situación 

y no será necesario presentar la declaración de 

conclusión. 

La Secretaría en la Administración Pública 

Estatal, y los Órganos internos de control en los 

demás Entes Públicos, según corresponda, podrán 

solicitar a los Servidores Públicos una copia de la 

declaración del Impuesto Sobre la Renta del año que 

corresponda, si éstos estuvieren obligados a 

presentarla o, en su caso, de la constancia de 

percepciones y retenciones que les hubieren emitido 

alguno de los entes públicos, la cual deberá ser 

remitida en un plazo de tres días hábiles a partir de la 

fecha en que se reciba la solicitud. 

Si transcurridos los plazos a que se refieren las 

fracciones I, II y III de este artículo, no se hubiese 

presentado la declaración correspondiente, sin causa 

justificada, se iniciará inmediatamente la investigación 

por presunta responsabilidad por la comisión de las 

Faltas administrativas correspondientes y se requerirá 

por escrito al Declarante el cumplimiento de dicha 

obligación. 

Tratándose de los supuestos previstos en las 

fracciones I y II de este artículo, en caso de que la 

omisión en la declaración continúe por un periodo de 

treinta días naturales siguientes a la fecha en que 

hubiere notificado el requerimiento al Declarante, la 

Secretaría en la Administración Pública Estatal, y los 

Órganos internos de control en los demás Entes 

Públicos, según corresponda, declararán que el 

nombramiento o contrato ha quedado sin efectos, 

debiendo notificar lo anterior al titular del Ente público 

correspondiente para separar del cargo al servidor 

público. 

El incumplimiento por no separar del cargo al 

servidor público por parte del titular de alguno de los 

entes públicos será causa de responsabilidad 

administrativa en los términos de esta Ley. 

Para el caso de omisión, sin causa justificada, 

en la presentación de la declaración a que se refiere la 

fracción III de este artículo, se inhabilitará al infractor 

de tres meses a un año. 

Para la imposición de las sanciones a que se 

refiere este artículo deberá sustanciarse el 

procedimiento de responsabilidad administrativa por 

faltas administrativas previsto en el Título Segundo del 

Libro Segundo de esta Ley. 

Artículo 36. Las declaraciones de situación 

patrimonial deberán ser presentadas a través de 

medios electrónicos, empleándose medios de 

identificación electrónica. En el caso de municipios 

que no cuenten con las tecnologías de la información y 

comunicación necesarias para cumplir lo anterior, 

podrán emplearse formatos impresos, siendo 

responsabilidad de los Órganos internos de control y 

La Secretaría verificar que dichos formatos sean 

digitalizados e incluir la información que corresponda 

en el sistema de evolución patrimonial y de 

declaración de intereses. 

La Secretaría tendrá a su cargo el sistema de 

certificación de los medios de identificación electrónica 

que utilicen los Servidores Públicos, y llevarán el 

control de dichos medios. 

Asimismo, el Comité Coordinador Local, a 

propuesta del Comité de Participación Ciudadana, 

emitirá las normas y los formatos impresos; de medios 

magnéticos y electrónicos, bajo los cuales el 

Declarante deberá presentar las declaraciones de 

situación patrimonial, así como los manuales e 

instructivos, observando lo dispuesto por el artículo 31 

de esta Ley. 

Para los efectos de los procedimientos penales 

que se deriven de la aplicación de las disposiciones 

del presente Título, son documentos públicos aquellos 

que emita la Secretaría para ser presentados como 

medios de prueba, en los cuales se contenga la 

información que obre en sus archivos documentales y 

electrónicos sobre las declaraciones de situación 

patrimonial de los Servidores Públicos. 

Los Servidores Públicos competentes para 

recabar las declaraciones patrimoniales deberán 

resguardar la información a la que accedan 

observando lo dispuesto en la legislación en materia 

de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales. 

Artículo 37. En la declaración inicial y de 

conclusión del encargo se manifestarán los bienes 

inmuebles, con la fecha y valor de adquisición. 

En las declaraciones de modificación 

patrimonial se manifestarán sólo las modificaciones al 

patrimonio, con fecha y valor de adquisición. En todo 

caso se indicará el medio por el que se hizo la 

adquisición. 

Artículo 38. La Secretaría y los Órganos 

internos de control, estarán facultadas para llevar a 

cabo investigaciones o auditorías para verificar la 

evolución del patrimonio del Declarante. 
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Artículo 39. En los casos en que la declaración 

de situación patrimonial del Declarante refleje un 

incremento en su patrimonio que no sea explicable o 

justificable en virtud de su remuneración como 

servidor público, la Secretaría y los Órganos internos 

de control inmediatamente solicitarán sea aclarado el 

origen de dicho enriquecimiento. De no justificarse la 

procedencia de dicho enriquecimiento, la Secretaría y 

los Órganos internos de control procederán a integrar 

el expediente correspondiente para darle trámite 

conforme a lo establecido en esta Ley, y formularán, 

en su caso, la denuncia correspondiente ante la 

Fiscalía Anticorrupción. 

Los Servidores Públicos de los centros públicos 

de investigación, instituciones de educación y las 

Entidades de la Administración Pública Estatal a que 

se refiere el artículo 51 de la Ley de Innovación, 

Ciencia y Tecnología para el Estado de Morelos, que 

realicen actividades de investigación científica, 

desarrollo tecnológico e innovación podrán realizar 

actividades de vinculación con los sectores público, 

privado y social, y recibir beneficios, en los términos 

que para ello establezcan los órganos de gobierno de 

dichos centros, instituciones y entidades, con la previa 

opinión de la Secretaría, sin que dichos beneficios se 

consideren como tales para efectos de lo contenido en 

el primer párrafo de este artículo. 

Las actividades de vinculación a las que hace 

referencia el párrafo anterior, además de las previstas 

en el citado artículo 51 de la Ley Innovación Ciencia y 

Tecnología para el Estado de Morelos, incluirán la 

participación de investigación científica y desarrollo 

tecnológico con terceros; transferencia de 

conocimiento; licenciamientos; participación como 

socios accionistas de empresas privadas de base 

tecnológica o como colaboradores o beneficiarios en 

actividades con fines de lucro derivadas de cualquier 

figura de propiedad intelectual perteneciente a la 

propia institución, centro o entidad, según 

corresponda. Dichos Servidores Públicos incurrirán en 

conflicto de intereses cuando obtengan beneficios por 

utilidades, regalías o por cualquier otro concepto en 

contravención a las disposiciones aplicables en la 

Institución. 

Artículo 40. El Declarante estará obligado a 

proporcionar a la Secretaría y los Órganos internos de 

control, la información que se requiera para verificar la 

evolución de su situación patrimonial, incluyendo la de 

sus cónyuges, concubinas o concubinarios y 

dependientes económicos directos. 

Sólo el titular de la Secretaría o los Servidores 

Públicos en quien deleguen esta facultad podrán 

solicitar a las autoridades competentes, en los 

términos de las disposiciones aplicables, la 

información en materia fiscal, o la relacionada con 

operaciones de depósito, ahorro, administración o 

inversión de recursos monetarios. 

Artículo 41. Para los efectos de la presente Ley 

y de la legislación penal, se computarán entre los 

bienes del Declarante los que adquiera el mismo o por 

interpósita persona, o con respecto de los cuales se 

conduzca él como dueño o bien, los que reciban o de 

los que dispongan su cónyuge, concubina o 

concubinario y sus dependientes económicos directos, 

salvo que acrediten que éstos los obtuvieron por sí 

mismos. 

Artículo 42. En caso de que los Servidores 

Públicos, sin haberlo solicitado, reciban de un 

particular de manera gratuita la transmisión de la 

propiedad o el ofrecimiento para el uso de cualquier 

bien, con motivo del ejercicio de sus funciones, 

deberán informarlo inmediatamente a La Secretaría en 

la Administración Pública Estatal, ya los Órganos 

internos de control en los demás Entes Públicos y 

estos dar vista la Fiscalía Anticorrupción para los 

efectos legales procedentes. En el caso de recepción 

de bienes, los Servidores Públicos procederán a poner 

los mismos a disposición de las autoridades 

competentes en materia de administración y 

enajenación de bienes públicos. 

Artículo 43. La Secretaría en la Administración 

Pública Estatal, y los Órganos internos de control en 

los demás Entes Públicos, según corresponda, 

deberán formular la denuncia al Ministerio Público, en 

su caso, cuando el sujeto a la verificación de la 

evolución de su patrimonio no justifique la procedencia 

lícita del incremento notoriamente desproporcionado 

de éste, representado por sus bienes, o de aquellos 

sobre los que se conduzca como dueño, durante el 

tiempo de su empleo, cargo o comisión. 

Artículo 44. Cuando las Autoridades 

investigadoras, en el ámbito de sus competencias, 

llegaren a formular denuncias ante el Ministerio 

Público correspondiente, éstas serán coadyuvantes 

del mismo en el procedimiento penal respectivo. 

Sección Cuarta 

Del Régimen de los Servidores Públicos que participan 

en Contrataciones Públicas 

Artículo 45. La Plataforma digital nacional 

incluirá, en un sistema específico, los nombres y 

adscripción de los Servidores Públicos que 

intervengan en procedimientos para contrataciones 

públicas, ya sea en la tramitación, atención y 

resolución para la adjudicación de un contrato, 

otorgamiento de una concesión, licencia, permiso o 

autorización y sus prórrogas, así como la enajenación 

de bienes muebles y aquellos que dictaminan en 

materia de avalúos, el cual será actualizado 

quincenalmente. 

Los formatos y mecanismos para registrar la 

información serán determinados por el Coordinador 

Local, los cuales deberán ser análogos a los emitidos 

por el Comité Coordinador. 

La información a que se refiere el presente 

artículo deberá ser puesta a disposición de todo 

público a través de un portal de Internet. 
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Sección Quinta 
Del Protocolo de Actuación en Contrataciones 

Artículo 46. La Secretaría y los Órganos 
internos de control, implementarán el protocolo de 
actuación que para tales efectos expida el Comité 
Coordinador. 

Dicho protocolo de actuación deberá ser 
cumplido por los Servidores Públicos inscritos en el 
sistema específico de la Plataforma digital nacional a 
que se refiere el presente Capítulo y, en su caso, 
aplicarán los formatos que se utilizarán para que los 
particulares formulen un manifiesto de vínculos o 
relaciones de negocios, personales o familiares, así 
como de posibles Conflictos de Interés, bajo el 
principio de máxima publicidad y en los términos de la 
normatividad aplicable en materia de transparencia. 

El sistema específico de la Plataforma digital 
nacional a que se refiere el presente Capítulo incluirá 
la relación de particulares, personas físicas y morales, 
que se encuentren inhabilitados para celebrar 
contratos con los entes públicos derivado de 
procedimientos administrativos diversos a los previstos 
por esta Ley. 

Artículo 47. La Secretaría en la Administración 
Pública Estatal, y los Órganos internos de control en 
los demás Entes Públicos, deberán supervisar la 
ejecución de los procedimientos de contratación 
pública por parte de los contratantes para garantizar 
que se lleva a cabo en los términos de las 
disposiciones en la materia, realizando las 
verificaciones procedentes si descubren anomalías. 

Sección Sexta 
De la Declaración de Intereses 

Artículo 48. Se encuentran obligados a 
presentar declaración de intereses todos los 
Servidores Públicos que deban presentar la 
declaración patrimonial en términos de esta Ley. 

Al efecto, la Secretaría en la Administración 
Pública Estatal, y los Órganos internos de control en 
los demás Entes Públicos, se encargarán de que las 
declaraciones sean integradas al sistema de evolución 
patrimonial, de declaración de intereses y constancia 
de presentación de declaración fiscal. 

Artículo 49. Para efectos del artículo anterior 
habrá Conflicto de Interés en los casos a los que se 
refiere la fracción VI del artículo 3 de esta Ley. 

La declaración de intereses tendrá por objeto 
informar y determinar el conjunto de intereses de un 
servidor público a fin de delimitar cuándo éstos entran 
en conflicto con su función. 

Artículo 50. El Comité Coordinador Local, a 
propuesta del Comité de Participación Ciudadana, 
expedirá las normas y los formatos impresos, de 
medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales el 
Declarante deberá presentar la declaración de 
intereses, así como los manuales e instructivos, 
observando lo dispuesto por el artículo 36 de esta Ley. 

La declaración de intereses deberá presentarse 
en los plazos a que se refiere el artículo 35 de esta 
Ley y de la misma manera le serán aplicables los 
procedimientos establecidos en dicho artículo para el 
incumplimiento de dichos plazos. También deberá 
presentar la declaración en cualquier momento en que 
el servidor público, en el ejercicio de sus funciones, 
considere que se puede actualizar un posible Conflicto 
de Interés. 

TÍTULO TERCERO 
DE LAS FALTAS ADMINISTRATIVAS DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS Y ACTOS DE 
PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS 

ADMINISTRATIVAS GRAVES 
Capítulo I 

De las Faltas administrativas no graves de los 
Servidores Públicos 

Artículo 51. Incurrirá en Falta administrativa no 
grave el servidor público cuyos actos u omisiones 
incumplan o transgredan los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen 
la prestación del servicio público, debiendo observar 
aquellos y las obligaciones siguientes: 

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y 
comisiones encomendadas, observando en su 
desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás 
Servidores Públicos como a los particulares con los 
que llegare a tratar, en los términos que se 
establezcan en el código de ética a que se refiere el 
artículo 15 de esta Ley; 

II. Denunciar los actos u omisiones que en 
ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que 
puedan constituir Faltas administrativas, en términos 
del artículo 93 de la Ley General; 

III. Atender las instrucciones de sus 
superiores, siempre que éstas sean acordes con las 
disposiciones relacionadas con el servicio público. En 
caso de recibir instrucción o encomienda contraria a 
dichas disposiciones, deberá denunciar esta 
circunstancia en términos del artículo 93 de la Ley 
General; 

IV. Presentar en tiempo y forma las 
declaraciones de situación patrimonial y de intereses, 
en los términos establecidos por esta Ley; 

V. Registrar, integrar, custodiar y cuidar la 
documentación e información que, por razón de su 
empleo, cargo o comisión, tenga bajo su 
responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, 
sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización 
indebidos; 

VI. Supervisar que los Servidores Públicos 
sujetos a su dirección, cumplan con las disposiciones 
de este artículo; 

VII. Rendir cuentas sobre el ejercicio de las 
funciones, en términos de las normas aplicables; 

VIII. Colaborar en los procedimientos judiciales 
y administrativos en los que sea parte; 

IX. Cerciorarse, antes de la celebración de 
contratos de adquisiciones, arrendamientos o para la 
enajenación de todo tipo de bienes, prestación de 
servicios de cualquier naturaleza o la contratación de 
obra pública o servicios relacionados con ésta, que el 
particular manifieste bajo protesta de decir verdad que 
no desempeña empleo, cargo o comisión en el servicio 
público o, en su caso, que a pesar de desempeñarlo, 
con la formalización del contrato correspondiente no 
se actualiza un Conflicto de Interés. Las 
manifestaciones respectivas deberán constar por 
escrito y hacerse del conocimiento del Órgano interno 
de control, previo a la celebración del acto en cuestión. 
En caso de que el contratista sea persona moral, 
dichas manifestaciones deberán presentarse respecto 
a los socios o accionistas que ejerzan control sobre la 
sociedad; 
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X. Abstenerse de autorizar a sus subordinados 
licencias, permisos, suspensiones o faltas a las labores 
cuando no tenga facultad para ello o sin justificación; 

XI. Abstenerse de desempeñar algún otro 
empleo, cargo o comisión oficial o particular que la Ley 
prohíba; 

XV. Atender con diligencia las instrucciones, 
requerimientos o resoluciones que reciba de otras 
autoridades o de los titulares de las áreas de auditoría;  

XVII. Abstenerse de aprobar, para sí o para 
algún servidor público el salario o sueldo cuyo monto 
resulte mayor o igual al sueldo o salario asignado al 
superior jerárquico de dicho servidor público, excepto 
en los siguientes casos: cuando el importe sea 
producto del cumplimiento de las condiciones 
generales del trabajo que se pacten; o cuando derive 
de un trabajo técnico calificado o especializado de la 
función en encomendada; 

XVIII. Garantizar el acceso de un servidor 
público por elección o designación al ejercicio de su 
función o a la realización de programas, proyectos o 
actividades inherentes a la misma; 

XX. Garantizar que un servidor público por 
elección o designación integre comisiones, comités y 
otras instancias inherentes a su cargo o asista a las 
sesiones, o reuniones de los mismos; 

XXII. Abstenerse de imponer estereotipos 
de género en la realización de actividades y tareas 
ajenas a las funciones y atribuciones de su cargo, así 
como la asignación de responsabilidades que tengan 
como propósito la limitación del ejercicio de sus 
funciones, y  

XXII. Garantizar las retribuciones, 
emolumentos o prerrogativas a que tienen derecho los 
funcionarios públicos en el ejercicio de un cargo de 
elección popular. 

Para efectos de esta Ley se entiende que un 
socio o accionista ejerce control sobre una sociedad 
cuando sean administradores o formen parte del 
consejo de administración, o bien conjunta o 
separadamente, directa o indirectamente, mantengan 
la titularidad de derechos que permitan ejercer el voto 
respecto de más del cincuenta por ciento del capital, 
tengan poder decisorio en sus asambleas, estén en 
posibilidades de nombrar a la mayoría de los 
miembros de su órgano de administración o por 
cualquier otro medio tengan facultades de tomar las 
decisiones fundamentales de dichas personas 
morales. 

Artículo 52. También se considerará Falta 
administrativa no grave, los daños y perjuicios que, de 
manera culposa o negligente y sin incurrir en alguna 
de las Faltas administrativas graves señaladas en el 
Capítulo siguiente, cause un servidor público a la 
Hacienda Pública o al patrimonio de un Ente público. 

Los entes públicos o los particulares que, en 
términos de este artículo, hayan recibido recursos 
públicos sin tener derecho a los mismos, deberán 
reintegrar los mismos a la Hacienda Pública o al 
patrimonio del Ente público afectado en un plazo no 
mayor a 90 días, contados a partir de la notificación 
correspondiente de la Entidad Superior o de la 
Autoridad resolutora. 

En caso de que no se realice el reintegro de los 

recursos señalados en el párrafo anterior, estos serán 

considerados créditos fiscales, por lo que la 

Procuraduría Fiscal del Estado de Morelos deberá 

ejecutar el cobro de los mismos en términos de las 

disposiciones jurídicas aplicables. 

La Autoridad resolutora podrá abstenerse de 

imponer la sanción que corresponda conforme al 

artículo 77 de la Ley General, cuando el daño o 

perjuicio a la Hacienda Pública o al patrimonio de los 

entes públicos no exceda de dos mil veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización y el 

daño haya sido resarcido o recuperado. 

Capítulo II 

De las Faltas administrativas graves de los Servidores 

Públicos 

Artículo 53. Las conductas que constituyen 

Faltas administrativas graves de los Servidores 

Públicos serán las previstas en la Ley General 

Capítulo III 

De los Actos de particulares vinculados con Faltas 

administrativas graves 

Artículo 54. Las faltas de particulares en 

situación especial serán sancionadas conforme se 

establezca en la Ley General. 

Capítulo IV 

De las Faltas de particulares en situación especial 

Artículo 55. Serán las que se establezcan en 

términos de lo que dispone la Ley General. 

Capítulo V 

De la Prescripción de la Responsabilidad 

Administrativa 

Artículo 56. Para el caso de Faltas 

administrativas no graves, las facultades de La 

Secretaría o de los Órganos internos de control para 

imponer las sanciones prescribirán en tres años, 

contados a partir del día siguiente al que se hubieren 

cometido las infracciones, o a partir del momento en 

que hubieren cesado. 

Cuando se trate de Faltas administrativas 

graves se estará a lo dispuesto en la Ley General. 

Si se dejare de actuar en los procedimientos de 

responsabilidad administrativa originados con motivo 

de la admisión del citado informe, y como 

consecuencia de ello se produjera la caducidad de la 

instancia, la prescripción se reanudará desde el día en 

que se admitió el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa. 

En ningún caso, en los procedimientos de 

responsabilidad administrativa podrá dejar de actuarse 

por más de seis meses sin causa justificada; en caso 

de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a 

solicitud del presunto infractor o de oficio, la caducidad 

de la instancia, de dicha determinación se dará vista al 

superior jerárquico para determinar a su vez alguna 

responsabilidad administrativa. 

Los plazos a los que se refiere el presente 

artículo se computarán en días naturales. 
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TÍTULO CUARTO 

SANCIONES 

Capítulo I 

Sanciones por Faltas administrativas no graves 

Artículo 57. En los casos de responsabilidades 

administrativas distintas a las que son competencia del 

Tribunal, la Secretaría o los Órganos internos de 

control impondrán las sanciones administrativas 

siguientes: 

I. Amonestación pública o privada; 

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

III. Destitución de su empleo, cargo o 

comisión, y 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público y 

para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas. 

La Secretaría y los Órganos internos de control 

podrán imponer una o más de las sanciones 

administrativas señaladas en este artículo, siempre y 

cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la 

trascendencia de la Falta administrativa no grave. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión 

que se imponga podrá ser de uno a treinta días 

naturales. 

En caso de que se imponga como sanción la 

inhabilitación temporal, ésta no será menor de tres 

meses ni podrá exceder de un año. 

Artículo 58. Para la imposición de las sanciones 

a que se refiere el artículo anterior se deberán 

considerar los elementos del empleo, cargo o comisión 

que desempeñaba el servidor público cuando incurrió 

en la falta, así como los siguientes: 

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del 

infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio; 

II. Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución, y 

III. La reincidencia en el incumplimiento de 

obligaciones. 

En caso de reincidencia de Faltas 

administrativas no graves, la sanción que imponga el 

Órgano interno de control no podrá ser igual o menor a 

la impuesta con anterioridad. 

Se considerará reincidente al que habiendo 

incurrido en una infracción que haya sido sancionada y 

hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo 

tipo. 

Artículo 59. Corresponde a La Secretaría o a los 

Órganos internos de control imponer las sanciones por 

Faltas administrativas no graves, y ejecutarlas. Los 

Órganos internos de control podrán abstenerse de 

imponer la sanción que corresponda por una sola 

ocasión, siempre que el servidor público: 

I. No haya sido sancionado previamente por 

la misma Falta administrativa no grave, y 

II. No haya actuado de forma dolosa. 

La Secretaría o los Órganos internos de control 

dejarán constancia de la no imposición de la sanción a 

que se refiere el párrafo anterior. 

Capítulo II 

Sanciones para los Servidores Públicos por  

Faltas administrativas graves 

Artículo 60. Para el caso de Las sanciones 

administrativas que imponga el Tribunal a los 

Servidores Públicos, derivado de los procedimientos 

por la comisión de Faltas administrativas graves, se 

estará a lo dispuesto en la Ley General. 

Capítulo III 

Sanciones por Faltas de particulares 

Artículo 61. Las sanciones administrativas y el 

procedimiento por el cual deban imponerse por Faltas 

de particulares serán las que establezca la Ley 

General. 

Capítulo IV 

Disposiciones Comunes para la Imposición de 

Sanciones por Faltas Administrativas Graves y Faltas 

de Particulares 

Artículo 62. Para la imposición de las sanciones 

por faltas administrativas graves y Faltas de 

particulares, se estará a lo dispuesto en la Ley 

General. 

TÍTULO QUINTO 

DE LA INVESTIGACIÓN Y CALIFICACIÓN DE LAS 

FALTAS GRAVES Y NO GRAVES 

Capítulo Único 

Del inicio de la investigación 

Artículo 63. En el curso de toda investigación 

deberán observarse los principios de legalidad, 

imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad 

material y respeto a los derechos humanos. Las 

autoridades competentes serán responsables de la 

oportunidad, exhaustividad y eficiencia en la 

investigación, la integralidad de los datos y 

documentos, así como el resguardo del expediente en 

su conjunto.  

Igualmente, incorporarán a sus investigaciones, 

las técnicas, tecnologías y métodos de investigación 

de conformidad con la normativa aplicable. 

En lo que respecto a la investigación y 

calificación de las Faltas administrativas graves y 

Faltas administrativas no graves, se estará a lo 

dispuesto en la Ley General. 

TÍTULO SEXTO 

DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD 

ADMINISTRATIVA 

Capítulo I 

De las disposiciones comunes al procedimiento  

de responsabilidad administrativa 

Sección Primera 

De los principios, interrupción de la prescripción, 

partes y autorizaciones 

Artículo 64. En los procedimientos de 

responsabilidad administrativa deberán observarse los 

principios de legalidad, presunción de inocencia, 

imparcialidad, objetividad, congruencia, exhaustividad, 

verdad material y respeto a los derechos humanos. 
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En lo que respecta al Procedimiento de 

Responsabilidad Administrativa, se estará a lo 

dispuesto en la Ley General. 

Artículo 65. En lo que no se oponga a lo 

dispuesto en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, será de aplicación supletoria lo 

dispuesto en la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos y el Código Procesal Civil para el 

Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Artículo 66. En los procedimientos de 

responsabilidad administrativa se estimarán como días 

hábiles todos los del año, con exclusión de los 

sábados y domingos, 1 de enero; el primer lunes de 

febrero por el 5 del mismo mes; el tercer lunes de 

marzo por el 21 del mismo mes; 10 de abril; 1, 5 y 10 

de mayo; 16 de septiembre; 1 y 2 de noviembre; el 

tercer lunes de noviembre por el 20 del mismo mes; 25 

de diciembre, y con excepción de aquellos días que, 

por virtud de ley, algún decreto o disposición 

administrativa, se determine como inhábil, durante los 

que no se practicará actuación alguna. Serán horas 

hábiles las que medien entre las 8:00 y las 16:00 

horas. La Autoridad substanciadora o de resolución 

del asunto, podrán habilitar días y horas inhábiles para 

la práctica de aquellas diligencias que, a su juicio, lo 

requieran. 

Sección Segunda 

Medios de apremio 

Artículo 67. Las Autoridad substanciadora o la 

Autoridad resolutora, podrán hacer uso de los medios 

de apremio previstos en la Ley General. 

Sección Tercera 

Medidas cautelares 

Artículo 68. Las Autoridad investigadora en el 

momento que considere necesario, podrá solicitar a la 

Autoridad substanciadora o la Autoridad resolutora, 

hacer uso de las medidas cautelares previstas en la 

Ley General. 

Sección Cuarta 

De las pruebas 

Artículo 69. Para conocer la verdad de los 

hechos la Autoridad resolutora podrá valerse de 

cualquier persona, documento o cualquier otro medio 

de convicción, ya sea que pertenezca a las partes o a 

terceros, sin más limitación que la de que las pruebas 

hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto 

a los derechos humanos, de conformidad con lo 

establecido en la Ley General. 

Sección Quinta 

De los incidentes 

Artículo 70. Los incidentes se tramitarán de 

conformidad con lo que establece la Ley General. 

Sección Sexta 

De la acumulación 

Artículo 71. La acumulación se tramitará de 

conformidad con lo que establece la Ley General. 

Sección Séptima 

De las notificaciones 

Artículo 72. Las notificaciones se tramitarán de 

conformidad con lo que establece la Ley General o el 

Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano 

de Morelos. 

Sección Octava 

De los Informes de Presunta Responsabilidad 

Administrativa 

Artículo 73. El Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa será emitido por la 

Autoridad investigadora, de conformidad con lo 

previsto en la Ley General. 

Sección Novena 

De la improcedencia y el sobreseimiento 

Artículo 74. Son causas de improcedencia del 

procedimiento de responsabilidad administrativa y 

deberán de ser analizadas previo al inicio del 

procedimiento las siguientes: 

I. Cuando la Falta administrativa haya 

prescrito; 

II. Cuando los hechos o las conductas materia 

del procedimiento no fueran de competencia de las 

autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto. 

En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá 

hacer del conocimiento a la autoridad que se estime 

competente; 

III. Cuando las Faltas administrativas que se 

imputen al presunto responsable ya hubieran sido 

objeto de una resolución que haya causado ejecutoria 

pronunciada por las autoridades resolutoras del 

asunto, siempre que el señalado como presunto 

responsable sea el mismo en ambos casos; 

IV. Cuando de los hechos que se refieran en el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, 

no se advierta la comisión de Faltas administrativas, y 

V. Cuando se omita acompañar el Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa. 

Artículo 75. Procederá el sobreseimiento en los 

casos siguientes: 

I. Cuando se actualice o sobrevenga 

cualquiera de las causas de improcedencia previstas 

en esta Ley; 

II. Cuando por virtud de una reforma 

legislativa, la Falta administrativa que se imputa al 

presunto responsable haya quedado derogada, o 

III. Cuando el señalado como presunto 

responsable muera durante el procedimiento de 

responsabilidad administrativa. 

Cuando las partes tengan conocimiento de 

alguna causa de sobreseimiento, la comunicarán de 

inmediato a la Autoridad substanciadora o resolutora, 

según corresponda, y de ser posible, acompañarán las 

constancias que la acrediten. 
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Sección Décima  

De las Audiencias 

Artículo 76. Las audiencias que se realicen en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa se 

llevarán de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 

General. 

Sección Décima Primera 

De las actuaciones y resoluciones 

Artículo 77. Los expedientes se formarán por la 

Autoridad substanciadora o, en su caso, la Autoridad 

resolutora del asunto con la colaboración de las 

partes, terceros y quienes intervengan en los 

procedimientos conforme a lo dispuesto en la Ley 

General. 

Capítulo II 

Del procedimiento de Responsabilidad Administrativa 

ante la 

 Secretaría y los Órganos internos de control 

Artículo 78. En los asuntos relacionados con 

Faltas administrativas no graves, se deberá proceder 

en los términos previstos en la Ley General. 

Capítulo III 

Del procedimiento de Responsabilidad Administrativa 

cuya resolución corresponda a los Tribunales 

Artículo 79. En los asuntos relacionados con 

Faltas administrativas graves o Faltas de particulares, 

se deberá proceder de conformidad con el 

procedimiento previsto en la Ley General.  

Sección Primera 

De la Revocación 

Artículo 80. Los Servidores Públicos que 

resulten responsables por la comisión de Faltas 

administrativas no graves en los términos de las 

resoluciones administrativas por la Secretaría o los 

Órganos internos de control, podrán interponer el 

recurso de revocación ante la autoridad que emitió la 

resolución de conformidad con lo previsto en la Ley 

General. 

Sección Segunda 

De la Reclamación 

Artículo 81. El recurso de reclamación 

procederá en contra de las resoluciones de la 

Autoridad substanciadora o la Autoridad resolutora 

que admitan, desechen o tengan por no presentado el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, 

la contestación o alguna prueba; las que decreten o 

nieguen el sobreseimiento del procedimiento de 

responsabilidad administrativa antes del cierre de 

instrucción; y aquéllas que admitan o rechacen la 

intervención del tercero interesado, de acuerdo a lo 

previsto en la Ley General. 

Sección Tercera 

De la Apelación 

Artículo 82. Las resoluciones emitidas por el 

Tribunal podrán ser impugnadas por los responsables 

o por los terceros, mediante el recurso de apelación, 

ante la instancia y conforme a los medios que 

determinen la Ley General. 

Sección Cuarta 

De la Revisión 

Artículo 83. Las resoluciones definitivas que 

emita el Tribunal podrán ser impugnadas por la 

Secretaría, los Órganos internos de control de los 

entes públicos o la Entidad Superior, interponiendo el 

recurso de revisión, de conformidad con lo establecido 

en la Ley General. 

Capítulo IV 

De la Ejecución 

Sección Primera 

Cumplimiento y ejecución de sanciones por  

Faltas administrativas no graves 

Artículo 84. La ejecución de las sanciones por 

Faltas administrativas no graves se llevará a cabo de 

inmediato, una vez que sean impuestas por la 

Secretaría o los Órganos internos de control, y 

conforme se disponga en la resolución respectiva. 

Artículo 85. Tratándose de los Servidores 

Públicos de base, la suspensión y la destitución se 

ejecutarán por el titular del Ente público 

correspondiente. 

Sección Segunda 

Cumplimiento y ejecución de sanciones por Faltas 

administrativas graves y Faltas de particulares 

Artículo 85. Las sanciones económicas 

impuestas por el Tribunal serán hechas efectivas de 

acuerdo con lo establecido en la Ley General.  

Artículo 86. Cuando haya causado ejecutoria 

una sentencia en la que se determine la comisión de 

Faltas de particulares, se estará a lo dispuesto en la 

Ley General. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se expide la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Morelos, para 

quedar como sigue: 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 

DE MORELOS 

TÍTULO PRIMERO 

DEL  

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

Capítulo Único 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. En el Estado de Morelos, toda 

persona tiene derecho a controvertir los actos, 

omisiones, resoluciones o cualquier otra actuación de 

carácter administrativo o fiscal emanados de 

dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, de los 

Ayuntamientos o de sus organismos descentralizados, 

que afecten sus derechos e intereses legítimos 

conforme a lo dispuesto por la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la particular del 

Estado, los Tratados Internacionales y por esta ley. 
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 109 bis 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, se reconoce también el interés legítimo 
para controvertir la existencia conflicto de intereses 
considerando la situaciones en las que el juicio del 
servidor público en relación a su interés primario y la 
integridad de sus acciones en el empleo, cargo o 
comisión, pueda ser influenciado por un interés 
personal, familiar o de negocios que tiende a afectar el 
desempeño imparcial u objetivo de su función en 
cualquier forma; y la compatibilidad de dos o más 
empleos o comisiones de los servidores públicos del 
Estado deberá de atenderse conforme a la naturaleza 
y la eficiencia del empleo, cargo o comisión,  las 
restricciones constitucionales, y la pertinencia en 
función de los horarios o funciones a desempeñar el 
servicio público frente a otro empleo. 

En los asuntos promovidos por particulares, se 
atenderá a lo dispuesto para la promoción, respeto, 
protección y garantía de los Derechos Humanos 
conforme al artículo 1º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 2. Las autoridades de la Administración 
Pública estatal o municipal o de sus organismos 
descentralizados, tendrán acción para controvertir una 
resolución administrativa favorable a un particular o los 
poderes del Estado o los municipios, cuando estimen 
que es contraria a la ley. 

Artículo 3. El Tribunal de Justicia Administrativa 
cuenta con las facultades, competencia y organización 
que establece la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la particular del Estado, la Ley 
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Morelos, esta Ley y la normativa aplicable; 
forma parte activa del Sistema Estatal Anticorrupción y 
está dotado de plena jurisdicción, autonomía e imperio 
suficiente para hacer cumplir sus determinaciones. 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LA SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO 

Capítulo Único 
Artículo 4. Serán causas de nulidad de los actos 

impugnados:  
Se declarará que una resolución administrativa 

es ilegal cuando se demuestre alguna de las 
siguientes causales: 

I. Incompetencia del funcionario que la haya 
dictado, ordenado o tramitado el procedimiento del 
que deriva dicha resolución; 

II. Omisión de los requisitos formales exigidos 
por las leyes, siempre que afecte las defensas del 
particular y trascienda al sentido de la resolución 
impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o 
motivación, en su caso; 

III. Vicios del procedimiento siempre que afecten 
las defensas del particular y trasciendan al sentido de 
la resolución impugnada; 

IV. Si los hechos que la motivaron no se 
realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma 
equivocada, o bien si se dictó en contravención de las 
disposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas, 
en cuanto al fondo del asunto, y 

V. Cuando la resolución administrativa dictada en 
ejercicio de facultades discrecionales no corresponda 
a los fines para los cuales la ley confiera dichas 
facultades. 

Artículo 5. Las Salas del Tribunal estarán 

facultadas para desechar de plano las cuestiones de 
incompetencia notoriamente improcedentes o que se 

interpongan con el fin de dilatar el procedimiento, 
procediendo en este último caso, la aplicación de 

correcciones disciplinarias previstas en esta Ley. 
Artículo 6. Los conflictos de competencia que se 

susciten entre el Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado y los Tribunales de la Federación o de las 

demás Entidades Federativas, se resolverán en los 
términos previstos por el Artículo 106 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Los conflictos competenciales que se 

susciten entre el Tribunal de Justicia Administrativa y 
cualquier otro tribunal estatal serán resueltos por el 

Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del 
Estado de Morelos. 

TÍTULO TERCERO 
DEL PROCEDIMIENTO 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el 
Tribunal se sustanciarán y resolverán con arreglo a los 

procedimientos que señala esta Ley. A falta de 
disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que 

prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por 
el Código Procesal Civil para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos; en materia fiscal, además a la 
Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el 

Código Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General 
de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, y la ley 

o decreto que crea un organismo descentralizado 
cuyos actos se impugnen; en materia de 

responsabilidad de los servidores públicos a la ley 
estatal en la materia, en lo que resulten aplicables. 

Artículo 8. Toda promoción deberá contener la 
firma autógrafa y sin este requisito se tendrá por no 

presentada; salvo el caso del establecimiento de 
procesos electrónicos. Cuando el promovente en un 

juicio no sepa o no pueda firmar, estampará en el 
documento su huella digital, ratificándola ante el 

Secretario de Acuerdos de la Sala del Tribunal dentro 
de los tres días hábiles siguientes de su presentación; 

de no hacerlo se tendrá por no presentada la 
promoción. 

Cuando de la presentación de un escrito, resulte 
evidente la diferencia de rasgos entre dos firmas de un 

mismo promovente, que motiven la duda en su 
autenticidad, se le citará de manera personal para que 

en el plazo de tres días comparezca ante la Secretaría 
de Acuerdos a ratificarla, en el caso de no comparecer 

sin causa justificada, se tendrá por no presentado. 
Artículo 9. En los juicios que se tramiten ante el 

Tribunal no habrá lugar a la condena en costas. Cada 
una de las partes cubrirá los gastos que hubiese 

erogado. 
Únicamente habrá lugar a condena en costas a 

favor de la autoridad demandada, cuando se 
controviertan resoluciones con propósitos 

notoriamente dilatorios por improcedentes, de acuerdo 
a la Jurisprudencia emitida por el Pleno. 
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Para los efectos de este artículo, se entenderá 

que el actor tiene propósitos notoriamente dilatorios 

cuando al dictarse una sentencia que reconozca la 

validez de la resolución impugnada, se beneficia 

económicamente por la dilación en el cobro, ejecución 

o cumplimiento, siempre que los conceptos de 

impugnación formulados en la demanda sean 

notoriamente improcedentes o infundados. Cuando la 

ley prevea que las cantidades adeudadas se 

aumentan con actualización por inflación y con alguna 

tasa de interés o de recargos, se entenderá que no 

hay beneficio económico por la dilación.  

La autoridad demandada deberá indemnizar al 

particular afectado por el importe de los daños y 

perjuicios causados, cuando la unidad administrativa 

de dicho órgano cometa falta grave al dictar la 

resolución impugnada y no se allane al contestar la 

demanda en el concepto de impugnación de que se 

trata.  

Habrá falta grave cuando:  

I. Se anule por ausencia de fundamentación 

o de motivación, en cuanto al fondo o a la 

competencia, y  

II. Sea contraria a una jurisprudencia de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en materia de 

legalidad. Si la jurisprudencia se publica con 

posterioridad a la contestación no hay falta grave. 

La condenación en costas o la indemnización 

establecida en los párrafos segundo y tercero de este 

artículo se tramitará vía incidental. 

Artículo 10. Cuando las Leyes y Reglamentos 

que rijan el acto impugnado, establezcan algún 

recurso o medio de defensa, será optativo para el 

agraviado agotarlo o intentar desde luego, el juicio 

ante el Tribunal; o bien si está haciendo uso de dicho 

recurso o medio de defensa, previo desistimiento de 

los mismos podrá acudir al Tribunal; ejercitada la 

acción ante éste, se extingue el derecho para ocurrir a 

otro medio de defensa ordinario.  

Artículo 11. Para hacer cumplir sus 

determinaciones o para imponer el orden, el Tribunal y 

las Salas podrán hacer uso, a su elección, según el 

caso, de los siguientes medios de apremio y medidas 

disciplinarias:  

I. Amonestación;  

II. Multa hasta de cien veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización, que se reiterará 

cuantas veces sea necesario;  

III. Arresto hasta por treinta y seis horas;  

IV. El auxilio de la fuerza pública; 

V. La destitución del servidor público que haya 

sido nombrado por designación, y para el caso de los 

servidores vía elección popular, se procederá por 

acuerdo de pleno conforme a la normativa aplicable, y 

VI. Inhabilitación en los términos de esta ley. 

Para hacer efectivo el cobro de las multas 

impuestas en términos de este artículo, el Tribunal y 

las Salas podrán solicitar el descuento vía nomina a la 

fuente de trabajo de la parte que incumpla una orden o 

determinación. 

Capítulo II 
De las Partes 

Artículo 12. Son partes en el juicio, las 
siguientes:  

I. El demandante; 
II. Los demandados. Tendrán ese carácter:  

a). La autoridad omisa o la que dicte, ordene, 
ejecute o trate de ejecutar el acto, resolución o 
actuación de carácter administrativo o fiscal 
impugnados, o a la que se le atribuya el silencio 
administrativo, o en su caso, aquellas que las 
sustituyan;  

b). El particular a quien favorezca el acto cuya 
modificación o nulidad pida la autoridad administrativa 
o fiscal;   

III. El tercero interesado, que puede ser cualquier 
persona física o moral cuyos intereses se verían 
afectados por la resolución que dicte el Tribunal, y 

IV. Solicitante, la persona física y ente jurídico 
colectivo que soliciten la intervención del Tribunal en 
los casos de jurisdicción voluntaria. 

Artículo 13. Sólo podrán intervenir en juicio 
quienes tengan un interés jurídico o legítimo que funde 
su pretensión. Tienen interés jurídico, los titulares de 
un derecho subjetivo público; e interés legítimo quien 
alegue que el acto reclamado viola sus derechos y con 
ello se produce una afectación real y actual a su 
esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud 
de su especial situación frente al orden jurídico. 

Artículo 14. En los juicios que se promuevan 
ante el Tribunal de Justicia Administrativa, no 
procederá la gestión de negocios, por lo que la 
persona que promueva a nombre de otra deberá 
acreditar debidamente su personalidad en los términos 
que señala esta Ley. 

Artículo 15. La representación de los 
particulares para comparecer a juicio se otorgará en 
escritura pública, la representación procesal de los 
particulares deberá recaer en quien desempeñe 
legalmente la profesión de Abogado o Licenciado en 
Derecho 

Las autoridades no podrán ser representadas, 
con excepción del Gobernador del Estado, los 
Secretarios en la Administración Pública Estatal y los 
Presidentes Municipales. 

Artículo 16. Por las personas morales o 
particulares, en su caso, comparecerán quienes 
tengan el carácter de representantes legales, de 
acuerdo con sus escrituras o estatutos constitutivos o 
por medio de apoderado con poder bastante para 
comparecer a juicio en los términos de la legislación 
aplicable. 

Artículo 17. Los menores o incapacitados 
comparecerán a juicio por conducto de sus 
representantes legales y a falta de ellos, por medio del 
tutor especial que se designe conforme a lo dispuesto 
en la Legislación Familiar aplicable. 

Artículo 18. Cuando el Gobernador del Estado 
figure como autoridad demandada y el asunto sea de 
naturaleza fiscal, su representación corresponderá al 
Secretario de Hacienda. En todos los demás casos el 
Titular del Ejecutivo será representado por el 
Consejero Jurídico. 
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Artículo 19. El actor y el tercero interesado 

podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, 

a cualquier persona con capacidad legal; pero sólo el 

representante procesal autorizado tendrá facultad para 

interponer recursos, ofrecer pruebas, formular 

preguntas y repreguntas a los testigos o peritos, alegar 

en la audiencia y firmar escritos en representación de 

la parte que lo hubiera autorizado. 

Artículo 20. Las autoridades podrán nombrar 

delegados en el procedimiento los que tendrán la 

suma de facultades indicadas en el artículo anterior. 

Los delegados no podrán a la vez, nombrar a otros 

delegados. 

Artículo 21. Para el nombramiento de personas 

autorizadas o delegados de las autoridades, bastará 

que las partes lo expresen así en sus escritos de 

demanda, contestación o promoción posterior. 

Artículo 22. Para tener por acreditada la 

personalidad de la autoridad demandada, no será 

necesaria la exhibición de nombramiento alguno, 

bastando que quien suscriba la promoción, exprese el 

cargo que le haya sido conferido. 

Artículo 23. La personalidad de las partes 

deberá ser analizada de oficio. Cuando la 

personalidad del que promueve no esté debidamente 

acreditada, se le prevendrá para que en el término de 

cinco días exhiba las constancias con las que la 

acredite. 

De no acreditarse debidamente la personalidad, 

no se le admitirá en juicio.  

Capítulo III 

De las Notificaciones, plazos y Términos 

Artículo 24. Todo acuerdo o resolución debe 

publicarse dentro de los tres días siguientes al de su 

pronunciamiento en la ―Lista de Acuerdos‖ que se 

publicará en los Estrados de cada Sala y en la página 

de internet del Tribunal de Justicia Administrativa. 

Artículo 25. Las partes en el juicio en el primer 

escrito o diligencia en la que comparezcan deberán 

designar domicilio para oír y recibir notificaciones en la 

ciudad de Cuernavaca. De no contar con domicilio en 

la ciudad de Cuernavaca, deberán señalar una cuenta 

de correo electrónico, en caso las autoridades 

demandadas, el correo debe ser de carácter 

institucional.  

Cuando las partes no señalen domicilio para oír 

notificaciones o lo señale fuera de la ciudad de 

Cuernavaca, ni correo electrónico, éstas, aún las de 

carácter personal, se le notificarán por lista en los 

términos previstos por esta Ley. 

En tanto no se haga nueva designación de 

domicilio para oír notificaciones, éstas se seguirán 

practicando en el domicilio originalmente señalado, a 

menos que éste no exista o se encuentre desocupado, 

en cuyo caso, las resoluciones o acuerdos se le 

notificarán por Lista de Acuerdos. 

En caso de que en el domicilio señalado para 

oír y recibir notificaciones se encuentre cerrado o se 

nieguen a recibir la notificación, se deberá dejar aviso 

de notificación fijado en la puerta de acceso al 

domicilio, en el que se señale los datos de 

identificación del juicio, la parte a la que se va a 

notificar, y la fecha del auto a notificarse, con el aviso 

de que debe de comparecer dentro de los dos días 

hábiles siguientes, ante las oficinas de la Sala 

correspondiente del Tribunal de Justicia Administrativa 

para notificarse personalmente, en caso de que no 

acuda al lugar indicado en el plazo antes señalado, la 

notificación del acuerdo o resolución se le hará al día 

siguiente por medio de la ―Lista de Acuerdos‖ que se 

fija en los estrados de la Sala que corresponda. 

Artículo 26. La primera notificación o 

emplazamiento, se hará en el domicilio señalado para 

tal efecto o en las oficinas de la autoridad demandada 

mediante oficio. Si la autoridad demandada reside 

fuera de la ciudad de Cuernavaca, se le podrá notificar 

por correo en pieza certificada, con acuse de recibo, el 

cual se agregará a los autos. 

Artículo 27. Además del emplazamiento, se 

notificarán personalmente. 

I. El auto que mande aclarar la demanda o la 

deseche; 

II. La primera resolución que se dicte, cuando por 

cualquier motivo se deje de actuar en juicio por más 

de dos meses; 

III. La resolución que sobresea el juicio y la 

sentencia definitiva; 

IV. Los apercibimientos y requerimientos; 

V. Las resoluciones interlocutorias; 

VI. El auto que señale fecha para audiencia, o 

nueva fecha cuando ésta se hubiere diferido y siempre 

que las partes no hubiesen concurrido a la audiencia 

originalmente señalada;  

VII. A las partes, el requerimiento para ratificar su 

firma, por resultar evidente la diferencia de rasgos 

entre dos de sus firmas, y  

VIII. Cuando el Tribunal estime que se trata de un 

caso urgente o existen motivos para ello. 

Las notificaciones personales surtirán sus 

efectos al día siguiente en que se practican. 

Artículo 28. Las notificaciones a que se refiere el 

artículo anterior se harán precisamente en el domicilio 

señalado por las partes a quien deba notificarse o en 

el correo electrónico que hayan designado para tal 

efecto.  

Las notificaciones de carácter personal que se 

practiquen por correo electrónico, se practicarán de la 

siguiente manera: Al día siguiente de su publicación 

en la ―Lista de Acuerdos‖ el actuario deberá dejar 

constancia en el expediente de que se envía un aviso 

electrónico y se levantará razón del aviso, al día 

siguiente al que se envía el aviso de notificación, se 

realizará la notificación personal por correo electrónico 

y se levantará razón de notificación personal en la que 

hará constar que le surte efectos la notificación, para 

el cómputo de los términos. 
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Artículo 29. Las notificaciones que conforme a 

esta ley no tengan el carácter de personales, se harán 

a las partes en la siguiente forma: 

I. Directamente a los interesados, apoderados, 

autorizados o delegados si concurren a la Sala antes 

de las catorce horas del día de la publicación del 

acuerdo o resolución en la lista en estrados, y 

II. Por medio de lista que se fijará en lugar visible 

y de fácil acceso en el local de la Sala y que contendrá 

los datos de identificación del expediente, el nombre 

de las partes y síntesis de la resolución que se 

notifique. 

La lista deberá ser fijada en la primera hora 

hábil del día, haciendo constar el actuario dicha 

circunstancia. 

Las notificaciones hechas por lista o por correo 

electrónico surtirán sus efectos respectivamente a las 

catorce horas del día hábil siguiente de su publicación 

en estrados o de su registro. El actuario asentará 

razón de ello. 

Artículo 30. Las notificaciones por oficio a las 

autoridades demandadas o a las que tengan el 

carácter de demandantes, se harán conforme a las 

reglas siguientes: 

I. El actuario hará la entrega de la notificación en 

el domicilio señalado para tal efecto por las partes, 

recabando la constancia de recibo correspondiente, y  

II. Si se niegan a recibir el oficio, el actuario hará 

del conocimiento del encargado de la oficina 

correspondiente que no obstante esta circunstancia, 

se tendrá por hecha la notificación.  

Si a pesar de esto subsiste la negativa, asentará 

la razón en autos y se tendrá por legalmente hecha. 

Artículo 31. Las notificaciones que no fueran 

hechas en la forma que establecen los artículos 

precedentes, serán nulas. Las partes afectadas por 

una notificación irregularmente hecha podrán solicitar 

su nulidad ante la Sala. 

La Sala resolverá de plano, y en caso de 

declarar procedente la nulidad, se repondrá el 

procedimiento a partir de la notificación irregular. 

Artículo 32. Cualquier vicio o defecto en la 

notificación se entenderá subsanado en el momento 

en que el interesado se manifieste sabedor, por 

cualquier medio, de la notificación irregular, y no la 

impugne. 

Artículo 33. La nulidad de la notificación sólo 

podrá ser invocada por la parte a quien perjudique y 

deberá reclamarse en el primer escrito o en la 

actuación subsiguiente en que intervenga. 

Artículo 34. Si se declarase procedente la 

nulidad de la notificación, los Magistrados podrán 

imponer al responsable una multa de cinco a diez 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización, atendiendo a la gravedad de la 

irregularidad. 

En caso de reincidencia, podrá ser suspendido 

de su cargo, oyéndosele previamente en defensa. 

Capítulo V 

De los Plazos 

Artículo 35. Son días hábiles para la promoción, 

substanciación y resolución de los juicios todos los 

días del año, excepto los sábados y domingos, el 

primero de enero, el primer lunes de febrero en 

conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de 

marzo en conmemoración del 21 de marzo; el diez de 

abril, el uno y cinco de mayo, el dieciséis y treinta de 

septiembre, el uno, dos y el tercer lunes de noviembre 

en conmemoración del 20 de noviembre, el uno de 

diciembre de cada seis años, cuando tome posesión 

de su cargo el titular del Poder Ejecutivo Federal, el 

veinticinco de diciembre y aquellos días en que el 

Tribunal suspenda las labores. 

Artículo 36. Los plazos se contarán por días 

hábiles, empezarán a correr al día hábil siguiente de la 

notificación cuando ésta se practique personalmente o 

por oficio, y al día siguiente a aquel en que surta 

efectos la notificación cuando ésta se realice por lista 

o por correo electrónico en términos de la presente 

ley; serán improrrogables y se incluirá en ellos el día 

de su vencimiento.  

Cuando esta Ley señale como término meses o 

años, estos se contarán por meses o años naturales, 

pero si el último día fuese inhábil, concluirá al día hábil 

siguiente. 

Capítulo VI 

De la Improcedencia y del Sobreseimiento 

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia 

Administrativa es improcedente en contra de:  

I. Actos jurisdiccionales del propio Tribunal;  

II. Actos de autoridades que no formen parte de 

la Administración Pública del Estado o de los 

Municipios o de sus organismos descentralizados; 

excepto en aquellos casos de aplicación de la ley de 

responsabilidades de los servidores públicos y de la 

legislación en materia de contratación de obra pública; 

adquisiciones, enajenaciones y arrendamientos. 

III. Actos que no afecten el interés jurídico o 

legítimo del demandante;  

IV. Actos cuya impugnación no corresponda 

conocer al Tribunal de Justicia Administrativa; 

V. Actos que sean materia de un recurso que se 

encuentre pendiente de resolución ante la autoridad 

que lo emitió;  

VI. Actos que sean materia de otro juicio que se 

encuentre pendiente de resolución, promovido por el 

mismo actor, contra las mismas autoridades y por el 

propio acto administrativo reclamado, aunque las 

violaciones sean distintas;  

VII. Actos que hayan sido materia de otro juicio, en 

términos de la fracción anterior;  

VIII. Actos consumados de un modo irreparable;  

IX. Actos consentidos expresamente o por 

manifestaciones de voluntad que entrañen ese 

consentimiento;  
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X. Actos consentidos tácitamente, entendiéndose 

por tales, aquellos en contra de los cuales no se 

promueva el juicio dentro del término que al efecto 

señala esta Ley;  

XI. Actos derivados de actos consentidos; 

XII. Reglamentos, circulares, o disposiciones de 

carácter general que no hayan sido aplicados 

concretamente al promovente;  

XIII. Cuando hayan cesado los efectos del acto 

impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o 

material alguno por haber dejado de existir el objeto o 

materia del mismo;  

XIV. Cuando de las constancias de autos se 

desprende claramente que el acto reclamado es 

inexistente;  

XV. Actos o resoluciones de las dependencias que 

no constituyan en sí mismos, actos de autoridad, y  

XVI. Los demás casos en que la improcedencia 

resulte de alguna disposición de esta Ley. 

El Tribunal deberá analizar de oficio si concurre 

alguna causal de improcedencia de las señaladas en 

este artículo, y en su caso, decretar el sobreseimiento 

del juicio respectivo. 

Artículo 38. Procede el sobreseimiento del 

juicio:  

I. Por desistimiento del demandante o 

solicitante. Para que proceda el desistimiento deberá 

ratificarse ante la Sala del Tribunal; 

II. Cuando durante la tramitación del 

procedimiento sobreviniera o apareciese alguna de las 

causas de improcedencia a que se refiere esta Ley;  

III. En el caso de que el demandante muera 

durante el juicio, si su pretensión es intrasmisible o si 

su muerte deja sin materia el proceso;  

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto el 

acto impugnado;   

V. Por inactividad procesal del demandante o 

solicitante durante el término de ciento veinte días 

naturales, y 

VI. Por no acreditarse la personalidad con los 

documentos o constancias correspondientes. 

Solamente se puede proceder a la condena en 

prestaciones, en un asunto en donde haya dictado 

sobreseimiento, en tratándose de la competencia 

existente para conocer los asuntos emanados de lo 

dispuesto en el artículo 123 apartado b fracción XIII de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Capítulo VII 

De la Demanda 

Artículo 39. La demanda deberá presentarse 

siempre por escrito ante la Oficialía de Partes Común 

del Tribunal sin demora alguna deberá remitir la 

demanda y anexos a la Sala que por turno le 

corresponda. 

También podrá interponerse por correo, cuando 

el actor tenga su domicilio fuera de la residencia del 

Tribunal. La oficina de Correos de México hará las 

veces de oficialía de partes, sirviendo el comprobante 

como acuse de recibo. 

Artículo 40. La demanda deberá presentarse: 

I. Dentro del plazo de quince días hábiles 

contados a partir del día hábil siguiente en que le haya 

sido notificado al afectado el acto o resolución 

impugnados, o haya tenido conocimiento de ellos o de 

su ejecución, o se haya ostentado sabedor de los 

mismos cuando no exista notificación legalmente 

hecha. 

II. Dentro del término de cinco años, contados a 

partir de la fecha en que se haya dictado el acuerdo o 

resolución cuya nulidad pretenda la autoridad 

demandante.  

III. En cualquier tiempo, cuando se impugne la 

resolución negativa ficta y siempre que no se produzca 

resolución expresa, y 

IV. En cualquier tiempo, cuando se reclame la 

declaración de afirmativa ficta. 

Cuando el particular falleciere dentro de los 

plazos a que se refiere este artículo, se suspenderá el 

plazo, hasta que haya sido designado albacea o 

representante de la sucesión. 

Artículo 41. El actor podrá ampliar la demanda 

dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha 

de su contestación, misma que deberá observar los 

mismos requisitos de la demanda principal, solamente 

en estos casos:  

I. Si se demanda una negativa o afirmativa ficta; 

en cuyo caso la ampliación deberá guardar relación 

directa con la Litis planteada, y  

II. Cuando quien demanda desconozca los 

motivos o fundamentos del acto o resolución 

impugnados, hasta que la demanda tiene 

contestación. 

Artículo 42. La demanda deberá contener:  

I. El nombre y firma del demandante; 

II. Domicilio para oír y recibir notificaciones 

dentro de la ciudad de Cuernavaca; o en su caso, la 

manifestación expresa de recibir los avisos de 

notificación mediante dirección de correo electrónico. 

III. El domicilio de las autoridades será el de su 

residencia oficial. 

IV. El acto, omisión, resolución o actuación de 

carácter administrativo impugnados; 

V. La autoridad o autoridades demandadas o el 

nombre y domicilio del particular demandado cuando 

el juicio sea promovido por la autoridad administrativa; 

VI. Nombre y domicilio del tercero interesado, si 

los hubiere; 

VII. La fecha en que se tuvo conocimiento del acto 

o resolución impugnado; 

VIII. La pretensión que se deduce en juicio. En 

caso de solicitar una sentencia de condena, las 

cantidades o actos cuyo cumplimiento se demanda; 

IX. Una relación clara y sucinta de los hechos que 

sean antecedentes de la demanda, y los fundamentos 

de su pretensión, y  

X. La expresión de las razones por las que se 

impugna el acto o resolución. 
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En cada demanda sólo podrá aparecer un 
demandante, salvo en los casos que se trate de la 
impugnación de resoluciones conexas, o que se afecte 
los intereses jurídicos de dos o más personas, mismas 
que podrán promover el juicio contra dichas 
resoluciones en una sola demanda. 

En los casos en que sean dos o más 
demandantes éstos ejercerán su acción a través de un 
representante común. 

En la demanda en que promuevan dos o más 
personas en contravención de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, el Magistrado Instructor requerirá a 
los promoventes para que en el plazo de cinco días 
hábiles presenten cada uno de ellos su demanda 
correspondiente, apercibidos que de no hacerlo se 
tendrá por presentada por el primero de los 
impetrantes. 

El Tribunal podrá acordar el establecimiento de 
formatos para presentación de demanda, mismos que 
podrán ser presentados mediante la asesoría que 
brinde el Tribunal o mediante el acompañamiento 
virtual que se otorgue para su presentación vía 
electrónica. 

Artículo 43. El promovente deberá adjuntar a su 
demanda:  

I. Una copia de la demanda y de los documentos 
anexos para cada una de las partes;  

II. El documento con el cual acredite su 
personalidad, cuando promueva en nombre de otro o 
en representación de una persona moral;  

III. El documento en el que conste el acto o 
resolución impugnada; 

IV. En el supuesto de que se impugne una 
resolución negativa o positiva fictas, deberá 
acompañar una copia en la que obre el sello de 
recepción de la instancia no resuelta expresamente 
por la autoridad; 

V. La constancia de la notificación de la 
resolución impugnada, y 

VI. Las pruebas documentales que obren en su 
poder y que pretenda ofrecer en el juicio. 

Una vez que le fue turnada la demanda por el 
Secretario General, el Magistrado Instructor, dentro de 
las veinticuatro horas siguientes deberá dictar el auto 
que la admita, aclare o deseche. 

Si la demanda cumple con todos los requisitos 
exigidos por esta Ley y está acompañada de los 
documentos que le son exigidos, se admitirá a trámite. 
Si la demanda es irregular, obscura o ambigua o no 
está acompañada de los documentos exigidos por 
esta ley, o de las copias necesarias para el 
emplazamiento y traslado, se le prevendrá al 
promovente para que en el término de cinco días, la 
aclare, corrija o complete. 

Si el promovente no subsana la prevención en 
el plazo conferido para tal efecto, se tendrá por no 
interpuesta la demanda. 

La demanda y la ampliación de la demanda 
deberán estar firmadas siempre, con firma autógrafa, 
por el actor interesado. El autorizado o el delegado 
sólo podrán subsanar la demanda cuando se trata de 
la incorporación de documentos o de otros datos que 
no sean esenciales. 

Cuando la demanda sea promovida por una 

autoridad administrativa, en el auto de admisión se le 

hará saber al particular demandado que podrá recibir 

asesoría jurídica gratuita por medio del Asesor 

Jurídico de este Tribunal. 

Artículo 44. El Magistrado podrá desechar la 

demanda si encontrare motivo indudable y manifiesto 

de su improcedencia. 

Capítulo VIII 

De la Contestación 

Artículo 45. Admitida la demanda, se correrá 

traslado de ella a las autoridades demandadas o al 

particular cuando el actor sea una autoridad 

administrativa, para que dentro del término de diez 

días contesten la demanda, interpongan las causales 

de improcedencia que consideren y hagan valer sus 

defensas y excepciones. En igual término deberá 

producir contestación a la demanda, en su caso, el 

tercero interesado cuando exista. 

Artículo 46. Las partes demandas y el tercero 

interesado, en su caso, deberán referirse en su 

contestación a las pretensiones del actor y a cada uno 

de los hechos de la demanda, afirmándolos o 

negándolos. 

Artículo 47. Si el demandado no produce 

contestación a la demanda incoada en su contra 

dentro del plazo concedido para tal efecto, el Tribunal 

declarará precluído su derecho para hacerlo, teniendo 

por contestada la demanda en sentido afirmativo 

únicamente respecto de los hechos que le hayan sido 

directamente atribuidos, salvo prueba en contrario.  

Artículo 48. El demandado deberá adjuntar a su 

escrito de contestación:  

I. Copias de su escrito de contestación y de los 

documentos anexos para cada una de las partes 

excepto cuando éstos formen parte de un expediente 

que el actor haya solicitado se exhiba como prueba, y 

no sea el caso de exhibir por este último copias 

certificadas; 

II. El documento en que acredite su personalidad, 

cuando el demandado sea un particular y no gestione 

en nombre propio, y  

III. Las pruebas documentales que ofrezca. 

Tratándose de la contestación a la ampliación 

de la demanda, se deberán adjuntar también los 

documentos previstos en este artículo, excepto 

aquellos que ya se hubieran acompañado al escrito de 

contestación a la demanda. 

Artículo 49. En caso de resolución negativa 

ficta, la autoridad demandada, expresará los hechos y 

el derecho en que se apoya la misma. 

Artículo 50. En la contestación de la demanda, o 

hasta antes del cierre de la instrucción, la autoridad 

demandada podrá allanarse a las pretensiones del 

demandante o revocar la resolución impugnada, en 

cuyo caso procederá el sobreseimiento del juicio. 
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Capítulo IX 
De las Pruebas 

Artículo 51. Concluido el plazo para contestar la 
demanda o hecha la declaración de preclusión, el 
Tribunal procederá a abrir una dilación probatoria por 
el término común de cinco días. Dentro del cual las 
partes deberán ofrecer las pruebas que a su derecho 
corresponda, relacionadas con los hechos 
controvertidos.  

Una vez transcurrido el término de ofrecimiento 
de pruebas, no se admitirá a las partes ninguna otra 
probanza, excepto aquellas que fueren 
supervenientes. 

Artículo 52. En los juicios ante la Sala serán 
admisibles toda clase de pruebas, siempre que 
resulten pertinentes, con excepción de la confesional 
por posiciones, y aquellas que sean contrarias a la 
moral o al derecho. 

Artículo 53. Las Salas podrán acordar, de oficio, 
el desahogo de las pruebas que estimen pertinentes 
para la mejor decisión del asunto, notificando 
oportunamente a las partes a fin de que puedan 
intervenir si así conviene a sus intereses; asimismo, 
podrán decretar en todo tiempo la repetición o 
ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre 
que lo estimen necesario. Los hechos notorios no 
requieren prueba. 

Artículo 54. Las pruebas que ya se hubieren 
rendido ante las autoridades demandadas, deberán 
ponerse a disposición de la Sala, aun cuando no lo 
pidan las partes. 

Artículo 55. Con la finalidad de que las partes 
puedan rendir sus pruebas en el juicio, los funcionarios 
o autoridades de la Administración Pública Estatal o 
Municipal o de los organismos descentralizados, 
tienen obligación de expedir con toda oportunidad las 
copias de los documentos que les soliciten, siempre y 
cuando, éstos obren en sus archivos; si dichas 
autoridades o funcionarios no cumplen con esa 
obligación, la parte interesada solicitará se les requiera 
para tal efecto, exhibiendo copia sellada de la solicitud 
respectiva. Si se trata de documentos que deban 
exhibirse juntamente con la demanda y el actor no 
pueda conseguirlos con oportunidad, bastará que 
anexe a la misma la copia del escrito sellado de la 
solicitud respectiva, para que el Tribunal las requiera 
en el auto de admisión y las incorpore al expediente. 

Si los documentos no se expidieren, las Salas 
harán uso de los medios de apremio previstos en la 
presente Ley. 

Artículo 56. Vencido el plazo para el 
ofrecimiento de pruebas, la Sala dictará dentro de los 
tres días siguientes un auto que contenga:  

I. Las pruebas que se le hayan sido admitidas a 
las partes y las medidas tendientes a su desahogo 
conforme a su naturaleza jurídica;  

II. Las pruebas que hayan sido desechadas, 
fundando y motivando su determinación, y  

III. El día y hora en que tendrá lugar la audiencia 
de ley, que deberá ser dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha del auto.  

El auto que admita las pruebas no es recurrible; 
en contra del que las deseche procederá el recurso de 
reclamación. 

Artículo 57. Los documentos que las partes 

ofrezcan como prueba, deberán exhibirse con la 

demanda o contestación o señalando el lugar o 

archivo en que se encuentren, en este último caso, 

solicitarán se manden pedir a las autoridades 

correspondientes para que se agreguen a los autos, si 

el oferente se encuentra imposibilitado para obtener 

copia certificada de los mismos.  

Los servidores públicos tienen la obligación de 

expedir con toda oportunidad, las copias o 

documentos que aquellos les hubieren solicitado. Si no 

lo hacen, la parte interesada una vez que acredite 

haber hecho la petición, solicitará a la Sala que 

requiera a los omisos, lo que se acordará siempre que 

la solicitud se hubiere hecho cuando menos diez días 

hábiles antes del desahogo del periodo probatorio. 

La Sala hará el requerimiento de que se le 

envíen directamente los documentos o copias dentro 

de un plazo que no exceda de cinco días 

Si a pesar del requerimiento no se le envían 

oportunamente los documentos o copias, la Sala, a 

petición de parte, hará uso de los medios de apremio y 

agotados éstos, si persiste el incumplimiento dará 

vista de los hechos a la Fiscalía Anticorrupción.  

Los documentos redactados en idioma 

extranjero se acompañarán con su respectiva 

traducción. 

Artículo 58. Cuando los documentos obren en 

poder de terceros, se solicitará a las Salas para que 

éstos exhiban copia autorizada o certificada de los 

mismos, a costa del solicitante.  

Artículo 59. Las partes podrán impugnar la 

validez o autenticidad de los documentos ofrecidos 

como prueba, en la propia contestación de la 

demanda, cuando hubiesen sido exhibidos con el 

escrito inicial, o dentro del término de tres días 

contados a partir de la fecha en el que el documento 

de que se trate se agregue a los autos. 

Artículo 60. Cuando se impugne la validez o 

autenticidad de un documento, la impugnación se 

tramitará en la vía incidental observándose en su caso 

lo siguiente:  

I. Para tener por impugnado un documento, no 

bastará decir que se impugna, sino que se deberá, 

fundamentar las causas de impugnación;  

II. En el mismo escrito en que se haga la 

impugnación deberán ofrecerse las pruebas 

relacionadas con la misma;  

III. Del escrito de impugnación, se dará vista al 

oferente del documento impugnado, para que dentro 

del término de tres días hábiles manifieste lo que a su 

derecho corresponda; al desahogar esta vista, el 

oferente deberá ofrecer a su vez, las pruebas que se 

relacionen con la impugnación;  

IV. Cuando el oferente del documento impugnado 

no desahogare la vista o no ofreciera pruebas 

relacionadas con la impugnación se tendrán por 

ciertas las afirmaciones del impugnante y el 

documento de que se trate no surtirá efecto probatorio 

alguno;  
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V. Desahogada la vista a que se refiere la 

fracción III de este Artículo, las Salas citarán a una 

audiencia a la que comparecerá, además de las 

partes, los peritos y testigos en caso de haberse 

ofrecido las pruebas pericial o testimonial;  

VI. En la audiencia a que se refiere la fracción 

anterior se rendirán las declaraciones y dictámenes 

respectivos y se dictará resolución;  

VII. La Sala tendrá la más amplia libertad para la 

apreciación de las pruebas en el incidente de 

impugnación, basándose en los principios generales 

del derecho, la lógica y la experiencia, y  

VIII. Si se declara la falsedad o falta de 

autenticidad del documento impugnado, éste se tendrá 

por no ofrecido para todos los efectos legales 

correspondientes. 

La resolución que se dicte en el incidente de 

impugnación no admite recurso alguno. 

Artículo 61. La prueba pericial tendrá lugar 

cuando los puntos o cuestiones materia de la misma 

requieran el auxilio de peritos o expertos con 

conocimientos o especial competencia técnica en 

alguna ciencia, arte o industria. 

Artículo 62. La prueba pericial deberá ofrecerse 

designando al perito por parte del oferente y 

exhibiendo el cuestionario que se deberá resolver, 

debidamente firmado por el cursante, requisito sin el 

cual la pericial será inadmisible. 

Artículo 63. Los peritos deberán tener título 

legalmente en la ciencia o arte de que se trate, 

conforme a la normativa aplicable; en caso de que no 

se encontrare reglamentada, deberán acreditar amplia 

experiencia en la materia cuestionada o bien estar 

debidamente registrados ante el Tribunal Superior de 

Justicia. 

Artículo 64. En caso de que existan diferencias 

en los dictámenes presentados por los peritos, en 

alguno o algunos de los puntos esenciales sobre los 

que verse la prueba pericial, dichas diferencias se 

razonarán, en forma cuidadosa, al resolver el asunto, 

sin necesidad de nombrar un tercer perito para dirimir 

la discordia, salvo lo que al respecto determine el 

Tribunal. 

En caso de que la Sala determine la 

designación de perito tercero, el así nombrado no será 

recusable, pero deberá excusarse de intervenir en el 

juicio, si concurre algún impedimento de los 

enumerados en el artículo 12 de esta ley, siéndole 

aplicable en lo conducente, lo dispuesto por el artículo 

13 de este mismo ordenamiento. 

En caso de desahogo de pruebas a cargo de 

perito tercero en discordia, los gastos serán erogados 

proporcionalmente por las partes. 

Artículo 65. Dentro del tercer día siguiente a la 

admisión de la prueba pericial, las demás partes 

podrán designar perito y ampliar el cuestionario 

propuesto; de no nombrar perito, se entiende que son 

conformes con el perito del oferente. 

Artículo 66. Para que los peritos puedan rendir 

su dictamen, las partes, los terceros y las autoridades 

deberán brindarles toda clase de facilidades; en caso 

de contrario, el perito podrá solicitar la aplicación de 

las medidas de apremio previstas en esta Ley. 

Para el caso de que deban recabarse firmas, 

huellas digitales, fotografías, entre otros, quien no se 

presente, además de las medidas de apremio que se 

impongan, si a la tercera citación las personas 

involucradas no se presentan, se presumirán ciertos 

los hechos que se pretendan acreditar con el medio de 

prueba de que se trate. 

Artículo 67. La presentación de los peritos ante 

la Sala para que estos acepten el cargo conferido, 

protesten su desempeño y emitan su dictamen, será 

siempre a cargo del oferente.  

En caso de que el perito designado no concurra 

ante la Sala sin causa justificada, se tendrá por 

perdido el derecho del oferente para presentarlo. 

Artículo 68. Los peritos deberán concurrir a la 

audiencia del juicio, en donde emitirán y ratificarán su 

dictamen, el cual deberá presentarse por escrito; las 

partes podrán formular en ese momento las preguntas 

adicionales que estimen pertinentes, relacionadas con 

el dictamen rendido, asentándose las respuestas en el 

acta correspondiente.  

Si el perito no concurre a la audiencia sin causa 

justificada, se hará uso de los medios de apremio 

establecidos en esta Ley. 

Artículo 69. Será innecesaria la designación de 

perito por parte de las Salas, cuando las partes 

designen, de común acuerdo, al mismo perito. 

Artículo 70. En el juicio la prueba pericial no 

tiene carácter de colegiado, por lo que se valorará 

atendiendo a los peritajes rendidos y desahogados en 

autos. 

Artículo 71. El ofrecimiento y desahogo de la 

prueba testimonial, se hará conforme a las siguientes 

bases:  

I. Deberá ofrecerse exhibiendo el 

interrogatorio, debidamente firmado por el oferente, al 

tenor del cual deberán ser examinados los testigos. La 

falta de firma hará inadmisible la prueba testimonial;  

II. Al ofrecerse la prueba deberán señalarse el 

nombre y domicilio de los testigos propuestos; no se 

admitirán más de tres testigos por cada hecho 

controvertido;  

III. La presentación de los testigos será 

siempre a cargo del oferente, a menos que manifieste, 

de manera fundada, que se encuentra impedido para 

presentarlos, en cuyo caso serán citados por la Sala;  

IV. Del interrogatorio propuesto deberán 

adjuntarse copias para cada una de las partes, 

quienes formularán sus repreguntas también, por 

escrito, y  

V. La prueba testimonial no será admitida por 

la Sala si falta alguno de los requisitos previstos por 

este artículo. 
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Artículo 72. La Sala podrá aplicar los medios de 

apremio permitidos por esta Ley, a los testigos que a 

pesar de haber sido citados no comparezcan o 

habiendo comparecido se nieguen a declarar; 

asimismo, podrá prescindir de los testigos que no 

concurran, si estima que su testimonio es irrelevante 

para la solución del juicio. 

Artículo 73. Las partes no podrán formular a los 

testigos más preguntas de las contenidas en los 

pliegos de preguntas y repreguntas que se hubiesen 

exhibido; sin embargo, el Magistrado podrá pedir a los 

deponentes que amplíen su contestación o formularles 

de manera directa, las preguntas que estime 

pertinentes en relación con los hechos de la demanda 

o de la contestación. 

Artículo 74. La prueba testimonial será 

declarada desierta, cuando el testigo no viva en el 

domicilio señalado o cuando habiéndose 

comprometido el oferente a presentarlo, no lo haga. 

Artículo 75. Cuando la prueba testimonial 

ofrecida sea a cargo de un servidor público en el 

ejercicio de sus funciones, éste podrá contestar los 

interrogatorios por escrito o comparecer a la audiencia 

respectiva; el Gobernador del Estado y los secretarios 

de despacho siempre comparecerán por escrito. 

Artículo 76. Las partes podrán impugnar el dicho 

de los testigos cuando concurra alguna circunstancia 

que afecte su credibilidad; la impugnación deberá 

hacerse dentro de la misma audiencia, en la que se 

ofrecerán las pruebas procedentes.  

Una vez impugnado el testimonio de un testigo, 

se dará el uso de la palabra al oferente de la prueba, 

quien en ese acto deberá ofrecer también las pruebas 

conducentes. 

Artículo 77. Si las pruebas ofrecidas se 

desahogan por su propia naturaleza, se continuará la 

audiencia y las tachas se resolverán en la sentencia 

definitiva.  

Si las pruebas ofrecidas requieren de desahogo 

posterior, la audiencia se diferirá, para su continuación 

en un plazo no mayor de diez días.  

No es admisible la prueba testimonial para 

impugnar el dicho de los testigos que declaren en las 

tachas. 

Artículo 78. Para el ofrecimiento de la prueba de 

inspección, se deberá exhibir original y copias para 

cada una de las partes del escrito que contenga los 

puntos sobre los que deba versar la inspección; 

indicándose con toda precisión la materia u objetos del 

reconocimiento y su relación con el punto del debate 

que se pretende demostrar, requisito sin el cual, no 

será admitida. 

Artículo 79. El órgano jurisdiccional ordenará 

que se entregue una copia a cada una de las partes 

para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de 

tres días, los puntos sobre los que deba versar la 

inspección, para que puedan formular repreguntas al 

verificarse la audiencia. 

Artículo 80. El Magistrado ordenará la práctica 

de la prueba, siempre previa citación de las partes, y 

fijará día, hora y lugar, para la celebración de la 

diligencia que podrá practicarse antes de la audiencia 

de recepción y desahogo de pruebas o bien durante el 

desarrollo de ésta. 

Las partes o sus representantes pueden 

concurrir a la inspección y hacer las observaciones 

que estimen oportunas. 

También podrán concurrir a ellas los testigos o 

peritos que fueren necesarios. 

Artículo 81. Las partes y los terceros tendrán el 

deber de prestar la máxima colaboración para la 

efectiva y adecuada realización de la inspección 

judicial. En caso de rehusarse a ello de manera 

injustificada, el Tribunal adoptará las medidas de 

apremio previstas en este ordenamiento y, si 

correspondiese, testimonio de lo actuado para el 

seguimiento de la responsabilidad penal de los 

infractores. 

Artículo 82. De la inspección se levantará acta 

que firmarán los que a ella concurran, asentándose los 

puntos que la provocaron, las observaciones, 

dictámenes de peritos, declaraciones de testigos y 

todo lo necesario para esclarecer la verdad.  

Capítulo X 

De la Audiencia de Ley 

Artículo 83. La audiencia se celebrará ante la 

presencia del Magistrado y Secretario de Acuerdos de 

la Sala correspondiente, aun cuando no concurran las 

partes, observándose el siguiente orden:  

I. Se dará cuenta con las reclamaciones de las 

partes y con cualquiera cuestión incidental suscitada 

durante la tramitación del juicio; al efecto se recibirán 

las pruebas y los alegatos de las partes sobre el 

particular. Acto continuo la sala pronunciará la 

resolución que proceda, ordenando en su caso el 

diferimiento de la audiencia y la práctica de las 

diligencias omitidas, o la continuación del 

procedimiento;  

II. Si la resolución de las reclamaciones o de los 

incidentes no trae como consecuencia el que deba 

suspenderse la audiencia, se dará cuenta con la 

demanda, su contestación y las demás constancias de 

autos;  

III. Se desahogarán las pruebas que hayan sido 

admitidas con relación a la cuestión controvertida, por 

su orden, asentándose en el acta las respuestas de 

los testigos, peritos y del resultado de la inspección si 

se hubiere practicado;  

IV. Desahogadas las pruebas, se procederá a 

recibir los alegatos por escrito que las partes formulen, 

los que se mandarán agregar a los autos, y  

V. Concluido el período de alegatos, el 

Magistrado declarará cerrada la instrucción quedando 

el expediente en estado de resolución. 
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Artículo 84. El Tribunal deberá emitir la 

resolución que corresponda en un término no mayor 

de cuarenta y cinco días hábiles; contados a partir de 

la fecha en que se publique el cierre de instrucción. 

Capítulo XI 

De la Sentencia 

Artículo 85. La sentencia deberá dictarse dentro 

de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes 

contados a partir de que se publique el cierre de la 

instrucción. El Magistrado deberá formular el proyecto 

de sentencia dentro de los primeros treinta días del 

plazo señalado. El Secretario General de Acuerdos lo 

deberá listar para su discusión y aprobación en la 

sesión de Pleno que corresponda, cuando menos siete 

días hábiles antes de la sesión de Pleno y deberá 

publicarla también en la Página de Internet del 

Tribunal. 

La publicación del proyecto en lista producirá el 

efecto de citación para sentencia. 

Artículo 86. Las sentencias que dicte el Tribunal 

no necesitarán formulismo alguno; pero deberán ser 

redactadas en términos claros y precisos y contener:  

I. La fijación clara y precisa de los puntos 

controvertidos; 

II. El examen de valoración de las pruebas que 

se hayan ofrecido y desahogado en autos;  

III. La exposición fundada y motivada de las 

consideraciones que se tomaron en cuenta para emitir 

la resolución;  

IV. Las cantidades liquidas que deban pagarse, 

cuando se trate de prestaciones de condena, y 

V. Los puntos resolutivos, en los que se 

expresará con claridad los alcances del fallo. 

Artículo 87. Las sentencias causaran ejecutoria 

de oficio, una vez que hayan sido notificadas todas las 

partes. 

Artículo 88. Cuando la sentencia contenga 

ambigüedades, errores aritméticos, materiales o de 

cálculo, podrá aclararse de oficio o a petición de parte. 

La aclaración deberá pedirse dentro de los tres días 

hábiles siguientes a su notificación. 

La solicitud de aclaración de sentencia será 

sometida por el Magistrado que conozca del asunto al 

Pleno del Tribunal en los términos fijados en esta ley, 

el que resolverá lo que corresponda.  

En todo caso, la sentencia, una vez aclarada, 

deberá ser notificada personalmente a las partes. 

Artículo 89. Las sentencias deberán ocuparse 

de todos los puntos litigiosos propuestos por las 

partes, y deberá resolver la procedencia o 

improcedencia de las pretensiones reclamadas por el 

actor, de las defensas y excepciones hechas valer por 

el demandado o en su caso, de las causales de 

improcedencia en que se sustenten las mismas. 

De ser el caso deberán declarar la nulidad que 

dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades 

responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir 

al actor en el goce de los derechos que le hubieren 

sido indebidamente afectados o desconocidos, en los 

términos que establezca la sentencia.  

Cuando se decrete la nulidad de una resolución 
fiscal favorable a un particular, quedará ésta sin 
efecto, quedando expedito el derecho de las 
autoridades para percibir las contribuciones o créditos 
fiscales objeto de la resolución nulificada, sin recargos, 
multas, ni gastos de ejecución y sin que en ningún 
caso pueda la autoridad hacer cobros de 
contribuciones que rebasen de cinco años anteriores a 
la fecha de la presentación de la demanda. 

Las Sentencias deben de indicar en su caso si 
existió por parte de las Autoridades demandadas en 
sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley 
Estatal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos y las relativas al Sistema Estatal 
Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá dar vista a 
los órganos internos de control correspondientes o a la 
Fiscalía Anticorrupción para que efectúen el análisis 
de la vista ordenada en la resolución y de ser viable 
realicen las investigaciones correspondientes 
debiendo de informar el resultado de las mismas al 
Tribunal de Justicia Administrativa. 

Capítulo XII 
De la Ejecución de las Sentencias 

Artículo 90. Una vez notificada la sentencia, la 
autoridad demandada deberá darle cumplimiento en la 
forma y términos previstos en la propia resolución, 
haciéndolo saber a la Sala correspondiente dentro de 
un término no mayor de diez días. Si dentro de dicho 
plazo la autoridad no cumpliese con la sentencia, la 
Sala, le requerirá para que dentro del término de 
veinticuatro horas cumplimente el fallo, apercibida que, 
de no hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá 
una de las medidas de apremio prevista en esta ley. 

Artículo 91. Si a pesar del requerimiento y la 
aplicación de las medidas de apremio la autoridad se 
niega a cumplir la sentencia del Tribunal y no existe 
justificación legal para ello, el Magistrado instructor 
declarará que el servidor público incurrió en desacato, 
procediendo a su destitución e inhabilitación hasta por 
6 años para desempeñar cualquier otro empleo, cargo 
o comisión dentro del servicio público estatal o 
municipal.  

En todo caso, la Sala procederá en la forma 
siguiente:  

I. Si la ejecución consiste en la realización de un 
acto material, la Sala podrá realizarlo, en rebeldía de 
la demandada;  

II. Si el acto sólo pudiere ser ejecutado por la 
autoridad demandada y esta tuviere superior 
jerárquico, la Sala requerirá a su superior para que 
ordene la complementación de la resolución; 
apercibido que, de no hacerlo así, sin causa 
justificada, se le impondrán las medidas de apremio 
previstas en esta ley; 

III. Si a pesar de los requerimientos al superior 
jerárquico, no se lograre el cumplimiento de la 
sentencia, y las medidas de apremio no resultaren 
eficaces, se procederá en los términos del párrafo 
primero de este artículo, y  

IV. Para el debido cumplimiento de las sentencias, 
el Tribunal podrá hacer uso de la fuerza pública. 

Ningún expediente podrá ser archivado sin que 
se haya debidamente cumplimentado la sentencia y 
publicado la versión publica en la Página de Internet 
del Tribunal. 
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TITULO CUARTO 
Del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa  

Capítulo Único 
Artículo 92. En los asuntos relacionados con 

Faltas administrativas graves, Faltas de particulares y 
particulares en situación especial, se deberá proceder 
de conformidad con el procedimiento previsto en la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

TITULO QUINTO 
Del Procedimiento Especial de Designación de 
Beneficiarios en Caso de Fallecimiento de los 

Elementos de Seguridad Pública del Estado de 
Morelos 

Capítulo Único 
Artículo 93. Al momento de que se reciba en la 

Oficialía de partes del Tribunal Justicia Administrativa 
del Estado de Morelos, la demanda en la que se 
solicite la designación de beneficiarios ante el deceso 
de un elemento de Seguridad Pública Estatal o 
Municipal, la Secretaría General deberá turnarlo a la 
Sala que corresponda.  

Artículo 94. La Secretaría de Acuerdos de la 
Sala del conocimiento, deberá dar cuenta al 
Magistrado Titular, con la demanda presentada e 
informar si ésta reúne los requisitos a que se 
establecen en la presente Ley, procediendo a emitir el 
acuerdo de admisión o la prevención correspondiente.  

En caso de que entre los beneficiarios existan 
menores, incapacitados y adultos mayores, deberá de 
suplirse tanto la queja como el error del promovente, 
en tratándose de menores atendiendo en todo 
momento a su interés superior. Y de ser necesario se 
le designará Asesor Jurídico. 

Artículo 95. En caso de ser admitida la demanda 
se deberá ordenar lo siguiente:  

a) Se practique dentro de las veinticuatro horas 
siguientes, una investigación encaminada a averiguar 
qué personas dependían económicamente del servidor 
público fallecido ordenando al Actuario de la Sala, fije 
un aviso en lugar visible del establecimiento donde el 
difunto prestaba sus servicios, convocando a los 
beneficiarios para que comparezcan ante este Tribunal 
Justicia Administrativa del Estado de Morelos, dentro 
de un plazo de treinta días, a ejercitar sus derechos;  

b) Si la residencia del servidor público fallecido 
en el lugar de su muerte era menor de seis meses, se 
ordenará al Actuario de la Sala, además fijar el aviso 
mencionado en el que hubiera sido su domicilio 
particular.  

c) Se emplace a la Dependencia en la que 
prestaba su servicio el elemento de seguridad pública 
finado, para que comparezca a juicio y aporte copia 
certificada del expediente administrativo de trabajo del 
Servidor Público fallecido e informe respecto de los 
beneficiarios que tenga registrados en sus archivos, 
así como también si se ha realizado algún pago a 
persona determinada con motivo del deceso del 
elemento policiaco. Pudiendo establecer en su caso, 
los medios de apremio señalados en la presente Ley. 

d) El Tribunal Justicia Administrativa del Estado 
de Morelos, podrá emplear los medios publicitarios 
que juzgue conveniente para convocar a los 
beneficiarios.  

Artículo 96. Una vez realizadas las diligencias 

de investigación, el Tribunal Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos, con las constancias que obren en 

autos, en el término que se establece en la presente 

Ley, dictará resolución, determinando qué personas 

resultan beneficiarias del servidor público fallecido.  

Artículo 97. El pago hecho por las Autoridades 

Estatales o Municipales en cumplimiento de la 

resolución del Tribunal Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos, libera al Estado o Municipio 

empleador de responsabilidad, por lo que las personas 

que se presenten a deducir sus derechos con 

posterioridad a la fecha en que se hubiese designado 

a los beneficiarios y verificado el pago de lo 

procedente, sólo podrán deducir su acción en contra 

de los beneficiarios que lo recibieron. 

TÍTULO SEXTO 

DE LOS RECURSOS 

Capítulo Único 

Artículo 98. Se establecen los recursos de queja 

y reconsideración. 

Artículo 99. El recurso de queja es procedente: 

I. En contra de actos del Secretario de Acuerdos 

y Actuario de la Sala, por el retardo injustificado de las 

actuaciones procésales;  

II. En contra de los actos de las 

autoridades demandadas por exceso o defecto en la 

cumplimentación de las resoluciones del Tribunal, y  

III. Cuando no se acate la suspensión 

concedida en contra de los actos o resoluciones 

impugnados. 

Artículo 100. En el caso de la fracción I del 

artículo anterior, la queja deberá interponerse por 

escrito en cualquier tiempo, ante el Magistrado que 

conoce del asunto, exponiendo las razones de 

inconformidad.  

Recibida la queja, el Magistrado solicitará del 

Secretario o Actuario de que se trate un informe por 

escrito y resolverá lo que en derecho proceda, 

aplicando en su caso las medidas disciplinarias a que 

haya lugar. 

Artículo 101. La queja por exceso o defecto en 

el cumplimiento de las resoluciones del Tribunal se 

interpondrá ante la Sala correspondiente por escrito, 

dentro del término de tres días, contados a partir de la 

fecha en que se hubiesen notificado al interesado la 

resolución o se hubiese manifestado sabedor del 

contenido de la misma, por cualquier medio. 

Artículo 102. Tan pronto como se reciba la 

queja, la Sala solicitará de la autoridad su informe con 

justificación, el que deberá rendirse dentro del término 

de tres días; con vistas a lo que exponga el quejoso y 

a lo manifestado por la autoridad en su informe, la 

Sala dictará la resolución que corresponda en un 

término no mayor de quince días contados a partir de 

su publicación en la Lista de Acuerdos. 

Artículo 103. En caso de declararse procedente 

la queja, la resolución que así lo determine fijará los 

lineamientos a que debe someterse la autoridad para 

dar debido cumplimiento a la misma. 
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Artículo 104. El recurso de reconsideración 

procede en contra de las providencias o acuerdos que 

dicte la propia Sala. 

Artículo 105. El recurso de reconsideración 

deberá interponerse por escrito dentro del término de 

tres días contados a partir de la fecha de notificación 

de la actuación impugnada, expresando los agravios 

que dicha actuación cause al recurrente. 

Artículo 106. Del escrito de reconsideración se 

dará vista a las partes por el término de tres días para 

que manifiesten lo que a su derecho convenga; 

transcurrido dicho término, se turnara el recurso para 

resolver, la Sala dictará la resolución que corresponda 

en un término no mayor de quince días contados a 

partir de su publicación en la Lista de Acuerdos. 

Artículo 107. El Magistrado de la Sala podrá 

desechar de plano aquellos recursos notoriamente 

improcedentes o que se interpongan con la finalidad 

de retardar el procedimiento. 

Artículo 108. Contra las resoluciones que se 

dicten en los recursos de queja o reconsideración, no 

procederá recurso alguno. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LA SUSPENSIÓN 

Y DE OTRAS MEDIDAS CAUTELARES 

Capítulo Único 

Artículo 109. La Sala podrá conceder la 

suspensión de los actos impugnados, en el mismo 

auto de admisión de la demanda, cuando así lo 

hubiere solicitado el actor o en cualquier momento que 

lo solicite, pero siempre antes de que se cierre la 

instrucción.  

El auto que decrete la suspensión debe 

notificarse sin demora a la autoridad demandada, para 

su cumplimiento. 

Si los actos o resoluciones impugnados se 

hubiesen ejecutado y afecten a particulares de 

escasos recursos económicos, impidiéndoseles el 

ejercicio de su única actividad personal de 

subsistencia y esté pendiente de dictarse la sentencia, 

las Salas podrán dictar las medidas cautelares que 

estimen necesarias para preservar el medio de 

subsistencia del demandante. 

Artículo 110. La suspensión se decretará 

cuando concurran los siguientes requisitos: 

I. Que lo solicite el particular actor; 

II. Que, de concederse la suspensión, no se 

cause perjuicio a un evidente interés social o se 

contravengan disposiciones de orden público;  

III. Que sean de difícil reparación los daños y 

perjuicios que se causen al particular con la ejecución 

del acto, y 

IV. Que no se deje sin materia el juicio. 

Para los efectos de la fracción II, se considera 

que causa un perjuicio al interés social o se 

contravienen disposiciones del orden público, cuando 

de concederse la suspensión: 

a. Continúe el funcionamiento de 

establecimientos donde se haya cometido algún delito 

que se encuentre en etapa de investigación, así como 

de establecimientos ilegales de juegos con apuestas o 

sorteos;  

b. Continúe la producción o el comercio ilegal 

de bebidas alcohólicas, y  

c. Se afecten intereses de menores o 

incapaces o se les pueda causar trastorno emocional;  

d. Se involucre el bienestar de la población en 

materia de seguridad pública, derivado de la 

resolución que da por terminada la relación 

administrativa existente entre el Estado y los 

Ayuntamientos, con Agentes del Ministerio Púbico, 

peritos y los miembros de las instituciones policiales. 

La Sala resolverá sobre la suspensión de 

inmediato, una vez que se solicite. Si concede la 

suspensión, procurará fijar la situación en que habrán 

de quedar las cosas y dictará las medidas pertinentes 

para conservar la materia del juicio y evitar que se 

causen daños irreparables para el actor o, en su caso 

para restituir al actor en el goce de su derecho, hasta 

en tanto no cause estado la sentencia definitiva. Una 

vez recibida la solicitud, el Secretario dará cuenta al 

Magistrado para que proceda en los términos de este 

artículo.  

La Sala podrá modificar o revocar el acuerdo en 

que haya concedido o negado la suspensión, cuando 

ocurra un hecho superveniente que le sirva de 

fundamento. 

Artículo 111. La Sala, sin dejar de observar los 

requisitos previstos en el artículo anterior, podrá hacer 

una apreciación, de carácter provisional, sobre la 

legalidad del acto o resolución impugnada de manera 

que, para conceder la suspensión, bastará la 

comprobación de la apariencia del derecho que 

reclama el particular actor, de modo tal que sea 

posible anticipar, que en la sentencia definitiva 

declarará procedente la acción intentada, además del 

peligro que la demora en la resolución definitiva del 

juicio podría ocasionar para la preservación del 

derecho que motivó la demanda. 

El análisis a que se alude en el párrafo anterior 

debe realizarse sin prejuzgar sobre la certeza del 

derecho y, en consecuencia, la resolución dictada para 

otorgar la suspensión, no tendrá efecto alguno sobre 

la sentencia de fondo. 

Artículo 112. Tan pronto como se conceda la 

suspensión y se otorgue las garantías 

correspondientes en su caso, se hará del 

conocimiento de las autoridades demandadas, para su 

cumplimiento.  

La violación por parte de las autoridades a la 

suspensión concedida por la Sala, será recurrible en 

queja, la cual se tramitará en los términos previstos de 

este ordenamiento.  

Al cumplimiento de la suspensión otorgada por 

la Sala se encuentran obligadas todas las autoridades 

que intervengan en el acto reclamado, con cualquier 

carácter, aun cuando no se encuentren demandadas.  
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Para hacer cumplir la suspensión concedida, la 

Sala podrá hacer uso de los medios de apremio 

establecidos por esta Ley, siendo aplicable, además, 

en lo conducente, lo dispuesto por este mismo 

ordenamiento para el cumplimiento y ejecución de las 

sentencias. 

Artículo 113. En los casos en que la suspensión 

pueda causar daños o perjuicios o ambos a terceros, 

ésta se concederá si el actor otorga garantía bastante 

para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que 

con aquella se causaren, en caso de no obtenerse 

sentencia favorable en el juicio.  

Cuando los daños o perjuicios que puedan 

ocasionarse a terceros no sean estimables en dinero, 

el Tribunal fijará discrecionalmente el importe de la 

garantía. 

Artículo 114. La suspensión otorgada conforme 

al artículo anterior quedará sin efectos si el tercero 

interesado, a su vez, otorga contra garantía bastante 

para restituir las cosas al estado que guardaban a la 

fecha en que se solicitó aquella y pagar los daños y 

perjuicios que sobrevengan al actor en caso de que 

obtenga sentencia favorable.  

La contra garantía que ofrezca el tercero 

interesado deberá cubrir, además, el importe de los 

gastos que hubiese erogado el actor, en la obtención 

de la fianza otorgada. 

Artículo 115. En contra de los autos que 

concedan o nieguen la suspensión, fijen fianzas o 

contrafianza, procederá el recurso de reconsideración 

en la forma y términos previstos por esta Ley. 

Artículo 116. Cuando se trate de hacer efectiva 

la responsabilidad proveniente de las garantías y 

contra garantías que se otorguen con motivo de la 

suspensión, el interesado deberá solicitarlo ante la 

Sala dentro de los treinta días siguientes a la 

notificación de la sentencia. 

Del escrito del solicitante, se dará vista a las 

demás partes por un término de cinco días, dictándose 

la resolución correspondiente dentro de los diez días 

siguientes. 

TITULO OCTAVO 

DE LOS INCIDENTES 

Capítulo Único 

Artículo 117. En el juicio sólo se tramitarán 

como de previo y especial pronunciamiento, los 

siguientes incidentes:  

I. El de acumulación de autos;  

II. El de nulidad de actuaciones y notificaciones, 

y  

III. El de reposición de constancias de autos. 

Artículo 118. La interposición de los incidentes 

especificados en el artículo anterior, suspenderán el 

procedimiento y podrán promoverse hasta antes de la 

celebración de la audiencia; las Salas podrán 

desechar de plano aquellos incidentes que consideren 

notoriamente improcedentes. 

Artículo 119. Procede la acumulación de autos 

en los siguientes casos:  

I. Cuando el acto impugnado sea uno mismo, 

aun cuando sean diferentes las partes y se expresen 

distintos agravios;  

II. Cuando se impugnen actos que sean unos 

antecedentes de los otros o consecuencia de los 

mismos, aun cuando no exista identidad de partes y 

los agravios sean distintos, y 

III. Que los expedientes se encuentren 

sustanciando en diversas Salas. 

Artículo 120. La acumulación procederá de 

oficio o a petición de parte y podrá plantearse hasta 

antes de la celebración de la audiencia. 

Artículo 121. Hecha la solicitud, el Magistrado 

dispondrá que se haga relación de ella en una 

audiencia a la que se citará a las partes, se oirán sus 

alegatos y se dictará la resolución que corresponda, 

contra la cual no se admitirá recurso alguno.  

En caso de declararse procedente la 

acumulación se ordenará agregar el expediente más 

reciente al expediente promovido con anterioridad. 

Artículo 122. Desde que se pida la acumulación 

hasta que ésta se resuelva, los juicios conexos 

continuarán con su tramitación, hasta el cierre de la 

instrucción. El Magistrado ante quien se plantee la 

acumulación deberá hacerlos del conocimiento, 

mediante oficio, del Magistrado que conozca del juicio 

conexo. 

Artículo 123. De declararse improcedente la 

acumulación, se impondrá al solicitante una multa 

hasta por diez veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización. 

Artículo 124. Procederá la nulidad de 

actuaciones, cuando a éstas les falte alguna de las 

formalidades o requisitos esenciales, en forma tal que 

quede sin defensa cualquiera de las partes, pero no 

podrá ser invocada esa nulidad por la parte que dio 

lugar a ella; ni la nulidad establecida en beneficio de 

alguna de las partes podrá ser invocada por la otra.  

Para resolver las cuestiones de nulidad que se 

planteen, la Sala se ajustará al procedimiento 

siguiente:  

I. La nulidad de una actuación deberá 

reclamarse en la actuación subsiguiente, pues de lo 

contrario quedará convalidada en Pleno derecho, con 

excepción de la nulidad por defecto en el 

emplazamiento;  

II. La nulidad de actuaciones no procederá en 

los casos en que el acto haya satisfecho la finalidad 

procesal a que estaba destinado; 

III. La nulidad de una actuación no 

comprenderá las demás que sean independientes de 

ella; 

IV. Los Magistrados podrán en cualquier etapa 

del procedimiento, aun cuando no lo pidan las partes, 

mandar corregir o reponer las actuaciones 

defectuosas, sin que ello afecte el contenido o esencia 

de las actuaciones, y  
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V. Las nulidades promovidas por parte 

interesada se substanciarán mediante escrito que 

formule la parte agraviada, del cual se dará vista a la 

contraparte por el término de tres días y la Sala 

resolverá lo que corresponda en un plazo de cinco 

días. Contra dichas resoluciones no procederá recurso 

alguno. 

Artículo 125. El incidente de reposición de 

constancias de autos se tramitará a petición de parte o 

de oficio, en ambos casos, se certificará su 

preexistencia y falta posterior. Este incidente no será 

procedente si el expediente electrónico a que hace 

referencia en esta ley permanece sin alteración 

alguna, siendo únicamente necesario, en tal caso, que 

el órgano jurisdiccional realice la copia impresa y 

certificada de dicho expediente digital.  

Artículo 126. El Magistrado de la Sala requerirá 

a las partes para que, dentro del plazo de cinco días, 

aporten las copias de las constancias y documentos 

relativos al expediente que obren en su poder. En 

caso necesario, este plazo podrá ampliarse por otros 

cinco días.  

El Magistrado está facultado para investigar de 

oficio la existencia de las piezas de autos 

desaparecidas, valiéndose para ello de todos los 

medios de prueba admisibles en el juicio y leyes 

supletorias.  

Artículo 127. Transcurrido el plazo a que se 

refiere el artículo anterior, se citará a las partes a una 

audiencia que se celebrará dentro de los tres días 

siguientes, en la que se hará relación de las 

constancias que se hayan recabado, se oirán los 

alegatos y se dictará la resolución que corresponda.  

Si la pérdida es imputable a alguna de las 

partes, la reposición se hará a su costa, quien además 

pagará los daños y perjuicios que el extravío y la 

reposición ocasionen, sin perjuicio de las sanciones 

penales que ello implique. 

Si la pérdida es imputable a un servidor público 

del Tribunal, se iniciará el procedimiento disciplinario 

contemplado en esta ley. 

Para la sustanciación de cualquier otro incidente 

no especificado, el Magistrado resolverá con vista de 

las partes sin sustanciar artículo. 

TÍTULO NOVENO 

Del Expediente Electrónico 

Capítulo Único 

Artículo 128. El expediente electrónico es el 

medio de integración de los asuntos materia de 

competencia del Tribunal de Justicia Administrativa los 

que se promoverán, substanciarán y resolverán en 

línea, a través del Sistema que deberá establecer y 

desarrollar el Tribunal, en términos de lo dispuesto por 

el presente Capítulo y las demás disposiciones 

específicas que resulten aplicables de esta Ley. En 

todo lo no previsto, se aplicarán las demás 

disposiciones que resulten aplicables de este 

ordenamiento. 

I. El Expediente Electrónico, incluirá todas las 

promociones, pruebas y otros anexos que presenten 

las partes, oficios, acuerdos, y resoluciones tanto 

interlocutorias como definitivas, así como las demás 

actuaciones que deriven de la substanciación del juicio 

en línea, garantizando su seguridad, inalterabilidad, 

autenticidad, integridad y durabilidad, conforme a los 

lineamientos que expida el Tribunal. 

a) Cuando el demandante ejerza su derecho a 

presentar su demanda en línea a través del Sistema 

de Justicia en Línea del Tribunal, las autoridades 

demandadas deberán comparecer y tramitar el juicio 

en la misma vía. 

b) Si el demandante no señala expresamente su 

Dirección de Correo Electrónico, se tramitará el Juicio 

en la vía tradicional y el acuerdo correspondiente se 

notificará por lista y en el Boletín Procesal del Tribunal. 

c) Cuando la demandante sea una autoridad, el 

particular demandado, al contestar la demanda, tendrá 

derecho a ejercer su opción para que el juicio se 

tramite y resuelva en línea conforme a las 

disposiciones de este Capítulo, señalando para ello su 

domicilio y Dirección de Correo Electrónico. 

d) A fin de emplazar al particular demandado, el 

Secretario de Acuerdos que corresponda, imprimirá y 

certificará la demanda y sus anexos que se notificarán 

de manera personal. 

e) Si el particular rechaza tramitar el juicio en 

línea contestará la demanda mediante el Juicio en la 

vía tradicional. 

f) En los juicios en línea, la autoridad requerida, 

desahogará las pruebas testimoniales utilizando el 

método de videoconferencia, cuando ello sea posible. 

g) La Firma Electrónica Avanzada, Clave de 

Acceso y Contraseña se proporcionarán, a través del 

Sistema que en vía reglamentaria establezca el 

Tribunal, previa obtención del registro y autorización 

correspondientes, conforme a la Ley de Firma 

Electrónica del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

El registro de la Firma Electrónica, Clave de Acceso y 

Contraseña implica el consentimiento expreso de que 

dicho Sistema registrará la fecha y hora en la que se 

envíen los Archivos Electrónicos, que contengan las 

constancias que integran el Expediente Electrónico, 

para los efectos legales establecidos en este 

ordenamiento. 

h) Solamente, las partes, las personas 

autorizadas y delegados tendrán acceso al Expediente 

Electrónico, exclusivamente para su consulta, una vez 

que tengan registrada su Clave de Acceso y 

Contraseña. 

i) Los titulares de una Firma Electrónica, Clave 

de Acceso y Contraseña serán responsables de su 

uso, por lo que el acceso o recepción de las 

notificaciones, la consulta al Expediente Electrónico y 

el envío de información mediante la utilización de 

cualquiera de dichos instrumentos, les serán 

atribuibles y no admitirán prueba en contrario, salvo 

que se demuestren fallas del Sistema implementado. 
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j) Una vez recibida por vía electrónica cualquier 

promoción de las partes, el Sistema emitirá el Acuse 

de Recibo Electrónico correspondiente, señalando la 

fecha y la hora de recibido. 

k) Cualquier actuación en el expediente se 

efectuará a través del Sistema en términos del 

presente Capítulo. Dichas actuaciones serán validadas 

con las firmas electrónicas y firmas digitales de los 

Magistrados y Secretarios de Acuerdos que den fe 

según corresponda. 

l) Los documentos que las partes ofrezcan como 

en vía de promoción, anexo o prueba, deberán 

exhibirlos de forma legible a través del Sistema. 

m) Tratándose de documentos digitales, se 

deberá manifestar la naturaleza de los mismos, 

especificando si la reproducción digital corresponde a 

una copia simple, una copia certificada o al original y 

tratándose de esta última, si tiene o no firma 

autógrafa. Los particulares deberán hacer esta 

manifestación bajo protesta de decir verdad, la 

omisión de la manifestación presume en perjuicio sólo 

del promovente, que el documento digitalizado 

corresponde a una copia simple. 

Las pruebas documentales que ofrezcan y 

exhiban las partes tendrán el mismo valor  

probatorio que su constancia física, siempre y 

cuando se observen las disposiciones de la presente 

Ley y de las reglamentarias que emita el Tribunal para 

asegurar la autenticidad de la información, así como 

de su transmisión, recepción, validación y notificación. 

n) Para el caso de pruebas diversas a las 

documentales, los instrumentos en los que se haga 

constar la existencia de dichas pruebas se integrarán 

al Expediente Electrónico. El Secretario de Acuerdos a 

cuya adscripción corresponda el asunto, deberá 

digitalizar las constancias relativas y procederá a la 

certificación de su cotejo con los originales físicos, así 

como a garantizar el resguardo de los originales y de 

los bienes materiales que en su caso hubieren sido 

objeto de prueba. Para el caso de pruebas diversas a 

las documentales, éstas deberán ofrecerse en la 

demanda y ser presentadas a la Sala que esté 

conociendo del asunto, en la misma fecha en la que se 

registre en el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal 

la promoción correspondiente a su ofrecimiento, 

haciendo constar su recepción por vía electrónica. 

ñ) Para los juicios que se substancien en 

términos de este capítulo no será necesario que las 

partes exhiban copias para correr los traslados que la 

Ley establece, salvo que hubiese tercero interesado, 

en cuyo caso, a fin de correrle traslado, el demandante 

deberá presentar la copia de traslado con sus 

respectivos anexos. 

o) En el escrito a través del cual el tercero 
interesado se apersone en juicio, deberá precisar si 
desea que el juicio se continúe substanciando en línea 
y señalar en tal caso, su Dirección de Correo 
Electrónico. En caso de que manifieste su oposición, 
la Sala dispondrá lo conducente para que se 
digitalicen los documentos que dicho tercero 
interesado presente, a fin de que se prosiga con la 
instrucción del juicio con relación a las demás partes, y 
a su vez, se impriman y certifiquen las constancias de 
las actuaciones y documentación electrónica, a fin de 
que se integre el expediente del tercero interesado en 
un Juicio en la vía tradicional. 

II. Las notificaciones practicadas dentro del 
juicio en línea, se efectuarán conforme lo siguiente: 

a) Todas las actuaciones y resoluciones que 
conforme a las disposiciones de esta Ley deban 
notificarse en forma personal, mediante correo 
certificado con acuse de recibo, o por oficio, se 
deberán realizar a través del Sistema. 

b) El actuario deberá elaborar la minuta 
electrónica en la que precise la actuación o resolución 
a notificar, así como los documentos que se adjunten 
a la misma. Dicha minuta, que contendrá la Firma 
Electrónica Avanzada del actuario, será ingresada al 
Sistema junto con la actuación o resolución respectiva 
y los documentos adjuntos. 

c) El actuario enviará a la Dirección de Correo 
Electrónico de la o las partes a notificar, un aviso 
informándole que se ha dictado una actuación o 
resolución en el Expediente Electrónico, la cual está 
disponible en el Sistema del Tribunal. 

d) El Sistema del Tribunal registrará la fecha y 
hora en que se efectúe el envío señalado en la 
fracción anterior. 

e) Se tendrá como legalmente practicada la 
notificación, conforme a lo señalado en las fracciones 
anteriores, cuando el Sistema del Tribunal genere el 
Acuse de Recibo Electrónico donde conste la fecha y 
hora en que la o las partes notificadas ingresaron al 
Expediente Electrónico, lo que deberá suceder dentro 
del plazo de tres días hábiles siguientes a la fecha de 
envío del aviso a la Dirección de Correo Electrónico de 
la o las partes a notificar. 

f) En caso de que, en el plazo señalado en la 
fracción anterior, el Sistema del Tribunal no genere el 
acuse de recibo donde conste que la notificación fue 
realizada, la misma se efectuará mediante lista y por 
Boletín Procesal al cuarto día hábil contado a partir de 
la fecha de envío del Correo Electrónico, fecha en que 
se tendrá por legalmente notificado. 

g) Para los efectos del expediente electrónico 
son hábiles las 24 horas de los días que el Tribunal 
labore de manera ordinaria. 

h) Las promociones se considerarán, salvo 
prueba en contrario, presentadas el día y hora que 
conste en el Acuse de Recibo Electrónico que emita el 
Sistema del Tribunal, en el lugar en donde el 
promovente tenga su domicilio fiscal y, por recibidas, 
en el lugar de la sede del Tribunal. Tratándose de un 
día inhábil se tendrán por presentadas el día hábil 
siguiente. 



19 de julio de 2017  PERIÓDICO OFICIAL  Página 77 

III.- Las autoridades cuyos actos sean 

susceptibles de impugnarse ante el Tribunal, deberán 

registrar en la Secretaría General de Acuerdos, según 

corresponda, la Dirección de Correo Electrónico 

Institucional, así como el domicilio oficial de las 

unidades administrativas a las que corresponda su 

representación en los juicios contenciosos 

administrativos, para el efecto de emplazarlas 

electrónicamente a juicio en aquellos casos en los que 

tengan el carácter de autoridad demandada. 

En el caso de que las autoridades demandadas 

no cumplan con esta obligación, todas las 

notificaciones que deben hacerse, incluyendo el 

emplazamiento, se harán a través del Boletín 

Electrónico, hasta que se cumpla con dicha 

formalidad. 

IV.- Para la presentación y trámite de los 

recursos de revisión y juicios de amparo que se 

promuevan contra las actuaciones y resoluciones 

derivadas del expediente electrónico, no será aplicable 

lo dispuesto en el presente Capítulo. 

Los Secretarios de Acuerdos según 

corresponda, deberán imprimir el archivo del 

Expediente Electrónico y certificar las constancias del 

juicio que deban ser remitidos a los Juzgados de 

Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito, cuando se 

impugnen resoluciones de los juicios correspondientes 

a su Sala. 

Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en 

que así lo solicite el Juzgado de Distrito o el Tribunal 

Colegiado se podrá remitir la información a través de 

medios electrónicos. 

V.- En caso de que el Tribunal advierta que 

alguna persona modificó, alteró, destruyó o provocó la 

pérdida de información contenida en el Sistema, se 

tomarán las medidas de protección necesarias, para 

evitar dicha conducta hasta que concluya el juicio, el 

cual se continuará tramitando a través de un Juicio en 

la vía tradicional. 

Si el responsable es usuario del Sistema, se 

cancelará su Firma Electrónica, Clave y Contraseña 

para ingresar al Sistema y no tendrá posibilidad de 

volver a promover por esta vía. 

Sin perjuicio de lo anterior, y de las 

responsabilidades penales respectivas, se impondrá al 

responsable una multa de trescientas a quinientas 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización vigente al momento de cometer la 

infracción. 

VI.- Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o 

por fallas técnicas se interrumpa el funcionamiento del 

Sistema, haciendo imposible el cumplimiento de los 

plazos establecidos en la ley, las partes deberán dar 

aviso a la Sala correspondiente en la misma 

promoción sujeta a término, quien pedirá un reporte al 

titular de la unidad administrativa del Tribunal 

responsable de la administración del Sistema sobre la 

existencia de la interrupción del servicio. 

El reporte que determine que existió interrupción 
en el Sistema deberá señalar la causa y el tiempo de 
dicha interrupción, indicando la fecha y hora de inicio y 
término de la misma. Los plazos se suspenderán, 
únicamente, el tiempo que dure la interrupción del 
Sistema. Para tal efecto, la Sala hará constar esta 
situación mediante acuerdo en el expediente 
electrónico y, considerando el tiempo de la 
interrupción, realizara el computo correspondiente, 
para determinar si hubo o no incumplimiento de los 
plazos legales. 

VII.- El tribunal deberá contar con un Boletín 
Electrónico, que es el medio de comunicación oficial 
electrónico de carácter informativo, a través del cual el 
Tribunal da a conocer las actuaciones o resoluciones 
en los juicios que se tramitan ante el mismo y otras 
actividades relacionadas con el Tribunal. Estará a 
cargo del jefe de la oficina de informática quien será el 
responsable de su publicación oportuna y adecuada 
conforme lo previsto en esta Ley, el Reglamento 
interior y lineamientos que emita el Pleno. 

TÍTULO DÉCIMO 
DEL AUXILIO DEL TRIBUNAL 

Capítulo Único 
Artículo 129. Los titulares y las dependencias 

del Poder Ejecutivo, de los Ayuntamientos del estado 
de Morelos, de las Fiscalías General y Anticorrupción 
o de sus organismos auxiliares, deberán prestar al 
Tribunal de Justicia Administrativa y a sus Salas, todo 
el auxilio que les requiera para hacer cumplir sus 
determinaciones.  

La autoridad que, a pesar de haber sido 
requerida para ello, se negare a prestar al Tribunal el 
auxilio solicitado, será responsable de los daños y 
perjuicios que se originen por su renuencia, 
independientemente de la responsabilidad 
administrativa en que pudiera incurrir, conforme a las 
Leyes y reglamentos aplicables. 

TITULO DÉCIMO PRIMERO 
DE LA JURISPRUDENCIA 

Capítulo Único 
Artículo 130. Las resoluciones que dicte el 

Pleno del Tribunal constituyen jurisprudencia 
obligatoria para dicho Tribunal y para las Salas, en los 
casos de que lo resuelto en aquéllas, se sustente en 
cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en 
contrario y que hayan sido aprobadas por unanimidad 
de votos. 

Artículo 131. Obtenidas las cinco ejecutorias en 
un mismo sentido, en los términos del artículo anterior, 
el Secretario General del Acuerdos, dará cuenta al 
Pleno para que haga la declaratoria correspondiente. 

Hecha la declaratoria, el Pleno designará a uno 
de los Magistrados, para que proceda a la redacción 
del rubro y texto que la compongan.  

Artículo 132. La jurisprudencia dejará de tener 
tal carácter, si se llegara a pronunciar una resolución 
en contrario, en la cual deberá expresarse las razones 
que sirvan de base para cambiar el criterio sustentado 
por el Pleno del Tribunal, y además, se referirán a las 
consideradas para constituirla.  

Para establecer nueva jurisprudencia, se 
aplicarán las reglas prescritas por el artículo anterior. 
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Artículo 133. Las partes podrán invocar la 

jurisprudencia del Tribunal, en cuyo caso lo harán por 

escrito, especificando el sentido de la misma y 

señalando en forma precisa las sentencias que la 

constituyan. 

Artículo 134. El Presidente ordenará se remitan 

a la Secretaría de Gobierno, para su publicación en el 

Periódico Oficial "Tierra y Libertad", las tesis 

jurisprudenciales y aquellas que estime convenientes 

dar a conocer y ordenará su publicación en el Boletín 

Electrónico. 

ARTÍCULO TERCERO. Se expide la Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de 

Morelos, para quedar como sigue: 

LEY DE FISCALIZACIÓN 

Y RENDICIÓN DE CUENTAS DEL ESTADO DE 

MORELOS 

TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Capítulo Único 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público 

y tiene por objeto normar los artículos 40, fracciones 

XXXVIII, XLIV y XLVII y 84 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia 

de revisión, investigación y fiscalización de la Cuenta 

Pública de la Administración Pública Centralizada y 

Descentralizada de los Poderes y los Municipios, los 

Organismos Autónomos Constitucionales y, en 

general, todo Ente Público, persona física o moral del 

sector social o privado que por cualquier motivo reciba 

o haya recibido, administrado, ejerza o disfrute de 

recursos públicos bajo cualquier concepto y las 

situaciones irregulares que se denuncien en términos 

de esta Ley.  

Adicionalmente, establece la organización de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 

Congreso del estado de Morelos y sus atribuciones, 

incluyendo aquellas para conocer, investigar, capacitar 

y substanciar la comisión de faltas administrativas o 

las que se deriven de la Fiscalización superior.  

Artículo 2. La Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización del Estado de Morelos, es el órgano 

técnico de fiscalización, auditoría, control y evaluación 

del Congreso del Estado, con autonomía técnica y de 

gestión en el ejercicio de sus atribuciones y de 

decisión sobre su organización interna, funcionamiento 

y resoluciones, en los términos que disponga la 

Constitución, la Ley y la normativa aplicable, y estará a 

cargo de un Auditor General de Fiscalización.  

Artículo 3. La fiscalización de la Cuenta pública 

está a cargo de la Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, se 

llevará a cabo conforme a los principios de legalidad, 

transparencia, definitividad, imparcialidad, 

confiabilidad y publicidad de la información.  

Artículo 4. Para efectos de esta Ley, se 

entenderá por:  

I. Auditor General, al Auditor General Titular 

de la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 

Congreso del Estado de Morelos; 

II. Auditoría, al proceso sistemático en el que 

de manera objetiva se obtiene y se evalúa evidencia 

para determinar si las acciones llevadas a cabo por los 

entes sujetos a revisión o Fiscalización superior se 

realizaron de conformidad con la normatividad 

establecida o con base en principios que aseguren 

una gestión pública adecuada;  

III. Autonomía de gestión, a la facultad de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 

Congreso del Estado de Morelos, para decidir sobre 

su organización interna, estructura y funcionamiento, 

así como la administración de sus recursos humanos, 

materiales y financieros que utilice para la ejecución 

de sus atribuciones en los términos contenidos en la 

Constitución y esta Ley:  

IV. Autonomía técnica, a la facultad de la 

Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización del 

Congreso del Estado de Morelos, para decidir sobre la 

planeación, programación, ejecución, informe y 

seguimiento en el proceso de Fiscalización superior; 

V. Comisión, a la Comisión de Hacienda, 

Presupuesto y Cuenta Pública del Congreso del 

Estado. 

VI. Comisión Calificadora, a la integrada por 

los coordinadores de los Grupos Parlamentarios del 

Congreso del Estado de Morelos; 

VII. Comité de Solventación, al órgano 

colegiado auxiliar de la Entidad Superior de Auditoría y 

Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, 

encargado de realizar el análisis final de las 

observaciones derivadas del proceso de fiscalización 

de la Cuenta Pública, con el objeto de integrar los 

dictámenes y el Informe de Resultados; 

VIII. Consejo de Vigilancia, al órgano 

dependiente del Congreso del Estado, responsable de 

la evaluación del desempeño y vigilancia de la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización; 

IX. Constitución, a la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos; 

X. Cuenta pública, al documento que 

presentan los Entes públicos al Poder Legislativo que 

contiene la información anual sobre su gestión 

financiera, en los términos establecidos en la Ley 

General de Contabilidad Gubernamental y los 

acuerdos del Consejo Nacional de Armonización 

Contable (CONAC), la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios y los 

manuales, oficios y circulares emitidos por la Entidad 

Superior de Auditoría y Fiscalización del Congreso del 

Estado de Morelos, en los términos que ésta 

establezca, para efectos de la Fiscalización superior; 
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XI. Entes públicos, a los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, los Órganos constitucionales 
autónomos, las entidades de la Administración Pública 
Estatal y Municipal, los municipios, los órganos 
jurisdiccionales que no forman parte del Poder 
Judicial, así como cualquier otro ente sobre el que se 
tenga control sobre sus decisiones o acciones 
cualquiera de los poderes y órganos públicos citados;  

XII. Entidades fiscalizadas, a los Poderes del 
Estado, los municipios, incluyendo a sus respectivas 
dependencias y entidades paraestatales o 
paramunicipales, los órganos constitucionales 
autónomos y los órganos públicos de cualquier 
naturaleza que administren o ejerzan recursos 
públicos; las entidades de interés público distintas a 
los partidos políticos; los fondos o fideicomisos 
públicos o privados, cuando hayan recibido por 
cualquier título recursos públicos, aun cuando 
pertenezcan al sector privado o social; y en general, 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, que haya captado, recaudado, administrado, 
manejado, ejercido, cobrado o recibido en pago directo 
o indirectamente recursos públicos, incluidas aquellas 
personas morales de derecho privado que tengan 
autorización para expedir recibos deducibles de 
impuestos por donaciones destinadas para el 
cumplimiento de sus fines;  

XIII. ESAF, a la Entidad Superior de 
Auditoría y Fiscalización del Congreso del Estado de 
Morelos, a que hacen referencia los artículos 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos; 

XIV. Faltas administrativas graves, a las así 
señaladas en la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables;  

XV. Financiamiento y otras obligaciones, a lo 
que así determine la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios; 

XVI. Fiscalía Anticorrupción, a la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción del Estado 
de Morelos; 

XVII. Fiscalización superior, al proceso de 
control, evaluación, revisión y auditoría de la gestión 
financiera que realiza la ESAF, a las Entidades 
fiscalizadas desde su inicio hasta su conclusión, en los 
términos constitucionales y de esta Ley; 

XVIII. Gestión financiera, a las acciones, 
tareas y procesos que, en la ejecución de los 
Programas, realizan las Entidades fiscalizadas para 
captar, recaudar u obtener recursos públicos conforme 
a la Ley e Ingresos y el Presupuesto de Egresos, así 
como las demás disposiciones aplicables, para 
administrar, manejar, custodiar, ejercer y aplicar los 
mismos y demás fondos, patrimonio y recursos, en 
términos del Presupuesto de Egresos y demás 
disposiciones aplicables.  

XIX. Informe de Avance de Gestión Financiera, 
al informe que rinden los Entes públicos a la ESAF, 
para el análisis correspondiente, sobre los avances 
físicos y financieros de los programas aprobados, que 
comprenderá el periodo del primero de enero al treinta 
de junio del ejercicio presupuestal correspondiente;  

XX. Informe Especifico, al informe derivado de 
denuncias a que se refiere el Capítulo Único del Título 
Tercero de esta Ley;  

XXI. Informe Especial, es el informe que solicita 
la Legislatura a través de la Comisión a la ESAF sobre 
una auditoría pendiente de su conclusión; 

XXII. Informe General, al Informe General 
del Resultado de la Fiscalización Superior de la 
Cuenta pública;  

XXIII. Informes de Resultados, al documento 
que contiene los resultados de la fiscalización de cada 
una de las Auditorías practicadas a las entidades 
fiscalizadas, que la ESAF debe presentar a la 
Legislatura, los cuales tienen carácter público; 

XXIV. Legislatura, al Congreso del Estado de 
Morelos;  

XXV. Ley de Ingresos, a la Ley de Ingresos 
del Gobierno del Estado de Morelos o de los 
municipios;  

XXVI. Órgano constitucional autónomo, a los 
órganos creados inmediata y fundamentalmente en la 
Constitución Política del Estado libre y Soberano de 
Morelos, que no se adscriben a los poderes del 
Estado, y que cuentan con autonomía e 
independencia funcional y financiera;  

XXVII. Órgano interno de control, a las 
unidades administrativas a cargo de promover, evaluar 
y fortalecer el buen funcionamiento del control interno 
en los Entes públicos, así como de la investigación, 
sustanciación y, en su caso, de sancionar las faltas 
administrativas que le competan en los términos 
previstos en la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables, 
independientemente de la denominación que reciban;  

XXVIII. Periódico Oficial, al Periódico Oficial 
―Tierra y Libertad‖, órgano de difusión del Gobierno del 
Estado de Morelos; 

XXIX. Presupuesto de Egresos, al 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos o de los municipios;  

XXX. Programas, a los señalados en las 
disposiciones legales y los contenidos en el 
Presupuesto de Egresos, con base en los cuales las 
Entidades fiscalizadas realizan sus actividades en 
cumplimiento de sus atribuciones y en ejercicio del 
gasto público; 

XXXI. Reglamento, al Reglamento Interior de 
la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización;  

XXXII. Resultado final, a la resolución que 
pone fin al proceso de fiscalización de la Cuenta 
Pública, tanto para el Congreso, la ESAF y las 
Entidades Fiscalizadas; 

XXXIII. Secretaría, a la Secretaria de 
Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos; 

XXXIV. Servidores públicos, a los señalados 
en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y en las demás 
disposiciones aplicables;  

XXXV. Tribunal, al Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos, y 

XXXVI. UMA, al valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización; 
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Los términos a que se refiere este artículo 

podrán utilizarse en singular o plural, sin que ello 

afecte su significado.  

Las definiciones previstas en los artículos 2 de 

la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria; 2 de la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios y 4 de la Ley 

General de Contabilidad Gubernamental, serán 

aplicables a la presente Ley.  

Artículo 5. Tratándose de los informes a que se 

refieren las fracciones XVII, XVIII y XIX  del artículo 

anterior, la información contenida en los mismos será 

publicada en la página de internet de la ESAF en 

formatos abiertos conforme a lo establecido en la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

del Estado de Morelos, siempre y cuando no se revele 

información que se considere temporalmente 

reservada o que forme parte de un proceso de 

investigación, en los términos previsto en la legislación 

aplicable.  

La información reservada se incluirá una vez 

que deje de serlo.  

Artículo 6. La fiscalización de la Cuenta Pública 

comprende: 

I. La fiscalización de la gestión financiera de 

las entidades fiscalizadas para comprobar el 

cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Ingresos y 

el Presupuesto de Egresos, y demás disposiciones 

legales aplicables, en cuanto al ingreso y gasto 

público, así como la deuda pública, incluyendo la 

revisión del manejo, custodia y aplicación de recursos 

públicos, así como de la demás información financiera, 

contable, patrimonial, presupuestaria y programática 

que las entidades fiscalizadas, deban incluir en la 

Cuenta Pública, conforme a las disposiciones 

aplicables, y 

II. La práctica de auditorías sobre el 

desempeño para verificar el grado de cumplimiento de 

los objetivos de los recursos erogados. 

Artículo 7. La fiscalización de la Cuenta pública 

que realiza la ESAF se lleva a cabo de manera 

posterior al término de cada ejercicio fiscal, una vez 

que el Programa Anual de Auditorías esté aprobado 

por el Auditor General; tiene carácter de externo y por 

lo tanto se efectúa de manera independiente y 

autónoma de cualquier otra forma de control o 

fiscalización que realicen los Órganos internos de 

control.  

Artículo 8. A falta de disposición expresa en 

esta Ley, se aplicarán en forma supletoria y en lo 

conducente, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y 

Gasto Publico del Estado de Morelos, el Código Fiscal 

para el Estado de Morelos, la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y demás 

disposiciones aplicables en la materia, la Ley General 

de Contabilidad Gubernamental, los acuerdos del 

Consejo Nacional de Armonización Contable, la Ley 

de Ingresos, el Presupuesto de Egresos, así como las 

disposiciones relativas del derecho común.  

Artículo 9. La ESAF deberá emitir los criterios 

relativos a la ejecución de auditorías, mismos que 

deberán sujetarse a las disposiciones establecidas en 

la presente Ley, los cuales deberán de publicarse en 

el Periódico Oficial.  

Artículo 10. Las actuaciones dentro del proceso 

de Fiscalización superior se practicarán en días y 

horas hábiles. Son días hábiles todos los del año, 

excepto los sábados, domingos y aquellos en que no 

hubiese labores en las oficinas de la ESAF, los 

señalados en la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos, el Código Fiscal para el Estado de Morelos y 

la Ley de Amparo, así como los contenidos en este 

dictamen o en los que indiquen los manuales 

expedidos por el Auditor General.  

Se entienden horas hábiles las que median 

desde las ocho hasta las dieciséis horas.  

En los demás casos, cuando hubiere causa 

justificada que lo exija, el Auditor General, con 

expresión de la misma, podrá habilitar los días y horas 

inhábiles para que se practiquen los actos del proceso 

de Fiscalización superior necesarios si afectar su 

validez, señalando los que hayan de practicarse.  

Artículo 11. Los entes públicos facilitarán los 

auxilios que requiera la ESAF para el ejercicio de sus 

funciones.  

Los servidores públicos, así como cualquier 

entidad, persona física o jurídica, pública o privada, 

fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura 

jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos, 

deberán proporcionar la información y documentación 

que solicite la ESAF para efectos de sus Auditorías e 

investigaciones, de conformidad con los 

procedimientos establecidos en las leyes y sin 

perjuicio de la competencia de otras autoridades y de 

los derechos de los usuarios del sistema financiero.  

De no proporcionar la información, los 

responsables serán sancionados en los términos de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas y, 

en su caso en términos de la legislación penal 

aplicable. 

Cuando esta Ley no prevea plazo, la ESAF 

podrá fijarlo y no será inferior a cinco días hábiles ni 

mayor a quince días hábiles contados a partir del día 

siguiente a que haya surtido efectos la notificación 

correspondiente.  

Derivado de la complejidad de los 

requerimientos de información formulados por la 

ESAF, las entidades fiscalizadas podrán solicitar por 

escrito fundado y motivado, un plazo mayor para 

atenderlo; la ESAF determinará si lo concede sin que 

pueda prorrogarse de modo alguno.  

Las personas a que se refiere este artículo 

deberán acompañar a la información solicitada, los 

anexos, estudios, memorias de cálculo y demás 

documentación soporte relacionada con la solicitud.  
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Artículo 12. La ESAF podrá imponer multas, 
conforme a lo siguiente; 

I. Cuando los servidores públicos y las 
personas físicas no atiendan los requerimientos a que 
se refiere el artículo precedente, salvo que exista 
disposición legal o mandato judicial que se los impida, 
o por causas ajenas a su responsabilidad, la ESAF 
podrá imponerles una multa mínima de cien a una 
máxima de dos mil UMA; 

II. En el caso de personas jurídicas, públicas 
o privadas, la multa consistirá en un mínimo de 
seiscientas cincuenta a diez mil UMA;  

III. Se aplicarán las multas previstas en este 
artículo a los terceros que hubieran firmado contratos 
para explotación de bienes públicos o recibido en 
concesión o subcontratado obra pública, 
administración de bienes o prestación de servicios 
mediante cualquier título legal con las Entidades 
fiscalizadas, cuando no entreguen la documentación e 
información que les requiera la ESAF; 

IV. La reincidencia se sancionará con una 
multa hasta el doble de la impuesta anteriormente, sin 
perjuicio de que se persista la obligación de atender el 
requerimiento respectivo; 

V. Las multas establecidas en esta Ley 
tendrán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en 
cantidad líquida. La Secretaría se encargará de hacer 
efectivo su cobro en términos del Código Fiscal del 
Estado de Morelos y las demás disposiciones 
aplicables; 

VI. Para imponer la multa que corresponda, 
la ESAF debe oír previamente al presunto infractor y 
tener en cuenta sus condiciones económicas, así 
como la gravedad de la infracción cometida y en su 
caso, elementos atenuantes, su nivel jerárquico y la 
necesidad de evitar prácticas tendientes a contravenir 
las disposiciones contenidas en esta Ley, y  

VII. Las multas que se impongan en términos 
de este artículo son independientes de las sanciones 
administrativas y penales que, en términos de las 
leyes en dichas materias, resulten aplicables por la 
negativa a entregar información a la ESAF, así como 
por los actos de simulación que se presenten para 
entorpecer y obstaculizar la actividad fiscalizadora o la 
entrega de información falsa.  

El importe líquido de las multas que en ejercicio 
de sus atribuciones imponga la ESAF, será depositado 
por los responsables, en la Tesorería General del 
Estado, dependiente de la Secretaría; su importe será 
entregado a la ESAF por la depositaria, integrando el 
Fondo para el Fortalecimiento de la Fiscalización 
Superior, el cual se ejercerá, para el equipamiento, la 
capacitación y apoyo para la contratación de personal 
por honorarios. La apertura y manejo de la cuenta del 
Fondo para el Fortalecimiento de la Fiscalización 
Superior y sus movimientos mensuales y el anual, 
serán responsabilidad del Auditor General. 

Artículo 13. La negativa a entregar información 
a la ESAF, así como los actos de simulación que se 
presentan para entorpecer y obstaculizar la actividad 
fiscalizadora será sancionada conforme a la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, las 
demás disposiciones de la materia y las leyes penales 
aplicables. 

Cuando los servidores públicos y las personas 
físicas y jurídicas, públicas o privadas aporten 
información falsa, serán sancionados conforme a lo 
previsto por la legislación penal correspondiente.  

Artículo 14. El contenido del informe de Avance 

de Gestión Financiera se referirá a los Programas a 
cargo de las Entidades fiscalizadas, para conocer el 

grado de cumplimiento de los objetivos, metas y 
satisfacción de necesidades en ellos proyectados y 

contendrá:  
I. El Estado de Actividades, así como los 

Estados Analíticos de Ingresos y Egresos al 30 de 
junio del año en que se ejerza el Presupuesto de 

Egresos, y 
II. El avance del cumplimiento de los 

Programas con base en los indicadores aprobados.  
Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el 

resto de la legislación aplicable y los requerimientos 
que realice la ESAF.  

Artículo 15. Los Entes públicos presentarán a la 
ESAF, para el análisis correspondiente, el Informe de 

Avance de Gestión Financiera del periodo 
comprendido del primero de enero al treinta de junio, 

teniendo como fecha límite el 31 de julio del año del 
ejercicio presupuestal de que se trate.  

El Poder Ejecutivo y los municipios, en el año en 
que tengan elecciones, deberán presentar, además 

del informe de Avance de Gestión Financiera a que se 
refiere el párrafo anterior, el Informe de Avance de 

Gestión Financiera del periodo del primero de julio al 
treinta de septiembre, el último día de ese periodo.  

El Poder Legislativo, en el año en que tenga 
elecciones, deberá presentar, además del informe de 

Avance de gestión Financiera a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo, el informe de Avance 

de Gestión Financiera del periodo del primero al 
veinticinco de agosto de dicho año. 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA 

Capítulo I 
De la Fiscalización de la Cuenta pública 

Artículo 16. La Cuenta pública de los Entes 
fiscalizados correspondiente al ejercicio fiscal del año 

anterior, deberá ser presentada en los términos que 
establece el artículo 32 de la Constitución.  

La Cuenta pública deberá contener como 
mínimo lo señalado en la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental y los acuerdos emitidos por la 
CONAC, en la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los municipios y en las demás 
disposiciones aplicables, así como lo solicitado por la 

ESAF.  
La ESAF deberá informar al Presidente de la 

Mesa Directiva de la Legislatura, en un plazo no mayor 
de cinco días hábiles, el incumplimiento de dicha 

obligación por parte de los Entes públicos.  
Con independencia de lo anterior, la ESAF 

iniciará el proceso de Fiscalización de la Gestión 
financiera del Ente público que haya incurrido en la 

omisión.  
Artículo 17. La falta de presentación oportuna 

de la Cuenta pública, en los plazos previstos en el 
artículo anterior sin que medie autorización de 

prórroga, será sancionada por la ESAF, con una multa 
de mil a mil quinientas veces la UMA; 
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En los casos antes señalados, se apercibirá a 
los servidores públicos responsables para que 
presenten la cuenta pública y, en caso de que no la 
presenten, en un último término de diez días hábiles, 
contados a partir de que sean notificados, la ESAF les 
impondrá a los responsables una sanción por un 
monto de hasta el doble de la primera sanción. En 
caso de negación reiterada, se procederá a la 
destitución del funcionario público responsable, sin 
perjuicio de las sanciones previstas en la Ley de 
General de Responsabilidades Administrativas y 
demás leyes aplicables y la ESAF deberá informar de 
éstas acciones al Congreso. 

Independientemente de las multas y sanciones 
que se impongan, existe la obligación de presentar la 
cuenta pública correspondiente. 

Artículo 18. Sólo se podrá ampliar el plazo o 
conceder prórroga para la presentación de la Cuenta 
pública cuando medie solicitud del titular del Poder 
Ejecutivo o del Presidente Municipal, según sea el 
caso, suficientemente justificada a juicio de la 
Legislatura. En ningún caso la prórroga excederá de 
treinta días hábiles. En dicho supuesto, la ESAF 
contará, consecuentemente, con el mismo tiempo 
adicional para presentar el informe correspondiente a 
la Legislatura.   

Artículo 19. La Fiscalización superior de la 
Cuenta pública tiene por objeto:  

I. Evaluar los resultados de la Gestión 
financiera: 

a) Verificar la ejecución del gasto de las 
Entidades fiscalizadas, para verificar las forma y 
términos en que los ingresos fueron recaudados, 
obtenidos, captados y administrados; constatar que los 
recursos provenientes de financiamientos y otras 
obligaciones y empréstitos se contrataron, recibieron y 
aplicaron de conformidad con lo aprobado; y revisar 
que los egresos se ejercieron en los conceptos y 
partidas autorizados, incluidos, entre otros aspectos, la 
contratación de servicios y obra pública, las 
adquisiciones, arrendamientos, subsidios, 
aportaciones, donativos, transferencias, aportaciones 
a fondos, fideicomisos y demás instrumentos 
financieros, así como cualquier esquema o 
instrumento de pago a largo plazo; 

b) Si se cumplió con las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de sistemas de registro 
y contabilidad gubernamental; contratación de 
servicios, obra pública, adquisiciones, arrendamientos, 
conservación, uso, destino, afectación, enajenación y 
baja de bienes muebles e inmuebles; almacenes y 
demás activos; recursos materiales, y demás 
normatividad aplicables al ejercicio del gasto público;  

c) Si la captación, recaudación, 
administración, custodia, manejo, ejercicio y aplicación 
de recursos federales, incluyendo subsidios, 
transferencias y donativos, y si los actos, contratados, 
convenios, mandatos, fondos, fideicomisos, prestación 
de servicios públicos, operaciones o cualquier acto 
que las Entidades fiscalizadas, celebren o realicen, 
relacionados con el ejercicio del gasto público federal, 
se ajustaron a la legalidad, y si no han causado daños 
o perjuicios, o ambos, en contra de la Hacienda 
Pública del Estado o los municipios, o, en su caso, del 
patrimonio del Entes públicos; 

d) Comprobar si el ejercicio de la Ley de 

Ingresos y el Presupuesto de Egresos se ha ajustado 
a los criterios señalados en los mismos:  

i) Si las cantidades correspondientes a los 
ingresos y a los egresos se ajustaron y corresponden 

a los conceptos y a las partidas respectivas; 
ii) Si los Programas y su ejecución se 

ajustaron a los términos y montos aprobados en el 
Presupuesto de Egresos; 

iii) Si los recursos provenientes de 
Financiamientos y otras obligaciones se obtuvieron en 

los términos autorizados y se aplicaron con la 
periodicidad y forma establecidas por las leyes y 

demás disposiciones aplicables, y si se cumplieron los 
compromisos adquiridos en los actos respectivos;  

II. Verificar el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los Programas:  

a) Realizar Auditorías del desempeño de los 
Programas, verificando la eficiencia, la eficacia y la 

economía en el cumplimiento de los objetivos de los 
mismos;  

b) Si se cumplieron las metas de los 
indicadores aprobados en el Presupuesto de Egresos 

y si dicho cumplimiento tiene relación con el Plan 
Estatal o Municipal de Desarrollo, según corresponda, 

y  
c) Si se cumplieron los objetivos de los 

Programas y las metas programadas de gastos que 
promuevan la igualdad entre mujeres y hombres.  

III.  Promover las acciones o denuncias 
correspondiente para la imposición de las sanciones 

administrativas y penales por las faltas graves que se 
adviertan derivado de sus Auditorías e 

investigaciones, así como dar vista a las autoridades 
competentes cuando detecte la comisión de faltas 

administrativas no graves para que continúen la 
investigación respectiva y promuevan la imposición de 

las sanciones que procedan, y 
IV. Las demás que formen parte de la 

Fiscalización superior de la Cuenta pública o de la 
revisión del cumplimiento de los objetivos de los 

Programas. 
Artículo 20. Las observaciones que, en su caso, 

emita la ESAF derivado de la Fiscalización superior 
podrán derivar en:  

I. Acciones y previsiones, incluyendo 
solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones, 

informes de presunta responsabilidad administrativa, 
promociones del ejercicio de la facultad de 

comprobación fiscal, promociones de responsabilidad 
administrativa sancionatoria, denuncias de hechos 

ante la Fiscalía Anticorrupción y denuncias de juicio 
político, y  

II. Recomendaciones.  
Artículo 21. Para la fiscalización de la Cuenta 

pública, la ESAF tendrá las atribuciones siguientes:  
I. Realizar, conforme al Programa Anual de 

Auditorías aprobado por el Auditor General, las 
Auditorías e investigaciones. La ESAF podrá solicitar 

información y documentación durante el desarrollo de 
las mismas. 
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La ESAF podrá iniciar el proceso de 
fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio 
fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones 
o recomendaciones que en su caso realice, deberán 
referirse a la información definitiva presentada en la 
Cuenta pública. Una vez que le sea entregada la 
Cuenta pública, podrá realizar las modificaciones al 
Programa Anual de Auditorías que se requieran, lo 
cual informará a la Comisión y al Consejo de 
Vigilancia; 

II. Establecer los lineamientos técnicos y 
criterios para las Auditorias y su seguimiento, 
procedimientos, investigaciones, encuestas, métodos 
y sistemas necesarios para la Fiscalización superior, 
que deberán ser publicados en el Periódico Oficial;  

III. Proponer, en los términos y plazo 
establecidos por la ley, las modificaciones a los 
principios, normas, procedimientos, métodos y 
sistemas de registro y contabilidad; a las disposiciones 
para el archivo guarda y custodia de los libros y 
documentos justificados y comprobatorios del ingreso, 
gasto y deuda pública; así como todos aquellos 
elementos que posibiliten la adecuada rendición de 
cuentas y la practica idónea de las Auditorías;  

IV. Practicar Auditorías sobre el desempeño en 
el cumplimiento de los objetivos contenidos en los 
Programas, conforme a los indicadores establecidos 
en el Presupuesto de Egresos y tomando en cuenta 
los Planes de Desarrollo, los Programas de las 
Entidades fiscalizadas, a efecto de verificar el 
desempeño de los mismos y, en su caso, el uso de 
recursos públicos; 

V. Verificar que las Entidades fiscalizadas que 
hubieren captado, recaudado, custodiado, manejado, 
administrado, aplicado o ejercido recursos públicos, lo 
hayan realizado conforme a los Programas aprobados, 
montos y conceptos autorizados, así como en el caso 
de los egresos, con cargo a las partidas 
correspondiente; además, con apego a las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 
aplicables;   

VI. Verificar que las operaciones que realicen 
las Entidades fiscalizadas sean acordes con su Ley de 
Ingresos y el Presupuesto de Egresos y se efectúen 
con apego a las disposiciones legales, reglamentarias 
y administrativas aplicables;  

VII. Verificar obras, bienes adquiridos y 
servicios contratados por las Entidades fiscalizadas, 
para comprobar si las inversiones y gastos autorizados 
a las entidades fiscalizadas se ejercieron en los 
términos de las disposiciones aplicables;  

VIII. Requerir a los auditores externos copia de 
todos los informes y dictámenes de las Auditorías y 
revisiones por ellos practicadas a las Entidades 
fiscalizadas y dese requerido, el soporte documental;  

IX. Requerir a terceros que hubieran 
contratado con las Entidades fiscalizadas obra pública, 
bienes o servicios mediante cualquier título legal y a 
cualquier entidad o persona física o jurídica, pública o 
privada, o aquellas que hayan sido subcontratados por 
terceros, la información relacionada con la 
documentación justificada y comprobatoria del 
ejercicio de recursos públicos a efecto de realizar las 
compulsas correspondientes;  

X. Solicitar, obtener y tener acceso a toda la 
información y documentación, que a juicio de la ESAF 
sea necesaria para llevar a cabo la Auditoría 
correspondiente, sin importar el carácter de 
confidencial o reservado de la misma, que obren en 
poder de: 

a) Entidades fiscalizadas; 
b) Órganos internos de control; 
c) Auditores externos de las Entidades 

fiscalizadas; 
d) Instituciones de crédito, fideicomisos u 

otras figuras del sector financiero;  
e) Autoridades hacendarias; 
f) Particulares, y 
g) Auditoría Superior de la Federación. 
La ESAF tendrá acceso a la información que las 

disposiciones legales consideren como de carácter 
reservado o confidencial cuando esté relacionada 
directamente con la captación, recaudación, 
administración, manejo, custodia, ejercicio, aplicación 
de los ingresos y egresos y la deuda pública, estando 
obligada a mantener la misma reserva, en términos de 
las disposiciones aplicables.  

Cuando derivado de la práctica de Auditorías se 
entregue a la ESAF información de carácter reservado 
o confidencial, esta deberá garantizar que no se 
incorpore en los resultados, observaciones, 
recomendaciones y acciones de los informes de 
Auditoría respectivos, información o datos que tengan 
esta característica en términos de la legislación 
aplicable. Dicha información será conservada por la 
ESAF en sus documentos de trabajo y sólo podrá ser 
revelada a la autoridad competente, en términos de las 
disposiciones aplicables. 

El incumplimiento a lo dispuesto en esta 
fracción será motivo del fincamiento de las 
responsabilidades administrativas y penales 
establecidas en las leyes correspondientes;  

XI. Investigar, en el ámbito de su 
competencia, los actos u omisiones que impliquen 
alguna irregularidad o presunta conducta ilícita o 
comisión de faltas administrativas, en los términos 
establecidos en esta Ley, en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y demás 
disposiciones aplicables;  

XII. Efectuar visitas domiciliarias, para 
exigir la exhibición de los libros, papeles, contratos, 
convenios, nombramientos, dispositivos magnéticos o 
electrónicos de almacenamiento de información, 
documentos y archivos, indispensables para la 
realización de sus investigaciones, sujetándose a las 
leyes respectivas y a las formalidades prescritas para 
los cateos, así como realizar entrevistas y reuniones 
con particulares o con los servidores públicos, de las 
Entidades fiscalizadas, necesarias para conocer 
directamente el ejercicio de sus funciones;  

XIII. Formular recomendaciones, 
solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones 
promociones del ejercicio de la facultad de 
comprobación fiscal, promociones de responsabilidad 
administrativa sancionatoria, informes de presunta 
responsabilidad administrativa, denuncias de hechos y 
denuncias de juicio político.  
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XIV. Promover las responsabilidades 
administrativas sobre faltas graves, ante el área 
sustanciadora, para que ésta, de considerarlo 
procedente, turne y presente el expediente ante el 
Tribunal.  

Cuando detecte posibles responsabilidades no 
graves dará vista a los Órganos internos de control 
competentes, para que continúen la investigación 
respectiva y, en su caso, promuevan la imposición de 
las sanciones que procedan; 

XV. Promover y dar seguimiento ante las 
autoridades competentes para la imposición de las 
sanciones que correspondan a los servidores públicos 
y a los particulares de conformidad con la legislación 
aplicable y presentar denuncias y querellas penales;  

XVI. Recurrir, a través de la unidad 
administrativa a cargo de las investigaciones de la 
ESAF, las determinaciones del Tribunal y de la 
Fiscalía Anticorrupción, en términos de las 
disposiciones legales aplicables;  

XVII. Conocer y resolver sobre el recurso de 
reconsideración que se interponga en contra de las 
multas que se imponga;  

XVIII. Participar en el Sistema Estatal 
Anticorrupción y en su Comité Coordinador, así como 
celebrar convenios con organismo cuyas funciones 
sean acordes o guarden relación con sus atribuciones 
y participar en foros nacionales e internacionales.  

XIX. Solicitar a las Entidades fiscalizadas 
información del ejercicio en curso, respecto de 
procesos concluidos, para la planeación de la 
fiscalización de la Cuenta púbica. Lo anterior sin 
perjuicio de la revisión y fiscalización que la ESAF 
lleve a cabo;  

XX. Obtener durante el desarrollo de las 
Auditorías e investigaciones copia de los documentos 
originales que se tengan a la vista, y certificarlas 
mediante cotejo con sus originales, así como también 
poder solicitar la documentación en copias 
certificadas;  

XXI. Expedir certificaciones de los 
documentos que obren en los archivos de la ESAF;  

XXII. Solicitar la comparecencia de las 
personas que se considere, en los casos concretos 
que así se determine en esta Ley;  

XXIII. Revisar y comprobar la existencia, 
procedencia y registro de los activos y pasivos de las 
Entidades fiscalizadas, de los fideicomisos, fondos y 
mandatos o cualquier otra figura análoga, para 
verificar la razonabilidad de las cifras mostradas en los 
estados financieros consolidados y particulares de la 
Cuenta pública; 

XXIV. Fiscalizar el financiamiento público en 
los términos establecidos en esta Ley, así como en las 
demás disposiciones aplicables;  

XXV. Capacitar a los servidores públicos 
que manejen, auditen, custodien o ejerzan recursos 
públicos; 

XXVI. Solicitar la información financiera, 
incluyendo los registros contables, presupuestarios, y 
programáticos, así como los reportes institucionales y 
de los sistemas de contabilidad gubernamental que los 
Entes públicos están obligados a operar con el 
propósito de consultar la información contenida en los 
mismos, y  

XXVII. Las demás que le sean conferidas por 
esta Ley o cualquier otro ordenamiento para la 
fiscalización de la Cuenta pública. 

Artículo 22. La ESAF podrá solicitar y revisar, de 

manera casuística y concreta, información y 

documentación de ejercicios anteriores al de la Cuenta 

pública en revisión, sin que por este motivo se 

entienda, para todos los efectos legales, abierta 

nuevamente la Cuenta pública del ejercicio al que 

pertenece la información solicitada, exclusivamente 

cuando el Programa, proyecto o la erogación, 

contenidos en el Presupuesto de Egresos en revisión 

abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios 

fiscales o se trate de Auditorias sobre el desempeño. 

Las observaciones, incluyendo las acciones y 

recomendaciones que la ESAF emita, sólo podrán 

referirse al ejercicio de los recursos públicos de la 

Cuenta pública en revisión. 

Artículo 23. La ESAF tendrá acceso a contratos, 

convenios, documentos, datos, libros, archivos y 

documentación justificativa y comprobatoria relativa al 

ingreso, gatos público y cumplimiento de los objetivos 

de los Programas de los Entes públicos, así como a la 

demás información que resulte necesaria para la 

revisión y fiscalización de la Cuenta pública siempre 

que al solicitante se expresen los fines a que se 

destine dicha información.  

Artículo 24. Las Auditorías que se efectúen en 

los términos de esta Ley, se practicarán por el 

personal expresamente comisionado para el efecto por 

la ESAF o mediante la contratación de despachos o 

profesionales independientes, habilitados por la 

misma, siempre y cuando no exista conflicto de 

intereses. Lo anterior, con excepción de aquellas 

Auditorías en las que se maneje información en 

materia de seguridad pública o que pongan en riesgo 

el interés público, las cuales serán realizadas por la 

ESAF.  

En el caso de despachos o profesionales 

independientes, previamente a su contratación, la 

ESAF deberá cerciorarse y recabar la manifestación 

por escrito de éstos de no encontrarse en conflicto de 

intereses con las Entidades fiscalizadas ni con la 

ESAF.   

Asimismo, los servidores públicos de la ESAF y 

los despachos o profesionales independiente tendrán 

la obligación de abstenerse de conocer asuntos 

referidos a las Entidades fiscalizadas en las que 

hubiesen prestado servicios, de cualquier índole o 

naturaleza, o con los que hubieran mantenido 

cualquier clase de relación contractual durante el 

periodo que abarque la revisión de que se trate, o en 

los casos en que tengan conflicto de interés en los 

términos previstos en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y demás 

disposiciones aplicables.  

No se podrán contratar trabajos de auditoría 

externos o cualquier otro servicio relacionado con 

actividades de fiscalización de manera externa, 

cuando exista parentesco por consanguinidad o 

afinidad hasta el cuarto grado, entre el titular de la 

ESAF o cualquier mando superior de la misma y los 

prestadores de servicios externos.  
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Artículo 25. Las personas a que se refiere el 
artículo anterior tendrán el carácter de representantes 
de la ESAF en lo concerniente a la comisión conferida. 
Para tal efecto, deberán presentar previamente el 
oficio de comisión respectivo e identificarse 
plenamente como personal actuante de dicha 
institución.  

Artículo 26. Las Entidades fiscalizadas deberán 
proporcionar a la ESAF los medios y facilidades 
necesarias para el cumplimiento de sus atribuciones, 
tales como espacios físicos adecuados de trabajo y en 
general cualquier otro apoyo posibilite la realización de 
sus actividades.  

Artículo 27. Durante sus actividades los 
comisionados o habilitados que hubieren intervenido 
en las revisiones, deberán levantar actas 
circunstanciadas en presencia de dos testigos, en las 
que harán constar hechos y omisiones que hubieren 
encontrado. Las actas, declaraciones, manifestaciones 
o hechos en ellas contenidos harán prueba en 
términos de ley.  

Artículo 28. Los servidores públicos de la ESAF 
y, en su caso, los despachos o profesionales 
independientes contratados para la práctica de 
Auditorias, guardarán estricta reserva sobre la 
información y documentos que con motivo del objeto 
de esta Ley conozcan, así como de sus actuaciones y 
observaciones.  

Artículo 29. Los prestadores de servicios 
profesionales externos que contrate la ESAF, 
cualquiera que sea su categoría, serán responsables 
en los términos de las leyes aplicables por violación a 
la reserva sobre la información y documentos que con 
motivo del objeto de esta Ley conozcan, y serán 
considerados como servidores públicos, por realizar 
una encomienda derivada de la Fiscalización superior.  

Artículo 30. La ESAF será vigilante de los daños 
y perjuicios que, en términos de este Capítulo, causen 
los servidores públicos de la misma y los despachos o 
profesionales independientes, contratados para la 
práctica de auditorías, sin perjuicio de que la ESAF 
promueva las acciones legales que correspondan en 
contra de los responsables.  

Artículo 31. En los cambios de administración 
que proceden conforme a la Constitución y demás 
ordenamientos legales, los servidores públicos 
salientes tendrán, por sí o a través de los ex 
servidores públicos de su periodo de gestión que 
designen y previa solicitud, acceso a la información 
relacionada con las observaciones que formule la 
ESAF, del correspondiente pliego, de conformidad con 
los plazos que establece la presente Ley, relativo al 
periodo de gestión en el que estuvieron en funciones. 

Para tal efecto los servidores públicos salientes 
deberán señalar ante la Entidad Fiscalizada, un 
domicilio para oír y recibir notificaciones, así como 
indicar a las personas autorizadas para tal propósito, 
en dicho domicilio los servidores públicos en funciones 
realizarán las notificaciones conducentes y se llevarán 
a cabo las actuaciones que correspondan. Las 
notificaciones que se efectúen en términos de este 
artículo se realizarán en un plazo no mayor a cuarenta 
y ocho horas contadas a partir de la notificación que 
haga la ESAF.     

Artículo 32. En el caso de que alguna Entidad 

fiscalizada no cumpla con lo establecido en el artículo 

anterior, el funcionario inconforme lo hará del 

conocimiento de la ESAF, que lo hará constar en el 

informe respectivo y de las responsabilidades que se 

incurra, en caso de ser procedente.  

Capítulo II 

De los Comités de Solventación 

Artículo 33.- Se crea un Comité de Solventación 

en las áreas de fiscalización estatal, municipal y de 

organismos públicos, el cual estará conformado de la 

siguiente manera: 

I.- El Auditor Especial del área; 

II.- El Director de área; 

III.- Coordinador; 

IV.- El responsable de la Jefatura del área 

técnica; 

V.- El Auditor que haya formulado la 

observación en cuestión, y 

VI.- El Director General Jurídico o un 

representante. 

Artículo 34.- Los integrantes del Comité de 

Solventación gozarán de voz y voto. El Auditor 

Especial tendrá voto de calidad en caso de empate. 

Artículo 35.- La ESAF garantizará la 

participación de un representante de la Entidad 

Fiscalizada, con derecho a voz pero sin voto, en las 

deliberaciones del Comité de Solventación. 

Artículo 36.- Las bases para la deliberación, la 

convocatoria, votación, proyectos, plazos, entrega de 

documentos inherentes a la discusión y todo aquello 

necesario para la sesión será establecida en el 

Reglamento. 

Artículo 37.- En las sesiones que celebren los 

Comités de Solventación, se levantará el acta 

circunstanciada correspondiente en la que consten las 

justificaciones, aclaraciones y sus resoluciones, 

mismas que continuarán en la secrecía establecida 

por la Ley. El Director del área correspondiente fungirá 

como secretario técnico del mismo. 

La Entidad Fiscalizada tendrá derecho a 

presentar las justificaciones y aclaraciones que 

correspondan y se incluyan en el análisis de las 

observaciones. 

La ESAF deberá valorar las modificaciones y 

aclaraciones y podrá determinar la procedencia de 

eliminar, rectificar o ratificar los resultados del pliego 

de observaciones que dio a conocer a las entidades 

fiscalizadas, para efectos de la elaboración definitiva 

de los informes de resultados. 

En caso de que la ESAF considere que las 

Entidades Fiscalizadas no aportaron elementos 

suficientes para atender el pliego de observaciones, 

deberá incluir en el apartado específico de los 

informes de resultados una síntesis de las 

justificaciones, aclaraciones y demás información 

presentada por dichas entidades. 
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Capítulo III 

Del contenido del Informe General del Resultado de la  

Fiscalización de la Cuenta pública 

Artículo 38. La ESAF tendrá un plazo que vence 

el veinte de febrero del año siguiente al de la 

presentación de la Cuenta pública, para rendir el 

Informe General a la Legislatura, el cual tendrá el 

carácter público, una vez presentado ante la misma, 

debiendo ser publicados en la página de Internet de la 

ESAF, en formatos abiertos conforme a lo establecido 

en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública y demás disposiciones aplicables. 

A solicitud de la Comisión o del Consejo de 

Vigilancia, el Auditor General y los funcionarios que 

éste designe presentarán, ampliarán o aclararán el 

contenido del Informe General, en sesiones de la 

Comisión cuantas veces sea necesario, a fin de tener 

un mejor entendimiento del mismo, siempre y cuando 

no se revele información reservada o que forme parte 

de un proceso de investigación. Lo anterior, sin que se 

entienda para todos los efectos legales como una 

modificación al Informe General. 

La ESAF remitirá copia de los informes al 

Comité Coordinador del Sistema Estatal.  

Artículo 39. El informe General contendrá como 

mínimo:  

I. Un resumen de las auditorías realizadas y 

las observaciones correspondientes; 

II. Las áreas claves con riesgo identificadas 

en la fiscalización;  

III. Un resumen de los resultados de la 

fiscalización del gasto, participaciones federales, 

ingresos propios y coordinados y la evaluación de la 

deuda fiscalizable; 

IV. La descripción de la muestra del gasto 

público auditado, señalando la proporción respecto del 

ejercicio de los Poderes del Estado, de la 

Administración Pública Estatal, de los Municipios, del 

gasto federalizado y del ejercido por órganos 

constitucionales autónomos; 

V. Derivado de las auditorías, en su caso y 

dependiendo de la relevancia de las observaciones, un 

apartado donde se incluyan sugerencias a la 

Legislatura para modificar disposiciones legales a fin 

de mejorar la Gestión financiera y el desempeño de 

las Entidades fiscalizadas; 

VI. Un apartado que contenga un análisis 

sobre las proyecciones de las finanzas públicas para 

el ejercicio fiscal correspondiente y los datos 

observados al final del mismo, y 

VII. La demás información que se considere 

necesaria.  

Capítulo IV 

De los informes de resultados 

Artículo 40. La ESAF, a través de la Comisión, 

presentará al Congreso el informe de resultados de la 

cuenta pública de las Entidades Fiscalizadas a más 

tardar el treinta y uno de octubre del año siguiente al 

de su presentación, el cual tendrá carácter público.  

Artículo 41. El informe de resultados a que se 

refiere el artículo anterior deberá contener como 
mínimo lo siguiente:  

I. Los dictámenes de la revisión de la cuenta 
pública;  

II. El apartado correspondiente a la revisión y 
fiscalización del cumplimiento de los programas, con 

respecto de la consecución de sus objetivos y metas;  
III. La referencia sobre el cumplimiento o 

incumplimiento de los principios de contabilidad 
gubernamental y de las disposiciones contenidas en 

los ordenamientos legales correspondientes;  
IV. La comprobación de la aplicación de los 

recursos provenientes de financiamientos en tiempo y 
forma establecidos por la Ley;  

V. La comprobación de que las Entidades 
Fiscalizadas se ajustaron a lo dispuesto en la Ley de 

Ingresos y Presupuesto de Egresos, la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, la Ley de Disciplina 

Financiera para las Entidades y Municipios y en las 
demás normas aplicables en la materia;  

VI. El análisis, en su caso, de las desviaciones 
presupuestarias;  

VII. Las observaciones que no se hubiesen 
solventado, distinguiéndolas entre administrativas, 

contables y resarcitorias; 
VIII. Los procedimientos iniciados para el 

fincamiento de responsabilidades, así como de la 
promoción de otro tipo de acciones por diversa 

responsabilidad que realicen de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley y, en su caso, denuncias de 

hechos;  
IX. Las mejoras y los avances adoptados por 

la entidad fiscalizada;  
X. La manifestación de que la fiscalización se 

realizó atendiendo las normas de la auditoría pública 
generalmente aceptadas; 

XI. Los criterios de selección, objetivo, el 
alcance, los procedimientos de auditoría aplicados y el 

dictamen de la revisión; 
XII. Los nombres de los servidores públicos de 

la ESAF a cargo de realizar la auditoría; 
XIII. Un apartado específico donde se incluya 

una síntesis de las justificaciones y aclaraciones que, 
en su caso, las Entidades Fiscalizadas hayan 

presentado en relación con los resultados y las 
observaciones que se les hayan hecho durante la 

auditoría, y  
XIV. Los resultados de la evaluación del control 

interno. 
Artículo 42. La ESAF dará cuenta a la 

Legislatura en los Informes de Resultados de las 
observaciones, recomendaciones, acciones y, en su 

caso, de la imposición de las multas respectivas, y 
demás acciones que deriven de los resultados de las 

auditorías practicadas.  
Artículo 43. La ESAF informará a la Legislatura, 

del estado que guarda la solventación de 
observaciones a las Entidades fiscalizadas respecto a 

cada uno de los Informes de Resultados que se 
deriven de las funciones de fiscalización.  
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Para tal efecto, el reporte a que se refiere este 
artículo será semestral y deberá ser presentado a más 
tardar los días primero de los meses de mayo y 
noviembre de cada año, con los datos disponibles al 
cierre del primer y tercer trimestre del año, 
respectivamente.  

El informe semestral se elaborará con base en 
los formatos que al efecto establezca la ESAF e 
incluirá invariablemente los montos efectivamente 
resarcidos a la Hacienda Pública del Estado o los 
municipios, o al patrimonio del Entes públicos, 
derivados de la fiscalización de la Cuenta pública y en 
un apartado especial, la atención a las 
recomendaciones, así como el estado que guarden las 
denuncias penales presentadas y los procedimientos 
de responsabilidad administrativa promovidos en 
términos de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, esta Ley y demás disposiciones 
aplicables. Asimismo, deberá publicarse en la página 
de Internet de la ESAF en la misma fecha en que sea 
presentado en formato de datos abiertos conforme a lo 
establecido en la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública y demás 
disposiciones aplicables y se mantendrá de manera 
permanente en la página de Internet.  

En dicho informe, la ESAF dará a conocer el 
seguimiento específico de las promociones de los 
informes de presunta responsabilidad administrativa, a 
fin de identificar a la fecha del informe, las estadísticas 
sobre dichas promociones identificando también las 
sanciones que al efecto hayan procedido.  

Respecto de los pliegos de observaciones, en 
dicho informe se dará a conocer el número de pliegos 
emitidos, su estatus procesal y las causas que lo 
motivaron.  

En cuanto a las denuncias penales formuladas 
ante la Fiscalía Anticorrupción o las autoridades 
competentes, en dicho informe la ESAF dará a 
conocer la información actualizada sobre la situación 
que guardan las mismas, el número de denuncias 
presentadas, las causas que la motivaron, las razones 
sobre su procedencia o improcedencia, así como, en 
su caso, la pena impuesta.   

Capítulo IV 
De las Acciones y Recomendaciones derivadas de la 

Fiscalización 
Artículo 44. El Auditor General enviará a las 

Entidades fiscalizadas, dentro de un plazo de 10 días 
hábiles siguientes a que haya sido entregado a la 
Legislatura, el Informe de Resultados que contenga 
las acciones y las recomendaciones que les 
correspondan, para que, en un plazo de 30 días 
hábiles, presenten la información y realicen las 
consideraciones pertinentes.  

Con la notificación del Informe de Resultados a 
las Entidades fiscalizadas quedarán formalmente 
promovidas y notificadas las acciones y 
recomendaciones contenidas en dicho informe, salvo 
en los casos del informe de presunta responsabilidad 
administrativa y de las denuncias penales y de juicio 
político, los cuales se notificarán a los presuntos 
responsables en los términos de las leyes que rigen 
los procedimientos respectivos.  

Artículo 45. La ESAF al promover o emitir las 

acciones a que se refiere esta Ley, observará lo 

siguiente:  

I. A través de las solicitudes de aclaración, 

requerirá a las Entidades fiscalizadas que presenten 

información adicional para atender las observaciones 

que se hayan realizado;  

II. Tratándose de los pliegos de 

observaciones, determinará en cantidad liquida los 

daños o perjuicios, o ambos a la Hacienda Pública del 

Estado o de los municipios o, en su caso, al patrimonio 

de los Entes Públicos;  

III. Mediante las promociones del ejercicio de 

la facultad de comprobación fiscal, informará a la 

autoridad competente sobre un posible incumplimiento 

de carácter fiscal detectado en el ejercicio de sus 

facultades de fiscalización.  

IV. A través del informe de presunta 

responsabilidad administrativa, la ESAF promoverá 

ante el Tribunal, en los términos de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y demás 

disposiciones aplicables, la imposición de sanciones a 

los servidores públicos por las Faltas administrativas 

graves que conozca derivado de sus Auditorías, así 

como sanciones a los particulares vinculados con 

dichas faltas.  

En caso de que la ESAF determine la existencia 

de daños y perjuicios, o ambos la Hacienda Pública 

del Estado o los municipios, o al patrimonio de las 

Entidades fiscalizadas, que deriven de faltas 

administrativas no graves, procederá en los términos 

de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y de las demás disposiciones 

aplicables;  

V. Por medio de las promociones de 

responsabilidad administrativa, dará vista a los 

Órganos internos de control cuando detecte posibles 

responsabilidades administrativas no graves, para que 

continúen la investigación respectiva y, en su caso, 

inicien el procedimiento sancionador correspondiente 

en los términos de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y de las demás 

disposiciones aplicables;  

VI. Mediante las denuncias de hechos, hará 

del conocimiento de la Fiscalía Anticorrupción, la 

posible comisión de hechos delictivos, y  

VII. Por medio de la denuncia de juicio político, 

hará del conocimiento de la Legislatura la presunción 

de actos u omisiones de los servidores públicos a que 

se refiere el artículo 134 de la Constitución, que 

redunden en perjuicio de los intereses públicos 

fundamentales o de su buen despacho, a efecto de 

que se substancie el procedimiento y resuelva sobre la 

responsabilidad política correspondiente.  

Artículo 46. La ESAF deberá pronunciarse en un 

plazo de 90 días hábiles, contados a partir de su 

recepción, sobre las respuestas emitidas por las 

Entidades fiscalizadas. 
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Artículo 47. Antes de emitir sus 
recomendaciones, la ESAF analizará con las 
Entidades fiscalizadas las observaciones que dan 
motivo a las mismas. En las reuniones de resultados 
preliminares y finales las Entidades fiscalizadas a 
través de sus representantes o enlaces suscribirán 
juntamente con el personal de las áreas auditoras 
correspondientes de la ESAF, las Actas en las que 
consten los términos de las recomendaciones que, en 
su caso, sean acordadas y los mecanismos para su 
atención. Lo anterior, sin perjuicio de que la ESAF 
podrá emitir recomendaciones en los casos en que no 
logre acuerdos con las Entidades fiscalizadas. 

La información, documentación o 
consideraciones aportadas por las Entidades 
fiscalizadas para las recomendaciones en los plazos 
convenidos, deberán precisar las mejoras realizadas y 
las acciones emprendidas. En caso contrario, deberán 
justificar la improcedencia de lo recomendado o las 
razones por las cuales no resulta factible su 
implementación. 

Dentro de los treinta días posteriores a la 
conclusión del plazo a que se refiere el artículo que 
antecede, la ESAF enviará a la Legislatura un reporte 
final sobre las recomendaciones correspondientes a la 
Cuenta Pública en revisión, detallando la información a 
que se refiere el párrafo anterior. 

Artículo 48. La ESAF, podrá promover, en 
cualquier momento en que cuente con los elementos 
necesarios, el informe de presunta responsabilidad 
administrativa ante el Tribunal; Así como la denuncia 
de hechos ante la Fiscalía Anticorrupción, la denuncia 
de juicio político ante la Legislatura, o los informes de 
Presunta Responsabilidad Administrativa ante el 
Órgano interno de control competente, en los términos 
de lo dispuesto en esta Ley.  

Artículo 49. La Legislatura realizará un análisis 
de los Informes de Resultados, en su caso, de los 
Informes Específicos derivados de denuncias y del 
Informe General.  

El análisis de la Legislatura podrá incorporar 
aquellas sugerencias que juzgue conveniente y que 
haya hecho la ESAF, para modificar disposiciones 
legales que pretendan mejorar la Gestión financiera y 
el desempeño de las Entidades fiscalizadas.  

Artículo 50. El pleno de la Legislatura conocerá 
de los Informes de Resultados presentados por el 
titular de la ESAF y los remitirá al Poder Ejecutivo del 
Estado para su publicación en el Periódico Oficial.  

Artículo 51. En aquellos casos en que el 
Consejo de Vigilancia detecte errores en el Informe 
General o bien, considere necesario aclarar o 
profundizar el contenido del mismo, podrá solicitar a la 
ESAF la entrega por escrito de las explicaciones 
pertinentes, así como la comparecencia de su titular o 
de otros servidores públicos de la misma, las 
ocasiones que considere necesarias, a fin de realizar 
las aclaraciones correspondientes, sin que ello 
implique la reapertura del Informe General. 

El Consejo de Vigilancia podrá formular 
recomendaciones a la ESAF, las cuales serán 
incluidas en las conclusiones sobre el Informe 
General. 

Artículo 52. La Comisión estudiará el Informe 

General, el análisis del Consejo de Vigilancia a que se 

refiere esta Ley y el contenido de la Cuenta Pública. 

Asimismo, la Comisión someterá a votación del Pleno 

el dictamen correspondiente a más tardar el quince de 

diciembre del año siguiente al de la presentación de la 

Cuenta Pública. 

El dictamen deberá contar con el análisis 

pormenorizado de su contenido y estar sustentado en 

conclusiones técnicas del Informe General y 

recuperando las discusiones técnicas realizadas en el 

Consejo de Vigilancia, para ello acompañará a su 

dictamen, en un apartado de antecedentes, el análisis 

realizado por el Consejo de Vigilancia. 

La aprobación del dictamen no suspende el 

trámite de las acciones promovidas por la Entidad 

Superior, mismas que seguirán el procedimiento 

previsto en esta Ley. 

TÍTULO TERCERO 

DE LA FISCALIZACIÓN DURANTE 

EL EJERCICIO FISCAL EN CURSO O DE 

EJERCICIOS ANTERIORES 

Capítulo Único 

Artículo 53. Cualquier persona podrá presentar 

denuncias fundadas cuando se presume el manejo, 

aplicación o custodia irregular de recursos públicos, o 

de su desvió, en los supuestos previstos en este Ley, 

la ESAF podrá revisar la Gestión financiera de las 

Entidades fiscalizadas, durante el ejercicio fiscal en 

curso, así como respecto a ejercicios fiscales distintos 

al de la Cuenta pública en revisión.  

Las denuncias deberán presentarse por escrito 

directamente ante la ESAF, quien rendirá un Informe 

Específico a la Legislatura y, en su caso, promoverá 

las acciones que correspondan ante el Tribunal, la 

Fiscalía Anticorrupción o las autoridades competentes. 

Artículo 54. Las denuncias que se presenten 

deberán estar fundadas en documentos y evidencias 

mediante los cuales se presuma el manejo, aplicación 

o custodia irregular de recursos públicos o de su 

desvió, en los supuesto establecidos en esta Ley.  

El escrito de denuncia deberá contar, como 

mínimo, con los siguientes elementos: 

I. El ejercicio en que se presentan los 

presuntos hechos irregulares;  

II. Descripción de los presuntos hechos 

irregulares, y 

III. Opcionalmente, datos generales del 

denunciante. 

Al escrito de denuncia deberán acompañarse 

los elementos de prueba, cuando sea posible, que se 

relaciones directamente con los hechos denunciados. 

La ESAF deberá proteger en todo momento la 

identidad del denunciante.  

Artículo 55. Las denuncias, para su 

procedencia, deberán referirse a alguno de los 

siguientes supuestos:  

I. Desvío de recursos hacia fines distintos a 

los autorizados; 
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II. Irregularidades en la captación o en el 
manejo y utilización de los recursos públicos;  

III. Actos presuntamente irregulares en la 
contratación y ejecución de obras contratación y 
prestación de servicios públicos, adquisición de 
bienes, y otorgamiento de permisos, licencias y 
concesiones entre otros;  

IV. La comisión recurrente de irregularidades 
en el ejercicio de los recursos públicos, y  

V. Inconsistencia en la información financiera 
o programática de cualquier entidad fiscalizada que 
oculte o pueda originar daños o perjuicios a su 
patrimonio.  

Siempre y cuando, los supuestos señalados en 
las fracciones anteriores den origen a daños o 
perjuicios a la Hacienda Pública del Estado o los 
municipios, o al patrimonio de los Entes públicos.  

La ESAF informará al denunciante la resolución 
que tome sobre la procedencia de iniciar la revisión 
correspondiente.  

Artículo 56. El Auditor General, con base en el 
dictamen técnico jurídico que al efecto emitan las 
áreas competentes de la ESAF autorizara, en su caso, 
la revisión de la Gestión financiera correspondiente ya 
sea del ejercicio fiscal en curso o de ejercicios 
anteriores a la Cuenta pública en revisión. 

Artículo 57. Las Entidades fiscalizadas estarán 
obligadas a proporcionar la información que les solicite 
la ESAF.  

Artículo 58. La ESAF tendrá las atribuciones 
señaladas en esta Ley para la realización de las 
Auditorías a que se refiere este Capítulo.  

Artículo 59. La ESAF incluirá en el informe 
respectivo los resultados de la revisión efectuada al 
ejercicio fiscal en curso o a los ejercicios anteriores. 
Asimismo, promoverá las acciones que, en su caso, 
corresponda para el fincamiento de la responsabilidad 
administrativa y penales a que haya lugar, conforme lo 
establecido en esta Ley y demás legislación aplicable.  

Artículo 60. Lo dispuesto en el presente 
Capítulo, no excluye la imposición de las sanciones 
que conforme a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables 
procedan con otras que se deriven de la revisión de la 
Cuenta Pública.   

TÍTULO CUARTO 
DE LA DETERMINACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 

Y DEL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES 
Capítulo I 

De la determinación de daños y perjuicios contra la 
Hacienda pública  

o al patrimonio de las Entidades Públicas 
Artículo 61. Si de la fiscalización que realice la 

ESAF se detectaran irregularidades que permitan 
presumir la existencia de responsabilidades a cargo de 
servidores públicos o particulares, procederá a:  

I. Promover ante el Tribunal, en los términos 
de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables, la 
imposición de sanciones a los servidores públicos por 
Faltas administrativas graves que detecte durante sus 
Auditorías e investigaciones, en que incurran los 
servidores públicos, así como sanciones a los 
particulares vinculados con dichas faltas; 

II. Dar vista a los Órganos de Control, 

competentes de conformidad con la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y demás 

disposiciones aplicables, cuando detecte posibles 

responsabilidades administrativas distintas a las 

mencionadas en la fracción anterior.   

En caso de que la ESAF determine la existencia 

de daños o perjuicios, o ambos la Hacienda Pública 

del Estado o de los municipios o al patrimonio de los 

Entes púbicos, que deriven de faltas administrativas 

no graves, procederá en los términos del artículo 50 

de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y de las demás disposiciones 

aplicables;  

III. Presentar las denuncias y querellas 

penales, que corresponda ante la Fiscalía 

Anticorrupción, por los probables delitos que se 

detecten derivado de sus Auditorías;  

IV. Coadyuvar con la Fiscalía Anticorrupción 

en los procesos correspondientes, tanto en la etapa de 

investigación, como en la judicial. En estos casos, la 

Fiscalía Anticorrupción recabará previamente la 

opinión de la ESAF, respecto de las resoluciones que 

dicte sobre el no ejercicio o el desistimiento de la 

acción penal;  

Previamente a que la Fiscalía Anticorrupción, 

determine declinar su competencia, abstenerse de 

investigar los hechos denunciados, archivar 

temporalmente las investigaciones o decretar el no 

ejercicio de la acción, deberá hacerlo del conocimiento 

de la ESAF para que exponga las consideraciones que 

estime convenientes, y  

V. Presentar las denuncias de juicio político 

ante la Legislatura que, en su caso, correspondan en 

términos de las disposiciones aplicables.  

Las denuncias penales de hechos 

presuntamente ilícitos y las denuncias de juicio político 

deberán presentarse por parte de la ESAF cuando se 

cuente con los elementos que establezcan las leyes 

en dichas materias. 

Las resoluciones del Tribunal podrán ser 

recurridas por la ESAF a través del recurso de revisión 

previsto en la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas.   

Artículo 62. La promoción del procedimiento a 

que se refiere la fracción I del artículo anterior tiene 

por objeto resarcir el monto de los daños y perjuicios 

estimables en dinero que se hayan causado a la 

Hacienda Pública del Estado o de los municipios, 

según corresponda o, en su caso al patrimonio de los 

Entes públicos.  

Lo anterior, sin perjuicio de las demás 

sanciones administrativas que, en su caso, el Tribunal 

imponga a los responsables.  

Las sanciones que imponga el Tribunal se 

fincarán independientemente de las demás sanciones 

a que se refiere el artículo anterior que, en su caso, 

impongan las autoridades competentes.  
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Artículo 63. Las responsabilidades que se 

finquen a los servidores públicos de los Entes públicos 

y de la ESAF, no eximen a éstos ni a los particulares, 

personas físicas o morales, de sus obligaciones, cuyo 

cumplimiento se les exigirá aun cuando la 

responsabilidad se hubiere hecho efectiva, total o 

parcialmente.  

Artículo 64. La unidad administrativa a cargo de 

las investigaciones de la ESAF promoverá el informe 

de presunta responsabilidad administrativa ante la 

unidad de la propia ESAF encargada de fungir como 

autoridad substanciadora, cuando los pliegos de 

observaciones no sean solventados por las entidades 

fiscalizadas. 

Lo anterior, sin perjuicio de que la unidad 

administrativa a cargo de las investigaciones podrá 

promover el informe de presunta responsabilidad 

administrativa, en cualquier momento en que cuente 

con los elementos necesarios. 

El procedimiento para promover el informe de 

presunta responsabilidad administrativa y la 

imposición de sanciones por parte del Tribunal, se 

regirá por lo dispuesto en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

Artículo 65. De conformidad con lo dispuesto en 

la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

y en las demás disposiciones aplicables, la unidad 

administrativa de la ESAF a la que se encomiende la 

sustanciación ante el Tribunal deberá ser distinta de la 

que se encargue de las labores de investigación. 

Para efectos de lo previsto en el párrafo 

anterior, el Reglamento deberá contener una unidad 

administrativa a cargo de las investigaciones que será 

la encargada de ejercer las facultades que la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y 

demás disposiciones aplicables les confieren a las 

autoridades investigadoras; así como una unidad que 

ejercerá las atribuciones que la citada legislación 

otorga a las autoridades substanciadoras.  

Artículo 66. Los Órganos Internos de Control 

deberán informar a la ESAF, dentro de los treinta días 

hábiles siguientes de recibido el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, el número de 

expediente con el que se inició la investigación o 

procedimiento respectivo. 

Asimismo, los Órganos Internos de Control 

deberán informar a la ESAF de la resolución definitiva 

que se determine o recaiga a sus promociones, dentro 

de los treinta días hábiles posteriores a que se emita 

dicha resolución.  

Artículo 67. La ESAF, en los términos de la Ley 

General del Sistema Nacional Anticorrupción, incluirá 

en la plataforma estatal y nacional digital establecida 

en dicha ley, la información relativa a los servidores 

públicos y particulares sancionados por resolución 

definitiva firme por la comisión de Faltas 

administrativas graves o actos vinculados a éstas a 

que se hace referencia el presente Capítulo.  

CAPÍTULO II 

Del Recurso de Reconsideración 

Artículo 68. La tramitación del recurso de 

reconsideración, se realizará por única vez en contra 

de las de las multas impuestas por la ESAF, y se 

sujetará a las disposiciones siguientes:  

I. Se iniciará mediante escrito que deberá 

presentarse dentro del término de quince días 

contados a partir de que surta efectos la notificación 

de la multa, que contendrá: la mención de la autoridad 

administrativa que impuso la multa, el nombre y firma 

autógrafa del recurrente, el domicilio que señala para 

oír y recibir notificaciones, la multa que se recurre y la 

fecha en que se le notifico, los agravios que a juicio de 

la entidad fiscalizada y, en su caso, de los servidores 

públicos, o del particular, persona física o moral, les 

cause la sanción impugnada, así mismo se 

acompañara copia de ésta y de la constancia de 

notificación respectiva, así como las pruebas 

documentales o de cualquier otro tipo supervinientes 

que ofrezca y que tengan relación inmediata y directa 

con la sanción recurrida;   

II. Cuando no se cumpla con alguno de los 

requisitos establecidos en este artículo para la 

presentación del recurso de reconsideración, la ESAF 

prevendrá por una sola vez al inconforme para que, en 

un plazo no mayor a cinco días naturales, subsane la 

irregularidad en que hubiere incurrido en su 

presentación;  

III. Una vez desahogada la prevención, la 

ESAF, en un plazo que no excederá de quince días 

naturales, acordará sobre la admisión o el 

desechamiento del recurso.  

El recurso será desechado, cuando se ubique 

en alguno de los siguientes supuestos: se presente 

fuera del plazo señalado; el escrito de impugnación no 

se encuentre firmado por el recurrente; no acompañe 

cualquiera de los documentos a que se refiere la 

fracción anterior; los actos impugnados no afecten los 

interese jurídicos del promovente; no se exprese 

agravio alguno; o si se encuentra en trámite ante el 

Tribunal algún recurso o defensa legal o cualquier otro 

medio de defensa interpuesto por el promovente, en 

contra de la sanción recurrida;  

IV. La ESAF al acordar sobre la admisión de 

las pruebas documentales y supervinientes ofrecidas, 

desechará de plano las que no fueren ofrecidas 

conforme a derecho y las que sean contrarias a la 

moral o al derecho, y 

V. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la 

ESAF examinará todos y cada uno de los agravios 

hachos valer por el recurrente y emitirá resolución 

dentro de los sesenta días naturales siguiente, a partir 

de que declare cerrada la instrucción, notificando 

dicha resolución al recurrente dentro de los veinte días 

naturales siguientes a su emisión.  

El recurrente podrá desistirse expresamente del 

recurso antes de que se emita la resolución 

respectiva, en este caso, la ESAF lo sobreseerá sin 

mayor trámite.  
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Artículo 69. La resolución impugnada que ponga 

fin al recurso tendrá por efecto confirmar, modificar o 

revocar la multa impugnada.  

Artículo 70. La interposición del recurso 

suspenderá la ejecución de la multa recurrida, siempre 

y cuando el recurrente garantice el pago de la multa 

en cualesquiera de las formas establecidas por el 

Código Fiscal del Estado de Morelos.  

TÍTULO QUINTO 

DE LA ESAF 

Capítulo I 

Del Auditor General 

Artículo 71. Al frente de la ESAF habrá un 

Auditor General que será electo por el voto de las dos 

terceras partes de los miembros presentes de la 

Legislatura, será designado conforme a lo previsto por 

los artículos 116 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 84 de la Constitución.  

Artículo 72. La designación del Auditor General 

se sujetará al procedimiento siguiente:  

I. La Comisión Calificadora formulará la 

convocatoria pública correspondiente, a efecto de 

recibir durante el periodo de diez días naturales 

contados a partir de la fecha de publicación de la 

convocatoria, las solicitudes para ocupar el puesto de 

Auditor General. La Comisión Calificadora podrá 

consultar a las organizaciones de la sociedad civil y 

académicas que estime pertinente, para postular los 

candidatos idóneos para ocupar el cargo;  

II. Concluido el plazo anterior, y recibidas las 

solicitudes con los requisitos y documentos que señale 

la convocatoria, la Comisión Calificadora dentro de los 

cinco días naturales siguientes, procederá a la revisión 

y análisis de las mismas;  

III. Del análisis de las solicitudes se 

entrevistará por separado para la evaluación 

respectiva y dentro de los cinco días naturales 

siguientes, a los candidatos que, a su juicio, considere 

idóneos para la conformación de una terna;  

IV. Conformada le terna, en un plazo que no 

deberá exceder de tres días naturales, se formulará 

dictamen, a fin de proponer al Pleno los tres 

candidatos, para que esté proceda, en los términos del 

artículo anterior, a la designación del Auditor General, 

y 

V. La persona designada para ocupar el cargo 

protestará ante el Pleno de la Legislatura.  

Artículo 73. En caso de que ningún candidato de 

la terna propuesta en el dictamen para ocupar el cargo 

de Auditor General, haya obtenido la votación de las 

dos terceras partes de los miembros presentes de la 

Comisión Calificadora, se volverá a someter una 

nueva propuesta en los términos de artículo anterior.  

Artículo 74. El Auditor General durará en el 

cargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente 

por una sola vez, previa evaluación realizada por el 

órgano de gobierno del Congreso. Permanecerá en 

funciones hasta en tanto la Legislatura no designe al 

entrante.   

El Auditor General sólo podrá ser removido por 
la Legislatura por causas graves, con la misma 
votación requerida para su nombramiento, así como 
por las causas y conforme a los procedimientos 
previstos en este Ley.  

Artículo 75. Para ser Auditor General se 
requiere satisfacer los siguientes requisitos:  

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, de 
preferencia morelense, y estar en pleno ejercicio de 
sus derechos políticos y civiles; 

II. Haber residido en el Estado durante los 
últimos 10 años, salvo el caso de ausencia por un 
tiempo máximo de seis meses, motivado por el 
desempeño del servicio público; 

III. No tener más de sesenta y cinco años de 
edad, ni menos de treinta y cinco, el día de la 
designación; 

IV. Ser de reconocida honorabilidad y no haber 
sido condenado por delito intencional que merezca 
pena corporal de más de un año de prisión, o 
destituido o suspendido de empleo, si se trata de juicio 
de responsabilidad; pero si se trata de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u otro que afecte 
seriamente la buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la 
pena; 

V. No haber ejercido algún cargo de elección 
popular, ni haber sido dirigente de algún partido 
político, postulado para cargo de elección popular, en 
el año previo a su designación;  

VI. Contar, al momento de su designación, con 
título de nivel licenciatura en derecho, contaduría o 
administración, expedidos por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello y con experiencia en 
cualquiera de las actividades o funciones relacionadas 
en deberá contar con cinco años de experiencia en 
materia de control, auditoría financiera y de 
responsabilidades, y 

VII. No haber sido inhabilitado para 
desempeñar un empleo, cargo o comisión en el 
servicio público, ni removido por causa grave de algún 
cargo del sector público o privado.  

Artículo 76. El Auditor General tendrá las 
siguientes atribuciones:  

I. Representar a la ESAF ante los Entes 
públicos, las Entidades fiscalizadas, autoridades 
federales y locales, entidades federativas, municipios, 
y alcaldías de la Ciudad de México; y demás personas 
físicas y jurídicas, públicas o privadas. El Auditor 
General es el Representante Legal de la ESAF para 
Actos de Administración, Pleitos y Cobranzas;  

II. Elaborar el proyecto de presupuesto anual 
de la ESAF, así como expedir las normas para el 
ejercicio, manejo y aplicación del mismo; 

III. Administrar los bienes y recursos a cargo 
de la ESAF; 

IV. Aprobar el Programa Anual de Auditorías;  
V. Expedir de conformidad con lo establecido 

en este Ley, el Reglamento, en el que se distribuirán 
las atribuciones a sus unidades administrativas y sus 
titulares, además de establecer la forma en que 
deberán ser suplidos estos últimos en sus ausencias, 
su organización interna y funcionamiento, debiendo 
publicarlo en el Periódico Oficial; 
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VI. Expedir los manuales de organización y 

procedimientos que se requieran para la debida 

organización y funcionamiento de la ESAF y ordenar 

su publicación en el Periódico Oficial; 

Asimismo, expedir las normas para el ejercicio, 

manejo y aplicación del presupuesto de la ESAF, 

ajustándose a las disposiciones aplicables;  

VII. Nombrar al personal de la ESAF que no 

sea facultad de la Legislatura, quienes no deberán 

haber sido sancionados con la inhabilitación para el 

ejercicio de un puesto o cargo público, así como en su 

caso removerlos; 

VIII. Expedir aquellas normas y disposiciones 

que esta Ley le confiere a la ESAF; así como 

establecer los elementos que posibiliten la adecuada 

rendición de cuentas y la práctica idónea de las 

Auditorías, tomando en consideración las propuestas 

que formulen las Entidades fiscalizadas y las 

características propias de su operación;  

IX. Ser el enlace entre la ESAF y la 

Legislatura; 

X. Solicitar a los Entes públicos, las Entidades 

fiscalizadas, servidores públicos y particulares, sean 

éstos personas físicas o jurídicas, la información que 

con motivo de la fiscalización de la Cuenta pública se 

requiera;  

XI. Solicitar a los Entes públicos y a las 

Entidades fiscalizadas el auxilio que necesite para el 

ejercicio expedito de las funciones de revisión y 

Fiscalización superior;  

XII. Ejercer las atribuciones que corresponden 

a la ESAF en los términos de la Constitución, la 

presente Ley y del Reglamento;  

XIII. Recibir la Cuenta pública para su revisión y 

Fiscalización superior; 

XIV. Formular y entregar a la Legislatura el 

informe General e Individuales a más tardar el 30 de 

noviembre del año de la presentación de la Cuenta 

pública;  

XV. Autorizar, previa denuncia o instrucción del 

Congreso, la revisión durante el ejercicio fiscal en 

curso a las Entidades fiscalizadas, así como respecto 

de ejercicios anteriores conforme lo establecido en la 

presente Ley; 

XVI. Concertar y celebrar, en los casos que 

estime necesario, convenios con las Entidades 

fiscalizadas, legislaturas locales, entidades de 

fiscalización superior de las entidades federativas, 

municipios, alcaldías de la Ciudad de México o la 

Auditoría Superior de la Federación, con el propósito 

de apoyar y hacer más eficiente la fiscalización, sin 

detrimento de su facultad fiscalizadora, a que podrá 

ejercer de manera directa; así como convenios de 

colaboración con los organismos nacionales e 

internacionales que agrupen a entidades de 

fiscalización superior homólogas o con éstas 

directamente, con el sector privado y con colegios de 

profesionales, instituciones académicas e instituciones 

de reconocido prestigio de carácter multinacional;  

XVII. Presentar la Cuenta pública de la 

ESAF; 

XVIII. Solicitar a las autoridades 

competentes el cobro de las multas que se impongan 

en los términos de esta Ley;  

XIX. Instruir la presentación de las denuncias 

penales o de juicio político que procedan, como 

resultado de las irregularidades detectadas con motivo 

de la fiscalización, con apoyo en los dictámenes 

técnicos respectivos.  

XX. Presentar el recurso de impugnación, que 

proceda respecto de las resoluciones que emitan la 

Fiscalía Anticorrupción, Órganos Internos de Control y 

del Tribunal de Justicia Administrativa, en 

representación del servicio e interés público, de 

conformidad con lo previsto en la legislación aplicable;  

XXI. Transparentar y dar seguimiento a todas 

las denuncias, quejas, solicitudes, y opiniones 

realizadas por los particulares o la sociedad civil 

organizada, salvaguardando en todo momento los 

datos personales;   

XXII. Establecer los mecanismos necesarios 

para fortalecer la participación ciudadana en la 

rendición de cuentas de las entidades sujetas a 

fiscalización;  

XXIII. Formar parte del Comité Coordinador 

del Sistema Estatal Anticorrupción de Morelos; 

XXIV. Elaborar en cualquier momento 

estudios y análisis, así como publicarlos;  

XXV. Iniciar las acciones penales que 

correspondan, así como promover ante las 

autoridades competentes el fincamiento de otras 

responsabilidades, y  

XXVI. Las demás que señale este Ley y 

demás disposiciones legales aplicables.  

De las atribuciones previstas a favor del Auditor 

General en esta Ley, sólo las mencionadas en las 

fracciones II, IV, V, VI, VIII, IX, XII, XIII, XV, XVI, XVII, 

XVIII, XX, XXI, y XXIV de este artículo son de ejercicio 

exclusivo del mismo y, por tanto, no podrán ser 

delegadas.  

Artículo 77. El Auditor General durante el 

ejercicio de su cargo, tendrá prohibido:  

I. Formar parte de un partido político alguno, 

participar en actos políticos partidistas y hacer 

cualquier tipo de propaganda o promoción partidista;  

II. Desempeñar otro empleo, cargo o comisión 

en los sectores público, privado o social, con 

excepción de las actividades de carácter científicas, 

docentes, artísticas, de beneficencia, o las que se 

realicen en Colegios de Profesionales sin 

remuneración alguna, y  

III. Hacer del conocimiento de terceros o 

difundir de cualquier forma, la información confidencial 

o reservada que tenga bajo su custodia la ESAF para 

el ejercicio de sus atribuciones, la cual deberá 

utilizarse sólo para los fines a que se encuentra 

destinada.  
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Artículo 78. El Auditor General podrá ser 

removido de su cargo por las siguientes causas:  

I. Ubicarse en los supuestos de prohibición 

establecidos en el artículo anterior;  

II. Ausentarse de sus labores por más de un 

mes sin mediar autorización de la Legislatura;  

III. Abstenerse de presentar en el año 

correspondiente y en los términos de la presente Ley, 

sin causa justificada, el informe General; 

IV. Aceptar la injerencia de los partidos 

políticos en el ejercicio de sus funciones, y conducirse 

con parcialidad en el proceso de revisión de la cuenta 

pública y en los procedimientos de fiscalización e 

imposición de sanciones a que se refiere esta Ley, y  

V. Incurrir en cualquiera de las conductas 

consideradas Faltas administrativas graves, en los 

términos de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y demás disposiciones aplicables, así 

como la inobservancia de lo previsto en el artículo 3 de 

la presente Ley.  

Artículo 79. La Legislatura dictaminará sobre la 

existencia de los motivos de la remoción del Auditor 

General por causas graves de responsabilidad, y 

deberá dar derecho de audiencia al afectado. La 

remoción requerirá del voto de las dos terceras partes 

de los miembros presentes de la Legislatura.  

Artículo 80. EL Auditor General y el personal de 

mando superior sólo estarán obligados a absolver 

posiciones o rendir declaración en juicio, en 

representación de la ESAF o en virtud de sus 

funciones, cuando las posiciones y preguntas se 

formulen por medio de oficio expedido por autoridad 

competente, misma que contestarán por escrito dentro 

del término establecido por dicha autoridad.  

Artículo 80. El Auditor General podrá adscribir 

orgánicamente las unidades administrativas 

establecidas en el Reglamento. Los acuerdos en los 

cuales se deleguen facultades o se adscriban 

unidades administrativas se publicarán en el Periódico 

Oficial.  

Artículo 81. La ESAF elaborará su proyecto de 

presupuesto anual que contenga, de conformidad con 

las previsiones de gasto, los recursos necesarios para 

cumplir con su encargo, el cual será remitido por el 

Auditor General al Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, en los términos de Ley.  La ESAF ejercerá 

autónomamente su presupuesto aprobado con 

sujeción a las disposiciones que resulten aplicables.  

Capítulo II 

De la Secretaría Técnica 

Artículo 82. Para el apoyo en el desempeño de 

sus facultades y obligaciones que sean delegables, el 

Auditor General nombrará directamente a un 

Secretario Técnico, el cual contará con las siguientes 

facultades: 

I. Coordinar el trabajo operativo de la ESAF; 

II. Actuar como enlace operativo entre los 

auditores especiales y directores generales; así como, 

entre éstos y el Auditor General; 

III. Coordinar el personal responsable de las 

áreas de comunicación social, vinculación 

interinstitucional y la unidad de transparencia; 

IV. Vigilar el cumplimiento de los programas 

operativos y de auditorías; 

V. Fungir como secretario técnico del Consejo 

de Dirección, y 

VI. Las demás que le sean asignadas por el 

Auditor General. 

El Secretario Técnico será nombrado y 

removido por el Auditor General. Podrá ser separado 

de su cargo por falta a su deber de diligencia, o bien 

por causa plenamente justificada a juicio del Auditor 

General. 

Artículo 83. Para ser designado Secretario 

Técnico se deberán reunir los requisitos siguientes:  

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno 

goce y ejercicio de sus derechos civiles;  

II. Contar con experiencia verificable en 

materias de transparencia, evaluación, fiscalización, 

rendición de cuentas o combate a la corrupción;  

III. Tener más de treinta años de edad al día 

de la designación; y  

IV. Contar con Título profesional de 

licenciatura en cualquiera de las siguientes áreas: 

Derecho, Contabilidad, Administración, Auditoría o 

carrera afín. 

Capítulo III 

De los Auditores Especiales 

Artículo 84. Para el ejercicio de sus atribuciones 

y el despacho de los asuntos de su competencia, la 

ESAF contará con Auditores Especiales, Directores 

Generales, Direcciones de Área, Coordinador, 

Unidades Administrativas y los servidores públicos que 

integran éstas.  

El personal que realice funciones de dirección 

general o equivalente durará en el cargo cuatro años, 

será designado y removido en su caso, por la Junta 

Política y de Gobierno, de entre las propuestas de la 

Comisión, de acuerdo con los requisitos establecidos 

en el Reglamento. 

Los Auditores Especiales y los Directores 

Generales podrán ser removidos de su cargo por las 

causas establecidas en el artículo 68 de esta misma 

Ley. 

Artículo 85. La ESAF contará con la estructura 

orgánica basada en el presupuesto aprobado de 

acuerdo con su Ley, de la siguiente forma:   

 a) Auditoría Especial de la Hacienda Pública 

Estatal;   

b) Auditoría Especial de la Hacienda Pública 

Municipal;  

 c) Auditoría Especial de Organismos Públicos 

―A‖;  

d) Auditoría Especial de Organismos Públicos 

―B‖;  

e) Dirección General Jurídica;  

f) Dirección General de Capacitación, y 

g) Dirección General de Administración.   
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Las Auditorías Especiales y las Direcciones 

Generales contarán con las Direcciones de Área, 

necesarias para el cumplimiento de sus funciones.  

Artículo 86. La ESAF, conducirá sus actividades 

en forma programada y conforme a las políticas que, 

para el logro de los objetivos institucionales, 

establezca el Auditor General, así como en los 

acuerdos e instrucciones que emita la Legislatura, 

acuerdos y convenios de coordinación o colaboración 

que se celebren con otras entidades de Fiscalización y 

se apoyará en los Manuales de Organización y 

Procedimientos que para los efectos expida.     

Capítulo IV 

Atribuciones y facultades de los Auditores Especiales 

Artículo 87. Para el ejercicio de sus funciones, el 

Auditor General será auxiliado por Auditores 

Especiales, los cuales tendrán las siguientes 

atribuciones generales:     

I. Suplir al Auditor General en sus ausencias 

conforme a lo dispuesto en esta Ley; 

II. Proponer al Auditor General, dentro de los 

primeros sesenta días, el programa operativo anual de 

actividades que deberá desarrollar la ESAF, así como 

los métodos, sistemas y procedimientos necesarios 

para la fiscalización; 

III. Planear, conforme a los programas aprobados 

por el Auditor General, las actividades relacionadas 

con la revisión y fiscalización de la cuenta pública y 

determinar la documentación e informes que deberán 

requerirse a las Entidades Fiscalizadas;  

IV. Presentar al Auditor General, trimestralmente, 

dentro de los primeros 30 días posteriores, el informe 

del avance parcial del conforme a los indicadores del 

programa operativo anual; 

V. Revisar la cuenta pública que presenten las 

Entidades Fiscalizadas;  

VI. Requerir a las Entidades Fiscalizadas y a los 

terceros que hubieren celebrado operaciones con 

aquellas, la información y documentación que sea 

necesaria para realizar la función de fiscalización;  

VII. Ordenar y realizar auditorías, visitas e 

inspecciones a las Entidades Fiscalizadas conforme al 

programa aprobado por el Auditor General;  

VIII. Cumplimentar los acuerdos que dicte el 

Auditor General sobre:   

a) La práctica de visitas, inspecciones y 

auditorías a los Entes Fiscalizados que les 

corresponda;  

b) Las solicitudes a los Entes Fiscalizados 

que les corresponda respecto a la exhibición de los 

registros contables, así como la documentación que 

ampare las operaciones registradas en los mismos, 

consolidando la información financiera;  

c) Las solicitudes a los Entes Fiscalizados 

que les corresponda, respecto de los bienes muebles 

e inmuebles, para verificar su actualización, control, 

estado físico y jurídico que guardan, así como la 

ubicación de los mismos;  

d) La práctica de visitas, inspecciones y 

auditorías a la obra pública realizada por los a los 

Entes Fiscalizados que les corresponda;  

e) Las solicitudes a los Entes Fiscalizados 

que les corresponda que realicen obras, de los 

expedientes técnicos de cada obra en proceso y 

ejecutadas por ellos, así como de los registros 

contables y la documentación comprobatoria que 

ampare los gastos registrados en las obras públicas;   

IX. Verificar físicamente, evaluar y comprobar las 

inversiones que realicen los a los Entes Fiscalizados 

que les corresponda en obras públicas, vigilando que 

su avance y terminación estén de acuerdo con los 

programas y presupuestos autorizados y con las 

especificaciones técnicas requeridas en la Ley de la 

materia;  

X. Proponer al Auditor General, la solicitud de 

información y datos necesarios a dependencias 

federales, estatales y municipales, órganos autónomos 

y organismos descentralizados y desconcentrados, y a 

aquellas personas físicas y morales que puedan dar fe 

pública, para comprobar el cumplimiento de las 

disposiciones legales de las Entidades Fiscalizadas; 

XI. Recabar y presentar al Auditor General, la 

documentación necesaria para integrar los Pliegos de 

Observaciones como resultado de las irregularidades 

que se detecten en las auditorías, visitas e 

inspecciones que se practiquen;  

XII. Levantar las actas circunstanciadas 

correspondientes de las visitas, inspecciones y 

auditorías en que intervenga, en el desempeño de las 

actividades conferidas; 

XIII. Mantener informado al Auditor General del 

despacho de los asuntos relacionados con los 

programas específicos cuya coordinación o realización 

se les hubiere asignado; 

XIV. Designar mediante oficio de comisión a los 

auditores encargados de practicar las visitas, 

inspecciones y auditorías a su cargo;  

XV. Revisar, analizar y evaluar la información 

programática incluida en la cuenta pública de las 

Entidades Fiscalizadas; 

XVI. Elaborar los requerimientos que deriven de los 

resultados de su revisión y de las auditorías, visitas o 

inspecciones practicadas;   

XVII. Proponer al Auditor General el inicio de los 

procedimientos previstos en la Ley para el fincamiento 

de las responsabilidades a que den lugar las 

irregularidades en que incurran los servidores públicos 

por actos u omisiones de los que resulte un daño o 

perjuicio estimable en dinero que afecten la hacienda 

pública o el patrimonio de las Entidades Fiscalizadas, 

conforme a los ordenamientos y reglamentos 

aplicables;   

XVIII. Recabar e integrar la documentación y 

comprobación necesaria para ejercitar las acciones 

legales que procedan como resultado de las 

irregularidades que se detecten en la revisión, 

auditorías o visitas que practiquen;   
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XIX. Proponer al Auditor General los casos en que 

se considere necesaria la contratación de 

profesionales de auditoría externos, para las acciones 

de fiscalización;  

XX. Elaborar oficios de inicio y conclusión de 

auditoría;  

XXI. Elaborar el proyecto de informe del resultado 

de la revisión de la cuenta pública, así como de los 

demás documentos que indique el Auditor General;  

XXII. Establecer las políticas y criterios para la 

integración y actualización del archivo permanente de 

la ESAF, a fin de conservar los documentos de trabajo 

que respalden las revisiones efectuadas, así como 

todos los documentos inherentes a su actividad 

durante el tiempo que establezca el manual interno y 

las leyes en la materia;  

XXIII. Promover la coordinación de los órganos 

internos de control de los Entes Fiscalizables, con las 

demás dependencias responsables de la contabilidad 

y auditoría gubernamental, a efecto de intercambiar 

información y, de este modo, mejorar la calidad de las 

revisiones practicadas por la ESAF;  

XXIV. Verificar que las entidades sujetas a 

fiscalización remitan sus cuentas públicas a la 

Legislatura o a la ESAF en tiempo y forma, en caso de 

falta de presentación de las citadas cuentas públicas, 

solicitar al Auditor General inicie los procedimientos 

administrativos sancionatorios por la omisión de la 

presentación de las cuentas públicas correspondientes 

y requerir su presentación inmediata;  

XXV. Someter a la consideración del Auditor 

General, el requerimiento a los entes fiscalizables, el 

inicio de las revisiones de las situaciones 

excepcionales previstas en esta Ley;  

XXVI. Proponer al Auditor General las bases y 

normas para la baja de documentos justificatorios y 

comprobatorios para efectos de destrucción, guarda y 

custodia de los que deban conservarse, microfilmarse 

o procesarse electrónicamente, sujetándose a las 

disposiciones legales establecidas en la Ley de la 

materia;   

XXVII. Supervisar el seguimiento de las 

observaciones, solventación, requerimientos y 

acciones promovida derivadas de las auditorías; 

XXVIII. Participar en la elaboración de los manuales 

de organización específicos y los de procedimientos 

administrativos, así como de la metodología de orden 

técnico para la práctica de auditorías; 

XXIX. Promover y propiciar la adopción de prácticas 

tendientes a mejorar la administración;  

XXX. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones del 

personal que le fuere asignado, con respecto a las 

disposiciones laborales y normatividad aplicable, así 

como reportar y promover sanciones del citado 

personal por el incumplimiento a las normas del 

trabajo o por omisión de funciones;   

XXXI. Elaborar y someter a consideración del Auditor 

General los proyectos sobre la organización y 

procedimientos de la auditoría y en su caso proponer 

las modificaciones a la normatividad vigente;  

XXXII. Llevar a cabo el registro, control y evaluación 
de las obras públicas e inversiones físicas de las 
Entidades Fiscalizadas;    
XXXIII. Expedir certificaciones de los documentos que 
obren en sus archivos;  

XXXIV. Conocer y resolver el Recurso de 
Reconsideración previsto en esta Ley, y 
XXXV. Las demás que señale la Ley, el Reglamento y 
demás disposiciones aplicables.    

Capítulo V 
Atribuciones y facultades del Director General Jurídico 

Artículo 88.  El Director General Jurídico tendrá 
las siguientes atribuciones: 

I. Actuar como órgano de consulta, asesoría e 
investigación en los asuntos que le sean turnados por 
el Auditor Genera lo las demás áreas;  

II. Representar legalmente a la ESAF, en 
cualquier procedimiento de carácter federal o común 
en los que sea parte o tenga interés, así como 
sustanciar el fincamiento de responsabilidades a que 
se refiere la presente Ley;  

III. Presentar únicamente por instrucción del 
Auditor General las denuncias y querellas en los casos 
de presuntas conductas delictivas de servidores 
públicos y particulares, cuando se tenga conocimiento 
de hechos que pudieran implicar la comisión de un 
delito relacionado con daños al patrimonio de las 
Entidades Fiscalizadas;  

IV. Rendir en los Juicios de Amparo los 
Informes previos y justificados cuando la ESAF y sus 
servidores públicos sean señalados como autoridades 
responsables, intervenir cuando tenga el carácter de 
tercero perjudicado y, en general, llevar a cabo todas 
las actuaciones y formular todas las promociones que 
se requieran en dichos juicios;  

V. Participar conjuntamente en la ejecución con 
los encargados de las auditorías, así como apoyar al 
personal en los procesos de solventación de los 
pliegos de observaciones y requerimientos formuladas 
a las Entidades Fiscalizadas, con motivo de las visitas, 
inspecciones, auditorías, revisiones y demás 
actuaciones que se practiquen;  

VI. Participar en los procedimientos de 
solventación en los Comités de Solventación;  

VII. Emitir opinión respecto a los oficios de 
requerimientos, señalamientos y demás documentos 
relacionados con los aspectos legales que elaboren 
las distintas áreas que integran la ESAF;  

VIII. Comunicar al Auditor General sobre los 
servidores públicos que hayan omitido presentar su 
declaración de situación patrimonial, de conformidad 
con los formatos que para tal efecto se aprueben o 
expidan y en los plazos señalados por la normatividad 
aplicable; 

IX. Asesorar y emitir en su caso, lineamientos 
para la elaboración de actas administrativas, derivadas 
de las actuaciones de la ESAF;  

X. Llevar a cabo conforme a la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y a través del área 
correspondiente, los procedimientos de fincamiento de 
responsabilidad administrativa en que hayan incurrido 
los servidores públicos, así como determinar e 
imponer las sanciones administrativas a que se hayan 
hecho acreedores;  
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XI. Notificar los acuerdos y resoluciones 

derivados del Procedimiento de Responsabilidad 

Administrativa, así como notificar por acuerdo del 

Auditor General, todo tipo de actuaciones, acuerdos y 

resoluciones que éste le encomiende;  

XII. Solicitar a la Secretaría o a las Tesorerías 

Municipales, según corresponda, realizar las acciones 

que correspondan a efecto de garantizar el cobro de 

las sanciones impuestas o determinadas en cantidad 

líquida y de cualquier otro crédito fiscal;  

XIII. Registrar y dar seguimiento al cobro de los 

resarcimientos y ejecución de sanciones impuestas 

por la ESAF, así como remitir un informe a la 

Secretaría y a las Tesorerías Municipales, sobre los 

créditos fiscales que no hayan sido cubiertos en 

tiempo y forma para que éstas procedan a hacerlos 

efectivos mediante el Procedimiento Administrativo de 

Ejecución;  

XIV. Elaborar los documentos mediante los 

cuales se den por terminadas las acciones 

emprendidas por la ESAF;  

XV. Unificar criterios de interpretación de las 

disposiciones jurídicas que regulen el funcionamiento 

de la ESAF;  

XVI. Revisar los convenios, contratos, acuerdos 

o cualquier documento legal que deba suscribir la 

ESAF o cuando así lo soliciten sus áreas;  

XVII. Apoyar en la sustanciación de los recursos 

de reconsideración a cargo de los Auditores 

Especiales y del recurso de revocación a cargo del 

Auditor General;  

XVIII. Registrar los instrumentos normativos que 

emita el Auditor General;  

XIX. Someter a la consideración del Auditor 

General los acuerdos de reformas y adiciones al 

Reglamento; 

XX. Notificar a las Entidades Fiscalizadas sobre 

las situaciones excepcionales que al efecto se 

presenten y de las cuales se deduzca alguna de las 

circunstancias establecidas en la Ley; 

XXI. Previo el pago de los derechos 

correspondientes, expedir copias certificadas que 

obren en los expedientes, archivos o resguardo de la 

ESAF, a petición de parte que acredite su interés 

jurídico o cuando deban de ser exhibidas ante 

autoridad; 

XXII. Dirigir y conducir el procedimiento de 

responsabilidades administrativas desde la admisión 

del Informe de presunta responsabilidad administrativa 

y hasta la conclusión de la audiencia inicial, y  

XXIII. Las demás que señale la Ley, el Auditor 

General y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 89. Para el ejercicio de las atribuciones 

señaladas en el artículo anterior, el Director General 

Jurídico será auxiliado por las siguientes direcciones: 

Ejecución y Procedimientos; Responsabilidades; 

Situación Patrimonial y Seguimiento; y de Amparo, así 

como de aquellos funcionarios que le sean asignados 

conforme a su Reglamento y otras disposiciones de 

carácter administrativo.  

Capítulo VI 
Atribuciones y facultades 

del Director General de Administración 
Artículo 90. Al Director General de 

Administración le corresponde las siguientes 
atribuciones: 

I. Administrar los recursos financieros, humanos 
y materiales de la ESAF de conformidad con las 
disposiciones legales y reglamentarias que la rijan y 
con las políticas y normas emitidas por el Auditor 
General;  

II. Prestar los servicios que en general se 
requieran para el debido funcionamiento de las 
instalaciones en que se encuentre operando la ESAF; 

III. Preparar el anteproyecto de presupuesto 
anual de la ESAF, ejercer y glosar el ejercicio del 
presupuesto autorizado y elaborar la Cuenta Pública 
comprobada de su aplicación, así como implantar y 
mantener un sistema de contabilidad de la institución 
que permita registrar el conjunto de operaciones que 
requiera su propia administración;  

IV. Adquirir los bienes y servicios y celebrar los 
contratos que permitan suministrar los recursos 
materiales que solicitan sus unidades administrativas 
para su debido funcionamiento; 

V. Elaborar los informes correspondientes al 
ejercicio del presupuesto anual de egresos de la 
ESAF;  

VI. Mantener actualizados los registros 
contables de la ESAF;  

VII. Elaborar los estados financieros y demás 
informes internos y externos que se requieran de 
acuerdo con las disposiciones aplicables;  

VIII. Proponer las normas y criterios técnicos 
para el proceso interno de programación y 
presupuesto de la ESAF;  

IX. Operar y tramitar las adecuaciones 
presupuestales a que haya lugar y que se requieran 
para el óptimo aprovechamiento de los recursos 
financieros asignados a la ESAF; 

X. Proporcionar toda la información que le 
solicite el Auditor General, así como la referente a la 
aplicación del presupuesto de la ESAF;  

XI. Proporcionar mensualmente información al 
Auditor General de los programas y subprogramas 
sobre el presupuesto ejercido durante el período de 
acuerdo con las asignaciones que se establezcan; 

XII. Vigilar el cumplimiento de las normas 
aplicables al proceso de formulación, ejecución, 
evaluación y control de los presupuestos asignados a 
los programas y áreas de la institución;  

XIII. Autorizar la documentación necesaria para 
el ejercicio del presupuesto de egresos y presentar al 
Auditor General lo correspondiente a las erogaciones 
que deban ser autorizadas por él, conforme a las 
políticas, lineamientos y demás disposiciones 
aplicables; 

XIV. De acuerdo con la autorización del Auditor 
General y con apego a las disposiciones jurídicas 
aplicables, enajenar los bienes de la ESAF, así como 
darlos de baja de su inventario, previa satisfacción del 
procedimiento correspondiente; 
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XV. Proceder en lo correspondiente a la 

cancelación y rescisión de los contratos de prestación 
de servicios que haya asignado en cumplimiento de 

sus funciones y obligaciones, previa autorización del 
Auditor General y en atención a la opinión emitida por 

el área que inicialmente requirió de los servicios;  
XVI. Proporcionar los apoyos y coordinar las 

actividades, en que participen los servidores públicos 
de la ESAF; 

XVII Intervenir en las promociones, altas, 
licencias, remociones y ceses del personal que integre 

las unidades de la ESAF; 
XVIII. Elaborar la nómina de la ESAF;  

XIX. Retener al personal de la ESAF las 
cantidades por concepto de impuestos y cuotas que 

procedan y entregar estas a las correspondientes 
dependencias y entidades de la administración pública 

federal y estatal, así como las que se determinen por 
orden judicial;  

XX. Enterar las cantidades correspondientes a 
las obligaciones contraídas con cargo al presupuesto 

de egresos de la ESAF con sujeción a la normatividad 
aplicable;  

XXI. Aplicar los lineamientos y normas en 
materia de administración y desarrollo de personal 

adscrito a la ESAF; 
XXII. Vigilar el cumplimiento de las condiciones 

generales de trabajo;  
XXIII. Aplicar conforme a las políticas 

establecidas y demás disposiciones legales aplicables, 
los sistemas de estímulos a que haya lugar;  

XXIV. Coordinar y apoyar a las diversas áreas 
de la ESAF en la elaboración de los manuales a que 

haya lugar, así como presentarlos al Auditor General 
para que, previa sanción, éste ordene su publicación 

en el Periódico Oficial del Estado;  
XXV. Elaborar y someter a consideración del 

Auditor General, el Manual General de Organización 
de la ESAF y de sus áreas, y los Manuales de 

Procedimientos Administrativos;  
XXVI. Vigilar, en coordinación con la Dirección 

General de Capacitación, el cumplimiento del Servicio 
Profesional de Auditoría en la ESAF;  

XXVII. Implantar y mantener los mecanismos y 
procedimientos que sean necesarios para 

salvaguardar los bienes de la ESAF;  
XXVIII. Proporcionar los servicios de apoyo 

administrativo a las diversas áreas de la ESAF;  
XXIX. Implantar y operar sistemas de 

mantenimiento preventivo y correctivo para garantizar 
el funcionamiento adecuado de los bienes muebles e 

inmuebles de la ESAF;  
XXX. Tomar las medidas y acciones a que haya 

lugar para lograr condiciones de trabajo salubres y con 
apego a las normas de la seguridad e higiene de los 

trabajadores establecidos por el Reglamento;  
XXXI. Establecer, controlar y evaluar el 

programa interno de protección civil para el personal, 
instalación e información de la ESAF, de acuerdo con 

las normas aprobadas para su operación, desarrollo y 
vigilancia;  

XXXII. Organizar y coordinar los servicios de 

correspondencia, transporte, mensajería, intendencia, 
conservación y mantenimiento de edificios y equipo de 

transporte requeridos por las distintas áreas que 
integran la ESAF;  

XXXIII. Elaborar, custodiar, resguardar y 
mantener actualizado el inventario de bienes de la 

ESAF, así como desarrollar mecanismos para el 
control de las funciones enumeradas anteriormente; 

XXXIV. Realizar la distribución ordenada de los 
viáticos, combustibles, peaje y pasajes del Auditor 

General y de las áreas solicitantes, así como su 
comprobación correspondiente debidamente 

requisitada, de acuerdo con las políticas establecidas;  
XXXV. Desarrollar un registro del personal que 

labora en la ESAF y mantenerlo actualizado;  
XXXVI. Instaurar los medios de control para el 

personal que sean necesarios, a criterio del Auditor 
General y observar el cumplimiento de sus 

asignaciones, así como obtener las evaluaciones;  
XXXVII. Organizar los eventos de carácter 

educacional, cultural y cívico de la ESAF;  
XXXVIII. Proveer todo lo necesario para el 

adecuado funcionamiento y optimización de los 
sistemas de cómputo, información, procesos 

electrónicos y comunicación de la ESAF, y  
XXXIX. Las demás que le señale la Ley, el 

Auditor General y demás disposiciones legales 
aplicables.  

Capítulo VII 
Atribuciones y facultades del Director General de 

Capacitación 
Artículo 91. La Dirección General de 

Capacitación tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Proponer, para aprobación del Auditor 

General, las políticas, normas y procedimientos 
relativos a la capacitación del personal de la ESAF y 

verificar su aplicación; 
II. Supervisar el proceso de capacitación del 

personal de las diversas áreas de la ESAF; 
III. Determinar periódicamente, las necesidades 

de capacitación de las diferentes áreas; 
IV. Elaborar, en coordinación con las diversas 

áreas de la ESAF, el programa anual de capacitación 
y formular mensualmente los programas y 

cronogramas de los eventos que celebren; 
V. Proponer, coordinar y actualizar los 

convenios de intercambio en materia de capacitación y 
adiestramiento del personal de la ESAF con otras 

instituciones afines, nacionales o extranjeras; 
VI. Organizar y coordinar los cursos y eventos 

de capacitación tanto internos como externos y 
proponer las normas a que debe sujetarse la 

capacitación del personal de la ESAF; 
VII. Capacitar al personal de nuevo ingreso en 

la aplicación de la metodología, las técnicas, los 
procedimientos y las normas de auditoría, fiscalización 

y control gubernamental que se utilizan en la ESAF, a 
fin de que se incorporen a sus centros de trabajo con 

los conocimientos indispensables para el desempeño 
de sus funciones; 
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VIII. Evaluar los resultados de los cursos 

impartidos y el desempeño del personal capacitado en 

el desarrollo de sus actividades y, en su caso, 

promover la formación de instructores internos; 

IX. Programar el uso de auditorios y aulas de 

capacitación, a fin de lograr su máximo 

aprovechamiento, compatibilizando las solicitudes de 

capacitación que formulen las áreas de la ESAF; 

X. Elaborar los programas de capacitación y 

someterlos a la consideración del Auditor General y 

una vez aprobados, ejecutarlos y reportar 

periódicamente su avance; 

XI. Participar en la organización y supervisión 

del funcionamiento del Servicio Profesional de 

Auditoría, así como proponer el proyecto de Estatuto 

correspondiente; 

XII. Llevar a cabo los estudios e investigaciones 

en las materias relacionadas con la actividad de 

auditoría y fiscalización y coordinar su difusión, y  

XIII. Someter a la consideración del Auditor 

General la contratación de expositores, instructores, 

cursos y servicios externos, en materia de 

capacitación. 

Artículo 92.  La Dirección General de 

Capacitación es responsable de: 

I. La capacitación, actualización y 

especialización del personal de carrera; 

II. La coordinación del diseño, formulación, 

aplicación y calificación de los exámenes de 

conocimientos;  

III. La administración y resguardo de las bases 

de reactivos, y 

IV.- Dirigir en acuerdo con el Auditor General la 

política editorial de la ESAF. 

Artículo 93. Corresponde a la Dirección General 

de Capacitación respecto al Servicio Profesional de 

Auditoría, las siguientes funciones: 

I. Establecer en el plan de profesionalización los 

mecanismos de participación de las Unidades 

Administrativas en las actividades de capacitación que 

se determinen para el personal de carrera; 

II. Formular el contenido de la capacitación por 

rama de especialidad, en coordinación con las 

Unidades Administrativas, el cual será presentado al 

Auditor General para su conocimiento y aprobación; 

III. Establecer los mecanismos y requisitos para 

el reconocimiento de la capacitación de actividades 

que el personal acredite en el Programa Institucional, 

considerando la compatibilidad y equivalencia con las 

asignaturas; 

IV. Proponer al Auditor General el programa 

anual de capacitación dirigido al personal de carrera, 

así como implementar las estrategias para su 

operación; 

V. Llevar a cabo la detección de necesidades de 

capacitación del personal de carrera; 

VI. Coordinar el proceso de elaboración y 

validación de la capacitación para los puestos del 

servicio y presentarlo para autorización del Auditor 

General; 

VII. Coordinar la ejecución de las asignaturas de 

la capacitación mediante instructores internos, 

instituciones educativas públicas o privadas o con 

prestadores de servicios de capacitación; 

VIII. Controlar la aplicación y el avance de la 

capacitación por parte del personal de carrera; 

IX. Proponer al Auditor General los criterios de 

calificación de los exámenes de conocimientos; 

X. Administrar y custodiar con carácter de 

confidencial los resultados de los exámenes de 

conocimientos aplicados al personal considerado para 

acceder a cualquier plaza del servicio; 

XI. Formular y ejecutar los procedimientos para 

el diseño y aplicación de los exámenes de 

conocimientos para la ocupación de plazas del 

servicio; 

XII. Registrar y controlar el avance y 

cumplimiento de la capacitación por parte del personal 

de carrera en la rama de la especialidad 

correspondiente; 

XIII. Entregar al Auditor General los resultados 

de los exámenes de conocimientos; 

XIV. Administrar y custodiar la información que 

se derive del proceso de evaluación de conocimientos; 

XV. Fomentar la participación de los instructores 

internos en las actividades de capacitación; 

XVI. Instrumentar los procedimientos de registro 

y acreditación de resultados obtenidos en la 

capacitación; 

XVII. Elaborar los informes sobre el avance o 

acreditación de la capacitación del personal de carrera 

y presentarlos al Auditor General y a las Unidades 

Administrativas; 

XVIII. Atender los acuerdos de su competencia 

que le señale el Auditor General, y 

XIX. Las demás que apruebe el Auditor General. 

Capítulo VIII 

Del Consejo de Dirección 

Artículo 94. El Consejo de Dirección de la 

ESAF, es el órgano de consulta de las políticas y 

estrategias institucionales de la misma. Será presidido 

por el Auditor General, se integra además por cuatro 

Auditores Especiales y los Directores Generales de las 

áreas Jurídica, de Administración y de Capacitación. 

Dicho Consejo contará con las facultades que 

determine el Reglamento, además de las siguientes: 

I. Coordinar la integración y actualización 

permanente del marco normativo general para la 

fiscalización de la gestión gubernamental a cargo de la 

ESAF y definir la metodología para las revisiones de la 

Cuenta Pública de las Entidades Fiscalizadas;  

II. Planear y coordinar la integración del 

Programa Anual de Auditoría para someterlos a la 

aprobación del Auditor General; 

III. Promover y apoyar la operación y buen 

funcionamiento de los mecanismos de coordinación, 

intercambio de información y vinculación entre la 

ESAF y las demás instancias de control y auditoría 

interna de las Entidades Fiscalizadas; 
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IV. Coordinar la participación de las áreas 

encargadas de practicar auditorías y aportar los 

elementos metodológicos, asistencia técnica, para 

fortalecer los procesos de fiscalización por cuanto a su 

planeación y ejecución, así como en la elaboración de 

informes;  

V. Establecer los lineamientos con base en los 

cuales se procederá a la contratación de asesorías 

técnicas y servicios de auditores externos;  

VI. Participar y establecer lineamientos 

referentes al Servicio Profesional de Auditoría, 

reglamentación, manuales y acuerdos que emita la 

ESAF; 

VII. Establecer los lineamientos del presupuesto 

y gasto de la ESAF, y  

VIII. Las demás que le confiera esta Ley, las 

disposiciones reglamentarias y el Auditor General. 

Artículo 95. Los integrantes del Consejo de 

Dirección gozarán de voz, las reglas para las 

deliberaciones se establecerán en el Reglamento. El 

Secretario Técnico conducirá las sesiones y realizará 

las demás funciones que se establezcan en el 

Reglamento. 

Artículo 96. El Reglamento determinará las 

bases para la convocatoria, la periodicidad y los 

plazos para las sesiones que celebre, levantándose el 

acta circunstanciada correspondiente. 

TÍTULO SEXTO 

DE LA COMISIÓN 

Capítulo Único 

De sus obligaciones en relación a la ESAF 

Artículo 97. La Comisión es el órgano 

responsable de coordinar las relaciones entre la ESAF 

y el Congreso.  

Artículo 98.  Son obligaciones de la Comisión en 

relación con la ESAF las siguientes: 

I. Recibir del Congreso la Cuenta Públicas de 

las Entidades Fiscalizadas y turnarlas a la ESAF; 

II. Conocer el programa anual de actividades 

que, para el debido cumplimiento de sus funciones, 

elabore la ESAF, así como sus modificaciones; 

III. Recibir de la ESAF el Informe de Resultados 

de la Cuenta Pública de las Entidades fiscalizadas; 

IV. Citar al Auditor General, para conocer en lo 

específico el Informe de Resultados de la revisión de 

la Cuenta Pública; 

V. Conocer el proyecto de Presupuesto de 

Egresos anual de la ESAF, así como el informe anual 

de su ejercicio; 

VI. Proponer al Pleno del Congreso la 

evaluación de las funciones de la ESAF;  

VII. Proponer al Pleno del Congreso la práctica 

de auditorías que no formen parte del programa anual, 

y  

IX. Las demás que establezca esta Ley y demás 

disposiciones aplicables. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LA VIGILANCIA DE LA ESAF 

Capítulo Único 

Del Consejo de Vigilancia 

Artículo 99.  El Consejo de Vigilancia es el 

órgano dependiente del Congreso, responsable de 

evaluar el desempeño de la ESAF. 

Artículo 100. El titular del Consejo de Vigilancia 

deberá cumplir los requisitos que esta Ley establece 

para el Auditor General, durará en el cargo cuatro 

años y será designado y removido por el voto de las 

dos terceras partes de los Diputados presentes en 

sesión de Pleno, de una terna propuesta y evaluada 

por la Comisión Calificadora. 

Artículo 101. En caso de que ningún candidato 

de la terna propuesta en el dictamen para ocupar la 

titularidad del Consejo de Vigilancia haya obtenido la 

votación requerida para su designación, la Junta 

Política y de Gobierno iniciará el procedimiento de 

evaluación para seleccionar una nueva terna. 

Ningún candidato propuesto en el dictamen 

rechazado podrá integrar una nueva terna. 

Artículo 102. El Consejo de Vigilancia tendrá las 

siguientes obligaciones: 

I. En el supuesto de que la ESAF no cumpla con 

el proceso de fiscalización establecido en esta Ley, 

realizará una investigación y procederá a informar a la 

Comisión; 

II. Expedir certificaciones de los documentos 

que se encuentren en sus archivos;  

III. Planear, programar y efectuar auditorías, 

inspecciones o visitas a las diversas unidades 

administrativas que integran la ESAF; 

IV. Presentar denuncias o querellas ante la 

autoridad competente por la presunción de actos 

constitutivos de delito imputables a los servidores 

públicos de la ESAF; 

V. Recibir y canalizar ante la unidad 

administrativa de la ESAF que corresponda las quejas 

y denuncias relacionadas con servidores públicos de 

la propia ESAF y darles seguimiento hasta su 

conclusión; 

VI. Requerir a las unidades administrativas de la 

ESAF, la información necesaria para cumplir con sus 

atribuciones; 

VII. Vigilar que los servidores públicos de la 

ESAF se conduzcan en términos de lo dispuesto por 

esta Ley y demás disposiciones legales aplicables, y 

VIII. Las demás que le atribuyan las 

disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Artículo 103.  Para el ejercicio de las 

atribuciones que tiene conferidas el Consejo de 

Vigilancia contará con los servidores públicos y los 

recursos económicos que apruebe el Congreso y se 

determinen en el presupuesto. 
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TITULO OCTAVO 
DEL SERVICIO PROFESIONAL DE AUDITORÍA 

Capítulo Único 
Del Servicio Profesional de Auditoría 

Artículo 104.Para la consecución de sus 
objetivos, la ESAF, contará con un Servicio 
Profesional de Auditoría, el que, mediante concursos 
de oposición interno y externo, será el mecanismo 
para el ingreso, permanencia y promoción de su 
personal.  

Artículo 105. El Servicio Profesional de 
Auditoría, tiene el propósito de regular el ingreso, 
permanencia y promoción del personal de la ESAF, 
teniendo por objeto: 

I. Regular las bases para la planeación, 
organización, operación, desarrollo, control y 
evaluación del Servicio Fiscalizador de Auditoría del 
personal de la ESAF, para generar profesionales 
altamente capacitados y con gran vocación de servicio 
a la sociedad;    

II. Establecer los derechos del personal de la 
ESAF, que garanticen su permanencia laboral y 
desarrollo profesional, y 

III. La prioridad del Servicio Profesional de 
Auditoría es la profesionalización del personal al 
servicio de la ESAF, a fin de garantizar el 
funcionamiento eficaz y eficiente de los programas y 
procesos sustantivos de la fiscalización de la Cuenta 
Pública, estableciendo las obligaciones, prohibiciones, 
sanciones y los procedimientos para imponerlas, así 
como para interponer los medios de impugnación con 
los que cuenta el personal de auditoría. 

Artículo 106.  El Servicio Profesional de 
Auditoría se regirá por los principios de legalidad, 
eficiencia, objetividad, calidad, imparcialidad, equidad, 
competencia por mérito y equidad de género, los 
cuales se definirán en su Estatuto. 

Artículo 107.  En el Estatuto se determinará: 
I. La metodología a aplicar para el 

establecimiento de los objetivos individuales, así como 
la valuación y ponderación de cada uno de ellos, y la 
forma de evaluar y medir su cumplimiento; 

II. La estructura administrativa necesaria para la 
planeación y desarrollo de los procesos del Servicio 
Profesional de Auditoría, y 

III. El Procedimiento Administrativo, por 
infracciones a esta Ley, sanciones y medios de 
defensa. 

Artículo 108.  El Servicio Profesional de 
Auditoría, se define como un sistema que regula los 
procesos de ingreso, adscripción, permanencia, 
evaluación del desempeño, sobre las bases de la 
profesionalización y de la capacitación, promoción, 
ascenso, incentivos y separación del personal de 
carrera de la ESAF, procedimientos que serán 
definidos en su Estatuto. 

Artículo 109. La ESAF, podrá celebrar 
convenios con la Auditoría Superior de la Federación, 
instituciones educativas, colegios de profesionales y 
privados para que impartan cualquier modalidad de 
capacitación que coadyuve a cubrir las necesidades 
institucionales de formación de los servidores públicos 
de la ESAF; así como para que, en su caso, realicen 
las evaluaciones a que se refiere esta Ley.   

Artículo 110. La ESAF, a través de su titular, 
deberá emitir en el Estatuto, las disposiciones que 
deberá observar los servidores públicos que la 
conforman, para estar en posibilidades de definir su 
plan de auditoría, partiendo del perfil requerido para 
desempeñar los distintos cargos de su interés, 
fortalecer su desarrollo profesional, ampliar sus 
experiencias e identificar sus posibles trayectorias de 
ascenso y promoción.  

Artículo 111. La ESAF recibirá peticiones, 
propuestas, solicitudes y denuncias fundadas y 
motivadas por la sociedad civil, las cuales podrán ser 
consideradas en el Programa Anual de auditorías y 
cuyos resultados deberán ser considerados en los 
Informes Individuales y, en su caso, en el Informe 
General. Dichas propuestas también podrán ser 
presentadas por conducto del Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema Estatal, debiendo al Auditor 
General informar a dicho Comité sobre las 
determinaciones que se tomen en relación con las 
propuestas relacionadas con el Programa Anual de 
Auditorías.  

ARTÍCULO CUARTO. Se reforman la 
denominación del Capítulo I del Título Vigésimo; el 
artículo 268; el artículo 269; la denominación del 
Capítulo III del Título Vigésimo; el artículo 271; el 
artículo 272; el artículo 273; el artículo 274; el artículo 
276; el artículo 277; el artículo 278; el artículo 279; el 
artículo 280; el artículo 297; se adicionan un artículo 
269 BIS y 269 TER; se adiciona un CAPÍTULO IV BIS, 
con los artículos 272 BIS, 272 TER, 272 QUATER y 
272 QUINTUS; la denominación del Capítulo VIII del 
Título Vigésimo; se adiciona el artículo 276 BIS; se 
adiciona el artículo 278 BIS y se derogan los artículos 
148 quintus, 148 sextus, 148 septimus, 148 octavus, 
148 nonus, 148 decimus, 148 undecimus; el Capítulo 
VI y el artículo 304; todos ellos del Código Penal para 
el Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 148 quintus.- DEROGADO 
ARTÍCULO 148 sextus.- DEROGADO  
ARTÍCULO 148 septimus.- DEROGADO 
ARTÍCULO 148 octavus.- DEROGADO 
ARTÍCULO 148 nonus.- DEROGADO  
ARTÍCULO 148 decimus.- DEROGADO  
ARTÍCULO 148 undecimus.- DEROGADO 

TÍTULO VIGÉSIMO 
DELITOS CONTRA LAS FUNCIONES DEL ESTADO 

Y EL SERVICIO PÚBLICO 
CAPÍTULO I 

DE LOS DELITOS POR HECHOS DE CORRUPCIÓN 
ARTÍCULO 268.- Para los efectos de este Título 

es servidor público del Estado toda persona que 
desempeña un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en la Administración Pública centralizada o 
descentralizada del Estado, empresas de participación 
estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades 
asimiladas a aquéllas, fideicomisos públicos, 
organismos públicos descentralizados, organismos 
públicos autónomos creados o reconocidos con tal 
carácter en la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos, así como aquellos que a los 
que  les otorgue autonomía dicho ordenamiento, en 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado 
de Morelos, en cualquier otro órgano jurisdiccional que 
no pertenezca al Poder Judicial, en la administración 
municipal, o que manejen recursos públicos federales, 
estatales o municipales. Se impondrán las mismas 
sanciones aplicables al delito de que se trata, a 
cualquier persona que participe en la perpetración de 
los delitos previstos por este Título o el subsecuente, 
salvo que la ley prevenga otra cosa. 
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Para los efectos de este capítulo se entenderá 

por recursos públicos todos aquellos que formen parte 
de su patrimonio o del erario en términos de la ley, y 

en especial los provenientes de aportaciones de la 
Federación para entidades y municipios, que se 

encuentren destinados o etiquetados para fines u 
obras específicas, o participaciones federales, a que 

se refiere la Ley de Coordinación Fiscal y la Ley de 
Coordinación Hacendaria del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 269.- Independientemente de las 
sanciones que se impongan por la comisión de algún 

hecho delictuoso de los señalados en este capítulo, se 
impondrá a los responsables de su comisión, la pena 

de destitución e inhabilitación para desempeñar un 
empleo cargo o comisión, así como para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obra 
pública, concesiones de prestación de servicio público 

o explotación, aprovechamiento y usos de dominio del 
Estado y los Municipios, por un plazo de uno a veinte 

años, atendiendo a los siguientes criterios: 
I. Será por un plazo de uno hasta diez años 

cuando no exista daño o perjuicio o cuando el monto 
de la afectación o beneficio obtenido por la comisión 

del delito no exceda de doscientas veces el valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización; 

II. Será por un plazo de diez a veinte años si 
dicho monto excede el limite señalado en la fracción 

anterior, y 
III. En todos los casos, se evitará la duplicidad 

en la imposición de las sanciones derivadas de 
procedimientos de responsabilidades administrativas, 

por los mismos hechos. 
Para efectos de lo anterior, el juez deberá 

considerar en caso de que el responsable tenga el 
carácter de servidor público, los elementos del 

empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando 
incurrió en el delito, su nivel jerárquico de servidor 

público y el grado de responsabilidad del encargo, su 
antigüedad en el empleo, sus antecedentes de 

servicio, sus percepciones, su grado de instrucción, la 
necesidad de reparar los daños y perjuicios causados 

por la conducta ilícita, su nivel o grado de participación 
cuando se trate de dos o más responsables y las 

circunstancias especiales de los hechos constitutivos 
del delito. Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de 

funcionario o empleado de confianza será una 
circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de 

la pena por un tercio más de la que se individualice sin 
considerar este último aspecto. 

Tendrán el carácter de servidor público de 
confianza los así establecidos por la normativa interior 

aplicable o en su caso por lo que dispone la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos. 

Cuando el responsable tenga el carácter de 
particular, el Juez deberá imponer la sanción de 

inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o 
comisión dentro de la Administración Pública del 

Estado de Morelos, así como para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios 

u obras públicas, de uno a diez años, considerando, 
en su caso, lo siguiente: 

a). Los daños y perjuicios patrimoniales 

causados por los actos u omisiones; 

b). Las circunstancias socioeconómicas del 

responsable; 

c). Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución, y 

d). El monto del beneficio que haya obtenido el 

responsable. 

Artículo 269 BIS.- Cuando los delitos a que se 

refieren los artículos 272, 275 y 278 del presente 

Código, sean cometidos por servidores públicos 

miembros de alguna corporación policiaca, las penas 

previstas serán aumentadas hasta en una mitad. 

ARTÍCULO 269 TER- Los delitos contemplados 

en los artículos 270, 271, 276, 277, 278, 279 y 280, de 

este Código, que sean cometidos por servidores 

públicos electos popularmente o cuyo nombramiento 

sea constitucionalmente realizado por el Congreso del 

Estado, o esté sujeto a ratificación por el mismo, las 

penas previstas serán aumentadas hasta en una 

tercera parte. 

CAPÍTULO III 

EJERCICIO ILÍCITO DE SERVICIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 271.- Comete el delito de ejercicio 

ilícito de servicio público, el servidor público que:  

I. Ejerza las funciones de un empleo, cargo o 

comisión, sin haber tomado posesión legítima o sin 

satisfacer todos los requisitos legales; 

II. Continúe ejerciendo las funciones de un 

empleo, cargo o comisión después de saber que se ha 

revocado su nombramiento o que se le ha suspendido 

o destituido, o después de haber renunciado, salvo 

que por disposición de la ley deba continuar ejerciendo 

sus funciones hasta ser relevado; 

III. Teniendo conocimiento por razón de su 

empleo, cargo o comisión de que puedan resultar 

gravemente afectados el patrimonio o los intereses de 

alguna dependencia o entidad de las mencionadas en 

el artículo 268 por cualquier acto u omisión, no informe 

por escrito a su superior jerárquico o no lo evite si está 

dentro de sus facultades; 

IV.  Teniendo conocimiento por razón de su 

empleo, cargo o comisión de que puedan resultar 

gravemente afectados el patrimonio o los intereses de 

alguna dependencia o entidad de la Administración 

pública, centralizada, organismos descentralizados, 

empresa de participación estatal mayoritaria, 

asociaciones y sociedades asimiladas a estas y 

fideicomisos públicos, organismos públicos autónomos 

creados o reconocidos con tal carácter en la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, así como aquellos que a los que les otorgue 

autonomía dicho ordenamiento, en los poderes 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado de Morelos, 

en cualquier otro órgano jurisdiccional que no 

pertenezca al Poder Judicial, en la administración 

municipal, o que manejen recursos públicos estatales 

o municipales, por cualquier acto u omisión y no 

informe por escrito a su superior jerárquico o lo evite si 

está dentro de sus facultades; 
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V. Teniendo obligación por razones de 

empleo, cargo o comisión, de custodiar, vigilar, 
proteger o dar seguridad a personas, lugares, 

instalaciones u objetos incumpliendo su deber, en 
cualquier forma propicie daño a las personas, o a los 

lugares, instalaciones y objetos, pérdida o 
substracción de objetos que se encuentren bajo su 

cuidado; 
VI. Autorice el cobro de sueldos a algún 

servidor público sin que éste ejerza las funciones del 
empleo, cargo, comisión o contrato de prestación de 

servicios profesionales para el que fue designado; 
comete la misma conducta el servidor público que 

reciba el pago en las circunstancias anteriores; 
VII. Al que permita, autorice y expida permisos 

de construcción de proyectos de edificación o autorice 
licencias de cambio de uso de suelo contrarias a las 

normas urbanísticas, ambientales y a los planes de 
desarrollo urbano;  

VIII. Al que sabiendo que existe la construcción, 
edificación o lotificación de un bien inmueble, sin la 

autorización respectiva y negligentemente no proceda 
conforme a las normas reglamentarias y legales 

correspondientes, una vez agotado el procedimiento 
administrativo; 

IX. Autorice el cobro de sueldo a algún 
servidor público en cantidad mayor a la asignada al 

Presidente de la República en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación respectivo, y 

X. Autorice el cobro de sueldo, compensación 
o retribución, a algún servidor público, cuyo monto sea 

mayor al aprobado en el presupuesto de egresos 
estatal o municipal, excepto en los siguientes casos: 

cuando el importe sea producto del cumplimiento de 
las condiciones generales del trabajo que se pacten; o 

cuando derive de un trabajo calificado o especializado 
de la función encomendada, siempre que en 

cualquiera de ambos casos el monto no exceda la 
mitad de la remuneración asignada al Presidente de la 

República de conformidad con el presupuesto de 
Egresos de la Federación, correspondiente. 

Al que cometa alguno de los delitos a que se 
refieren las fracciones I, II y VII se le impondrán de 

uno a tres años de prisión, y multa de treinta a 
trescientas veces el importe del valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente en el 
momento de la comisión del delito. 

Al responsable de las conductas previstas en 
las fracciones III, IV, V, VI, VIII, IX y X se le impondrán 

de tres a ocho años de prisión, y multa de treinta a 
trescientas veces el importe del valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente en el 
momento de la comisión del delito. 

CAPÍTULO IV 
ABUSO DE AUTORIDAD 

ARTÍCULO 272.- Comete el delito de abuso de 
autoridad el servidor público cuando: 

I. Para impedir la ejecución de una ley, 
decreto, reglamento, el cobro de un impuesto o el 

cumplimiento de una resolución judicial, pida auxilio a 
la fuerza pública o la emplee con ese objeto; 

II. Ejerciendo sus funciones o con motivo de 
ellas emplee violencia contra alguna persona o la veje; 

III. Indebidamente retarde o niegue a los 
particulares la protección o servicio que tenga 
obligación de otorgarles o impida la presentación o el 
curso de una solicitud; 

IV. El encargado de brindar seguridad pública 
o alguno de sus elementos, se niegue a recibir, dentro 
de las circunstancias que establezca la ley adjetiva, la 
denuncia de hechos, o cuando requerido legalmente 
por una autoridad competente para que le brinde 
auxilio, se niegue indebidamente a dárselo o retrase 
injustificadamente el apoyo solicitado, o no investigue 
o practique las diligencias solicitadas. La misma 
previsión se aplicará tratándose de peritos oficiales; 

V. Haga que se le entreguen fondos, valores u 
otra cosa que no se le hayan confiado y se los apropie 
o disponga de ellos indebidamente; 

VI. Con cualquier pretexto, obtenga, exija o 
solicite sin derecho alguno o causa legítima para sí o 
para cualquier otra persona parte del sueldo o 
remuneración de uno o más de sus subalternos, 
dádivas u otros bienes o servicios; 

VII. En el ejercicio de sus funciones o con 
motivo de ellas, otorgue empleo, cargo o comisión 
públicos, o contrato de prestación de servicios 
profesionales o mercantiles o de cualquier otra 
naturaleza, que sean remunerados, a sabiendas de 
que no se prestará el servicio para el que se nombró al 
designado, o no se cumplirá el contrato otorgado; 

VIII. Autorice o contrate a quien se encuentre 
inhabilitado por resolución firme de autoridad 
competente para desempeñar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, o para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas, siempre que lo haga con conocimiento de tal 
situación; 

IX. Otorgue cualquier identificación en que 
acredite como servidor público a una persona que 
realmente no desempeñe el empleo, cargo o comisión 
a los que haga referencia en dicha identificación; 

X. Estando encargado de cualquier 
establecimiento destinado a la ejecución de las 
sanciones privativas de libertad, centros de ejecución 
de medidas privativas de libertad para menores o 
centros privativos de libertad administrativos, sin los 
requisitos legales, reciba como presa, detenida, 
arrestada o interna a una persona o la mantenga 
privada de su libertad, sin dar parte del hecho a la 
autoridad correspondiente; niegue que está detenida si 
lo estuviere, o no cumpla la orden de libertad girada 
por la autoridad competente; 

XI. Teniendo conocimiento de una privación 
ilegal de la libertad no la denunciase inmediatamente a 
la autoridad competente o no la haga cesar, de 
manera inmediata, si esto estuviere en sus 
atribuciones; 

XII. Al elemento de corporaciones policiales 
que habiendo practicado la detención de una persona 
no informe tan luego sea posible a la autoridad 
correspondiente de la detención, para los efectos del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, o requerido para ello, no preste el 
auxilio conforme a la ley, a las víctimas del delito; 
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XIII. Omita el registro de la detención 

correspondiente o demore injustificadamente la puesta 

a disposición del imputado a la autoridad competente; 

XIV. Incumplir con la obligación de impedir la 

ejecución de las conductas de privación de la libertad, 

y 

XV. Obligar al inculpado a declarar, usando la 

incomunicación, la intimidación, la tortura o tratos 

inhumanos o degradantes. 

Al que cometa el delito de abuso de autoridad 

en los términos previstos por las fracciones I a V y X a 

XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión y de 

cincuenta hasta trescientas veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente en el 

momento de la comisión del delito. Igual sanción se 

impondrá a las personas que acepten los 

nombramientos, contrataciones o identificaciones, o 

participen en las adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, a que se refieren las 

fracciones VII, VIII y IX. 

Al que cometa el delito de abuso de autoridad 

en los términos previstos por las fracciones VI, XIII, 

XIV y XV, se le impondrá de dos a nueve años de 

prisión, de setenta hasta cuatrocientas veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente 

en el momento de la comisión del delito. 

CAPÍTULO IV BIS 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 

Artículo 272 BIS.- Comete el delito de 

desaparición forzada de personas, el servidor público 

que, independientemente de que haya participado en 

la detención legal o ilegal de una o varias personas, 

propicie o mantenga dolosamente su ocultamiento 

bajo cualquier forma de detención. 

Artículo 272 TER.- A quien cometa el delito de 

desaparición forzada de personas se le impondrá una 

pena de cinco a cuarenta años de prisión. 

Si la víctima fuere liberada espontáneamente 

dentro de los tres días siguientes a su detención la 

pena será de ocho meses a cuatro años de prisión, sin 

perjuicio de aplicar la que corresponda a actos 

ejecutados u omitidos que constituyan por sí mismos 

delitos.  

Si la liberación ocurriera dentro de los diez días 

siguientes a su detención, la pena aplicable será de 

dos a ocho años de prisión, sin perjuicio de aplicar la 

que corresponda a actos ejecutados u omitidos que 

constituyan por sí mismo delitos.  

Estas penas podrán ser disminuidas hasta una 

tercera parte en beneficio de aquel que hubiere 

participado en la comisión del delito, cuando 

suministre información que permita esclarecer los 

hechos, y hasta en una mitad, cuando contribuya a 

lograr la aparición con vida de la víctima.  

Artículo 272 QUATER.- Al servidor Público que 

haya sido condenado por el delito de desaparición 

forzada de personas, además se le destituirá del cargo 

y se le inhabilitará de uno a veinte años para 

desempeñar cualquier cargo, comisión o empleo 

públicos. 

Artículo 272 QUINTUS.- La oposición o negativa 

a la autoridad competente para tener libre e inmediato 

acceso al lugar donde haya motivos para creer que se 

pueda encontrar a una persona desaparecida, por 

parte del servidor público responsable del mismo, será 

sancionada con la destitución de su cargo, comisión o 

empleo, sin perjuicio de la aplicación de las penas de 

los demás delitos en que pudiera incurrir con motivo 

de su conducta. 

CAPÍTULO V 

COALICIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS 

ARTÍCULO 273.- Cometen el delito de coalición 

de servidores públicos, los que teniendo tal carácter se 

coaliguen para tomar medidas contrarias a una ley, 

reglamento u otras disposiciones de carácter general, 

impedir su ejecución o para hacer dimisión de sus 

puestos con el fin de impedir o suspender la 

administración pública en cualquiera de sus ramas. No 

cometen este delito los trabajadores que se coaliguen 

en ejercicio del derecho de huelga. 

Al que cometa el delito de coalición de 

servidores públicos se le impondrán de dos a siete 

años de prisión y multa de treinta a trescientas veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 

vigente en el momento de la comisión del delito. 

CAPÍTULO VI 

CONCUSIÓN 

ARTÍCULO 274.- … 

Cuando la cantidad o el valor de lo exigido 

indebidamente no exceda del equivalente de 

quinientos cincuenta veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actualización vigente en el momento de 

cometer el delito, o sea invaluable, se impondrá de 

tres meses a dos años de prisión, de treinta a 

trescientas veces el valor diario de dicha Unidad. 

Cuando la cantidad o el valor de lo exigido 

indebidamente excedan de quinientos cincuenta días 

de Unidades de Medida y Actualización vigente en el 

momento de cometer el delito, se impondrán de dos a 

doce años de prisión, de trescientas a quinientas 

veces el valor diario de dicha Unidad. 

CAPÍTULO VIII 

EJERCICIO ABUSIVO DE FUNCIONES 

ARTÍCULO 276.- Comete el delito de ejercicio 

abusivo de funciones, el servidor público que: 

I. En el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, indebidamente otorgue por sí o por 

interpósita persona, contratos, concesiones, permisos, 

licencias, franquicias, exenciones, adjudicaciones o 

autorizaciones de contenido económico sin causa 

justificada,  efectúe compras o ventas o realice 

cualquier acto jurídico que produzca beneficios 

económicos al propio servidor público, a su cónyuge, 

descendientes o ascendientes, parientes por 

consanguinidad o por afinidad hasta el cuarto grado, 

concubina o concubinario, a cualquier tercero con el 

que tenga vínculos afectivos, económicos o de 

dependencia administrativa directa, socios o 

sociedades de las que el servidor público o las 

personas antes referidas formen parte;  
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II. Valiéndose de la información que posea 

por razón de su empleo o comisión, sea o no materia 

de sus funciones, y que no sea del conocimiento 

público, realice por sí, o por interpósita persona, 

inversiones, enajenaciones o adquisiciones, o 

cualquier otro acto que le produzca algún beneficio 

económico indebido al servidor público o a alguna de 

las personas mencionadas en la primera fracción de 

este artículo; 

III. Otorgue indebidamente deducciones o 

subsidios sobre impuestos, derechos, productos, 

aprovechamientos, en general sobre los ingresos 

fiscales y sobre precios y tarifas de los bienes y 

servicios producidos o prestados en la Administración 

Pública Estatal; 

IV. Indebidamente otorgue, realice o contrate 

obras públicas, adquisiciones, arrendamientos, 

enajenaciones de bienes o servicios, con recursos 

públicos; 

V. Contrate deuda o realice colocaciones de 

fondos y valores con recursos públicos, sin la 

autorización de quién o quiénes deban otorgarla; 

VI. El servidor público que, a sabiendas de la 

ilicitud del acto, y en perjuicio del patrimonio o del 

servicio público o de otra persona, niegue el 

otorgamiento o contratación de las operaciones 

relacionadas con el servicio público, existiendo todos 

los requisitos establecidos en la normatividad aplicable 

para su otorgamiento, y 

VII. Siendo responsable de administrar o 

verificar directamente el cumplimiento de los términos 

de una concesión, permiso, asignación o contrato, se 

haya abstenido de cumplir con dicha obligación. 

Se impondrán las mismas sanciones previstas a 

cualquier persona que a sabiendas de la ilicitud del 

acto y en perjuicio del patrimonio o el servicio público 

o de otra persona participe, solicite o promueva la 

perpetración de cualquiera de los delitos previstos en 

este artículo. 

Al que cometa el delito de ejercicio abusivo de 

funciones se le impondrán las siguientes sanciones: 

Cuando la cuantía a que asciendan las 

operaciones a que hace referencia este artículo no 

exceda del equivalente de quinientas veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización en el 

momento de cometerse el delito, se impondrán de tres 

meses a dos años de prisión, multa de treinta a 

trescientas veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización en el momento de cometerse 

el delito. 

Cuando la cuantía a que asciendan las 

operaciones a que hace referencia este artículo, 

exceda de quinientas veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización en el momento de 

cometerse el delito se impondrán de dos a doce años 

de prisión, multa de trescientas a quinientas veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en 

el momento de cometerse el delito. 

Respecto de la fracción V, se considerará grave, 

cuando la cuantía a que asciendan las operaciones a 

que hace referencia este artículo, exceda de cinco mil 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización en el momento de cometerse el delito, y 

se impondrán de cinco a quince años de prisión, multa 

de tres mil a diez mil veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actualización en el momento de 

cometerse el delito. 

ARTÍCULO 276 BIS.- Comete el delito 

contemplado en el artículo anterior y se impondrá de 

uno a diez años de presión y de cien a trescientos días 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización en el momento de cometerse el delito, al 

particular que en su carácter de contratista, 

permisionario, asignatario; titular de una concesión de 

prestación de un servicio público de explotación, 

aprovechamiento o uso de bienes del dominio del 

estado, con la finalidad de obtener un beneficio para sí 

o para un tercero, oculte, genere y utilice información 

falsa o alterada, respecto de los rendimientos o 

beneficios que obtengan y que estén legalmente 

obligados a informar o a entregar a alguna autoridad.  

CAPÍTULO IX 

TRÁFICO DE INFLUENCIA 

ARTÍCULO 277.- Comete el delito de tráfico de 

influencia: 

I. El servidor público que por sí o interpósita 

persona promueva o gestione la tramitación o 

resolución ilícita o de negocios públicos ajenos a las 

responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o 

comisión; 

II. El servidor que por sí o interpósita persona 

solicite o promueva indebidamente cualquier 

resolución o la realización de cualquier acto materia 

del empleo, cargo o comisión de otro servidor público, 

que produzcan beneficios económicos para sí o para 

cualquiera de las personas a que hace referencia la 

primera fracción del artículo 276 de este 

ordenamiento; 

III. Cualquier persona que promueva la 

conducta ilícita del servidor público o se preste a la 

promoción o gestión a que hacen referencia las 

fracciones I y II de este artículo, y 

IV. Al particular que, sin estar autorizado 

legalmente para intervenir en un negocio público, 

afirme tener influencia ante los servidores públicos 

para tomar decisiones dentro de dichos negocios, e 

intervenga ante ellos para promover la resolución 

ilícita de los mismos, a cambio de obtener un beneficio 

para sí o para otro. 

Al que cometa el delito de tráfico de influencia 

se le impondrán de tres a ocho años de prisión, multa 

de doscientas a trescientas veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización en el momento de 

cometerse el delito. 
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CAPÍTULO X 

COHECHO 

ARTÍCULO 278.- Comete el delito de cohecho: 

I. El servidor público que, por sí, o por interpósita 

persona solicite o reciba ilícitamente para sí o para 

otro, dinero, o cualquier otra dádiva, o acepte una 

promesa, para cumplir o dejar de cumplir con sus 

funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión; 

II. El que dé, prometa o entregue cualquier 

beneficio a alguna de las personas que se mencionan 

en el artículo 268 de este Código, para que haga u 

omita un acto relacionado con sus funciones, a su 

empleo, cargo o comisión, y 

III. El diputado que, en ejercicio de sus 

funciones o atribuciones, y en el marco del proceso de 

aprobación del presupuesto de egresos respectivo 

solicite: 

a) La asignación de recursos a favor de un 

ente público, exigiendo u obteniendo, para sí o para un 

tercero, una comisión, dádiva o contraprestación, en 

dinero o en especie, distinta a la que le corresponde 

por el ejercicio de su encargo, y 

b) El otorgamiento de contratos de obra 

pública o de servicios a favor de determinadas 

personas físicas o morales. 

Se aplicará la misma pena a cualquier persona 

que solicite en nombre o en representación del 

legislador las asignaciones de recursos u otorgamiento 

de contratos a que se refieren los incisos a y b de este 

artículo. 

Al que cometa el delito de cohecho se le 

impondrán las siguientes sanciones: 

Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, los 

bienes, promesa o prestación sea inferior a quinientas 

cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida 

y Actualización vigente en el momento de cometerse 

el delito, se impondrá de uno a cinco años de prisión, 

multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente en el 

momento de cometerse el delito. 

Se califica como grave, cuando la cantidad o el 

valor de la dádiva, los bienes, promesa o prestación 

exceda de quinientas cincuenta veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización vigente en el 

momento de cometerse el delito, se impondrá de dos a 

catorce años de prisión, multa de treinta a trescientas 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización vigente en el momento de cometerse el 

delito. 

En ningún caso se devolverá a los responsables 

del delito de cohecho, el dinero o dádivas entregadas, 

que se aplicarán en beneficio de la administración de 

justicia del Estado. 

CAPÍTULO X BIS 

EVASIÓN DE PRESO 

ARTÍCULO 278 BIS.- Se aplicarán de tres a seis 

años de prisión al que favoreciere la evasión de algún 

detenido, procesado o sentenciado. 

Si quien incurre en este delito es el encargado 
de conducir o custodiar al prófugo o es servidor 
público que se desempeñe en cualquier 
establecimiento penitenciario o que por razones de su 
función pública se encuentra en el interior del mismo 
cualquiera que sea la circunstancia de su estancia, o 
no siendo servidor público tenga ingreso a un 
establecimiento penitenciario para la prestación de un 
servicio relacionado con el funcionamiento del mismo; 
sea por acción o por omisión, las sanciones serán de 
seis a quince años de prisión, destitución del cargo, en 
su caso. 

Se incrementarán hasta en una tercera parte las 
penas señaladas en este artículo si quien propicia la 
evasión fuese un servidor público distinto al señalado 
en el párrafo anterior. 

CAPÍTULO XI 
PECULADO 

ARTÍCULO 279.- Comete el delito de peculado: 
I. Todo servidor público que para su beneficio 

o el de una tercera persona física o moral, distraiga de 
su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa 
perteneciente a los poderes, dependencias o 
entidades a que se refiere el artículo 268 de este 
Código, o a un particular, si por razón de su cargo los 
hubiere recibido en administración, en depósito, en 
posesión o por otra causa; 

II. Cualquier persona que sin tener el carácter 
de servidor público estatal o municipal, y estando 
obligada legalmente a la custodia, administración o 
aplicación de recursos públicos, los distraiga de su 
objeto para usos propios o ajenos o les dé una 
aplicación distinta a la que se les destinó, y 

III. El servidor público que, por culpa, 
descuido, negligencia, falta de previsión, de cuidado o 
por impericia, efectúe, autorice, o de cualquier forma 
participe, permita o genere condiciones para la 
distracción de su objeto de dinero, valores, fincas o 
cualquier otra cosa perteneciente a los poderes, que 
por razón de su cargo hubiere recibido en 
administración, en depósito, en posesión o por otra 
causa. 

Al que cometa el delito de peculado se le 
impondrán las siguientes sanciones: 

Cuando el monto de lo distraído o de los fondos 
públicos utilizados indebidamente no exceda del 
equivalente de quinientas veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización vigente en el 
momento de cometerse el delito, o sea invaluable, se 
impondrá de ocho meses a tres años de prisión y de 
treinta a trescientos veces el valor diario de la Unidad 
de Medida y Actualización vigente en el momento de 
cometerse el delito. 

Cuando el monto de lo sustraído o de los fondos 
públicos utilizados indebidamente exceda de 
quinientas veces hasta setecientas veces el valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente 
en el momento de cometerse el delito, se impondrá de 
tres a catorce años de prisión, de trescientas a 
quinientas veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización en el momento de cometerse 
el delito. 
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La comisión de este delito será considerada 

como grave cuando el valor de lo distraído o de los 

fondos públicos utilizados indebidamente exceda de 

setecientas veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización en el momento de cometerse 

el delito. 

Para los efectos de este artículo, se entiende 

por distracción cualquier acción de traspaso, 

transferencia o aplicación, a través de cualquier 

movimiento bancario, contable o financiero, sin que 

importe la utilización de cheques, cheques de caja, 

dispositivos electrónicos, banca electrónica o digital, 

de fondos públicos, sean participaciones o 

aportaciones federales o de recursos propios del 

estado o municipios, que prive en todo o en parte de 

su aplicación para los cuales se encuentran 

destinados, aun cuando esa distracción se enderece o 

dirija los recursos públicos mencionados, a cuentas 

del mismo titular, de rubros o denominaciones 

distintas. 

CAPÍTULO XII 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO 

ARTÍCULO 280.- Se sancionará a quien, con 

motivo de su empleo, cargo o comisión en el servicio 

público, haya incurrido en enriquecimiento ilícito.  

Para efectos de este artículo se entiende que 

existe enriquecimiento ilícito cuando el servidor público 

no pueda acreditar el aumento, parcial o total de 

cantidades u operaciones en cuentas bancarias, 

inversiones, o beneficios, operaciones inmobiliarias, 

fideicomisos, monederos electrónicos, bonos, 

concesiones, derechos o cualquier otra fuente de 

recursos apreciables en dinero o en especie, que no 

guarden correspondencia con sus ingresos legítimos. 

También para efectos del presente artículo, se 

computarán entre los bienes que adquieran los 

servidores públicos o con respecto de los cuales se 

conduzcan como dueños, los que reciban o de los que 

dispongan su cónyuge y sus dependientes 

económicos directos, salvo que el servidor público 

acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos, así 

como el total de las cantidades en cuentas bancarias 

en general, propias o de terceros con los que guarde 

relación de parentesco hasta el cuarto grado, o con 

personas morales. 

No será enriquecimiento ilícito en caso de que el 

aumento del patrimonio sea producto de una conducta 

que encuadre en otra hipótesis del presente Título. En 

este caso se aplicará la hipótesis y la sanción 

correspondiente, sin que dé lugar al concurso de 

delitos. 

Al que cometa el delito de enriquecimiento ilícito 

se le impondrán las siguientes sanciones: 

Cuando el monto a que ascienda el 

enriquecimiento ilícito no exceda del equivalente de 

cinco mil veces el valor diario de la Unidad de Medida 

y Actualización se impondrán de uno a cinco años de 

prisión y de doscientas a dos mil veces el valor de la 

misma Unidad mencionada. 

Se califica como grave, cuando el monto a que 

ascienda el enriquecimiento ilícito exceda del 

equivalente de cinco mil veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización se impondrán de 

cinco años a quince años de prisión y multa de 

quinientas a cuatro mil veces el valor de la misma 

Unidad mencionada. 

TÍTULO VIGÉSIMO PRIMERO 

DELITOS COMETIDOS CONTRA LA PROCURACION 

Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

CAPÍTULO I 

DELITOS COMETIDOS POR LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS 

ARTÍCULO 297.- Son delitos contra la 

procuración y administración de justicia, los cometidos 

por los servidores públicos que incurran en algunas de 

las conductas siguientes: 

I. Conocer de negocios para los cuales tengan 

impedimento legal, o abstenerse de conocer de los 

que les correspondan teniendo la obligación legal de 

hacerlo; 

II. Desempeñar otro empleo oficial o una función 

o cargo particular, que la ley les prohíba; 

III. Litigar por sí o por interpósita persona, 

cuando la ley les prohíbe el ejercicio de su profesión; 

IV. Dirigir o aconsejar indebidamente a las 

personas que ante ellos litiguen; 

V. No cumplir una disposición que legalmente 

se les comunique por su superior competente, sin 

causa fundada para ello; 

VI. Dictar, a sabiendas, una resolución de fondo 

o una sentencia definitiva que sean ilícitas por violar 

algún precepto de la ley, o ser contrarias a las 

actuaciones seguidas en juicio u omitir dictar una 

resolución de trámite, de fondo o una sentencia 

definitiva lícita, dentro de los términos dispuestos en la 

ley; 

VII. Ejecutar actos o incurrir en omisiones que 

produzcan un daño o concedan a alguien una ventaja 

indebida; 

VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o 

por violación a un deber de cuidado la procuración o 

administración de justicia; 

IX. Abstenerse de ejercitar la acción penal, 

cuando sea procedente conforme a la Constitución y a 

las leyes de la materia, en los casos en que la ley 

imponga esa obligación; 

X. Abstenerse injustificadamente de ejercer la 

acción penal que corresponda de una persona que se 

encuentre detenida a su disposición como imputado 

de algún delito, cuando esta sea procedente conforme 

a la Constitución y a las leyes de la materia, en los 

casos en que la ley les imponga esa obligación; o 

ejercitar la acción penal cuando no proceda denuncia, 

acusación o querella; 

XI. Ordenar la aprehensión de un individuo por 

delito que no amerite pena privativa de libertad, o sin 

que preceda denuncia, acusación o querella; 
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XII. No otorgar, cuando se solicite, la libertad 

caucional, si procede legalmente; 

XIII. Obligar al imputado a declarar en su contra, 

usando la incomunicación, intimidación o tortura; 

XIV. Ocultar al imputado el nombre de quien se 

le acusa, salvo en los casos previstos por la ley, no 

darle a conocer los hechos que se le imputan o no 

realizar el descubrimiento probatorio conforme a lo 

establecido en el Código Nacional de Procedimientos 

Penales; 

XV. Prolongar la prisión preventiva por más 

tiempo del que como máximo fije la ley en calidad de 

sanción penal al delito que motive el proceso; 

XVI. Imponer gabelas o contribuciones en 

cualesquiera lugares de aseguramiento o 

internamiento; 

XVII. No dictar auto de vinculación a proceso o 

de libertad de un imputado, dentro de los plazos a que 

se refiere el Código Nacional de Procedimientos 

Penales; 

XVIII. Demorar injustificadamente el 

cumplimiento de las providencias judiciales en las que 

se ordene poner en libertad a un detenido; 

XIX. Ordenar o practicar cateos o visitas 

domiciliarias fuera de los casos autorizados por la ley; 

XX. Abrir un proceso penal contra un servidor 

público, con fuero, sin habérsele retirado éste 

previamente, conforme a lo dispuesto por la ley; 

XXI. Ordenar la aprehensión de un individuo por 

delito que no amerite pena privativa de libertad, o en 

casos en que no preceda denuncia o querella; o 

realizar la aprehensión sin poner al detenido a 

disposición del juez en el término señalado por el 

artículo 16 de la Constitución Federal. 

XXII. A los encargados o empleados de los 

centros penitenciarios que cobren cualquier cantidad a 

los imputados, sentenciados o a sus familiares, a 

cambio de proporcionarles bienes o servicios que 

gratuitamente brinde el Estado para otorgarles 

condiciones de privilegio en el alojamiento, 

alimentación o régimen; 

XXIII. Rematar, en favor de ellos mismos, por sí 

o por interpósita persona, los bienes objeto de un 

remate en cuyo juicio hubieren intervenido; 

XXIV. El encargado de administrar justicia, se 

niegue injustificadamente a despachar un negocio 

pendiente ante él, dentro de los términos establecidos 

en la ley, bajo cualquier pretexto incluso el de 

obscuridad o silencio de la ley; 

XXV. Admitir o nombrar depositario o entregar a 

éste los bienes secuestrados sin el cumplimiento de 

los requisitos legales correspondientes; 

XXVI. Hacer conocer al demandado, 

indebidamente, la providencia de embargo decretada 

en su contra; 

XXVII. Estando encargado de administrar 

justicia, bajo cualquier pretexto, aunque sea el de 

obscuridad o silencio de la ley, se niegue 

injustificadamente a despachar un negocio pendiente 

ante él, dentro de los términos establecidos por la ley; 

XXVIII. Permitir, fuera de los casos previstos 

por la ley, la salida temporal de las personas que 

están privadas de libertad. 

XXIX. Omitir el registro inmediato de la 

detención correspondiente o dilatar injustificadamente 

el mismo, o la puesta a disposición del detenido a la 

autoridad correspondiente; 

XXX.  Retener al imputado sin cumplir con 

los requisitos que establece la Constitución Federal y 

las leyes respectivas; 

XXXI.  Alterar, modificar, ocultar, destruir, 

perder o perturbar el lugar de los hechos o del 

hallazgo, indicios, evidencias, objetos, instrumentos o 

productos relacionados con un hecho delictivo o el 

procedimiento de cadena de custodia; 

XXXII. Desviar u obstaculizar la investigación 

del hecho delictuoso de que se trate, o favorecer que 

el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia; 

XXXIII. Al elemento de las instituciones 

policiales que asiente hechos falsos, o simule, altere o 

modifique en el Informe Policial Homologado con el fin 

de obtener un beneficio económico o cosa para sí o 

para otro. 

XXXIV. Obligue a una persona o a su 

representante a otorgar el perdón en los delitos que se 

persiguen por querella; 

XXXV.  Obligue a una persona a renunciar a 

su cargo o empleo para evitar responder a 

acusaciones de acoso, hostigamiento o para ocultar 

violaciones a la Ley Federal del Trabajo; 

XXXVI.  A quien ejerciendo funciones de 

supervisor de libertad o con motivo de ellas hiciere 

amenazas, hostigue o ejerza violencia en contra de la 

persona procesada, sentenciada, su familia y 

posesiones; 

XXXVII. A quien ejerciendo funciones de 

supervisor de libertad indebidamente requiera favores, 

acciones o cualquier transferencia de bienes de la 

persona procesada, sentenciada o su familia, y 

XXXVIII. A quien ejerciendo funciones de 

supervisor de libertad falsee informes o reportes al 

Juez de Ejecución. 

A quien cometa los delitos previstos en las 

fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV, XXVI, 

XXXIII y XXXIV, se le impondrá pena de prisión de tres 

a ocho años y de treinta a mil cien días multa. 

A quien cometa los delitos previstos en las 

fracciones IV, V, VI, X, XI, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, 

XVIII, XIX, XXI, XXII, XXIII, XXVII, XXVIII, XXX, XXXI, 

XXXII, XXXV, XXXVI y XXXVII, se le impondrá pena 

de prisión de cuatro a diez años y de cien a ciento 

cincuenta días multa. 

En caso de tratarse de particulares realizando 

funciones propias del supervisor de libertad, y con 

independencia de la responsabilidad penal individual 

de trabajadores o administradores, la organización 

podrá ser acreedora a las penas y medidas en materia 

de responsabilidad penal de las personas jurídicas 

estipuladas en este Código. 
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CAPÍTULO VI 

EVASIÓN DE PRESO 

ARTÍCULO 304.- DEROGADO. 

ARTÍCULO QUINTO. Se reforman los artículos 

1; 2; 3; 4; 5; 6; 13 BIS; 13 TER; 19; el artículo 20; 21; 

22; 23; 49; el primer párrafo del artículo 50 y 51; el 

artículo 64; el segundo párrafo del artículo 73; la 

denominación del Capítulo XI; el primer párrafo del 

artículo 85; el primer párrafo y la fracción VI del 

artículo 86; el primer párrafo del artículo 87; el primer 

párrafo del artículo 89; y el artículo 92;y se adicionan, 

al CAPÍTULO SEGUNDO la Sección Primera, 

denominada ―De la Fiscalía General‖, que se integra 

por los artículos 11, 12 y 13; la Sección Segunda, 

denominada ―De la Fiscalía Anticorrupción‖ que 

contiene los artículos 13 BIS y 13 TER, y la Sección 

Tercera, denominada ―De los Auxiliares del Ministerio 

Público‖ que contiene los artículos 14, 15, 16, 17 y 18; 

así como se adiciona un artículo 21 BIS; todos de la 

Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos, para quedar como se indica a continuación: 

Artículo 1. Esta Ley es de orden público y de 

interés social, y tiene por objeto establecer, organizar 

y regular las atribuciones de la Fiscalía General y de la 

Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción del 

Estado de Morelos, así como de las Unidades 

Administrativas que las integran, para el despacho de 

los asuntos que al Ministerio Público le confieren la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos y demás normas aplicables. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

I. Cadena de custodia, al sistema de control y 

registro que se aplica al indicio, evidencia, objeto, 

instrumento o producto del hecho delictivo, desde su 

localización, descubrimiento aportación, en el lugar de 

los hechos o del hallazgo, hasta que la autoridad 

competente ordene su conclusión; 

II. Consejo, al Consejo de Profesionalización; 

III. Consejo de Honor, al Consejo de Honor y 

Justicia;  

IV. Ficha Identificativa, al documento de 

identificación de los cadáveres o restos humanos que 

carecen de la misma, que tengan relación con una 

carpeta de investigación, que contenga el número y 

fecha de inicio de la misma; así como cualquier 

información que permita el pleno reconocimiento de 

los mismos, como son, antropología forense, 

criminalística de campo, video, fotografía forense, 

medicina forense, dactiloscopia, genética forense y 

odontología forense; 

V. Fiscalía General, a la Fiscalía General del 

Estado de Morelos; 

VI. Fiscal General, a la persona Titular de la 

Fiscalía General; 

VII.- Fiscalía Anticorrupción, a la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción del Estado 

de Morelos; 

VIII.- Fiscal Anticorrupción, a la persona titular 
de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción del Estado de Morelos; 

IX. Gobernador, al Titular del Poder Ejecutivo 
Estatal; 

X. Ley, a la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado de Morelos;  

XI. Ley General, a la Ley General para Prevenir 
y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, 
reglamentaria de la fracción XXI, del artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos;  

XII. Ministerio Público, al profesionista que 
ejerce las funciones de agente del Ministerio Público; 

XIII. Oficial, al Oficial del Registro Civil del 
Municipio que corresponda; 

XIV. Placa Identificativa, a la placa de material 
anticorrosivo que contiene la mayor cantidad de datos 
posibles de la Ficha Identificativa; 

XV. Protocolo, al Protocolo para el Tratamiento 
e Identificación Forense, expedido por la Procuraduría 
General de la República; 

XVI. Policía de Investigación Criminal, al cuerpo 
de Policía que auxilia al Ministerio Público en las 
funciones de investigación y persecución de los 
delitos, en términos de la Constitución Federal; 

XVII. Registro, al Registro de Datos de los 
cadáveres no identificados relacionados con una 
carpeta de investigación; 

XVIII. Reglamento, al Reglamento de la Ley; 
XIX. Secretario Técnico, a la persona Titular de 

la Secretaría Técnica del Consejo; 
XX. Servicio de Carrera, al Servicio de Carrera 

de la Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción 
para los Agentes del Ministerio Público, Oficiales 
Auxiliares del Ministerio Público, Peritos y Agentes de 
la Policía de Investigación Criminal que les estén 
adscritos, y 

XXI. Servicios Periciales, al cuerpo de personas 
con conocimientos y experiencia en las diferentes 
profesiones, ciencias, técnicas, artes u oficios, que 
mediante la emisión de opiniones y dictámenes 
auxilian al Ministerio Público en su función. 

Artículo 3.- La Fiscalía General, es una 
Institución perteneciente al Poder Ejecutivo del 
Estado, dotada de autonomía de gestión, técnica, de 
ejercicio y de aplicación del gasto público que le 
asigne el Congreso del Estado. 

Por su parte, la Fiscalía Anticorrupción, 
integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, cuenta 
con autonomía técnica, de gestión y operación, con 
competencia exclusiva para la prevención, 
persecución e investigación de los delitos que la ley 
señale como relacionados con hechos de corrupción. 

Artículo 4. Por su autonomía de gestión, la 
Fiscalía General y la Fiscalía Anticorrupción gozan de 
la administración, dirección, organización, disposición, 
distribución y suministro de recursos humanos, 
materiales y financieros; así como de la capacidad de 
decidir responsablemente sobre la adquisición de 
productos y servicios, en los términos previstos por las 
disposiciones jurídicas aplicables, el ejercicio de sus 
recursos propios, su estructura administrativa, así 
como proponer los niveles remunerativos para el 
personal que la integra, de conformidad con el 
presupuesto autorizado para ello y en términos de lo 
dispuesto por la legislación Federal y Estatal que 
resulte aplicable. 
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El Fiscal Anticorrupción elaborará su 

anteproyecto y lo entregará a la Secretaría de 

Hacienda, para que sea integrado al Proyecto de 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado, 

para su posterior aprobación por parte del Congreso 

Local. 

Artículo 5. La autonomía técnica de la Fiscalía 

General, y de la Fiscalía Anticorrupción, debe ser 

entendida como la facultad que les ha sido otorgada 

para expedir sus propias disposiciones normativas, 

con excepción de las disposiciones legales que le 

competan al Gobernador, con el propósito de regular 

las acciones que desarrolla en el ámbito de su 

competencia, delimitar las atribuciones que ejerce y 

regir su actuación, bajo las políticas permanentes de 

especialización técnica, profesionalización y rendición 

de cuentas, debiendo respetar en todo momento, la 

Constitución Federal, la Convención de Naciones 

Unidas Contra la Corrupción, los Tratados 

Internacionales en materia de Derechos Humanos de 

los que el Estado Mexicano sea parte, los Códigos y 

Leyes Nacionales, Generales y Federales que rijan su 

actuar procesal, la Constitución Local, y en general 

toda disposición jurídica aplicable. 

Artículo 6. El Fiscal General y el Fiscal 

Anticorrupción, para el ejercicio de la autonomía 

técnica y de gestión a que se refieren los artículos 4 y 

5 de esta Ley, contarán en el ámbito de sus 

respectivas competencias, con las siguientes 

atribuciones: 

I. Instrumentar y organizar políticas sobre la 

administración de los recursos humanos, la 

adquisición de bienes y servicios y el arrendamiento 

de inmuebles; 

II. Planear, coordinar, dirigir y controlar la 

administración de los recursos presupuestales; 

III. Aprobar la adquisición del equipo operativo, 

técnico, científico, móvil y demás que sea necesario 

para los fines y necesidades de su actividad; 

IV. Aprobar la contratación de prestadores de 

servicios profesionales para la capacitación y 

profesionalización de personal; 

V. Aprobar el arrendamiento de inmuebles para 

los fines de seguridad, protección de víctimas y 

testigos, de conformidad con las disposiciones legales 

aplicables; 

VI. Autorizar las propuestas de modificación de 

la estructura administrativa y la plantilla del personal 

adscrito a la Fiscalía General y a la Fiscalía 

Anticorrupción; 

VII. Coadyuvar en el diseño, construcción y 

remodelación de los bienes inmuebles, oficinas e 

instalaciones que ocupen la Fiscalía General y la 

Fiscalía Anticorrupción, conforme a las disposiciones 

jurídicas aplicables; 

VIII. Planear y promover la calidad en los 

servicios que presten la Fiscalía General y la Fiscalía 

Anticorrupción; 

IX. Fijar criterios y medidas administrativas para 

la simplificación de los trámites y procesos que se 

realicen ante la Fiscalía General y la Fiscalía 

Anticorrupción; 

X. Integrar el Comité de adquisiciones de la 

Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción; 

XI. Aprobar el Programa Anual de Adquisiciones 

de la Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción, y 

XII. Las demás disposiciones legales y 

reglamentarias aplicables a la Fiscalía General y a la 

Fiscalía Anticorrupción. 

Los Comités de Adquisiciones tanto de la 

Fiscalía General, como de la Fiscalía Anticorrupción, 

se integrarán y funcionarán de conformidad con lo que 

dispongan para tales efectos sus respectivos 

Reglamentos y la normativa aplicable. 

CAPÍTULO II 

DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

SECCIÓN PRIMERA 

DE LA FISCALÍA GENERAL 

Artículo 11. … 

Artículo 12. … 

Artículo 13. … 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 

Artículo 13 BIS. El Fiscal Anticorrupción, contará 

con las atribuciones siguientes:  

I. Planear, programar, organizar y dirigir el 

funcionamiento de la Fiscalía Anticorrupción, para 

perseguir e investigar los delitos relacionados con 

hechos de corrupción previstos en el capítulo 

correspondiente del Código Penal, que sean 

cometidos por servidores públicos o particulares; 

II. Ejercitar acción penal en contra de los 

imputados de los delitos a que se refiere la fracción 

anterior; 

III. Autorizar la consulta de reserva, 

incompetencia, acumulación y separación de las 

investigaciones, archivo temporal, criterio de 

oportunidad, acuerdo reparatorio, y procedimiento 

abreviado que propongan los agentes del Ministerio 

Público, de su adscripción; 

IV. Solicitar atención y reparación para las 

víctimas de las conductas previstas en la normativa 

aplicable en la materia; 

V. Recibir, por cualquier medio autorizado por la 

Ley, las denuncias sobre los delitos e iniciar la 

investigación correspondiente; 

VI. Dar aviso al Ministerio Público competente, 

por razón de fuero o materia, cuando de las diligencias 

practicadas en la investigación de los delitos de su 

competencia se desprenda la comisión de alguno 

diferente; 

VII. Utilizar las técnicas de investigación 

previstas en la normativa aplicable; 

VIII. Vigilar, con absoluto respeto a los derechos 

constitucionales, a las personas respecto de las cuales 

se tengan indicios de que pudieran estar involucradas 

en hechos de corrupción; 
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IX. Sistematizar la información obtenida para la 
detención de los imputados; 

X. Requerir a las instancias de gobierno 
federales, de las entidades federativas y municipales, 
la información que resulte útil o necesaria para sus 
investigaciones, la que por ningún motivo le podrá ser 
negada, incluso anteponiendo el secreto bancario, 
fiduciario, industrial, fiscal, bursátil, postal, o cualquier 
otro de similar naturaleza, en términos del artículo 109, 
antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 

XI. Proponer, en coordinación con el Sistema 
Estatal Anticorrupción, políticas y programas para la 
prevención e investigación de hechos de corrupción; 

XII. Nombrar bajo su más estricta 
responsabilidad a los Titulares de las Unidades 
Administrativas, a que se refiere el artículo 21 BIS, y 
en general a todo el personal de la Fiscalía 
Anticorrupción a su cargo, con estricta observancia a 
la normativa aplicable, y en términos del artículo 22 de 
este instrumento; 

XIII. Instruir a la Policía de Investigación 
Criminal, y al resto de las corporaciones policiales del 
Estado cuando éstos actúen como auxiliares en la 
prevención, investigación y persecución de delitos 
relacionados con hechos de corrupción, realicen sus 
actuaciones con pleno respeto a los derechos 
fundamentales y conforme a los principios de legalidad 
y objetividad; 

XIV. Promover la participación de la ciudadanía 
en los programas de su competencia; 

XV. Participar como integrante del Comité 
Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, 
atendiendo a las bases establecidas en el artículo 113, 
fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y 134, en lo conducente, 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos; 

XVI. Diseñar, establecer e implementar 
mecanismos de cooperación y colaboración con 
autoridades federales, de la Ciudad de México, 
estatales y municipales, incluyendo autoridades que 
ejerzan facultades de fiscalización, bancarias y de 
similar naturaleza, en el ámbito de su competencia, 
atendiendo a las normas y políticas institucionales; 

XVII. Ordenar el aseguramiento, el embargo 
precautorio o ejercer la acción de extinción de 
dominio, cuando proceda, de bienes propiedad de los 
imputados sujetos a investigación, así como aquellos 
sobre los que se conduzca como dueños o dueño 
beneficiario o beneficiario controlador; 

XVIII. Emitir o solicitar las órdenes o medidas 
para la protección, atención y auxilio de las personas 
víctimas de delito o de los testigos, e implementar 
medidas de protección hacia sus propios servidores 
públicos cuando sea necesario; 

XIX. Autorizar en definitiva que los Agentes del 
Ministerio Público adscritos a la Fiscalía 
Anticorrupción, decreten el no ejercicio de la acción 
penal, de conformidad a la disposición procesal penal 
correspondiente, y cuando así se concluya del estudio 
pormenorizado de los datos de prueba 
correspondientes;  

XX. Autorizar la formulación de conclusiones no 

acusatorias en los procesos penales o en su caso, la 
solicitud del desistimiento de la acción penal ante el 

órgano jurisdiccional que establece el artículo 144 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales;  

XXI. Designar en forma discrecional a los 
peritos en función de su especialidad, experticia, grado 

de confianza y prestigio, de entre los autorizados por 
el Tribunal Superior de Justicia del Estado, 

consultando al efecto la lista correspondiente; 
XXII. Ejercer en forma directa la facultad de 

excepción que establece el artículo 142, fracción II, de 
la Ley General de Instituciones de Crédito, en directa 

relación con el artículo 109, antepenúltimo párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 
XXIII. Emitir o suscribir los instrumentos 

jurídicos que faciliten el funcionamiento y operación de 
la Fiscalía Anticorrupción, el cual incluye los acuerdos, 

circulares, instructivos, bases, y demás normas 
administrativas necesarias que rijan la actuación de la 

Fiscalía, en el ámbito de su competencia; 
XXIV. Supervisar y ejercer las facultades que 

correspondan a las unidades administrativas que le 
estén adscritas, sin perjuicio de que sean 

desempeñadas por sus respectivos titulares; 
XXV. Supervisar y dirigir el Servicio Civil de 

Carrera de la Fiscalía Anticorrupción, conforme a las 
bases que al efecto se emitan, y 

XXVI. Las demás que le otorguen su 
Reglamento Interior, las que le sean conducentes 

consignadas en el artículo 31 de esta Ley, y otras 
disposiciones jurídicas aplicables. 

Para los fines del presente artículo y conforme a 
lo previsto por el artículo 79-B de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se 
establece la Fiscalía Anticorrupción, que goza de la 

misma autonomía que la Fiscalía General en términos 
de los artículos 4 y 5 de esta Ley, incluso respecto de 

ésa, a fin de salvaguardar toda imparcialidad en el 
desempeño de sus actividades, de conformidad con 

las disposiciones presupuestales asignadas para ello.  
El Fiscal Anticorrupción, además de cumplir con 

los requisitos establecidos en la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Morelos, gozará de 

nivel equivalente al del Fiscal General, y no le 
resultarán aplicables los requisitos a que se refiere el 

artículo 37 de esta Ley. 
La designación y permanencia en el cargo de 

dicho Fiscal Anticorrupción se regirán por lo previsto 
en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, así como por la normativa aplicable. 
Artículo 13 TER. A la Fiscalía Anticorrupción y a 

todo su personal le son aplicables en lo conducente y 
siempre que no se opongan a la función especializada 

que tiene, las disposiciones previstas en los artículos 
24 y 25 de esta Ley, considerando lo dispuesto por el 

artículo anterior y su previsión constitucional, como 
integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, y sin 

perjuicio de otras disposiciones jurídicas de este y 
otros ordenamientos que deba observar. 
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El personal de la Fiscalía Anticorrupción, en 

coordinación con el Sistema Estatal Anticorrupción, 

deberá capacitarse en la materia, así como 

desempeñar sus funciones, empleos, cargos y 

comisiones en el marco de los principios de legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia y secrecía. 

Para ingresar al servicio de esta unidad 

especializada, los aspirantes deberán asumir el 

compromiso de sujetarse a vigilancia no intrusiva, por 

la autoridad competente, en cualquier tiempo de su 

servicio y dentro de los cinco años posteriores a la 

terminación del mismo, así como rendir y mantener 

actualizada la información en materia de corrupción. 

SECCIÓN TERCERA 

DE LOS AUXILIARES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 14. … 

Artículo 15. … 

Artículo 16. … 

Artículo 17. … 

Artículo 18. … 

CAPÍTULO III 

DE LA ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN 

DE LA FISCALÍA GENERAL Y DE LA FISCALÍA 

ANTICORRUPCIÓN 

Artículo 19. La Fiscalía General está a cargo de 

un Fiscal General, quien es el Titular de la Institución 

del Ministerio Público, y ejerce la autoridad jerárquica 

sobre todo el personal de la misma, con excepción del 

Fiscal Anticorrupción, conforme a lo dispuesto por el 

artículo 13 BIS de esta Ley. 

Artículo 20. El Fiscal General y el Fiscal 

Anticorrupción emitirán los acuerdos, circulares, 

instructivos, protocolos, Programas, Manuales 

Administrativos y demás disposiciones que rijan la 

actuación de las Unidades Administrativas a su cargo.  

Artículo 21. … 

I. a la XII. … 

Derogado. 

Artículo 21 BIS. Para el despacho de los 

asuntos de su competencia, la Fiscalía Anticorrupción 

contará con las siguientes Unidades Administrativas: 

I. Vice-Fiscalías; 

II. Coordinaciones Generales; 

III. Direcciones Generales, y 

IV. Las demás que resulten necesarias para su 

funcionamiento y las que disponga la normativa 

aplicable y reglamentaria, de conformidad con el 

presupuesto autorizado para ello. 

Con independencia de ello, la Fiscalía 

Anticorrupción contará con la estructura que al efecto 

se establezca en su Reglamento Interior, así como en 

los Manuales Administrativos conforme a lo previsto 

en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, esta Ley y demás normativa aplicable, 

atendiendo la partida presupuestal que se le asigne. 

Artículo 22. El Reglamento establecerá la 

integración, funciones y atribuciones de cada una de 

las Unidades Administrativas, así como de los titulares 

que las integran. La Fiscalía Anticorrupción se regirá 

por su propio Reglamento Interior. 

Cada Unidad Administrativa, contará con los 

Directores, Coordinadores, Agentes del Ministerio 

Público, Oficiales Auxiliares del Ministerio Público, 

operadores de justicia alternativa, asesores jurídicos y 

demás personal que sea necesario para el 

cumplimiento de sus funciones, conforme a la 

disponibilidad presupuestaria y lo previsto en el 

Reglamento.  

Artículo 23. El Fiscal General y el Fiscal 

Anticorrupción, de conformidad con las disposiciones 

presupuestales asignadas para ello, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, podrán establecer las 

Unidades Administrativas u Operativas que se 

encuentren previstas en sus propios Reglamentos, 

podrán formar Unidades de Investigación para la 

persecución de delitos por géneros o específicos que 

por su trascendencia, interés y características así lo 

ameriten de acuerdo con las necesidades del servicio. 

Artículo 49. El Servicio de Carrera es un sistema 

de carácter obligatorio y permanente en el cual, se 

establecen los lineamientos de reclutamiento, 

selección, ingreso, certificación, formación y 

permanencia de los Agentes y Oficiales Auxiliares del 

Ministerio Público, los Peritos y los Agentes de la 

Policía de Investigación Criminal de la Fiscalía 

General y de la Fiscalía Anticorrupción. 

Artículo 50. El Servicio de Carrera de los 

Agentes y Oficiales Auxiliares del Ministerio Público, 

los Peritos y los Agentes de la Policía de Investigación 

Criminal de la Fiscalía General y de la Fiscalía 

Anticorrupción, comprenderá la selección, ingreso, 

permanencia, estímulos, promoción, reconocimiento y 

terminación del mismo, en las siguientes etapas:  

I. a la III. … 

Artículo 51. Los miembros del Servicio de 

Carrera de la Fiscalía General y de la Fiscalía 

Anticorrupción dejarán de formar parte del mismo por 

terminación ordinaria o extraordinaria, conforme a lo 

siguiente: 

I. a la II. … 

Artículo 64.- La Visitaduría General, será el 

órgano de la institución encargada de ejecutar las 

resoluciones que determine el Consejo de Honor; esta 

deberá ser notificada personalmente al interesado, 

para lo que estime pertinente conforme a derecho; una 

vez que haya quedado firme la resolución mediante la 

que se imponga una sanción, los integrantes del 

Consejo de Honor, vigilarán en coordinación con las 

áreas administrativas y operativas correspondientes, lo 

relativo a la suspensión o destitución, descuentos de 

adeudos, resguardos e inventario de equipo, así como 

su correspondiente inscripción en los Sistemas 

Nacional y Estatal de Seguridad Pública y otras 

medidas conducentes; el incumplimiento dará lugar a 

las sanciones previstas por la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y la legislación 

aplicable en la materia. 
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Artículo 73.- Las resoluciones que tome el 

Consejo de Honor, causarán ejecutoria una vez 

transcurrido el término para impugnar la misma, y su 

resolución se agregará a los expedientes personales u 

hojas de servicio de cada Servidor Público 

sancionado.  

Cuando se imponga suspensión temporal o 

destitución, se notificará a los Sistemas Nacional y 

Estatal de Seguridad Pública, para su control y 

trámites legales a que haya lugar, su incumplimiento 

dará lugar a las sanciones previstas por la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y la 

legislación aplicable en la materia. 

CAPÍTULO XI 

DE LOS DERECHOS, RESPONSABILIDADES Y 

SANCIONES 

DEL PERSONAL DE LA FISCALÍA GENERAL Y DE 

LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 

Artículo 85. Son causas de responsabilidad del 

personal de la Fiscalía General y de la Fiscalía 

Anticorrupción, además de las previstas en la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y la 

legislación aplicable en la materia, las siguientes:  

I. a la VIII. … 

Artículo 86.Son obligaciones del personal de la 

Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción, las 

siguientes: 

I.  a la V. … 

VI. Desempeñar su función sin solicitar o 

aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones 

distintas a las previstas legalmente; en particular, se 

opondrán a cualquier acto de corrupción. La Fiscalía 

Anticorrupción conocerá de las conductas que 

configuren un hecho calificado como delito de 

corrupción por la ley y exista la posibilidad de que el 

servidor público lo cometió o participó en su comisión, 

por la infracción a la presente obligación; 

VII. a la XXI. … 

Artículo 87. El personal de las Fiscalías General 

y Anticorrupción, respectivamente, deberá abstenerse 

de: 

I… a la IV… 

Artículo 89. Procederá la separación del 

personal de la Fiscalía General y de la Fiscalía 

Anticorrupción, por el incumplimiento de alguna o 

algunas de las obligaciones previstas en las fracciones 

IV, V, VI, VII, VIII, XII, XIII y XIX, del artículo 86 de la 

presente Ley o, en su caso, por la reiteración de por lo 

menos tres ocasiones en el incumplimiento de alguna 

o algunas de las obligaciones restantes del artículo 

citado. 

Artículo 92. Los servidores públicos de la 

Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción, 

podrán excusarse y ser recusados en los asuntos que 

intervengan, cuando ocurra una o más de las causas 

que motivan las excusas en los términos de la 

Normativa Procedimental Penal aplicable. La excusa y 

la recusación deberán ser calificadas en definitiva por 

el Fiscal General y el Fiscal Anticorrupción, y su 

trámite se definirá en el Reglamento respectivo. 

ARTÍCULO SEXTO. Se reforman, la fracción I 

del artículo 24; la fracción III del artículo 41; la fracción 

V del artículo 85, y el artículo 88 y se adicionan las 

fracciones XVI y XVII al artículo 86, todos ellos de la 

Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, para 

quedar como sigue: 

Artículo 24.- … 

… 

… 

… 

… 

I.- Designar a los titulares de las dependencias 

de la administración pública municipal, así como a la 

titular de la dirección de la instancia de la mujer con 

excepción del Secretario del Ayuntamiento, el 

Tesorero, el Contralor Municipal, el Titular de la 

Seguridad Pública Municipal, los cuales serán 

nombrados por el Presidente; en ambos casos las 

designaciones tendrán que ajustarse al principio de 

paridad, en una proporción que no exceda el cincuenta 

por ciento para un mismo género. Por lo que respecta 

al Contralor Municipal, dicho nombramiento se 

sujetará a la ratificación de las dos terceras partes del 

Cabildo. En todo momento, el Ayuntamiento verificará 

que la remuneración autorizada a dichos servidores 

públicos no rebase los montos establecidos en la 

fracción V del artículo 20 de la Ley de Presupuesto, 

Contabilidad y Gasto Público del estado de Morelos. 

II. a la V. … 

Artículo 41.- … 

I. a la II. … 

III. Nombrar al Secretario Municipal, al Tesorero 

Municipal, al Titular de Seguridad Pública y al 

Contralor Municipal, éste último nombramiento se 

sujetará a la ratificación de las dos terceras partes del 

Cabildo y; 

IV. a la XLI. … 

Artículo 85.- … 

I.- a la IV. … 

V. Contar con experiencia mínima comprobable 

de dos años en órganos de control gubernamental, 

fincamiento de responsabilidades, fiscalización de 

recursos públicos o rendición de cuentas, y 

VI. Tener como mínimo veinticinco años de 

edad, cumplidos al día de la designación.  

Artículo 86.- … 

I. a la XV.- … 

XVI.- Integrar por sí o a través de un 

representante común de todos los Contralores del 

Estado, el Comité Coordinador del Sistema Estatal 

Anticorrupción y el Sistema Estatal de Fiscalización; 

XVII.- Cumplir cabalmente con las 

recomendaciones y lineamientos que emitan el Comité 

Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción y el 

Sistema Estatal de Fiscalización, y 

XVIII.- Las demás que le otorguen otros 

ordenamientos jurídicos o que el Ayuntamiento le confiera 

dentro del marco de sus atribuciones. 
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Artículo 88.- Se establece la coordinación 

institucional entre los órganos de control del Poder 

Ejecutivo, del Poder Legislativo y de los 

Ayuntamientos, así como con el Sistema Estatal 

Anticorrupción y el Sistema Estatal de Fiscalización, 

para unificar criterios en los métodos, procedimientos 

y alcances sobre las funciones de seguimiento, control 

y evaluación; instrumentar, participar y recibir la 

capacitación para el mejor desempeño de sus 

funciones, de las actualizaciones del marco normativo 

y de los sistemas de seguimiento y revisiones; 

formular consultas sobre aspectos operativos o 

normativos; intercambiar experiencias y elaborar 

propuestas de mejoramiento de la administración 

pública. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Una vez aprobadas las presentes 

leyes y reformas de Ley, expídase el Decreto 

respectivo y remítase al Titular del Poder Ejecutivo, 

para su publicación en el Periódico Oficial ―Tierra y 

Libertad‖, Órgano de difusión del Estado de Morelos, 

para los efectos señalados en los artículos 44, 47 70, 

fracción XVII, inciso a), de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto entrará en 

vigor a partir del día diecinueve de julio de dos mil 

diecisiete, previa publicación en el Periódico Oficial 

―Tierra y Libertad‖, órgano de difusión del Estado de 

Morelos. 

TERCERA. Los procedimientos de 

responsabilidad administrativa, que hayan iniciado su 

trámite de conformidad con la Ley Estatal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos 

continuarán su trámite hasta su total resolución 

conforme a dicha normatividad. 

CUARTA. El Titular del Poder Ejecutivo, dentro 

de los noventa días hábiles siguientes a la entrada en 

vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas 

para el Estado de Morelos, deberá expedir el 

Reglamento respectivo; mientras tanto, continuará 

rigiendo el que se encuentra vigente en lo que no se 

oponga a lo previsto en este ordenamiento. 

QUINTA. En el caso de las Declaraciones 

Patrimoniales y de Intereses que tiene obligación de 

recibir la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización, 

podrá hacerlo de forma escrita hasta las que tengan 

que entregarse en el mes de mayo de dos mil 

dieciocho, las subsecuentes deberán ser entregadas 

de manera digital como menciona este ordenamiento. 

El Gobernador Constitucional del Estado, 

instruirá a la Secretaría de Hacienda del Poder 

Ejecutivo Estatal para que efectúe las transferencias y 

adecuaciones presupuestales necesarias para el 

cumplimiento de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos y que se 

considere una partida específica en el Presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado para el siguiente 

Ejercicio Fiscal. 

SEXTA. Notifíquese a la Secretaría de la 

Contraloría del Poder Ejecutivo, a la Entidad Superior 

de Auditoría y Fiscalización del Congreso del Estado 

de Morelos, al Consejo de la Judicatura Estatal, a los 

treinta y tres ayuntamientos en el Estado y sus 

respectivas Contralorías municipales, a los 

organismos a los que la Constitución local les otorga y 

reconoce autonomía y sus respectivos Órganos de 

control interno, para efecto de que tomen las medidas 

necesarias respecto del inicio de la vigencia de la Ley 

de Responsabilidades Administrativas para el Estado 

de Morelos, como son, de manera enunciativa mas no 

limitativa, la expedición del código de ética para sus 

funcionarios. 

SÉPTIMA. La Declaración de Modificación 

Patrimonial correspondiente al ejercicio 2016, 

presentada en enero del presente año, será válida por 

esta única ocasión en lo que respecta a dicha 

obligación, debiéndose presentar las que 

corresponden a los ejercicios subsecuentes en el mes 

de mayo de cada año. 

OCTAVA. A la entrada en vigor del presente 

Decreto, quedan Derogados los Títulos Cuarto y 

Quinto de la Ley Estatal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, publicada en el Periódico Oficial 

―Tierra y Libertad‖, número 4562 de fecha veinticuatro 

de octubre de dos mil siete, con la salvedad de que los 

asuntos que conozca el Consejo de la Judicatura 

Estatal y su órgano de control interno, los cuales se 

continuarán rigiendo de forma supletoria con las 

disposiciones previstas en el citado Título Cuarto, 

hasta en tanto su reglamentación orgánica se adecue 

a las reformas en cuestión. 

NOVENA. El Tribunal de Justicia Administrativa 

dentro de los noventa días siguientes a la entrada en 

vigor de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Morelos, deberá expedir el reglamento interior, 

mientras tanto continuará rigiendo el reglamento 

vigente en lo que no se oponga a lo previsto en este 

ordenamiento.  

DÉCIMA. El Tribunal de Justicia Administrativa 

dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada 

en vigor de la presente Ley, deberá expedir los 

Manuales de Organización y Procedimientos del 

Tribunal de Justicia Administrativa.  

DÉCIMA PRIMERA. El Poder Ejecutivo, el 

Tribunal de Justicia Administrativa, así como las 

Universidades Públicas en el Estado, en ejercicio del 

Servicio Social al que están obligadas, deberán 

realizar las acciones que correspondan, a efecto de 

que el Expediente Electrónico, inicie su operación a 

más tardar el treinta y uno de diciembre de dos mil 

veinte. El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa 

podrá emitir los acuerdos necesarios para la 

implementación progresiva del Expediente Electrónico.  
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DÉCIMA SEGUNDA. El Gobernador 

Constitucional del Estado, instruirá a la Secretaría de 

Hacienda del Poder Ejecutivo Estatal para que efectúe 

las transferencias y adecuaciones presupuestales 

necesarias para el cumplimiento del presente Decreto 

por el que se expide la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Morelos y que se considere una partida 

específica en el Presupuesto de Egresos del Gobierno 

del Estado para el siguiente Ejercicio Fiscal. 

DÉCIMA TERCERA. Notifíquese al Poder 

Ejecutivo y al Tribunal de Justicia Administrativa las 

Universidades Públicas del Estado de Morelos para 

efecto de ejecutar y cumplir todos los actos jurídicos, 

administrativos y presupuestales que correspondan 

para el inicio en operación del Expediente Electrónico.  

DÉCIMA CUARTA. Notifíquese a los treinta y 

tres ayuntamientos en el Estado, a las dependencias 

del Poder Ejecutivo del Estado, o de sus organismos 

descentralizados para efecto de que tomen las 

medidas necesarias respecto del el inicio en operación 

del Expediente Electrónico en el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Morelos. 

DÉCIMA QUINTA. El Pleno del Tribunal de 

Justicia Administrativa, dentro del ámbito de su 

competencia, efectuará la difusión de la 

implementación del Expediente Electrónico y los 

Formatos de demanda que faciliten en la vía 

electrónica a los gobernados el acceso a la Justicia 

administrativa, en especial, en aquellos asuntos de 

poca cuantía y de gran incidencia de las personas que 

se encuentren el Estado de Morelos.  

DÉCIMA SEXTA. El Pleno del Tribunal de 

Justicia Administrativa, dentro del ámbito de sus 

respectivas competencias, efectuará las acciones 

necesarias y suscribirá los instrumentos jurídicos 

necesarios con el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el Consejo de la Judicatura Federal y o 

Tribunales similares de otras entidades federativas, 

para lograr la implementación del Expediente 

Electrónico.  

DÉCIMASÉPTIMA. En congruencia con la 

Disposición Transitoria Octava del Decreto Mil 

Ochocientos Nueve publicado en el Periódico Oficial 

―Tierra y Libertad‖ número 5487 de fecha siete de abril 

del presente año, así como con este Decreto que 

reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de 

la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos, se dispone que el Titular del Poder Ejecutivo 

realice las adecuaciones administrativas que resulten 

necesarias. 

DÉCIMA OCTAVA. Dentro del plazo de noventa 

días hábiles, contados a partir de que surta efectos el 

presente Decreto que reforma, adiciona y deroga 

diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 

Fiscalía General del Estado de Morelos, realícense las 

modificaciones reglamentarias a que haya lugar. Las 

referencias hechas a las actuales Fiscalías específicas 

se entenderán hechas a las Vicefiscalías. 

DÉCIMA NOVENA. En términos del artículo 3, 

segundo párrafo, de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Morelos, son de la competencia 

exclusiva de la Fiscalía Anticorrupción los delitos 

contenidos en el Título Vigésimo del Código Penal 

para el Estado de Morelos y cualquiera otro en el que 

participen los servidores públicos en el ejercicio de sus 

funciones oficiales. Las carpetas de investigación 

relacionadas con delitos de corrupción, iniciadas con 

anterioridad ante la Fiscalía General, continuarán a su 

cargo hasta su conclusión. 

VIGÉSIMA. Las reformas contenidas en las 

fracciones I del artículo 24 y la fracción III del artículo 

41 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Morelos, relativas a la ratificación del nombramiento 

del Contralor Municipal, serán aplicables cuando 

ocurra una nueva designación con posterioridad a la 

entrada en vigor de dicha reforma, en respeto 

irrestricto al principio constitucional de irretroactividad.  

VIGÉSIMA PRIMERA. El Congreso del Estado 

de Morelos en plazo no mayor a 180 días hábiles a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto, 

deberá expedir la Ley en materia de Responsabilidad 

Política del estado de Morelos.  

VIGÉSIMA SEGUNDA. Se abroga la Ley de 

Auditoría y Fiscalización del Estado de Morelos, 

publicada en el Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ 

Órgano de Difusión del Gobierno del Estado de 

Morelos el 13 de mayo de 2015, conforme a lo 

dispuesto en los transitorios subsecuentes y se 

derogan todas las disposiciones legales que 

contravengan o se opongan a la Ley de Fiscalización y 

Rendición de Cuentas del Estado de Morelos 

aprobada en el presente Decreto. 

VIGÉSIMA TERCERA. Los procedimientos 

administrativos iniciados de conformidad con la Ley de 

Auditoría y Fiscalización del Estado de Morelos, 

publicada en el Periódico Oficial ―Tierra y Libertad‖ 

Órgano de Difusión del Gobierno del Estado de 

Morelos el 13 de mayo de 2015, que se encuentren en 

trámite o pendientes de resolución a la entrada en 

vigor de la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas del Estado de Morelos, se resolverán hasta 

su conclusión definitiva en términos de dicha Ley. 

VIGÉSIMA CUARTA. La ESAF deberá 

actualizar y, en su caso, publicar la normatividad que 

conforme a sus atribuciones debe expedir, en un plazo 

no mayor de ciento ochenta días hábiles contados a 

partir de que la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas del Estado de Morelos cobre vigencia.  

VIGÉSIMA QUINTA.LA ESAF deberá decretar 

de oficio la transferencia documental al archivo 

histórico de los asuntos que se encuentran en el 

supuesto establecido en el artículo 69 de la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Morelos y 95 de 

la Ley de Auditoría y Fiscalización del Estado de 

Morelos, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 35 de la Ley Estatal de Documentación y 

Archivos de Morelos, debiendo informar respecto de 

dicho trámite al Congreso del Estado de Morelos. 
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VIGÉSIMA SEXTA. El Auditor General, el titular 
del Consejo de Vigilancia, los Auditores Especiales y 
los Directores Generales de ESAF en funciones, 
permanecerán en su encargo hasta concluir el periodo 
por el que fueron designados, pudiendo participar 
como candidatos en la convocatoria para la 
designación de Auditor General previsto en la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de 
Morelos, y los Auditores Especiales y Directores 
Generales podrán ser nombrados por un periodo más 
previa evaluación que haga el Órgano Político del 
Congreso del Estado. 

Recinto Legislativo, en Sesión Ordinaria a los 
trece días del mes de julio del año dos mil diecisiete. 

Atentamente. Los CC. Diputados Integrantes de 
la Mesa Directiva del Congreso del Estado. Dip. 
Beatriz Vicera Alatriste. Presidenta. Dip. Silvia Irra 
Marín. Secretaria. Dip. Edith Beltrán Carrillo. 
Secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo, 
Casa Morelos, en la Ciudad de Cuernavaca, Capital 
del estado de Morelos a los dieciocho días del mes de 
julio de dos mil diecisiete. 

―SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN‖ 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 
GRACO LUIS RAMÍREZ GARRIDO ABREU 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
M.C. MATÍAS QUIROZ MEDINA 

RÚBRICAS. 

Al margen izquierdo un escudo del estado de 
Morelos que dice: ―Tierra y Libertad‖.- La tierra volverá 
a quienes la trabajan con sus manos. Morelos Poder 
Ejecutivo. Secretaría de Hacienda. 

JORGE MICHEL LUNA, SECRETARIO DE 
HACIENDA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
MORELOS, CON FUNDAMENTO EN LOS 
ARTÍCULOS 11, FRACCIÓN III, 13, FRACCIONES VI, 
VIII Y XXII, Y 22, FRACCIONES I, IV, XIX Y XX, DE 
LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE MORELOS; ARTÍCULOS 
1, 3 Y 10 FRACCIONES XV, XVII, XX, XXX Y L DEL 
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA; ASÍ COMO EL ARTÍCULO 6° DE LA LEY 
DE COORDINACIÓN FISCAL, Y 

CONSIDERANDO 
Que con fecha 1° de noviembre de 1979, el 

Gobierno del Estado de Morelos suscribió el Convenio 
de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal con la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, que fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación con fecha 28 de diciembre de 1979. 

Que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, establecen que las 
participaciones en ingresos federales forman parte de 
la hacienda pública de los municipios y que éstas se 
cubrirán con arreglo a las bases, montos y plazos que 
anualmente se determinen por la Legislatura Estatal. 

Que la Ley de Coordinación Hacendaria del 

Estado de Morelos establece los porcentajes y 

fórmulas de distribución de participaciones en ingresos 

federales a los Municipios de la Entidad. 

Que, de conformidad con el artículo 6° de la Ley 

de Coordinación Fiscal, los Gobiernos de las 

Entidades Federativas deben publicar trimestralmente 

en el Periódico Oficial, así como en la página oficial de 

Internet del gobierno de la entidad, el importe de las 

participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste 

realizado al término de cada ejercicio fiscal. 

Que, con fecha 14 de febrero de 2014, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 

Acuerdo 02/2014 por el que se expiden los 

Lineamientos para la publicación de la información a 

que se refiere el artículo 6° de la Ley de Coordinación 

Fiscal, por medio del cual se establece que las 

Entidades Federativas deben publicar de manera 

trimestral, los montos de cada uno de los conceptos 

de las participaciones federales que se entregaron a 

cada municipio y que dicha información deberá 

presentarse acumulada al trimestre que corresponda, 

con el desglose mensual respectivo del trimestre de 

que se trate. 

Por lo expuesto y fundado; tengo a bien expedir 

el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE DAN A 

CONOCER LAS PARTICIPACIONES EN INGRESOS 

FEDERALES, PAGADAS A LOS MUNICIPIOS DEL 

ESTADO DE MORELOS, CORRESPONDIENTES AL 

PERÍODO DE ABRIL A JUNIO DE 2017. 

PRIMERO.- El presente Acuerdo tiene por 

objeto dar a conocer a los municipios del estado de 

Morelos, el importe de las participaciones en ingresos 

federales, pagadas en el período correspondiente a 

los meses de abril, mayo y junio de 2017, de 

conformidad con las variables y fórmulas establecidas 

en la Ley de Coordinación Hacendaria del Estado de 

Morelos. 

SEGUNDO.- El importe total de las 

participaciones en ingresos federales pagadas a los 

municipios del estado de Morelos por los meses de 

abril, mayo y junio de 2017, ascendió a la cantidad de 

$ 639’785,391.00 (SEISCIENTOS TREINTA Y NUEVE 

MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y CINCO MIL 

TRESCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS 00/100 

M.N.). 

TERCERO.- El desglose de los importes 

pagados a cada uno de los Municipios del Estado de 

Morelos, por concepto de participaciones en ingresos 

federales, correspondientes a los meses de abril, 

mayo y junio, se contiene en los cuadros 1, 2, 3, y 4 

siguientes:  


